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TÍTULO II

MARCO JURÍDICO ESPECIAL

Capítulo I

Régimen Legal del Habeas Corpus

“Una de las más bellas conquistas de que la civilización actual puede enorgullecerse, es precisamente la de haber condenado al fuego todos los instrumentos de la injusticia insana y feroz”.

─ ─ F. Carrara

1. Nota Preliminar:

El nuevo siglo y el nuevo milenio que se ha iniciado, nos permite vislumbrar un halagüeño panorama de reafirmación de la dignidad humana, a través del respeto a los Derechos de las Persona. Se sigue viviendo la vorágine de la maldad como consecuencia de las interacciones personales, grupales o sociales, cada vez más conflictivas, si bien la raíz de los conflictos sociales tiene motivaciones diversas, el hombre es para el hombre un lobo. Como decía al poeta ingles Sir Jhon BEAUMONT: “No existen los tiempos malos, es malo el hombre”. El ideal es que se afirme el adagio latino: Homo, homini homo; es decir: “El hombre es para el hombre, un hombre”. Germán BIDART CAMPOS en reciente reflexión sobre el balance y perspectiva sobre los Derechos Humanos desde este siglo al próximo presenta altibajos notorios, que confirman aquella ley de la historia que Maritain calificó como del doble progreso contrario: un progreso hacia el bien y un progreso hacia el mal. Aún conserva toda su fuerza las expresiones de Norberto BOBBIO, cuando en 1 964 sostuvo que: “El problema grave de nuestro tiempo, respecto de los Derechos Humanos, no es el de fundamentarlos, sino el de protegerlos”.

Se sigue viviendo, pues, una compleja realidad, donde factores de diversa índole violentan y menoscaban los Derechos Fundamentales de la Persona. Desde luego, esto no es reciente, como tampoco lo es la lucha por afirmar estos derechos y libertades fundamentales a lo largo de las diversas tendencias del pensamiento de la historia de la humanidad. Sin embargo, es consenso actual que los Derechos Humanos, aunque estén solemnemente proclamados en las constituciones – como expresión de su parte dogmática –, serían, en realidad,  poca cosa si no estuviesen debidamente garantizados, esto es, que los ciudadanos cuenten con los medios e instrumentos procesales que garanticen su plena vigencia en la vida cotidiana.

Los derechos y libertades fundamentales, por principio, no tienen un valor per se, por el hecho de que estén en un catálogo positivizado en las constituciones políticas – vigencia formal –, sino en tanto que el valor normativo encierra, en esencia, se identifican con las garantías que ellas ostentan. La archiconocida Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1 789, es proverbial cuando alertaba en el siempre citado Art. 16º que: “Toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no está asegurada […] carece de Constitución”. Lo propio y ya en el marco de esta perspectiva sobre la garantía que debe ostentar la Norma Fundamental para su cumplimiento, KELSEN sentenció en su celebre ensayo sobre la garantía jurisdiccional de la Constitución que: “Una Constitución a la que le falta la garantía de la anulabilidad de los actos inconstitucionales, no es plenamente obligatoria en su sentido técnico”

Las Garantías Constitucionales constituyen hoy en día el tema central de la justicia o, más propiamente, de la jurisdicción constitucional y, en palabras de otro celebre jurista, Mauro CAPPELLETTI, lo consideran: “Como la vida, la realidad y el porvenir de las Cartas Constitucionales, o en las palabras del autor alemán LECHNER, el Control de la Constitución es: “El coronamiento del Estado de Derecho”.

En suma no basta con que en la Ley Fundamental se prescriba un exquisito conjunto de normas en que se estampan formalmente los derechos fundamentales de los ciudadanos, antes bien, hoy el pensamiento jurídico moderno centra su actual preocupación en los instrumentos procesales que habían de permitir la vigencia sociológica y real de lo que está en la norma jurídico – formal de la Lex Legum. Diría Michel DRAN: “Las libertades no valen en la práctica, sino lo que valen son sus garantías”…Ene este mismo sentido Gregorio PECES – BARBA sostiene que:” […] Los derechos fundamentales sólo tienen sentido si se pueden ejercer”. Y es que, en definitiva, el grado de sinceridad de un ordenamiento constitucional, lo dan las Garantías Constitucionales. En este sentido, la idea prevaleciente actual es partir del presupuesto de que los Derechos Fundamentales deben gozar de un régimen de protección. Así José Luis CASCAJO CASTRO llega a sostener que el tema de los Derecho Humanos está tan interconectado con su protección que, a criterio de este jurista español, interesa subrayar, frente a los aspectos de la existencia, fundamentación y positivación de los Derechos Humanos, el de la eficacia o efectividad de su tutela es el núcleo principal. Surge así, pues, el tema de las Garantías Constitucionales, el mismo que presenta varias dimensiones y del cual diversos autores mantienen diversas clasificaciones según sus criterios. Sin embargo, de entre los muy variados conceptos o nociones asumimos la esgrimido por el pensamiento jurídico de Héctor FIX – ZAMUDIO, de ineludible influencia italiana, que lo ha encardinado bajo el concepto genérico de Defensa de la Constitución, concepto éste que se puede dividir en dos grandes ámbitos: por un lado, y acaso de manera convencional, con el concepto de Protección de la Constitución y, por otro lado, el concepto contemporáneo de las Garantías Constitucionales.

El primer sector nos refiere el tratadista mexicano; esto es, el de la “Protección de la Constitución”, se integra por todos aquellos factores políticos, económicos, sociales y de técnica jurídica que han sido canalizados por medio de normas de carácter fundamental e incorporados a los documentos constitucionales con el propósito de limitar el poder y lograr que sus titulares se sometan a sus lineamientos establecidos en la propia Carta Fundamental, tanto por lo que respecta a sus atribuciones como también, y de manera esencial, en cuanto respecta a los Derechos Humanos de los Gobernados. En otras palabras aclara Héctor FIX – ZAMUDIO, estos instrumentos pretenden lograr el funcionamiento armónico, equilibrado y permanente de los poderes públicos y, en general, de todo órgano de autoridad. La segunda categoría de la Defensa Constitucional a integra la actual noción contemporánea de las llamadas Garantías Constitucionales, pero no la entendida como el concepto tradicional que las identificaba con los derechos de la persona consagrada constitucionalmente, sino como aquellos instrumentos o medios jurídicos de naturaleza predominantemente procesal, que está dirigidos a la reintegración del orden constitucional cuando el mismo ha sido desconocido o violado. A esta noción es lo que hoy responden y se proyectan modernamente las diversas garantías constitucionales que hoy forman parte de la Jurisdicción Constitucional y que es estudiado modernamente por el Derecho Procesal Constitucional.

Precisamente y dentro de esta perspectiva, hace muchos siglos – como ya lo hemos reafirmado reiterativamente –, apareció en la Inglaterra medieval el Habeas Corpus, institución que consistía en la obligación de los agentes reales de presentar, dentro de cierto plazo, ante el Tribunal, la persona del detenido, especificando, el mismo tiempo, el motivo de la detención. 

Actualmente, tanto el Habeas Corpus como las demás acciones de garantía, forman parte de las Garantías Constitucionales y que hoy tienden a denominarse con mayor propiedad como Procesos Constitucionales y tienen, en consecuencia, rasgos comunes en la doctrina, legislación y jurisprudencia. Si el Habeas Corpus tiene como finalidad proteger la libertad individual en sus diversas manifestaciones, las otras garantías constitucionales tiene como finalidad asegurar también, a los habitantes, el goce efectivo de sus derechos constitucionales, o, más propiamente, los derechos fundamentales, protegiéndolos de toda restricción o amenaza ilegal o arbitraria contra los mismos por parte de los órganos estatales (autoridades o funcionarios) y de particulares, con excepción de la libertad individual que ya es amparada por el Habeas Corpus.

En lo que atañe a nuestro particular ordenamiento jurídico, y con fecha 07 de Diciembre de 1 982, se promulgó la Ley Nº 23 506: Ley e Habeas Corpus y Amparo, que entró en vigor – coincidiendo con una fecha mítica: el nacimiento de nuestro Salvador, fecha de fe de paz y esperanza –, el 24 de Diciembre del mismo año. En realidad, con este marco legal se puso en marcha el mecanismo de lo que significa la nueva Jurisdicción Constitucional en el Perú. Y aunque puede afirmarse que la historia de la jurisdicción constitucional peruana se divide en dos grande periodos: Antes y después de la Constitución de 1 979, y que la Ley de Habeas Corpus y Amparo en el Perú exprese apenas un contenido de esta jurisdicción constitucional – que en expresión de Mauro CAPPELLETI –, es la Jurisdicción Constitucional de la Libertad. En rigor, hoy cabe señalar que los actuales Contenidos de la Jurisdicción Constitucional en el Perú, se expresan bajo la siguiente singladura:

2. Contenidos de la Jurisdicción Constitucional:

a. Jurisdicción Constitucional de la Libertad: Expresado en el Habeas Corpus, Habeas Data, Acción de Amparo y Acción de Cumplimiento.
b. Jurisdicción Constitucional Orgánica: Cuyos procesos constitucionales conforman la Acción Popular, Acción de Inconstitucionalidad, Conflicto de Competencia y Atribuciones y Juicio Político.
c. Jurisdicción Constitucional Supranacional: Cuyos procesos constitucionales se proveen en dos instrumentos: El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, más aún su Protocolo Facultativo; y la Convención Americana de Derechos Humanos, más conocido como Pacto de San José de Costa Rica. 
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Capítulo II

Evolución Legislativa del Habeas Corpus

Dado que el Procedimiento del Habeas Corpus, tiende a la Protección de un Derecho Fundamental como es el Derecho a la Libertad Personal, las legislaciones permiten que pueda instarlo no sólo la persona privada de libertad, sino también su cónyuge, ascendientes, descendientes y hermanos e incluso puede iniciarse de oficio por la autoridad judicial competente. Si concurren los requisitos para su tramitación, el Juez inicia el procedimiento ordenando a la policía que lleve a su presencia a la persona detenida. La Autoridad Judicial, una vez que ha escuchado al detenido y a las personas implicadas en el arresto, decide a cerca de la legalidad o no de la misma, y decreta, en caso de apreciar irregularidades, el rápido enjuiciamiento del detenido (si es que la detención ha devenido ilegal por haber transcurrido el plazo establecido por Ley), o bien su libertad. 
  Lo que a continuación sigue es un breve esquema de la Evolución Jurídica – Legislativa que vertebra la jurisdicción constitucional de la libertad: El Habeas Corpus. Con todo el conocimiento de este proceso resulta fructífero, pues el Habeas Data, al igual que la Acción de Cumplimiento en un comienzo regulados por la Ley Nº 26 301 del 02 de Mayo de 1 994 y su reforma por Ley Nº 26 545, mantuvieron los mismos esquemas y principios procesales de la Ley Nº 23 506: Ley de Habeas Corpus y Amparo y consecuentemente con el actual Código Procesal Constitucional promulgado por Ley Nº 28 237 del 28 de Mayo del 2 004 y puesto en vigencia el 01 de Diciembre del mismo año.

1. Evolución Legislativa del Habeas Corpus:
Una retrospectiva ojeada de la evolución legislativa del Habeas Corpus en el Perú – como ya lo ha configurado la versadísima autoridad de Domingo GARCÍA BELAÚNDE(286) –, atraviesa por el siguiente esquema legislativo:

1.1. Ley del 21 de Octubre de 1 897: Que regula por primera vez el Habeas Corpus para la tutela exclusiva de la Libertad Individual.
1.2. Ley Nº 2 223 del 10 de Febrero de 1 916: Conocida como la “Ley Fundamental de Prisiones Preventivas”. En rigor, es la segunda Ley que amplía el Habeas Corpus para la defensa de la “Garantías Individuales”, normadas en la Constitución de 1 860, vigente en ese entonces.
1.3. Ley Nº 2 253 del 16 de Setiembre de 1 916: La cual en mérito a la experiencia anterior trata de perfeccionar los aspectos procesales del Régimen del Habeas Corpus expuestos en su Ley primigenia de 1 897.
1.4. Constitución Política del Perú de 1 920: Que marca un hito en la evolución histórica del Habeas Corpus Peruano, porque se incorpora por primera vez a Rango Constitucional – la novena Carta Política del Perú –, afirmándose nuevamente el radio de acción como remedio de la libertad Individual.
1.5. Código de Procedimientos en Materia Criminal de 1 920: Que regula por primera vez el Instituto en un Código (Art. 342º al 355º). Aquí, como lo ha puntualizado Domingo GARÍCA BELAÚNDE se establecen particulares características: Considera al Habeas Corpus  como un Recurso; defiende únicamente la Libertad  Corporal en sus diversas modalidades; establece que la detención indebida puede provenir de autoridades policiales o judiciales y de particulares; asimismo incorpora dos aspectos no tratados en la anterior legislación: Primero, que procede el Habeas Corpus para las personas – sean nacionales o extranjeras –, a quienes se les ha notificado la orden de abandonar el territorio nacional, o cuando el accionante teme ser expatriado o confiado por la fuerza; y segundo procede también contra la colocación de las guardias puestas a domicilio.
1.6. Constitución Política del Perú de 1 933: Que representa un cambio notable, pues amplia la radio de acción del Habeas Corpus, no sólo a la libertad individual, sino a los “derechos sociales”. Dentro de este marco constitucional se establecen otras leyes que desarrollan a la Institución.
1.7. Código de Procedimientos Penales de 1 940: Cuerpo normativo que mantiene casi el mismo temperamento de la legislación anterior (Arts. 349º – 360º). Establece la procedencia del Habeas Corpus bajo las siguientes hipótesis: cuando el agraviado es sometido a prisión por más de 24 horas, sin que el Juez Competente le haya tomado su Instructiva; cuando se pone guardias a domicilio y cuando se violen los derechos individuales o sociales amparados por la Ley Fundamental.
1.8. Normas para la tramitación  de  la  Acción  de  Habeas  Corpus,  D.L. Nº 17 083 del 24 de Octubre de 1 968: Esta legislación – el más cercano antecedente de las más recientes leyes –, prefiguró el Instituto en dos vertientes: Una Vía Penal para los casos de la libertad personal, inviolabilidad de domicilio, y libertad de tránsito, tramitándose de acuerdo al Código de Procedimientos Penales ; y una Vía Civil, para garantizar los demás derechos sociales, tramitándose de acuerdo a las normas previstas por el D.L. Nº 17 083. En puridad con este D.L. Nº 17 083, no encontraríamos con el antecedente más inmediato de lo que es la “Acción de Amparo”. 
1.9. Ley Nº 23 506_ Ley de Habeas Corpus y _Amparo: Publicada el 08 de Diciembre de 1 982 y puesta en vigencia el 24 de diciembre del mismo año, fue la primera norma emitida para desarrollar los Procesos de Habeas Corpus y Amparo, previstos en la Constitución de 1 979. A pesar de existir un nuevo texto constitucional (Constitución de 1 993); la Ley Nº 23 506, aún continuó vigente en la mayoría de sus disposiciones, siendo objeto sí, de varias modificaciones y derogada finalmente con la entrada en vigencia del Código Procesal Constitucional, el 01 de Diciembre del 2 004.
1.10. Ley Nº 28 237: Código Procesal Constitucional: Recientemente promulgado el 28 de Mayo del 2 004 y publicado el 31 del mismo mes constituye un gran salto en la defensa de los derechos fundamentales por quienes imparten justicia en el Perú. Presentado el Nuevo Código, ante el propio Tribunal Constitucional, como defensor y supremo intérprete de la Constitución, consagra un conjunto de normas que actualiza y en muchos casos innova los procedimientos establecidos en las 23 506, 24 968, 25 398 y 26 301, principalmente.

2. Etapas Evolutivas del Habeas Corpus Peruano:

Como ya se ha podido apreciar en el acápite anterior, tal es el panorama del Proceso Evolutivo del Habeas Corpus en el Perú, antes de la dación de la Constitución Política de 1 979 y de 1 993, así como el de su regulación legal ordinaria. De acuerdo con este proceso, Domingo GARCÍA BELAÚNDE, ha señalado que el Habeas Corpus Peruano atraviesa tres etapas bien definidas:

2.1. Primer Periodo: (Que comprende desde 1 897 a 1 933): Aparece para proteger la libertad Individual, y aún cuando se intentó su espectro de protección a otras esferas, se mantuvo, sin embargo, en su concepción primigenia. Destaca en este periodo su incorporación a Rango Constitucional con la Ley Fundamental de 1 920.
2.2. Segundo Periodo: (Que comprende desde 1 933 a 1 979): El Habeas Corpus en esta etapa extiende la protección no sólo para la libertad individual, sino también a los demás Derechos Constitucionales. Funcionó como habeas Corpus en sentido estricto y su tramitación fue en vía penal; y de otro lado, como Amparo a partir del D.L. Nº 17 083 con trámite en vía civil.
2.3. Tercer Periodo: (Que comprende desde 1 979 a 1 992): Y que termina abruptamente con la abrogación de la Constitución de 1 979, a raíz del golpe de Estado del 05 de abril de 1 992, fecha en que se disuelve, aparte del Congreso, el Tribunal de Garantías Constitucionales. En rigor, este periodo abarcaría hasta la vigencia formal de la Constitución de 1 979; es decir hasta 1 992. Estimamos que habría un virtual cuarto periodo cuyas características la definimos a continuación.
2.4. Cuarto Periodo: (Que comprende desde 1 993 al 2 004): Que se inicia con la Constitución de 1 993 y con la posterior legislación de sucesivas reformas a la primigenia Ley de Habeas Corpus y Amparo. En este periodo se mantiene los perfiles propios de afirmar la libertad individual, hoy añadidos a la Constitución de 1 993, con una confusa redacción de que el habeas Corpus tutela la libertad individual y los demás derecho conexos. Bajo el marco de la actual Constitución, se aprecia una política legislativa de sucesivas reformas, tanto del Habeas Corpus como de la Acción de Amparo, muchas de ellas pareciera, tratando de restarle vigor a ambos Institutos. Es más, si se examina la configuración constitucional sobre las garantías, el propio texto dispone que la regulación futura de los procesos constitucionales debe ser a través de una Ley Orgánica, es decir, un virtual Código Procesal Constitucional. Sin embargo, violando esta garantía institucional, vía legislación ordinaria y a través de decretos legislativos, se han impuesto reformas que atentan contra esta materia reservada(287).
Así pues, entre las restricciones del Habeas Corpus como precisa Samuel ABAD YUPANQUI, se observa el relacionado a la etapa de la investigación policial y del Proceso Penal, en virtud del cual el Art. 6º del D.L. Nº 25 659, del 13 de Agosto de 1 992, dispuso que no procede el Habeas Corpus cuando se trataba de personas detenidas, implicadas o procesadas por terrorismo o traición a la patria.

Luego, el Art. 2º de la Ley Nº 26 248, del 25 de Noviembre de 1 993, modifica la norma citada del D.L. Nº 25 659 y establece un procedimiento especial para la tramitación del Habeas Corpus. Así dispone que ya no será cualquier Juez Penal el competente, sino un Juez Penal Especializado en Terrorismo donde exista; se requiere que haya una previa identificación de los terceros que entablen dicha acción a favor del detenido o procesado; igualmente se dispone que no será admisible el Habeas Corpus sustentado en los mismos hechos objeto del procedimiento en trámite o ya resuelto; y no cabe recusación ni excusa de los magistrados o auxiliares de justicia. 

Posteriormente el Habeas Corpus es regulada por otras reformas específicas, tales como las Leyes Nº 25 398 y 26 248 y la Cuarta Disposición Transitoria de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional: Ley Nº 26 435. Posterior a esta legislación, se han dictado el Dec. Leg. Nº 895 que regula el Terrorismo Agravado, en cuyo Art. 5º se dispone que, en este tipo de delito, la Acción se interpone ante un Juez Instructor Militar. Igualmente, existe otra norma, el Dec. Leg. Nº 900, que dispone y reafirma la competencia de esta singular judicatura militar, para conocer los Procesos de Habeas Corpus en caso de Delitos de Terrorismo Agravado. Lo propio y con anterioridad, en Abril de 1 996 se dictó el Dec. Leg. Nº 824, que dispone que tampoco procederán las acciones de Habeas Corpus a favor de personas involucradas en el Delito de Tráfico Ilícito de Drogas, durante la Detención Preventiva en la investigación policial.

Como se podrá apreciar, virtualmente los aspectos sustanciales en el Procedimiento del Habeas Corpus, han sido reformados con graves distorsiones que restan vigor a este Proceso Constitucional.

Empero, no todo el balance es negativo en la actual etapa. Así la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, en su Art. 9º, Inc. 2, dispone que le Defensor del Pueblo, está facultado para interponer Acción de Habeas Corpus. Asimismo, está capacitado o facultado para intervenir en los Procesos de Habeas Corpus, para coadyuvar la defensa del perjudicado, lo cual ciertamente, es un avance de una legitimación pública, como es la de una entidad que juega un vital rol con la Fuerza de la Persuasión: El Defensor del Pueblo. Igualmente, el Código del Niño y del Adolescente establece en su Art. 199, que el niño o adolescente puede impugnar la orden que lo ha privado de su libertad y ejercer la Acción del Habeas Corpus.

3. Configuración Constitucional del Habeas Corpus:
La Constitución de 1 993 alude al Habeas Corpus en su Art. 200º, Incs. 1 y 6, así como en el Art. 202º Inc. 2, y de acuerdo a ello se desprende que:

a. El Habeas Corpus es una Acción y no un Recurso (Art. 200º, Inc. 1).

Art. 200º, Inc. 1: “Son Garantías Constitucionales:

1. La Acción de Habeas Corpus, que procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza la libertad individual o los derechos constitucionales conexos. [...]

b. Protege la Libertad Individual, o los Derechos Constitucionales Conexos, cuando es atacada o amenazada (Art.200º, Inc. 1).

c. No defiende la libertad individual contra normas, sino contra hechos u omisiones de autoridades, funcionarios o particulares (Art. 200º Inc. 1).

d. Lo resuelto en el Poder Judicial no pasa a autoridad de cosa juzgada para el agraviado, quien puede insistir ante el Tribunal Constitucional a través del Recurso Extraordinario (Ley Nº 23 506) o su análogo Recurso de Agravio Constitucional (Código Procesal Constitucional), contra las resoluciones denegatorias del Habeas Corpus (Art. 200º, Inc. 2.).

Art. 200º, Inc. 2: “Corresponde al Tribunal Constitucional:

[…]

2. Conocer, en última y definidita instancia, las resoluciones de Habeas Corpus, Amparo, Habeas data y Acción de Cumplimiento”.

e. Agotada le Jurisdicción Interna a través del Tribunal Constitucional, si el agraviado se considera lesionado en su libertad individual, puede recurrir a la Jurisdicción Supranacional (Art. 205º)

Art. 205º:”Agotada la jurisdicción interna, quien se considere lesionado en los derechos que la Constitución reconoce, puede recurrir a los tribunales u organismos internacionales constituidos según tratados o convenios de los que el Perú es parte”.
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Capítulo III

Ley Nº 23 506: Legislación Disgregante

En definitiva, hacemos una acepción previa para confrontar un análisis jurídicamente estricto, respecto de lo que representó para el Derecho a la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos y consiguientemente su tutela y protección; la Ley Nº 23 506 Ley de Habeas Corpus y Amparo, sus modificatorias y complementarias, tomado para ello, lo que en el Planteamiento Metodológico de nuestra Investigación lo nominamos como la Legislación Disgregante(288). Para lo cual, a continuación nos remitiremos a mostrar objetivamente el contenido vasto de esta Legislación Disgregante. El orden que presentamos comprende una Secuencia Normativa Temporal(289), el mismo que nos permitirá darnos cuenta de la significancia de la nominación ostentada: Legislación Disgregante; y de lo que significó a través de sus veinte y dos años de vigencia y el énfasis determinante en la Protección del Derecho a la Libertad Individual, o tal vez nos atrevamos a decir la “desprotección”:

1. Ley Nº 23 506: Ley de Habeas Corpus y Amparo: Promulgada el   08 Dic.   1 982 y puesto en vigencia el 24 de Diciembre del mismo año.
Conviene afirmar que el espíritu proclamado por esta Ley, era el de tutelar el Derecho a la Libertad Individual vulnerado, sin embargo a lo largo de su vigencia habría de mostrar cuestionamientos surgidos en los deméritos de sus modificatorias y complementariedades, que en todo caso quebrantaron ese espíritu protector y lo convirtieron, más bien, en un elemento vulnerante y represor de los derechos fundamentales sustentados en el caos social y político que vivía el país, sin  importar que los cambio legislativos otorgados al país – sobre esta materia –, resultaban ser inquisitivos para un Estado de Derecho, característica fundamental del Derecho a la Libertad.

A continuación haremos un breve recuento interpretativo – concordante de algunos articulados de esta Legislación Matriz.

LEY Nº 23 506: LEY DE HABEAS CORPUS Y AMPARO

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Art. 1º: Objeto de los Procesos de Habeas Corpus y Amparo: El objeto de las acciones de garantía es el de reponer al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional.

Art. 6º: Causales de Improcedencia: No proceden las acciones de garantía:

1. En caso de haber cesado la violación o la amenaza de violación de un derecho constitucional, o si la violación se ha convertido en irreparable.

2. Contra resolución judicial o arbitral de un procedimiento regular. (Texto según Ley Nº 27053, publicada en 19 Ene. 1 999).

3. Cuando el agraviado opta por recurrir a la vía judicial ordinaria.

4. De las dependencias administrativas, incluyendo las empresas públicas, contra los poderes del Estado y los organismos creados por la Constitución, por los actos efectuados en el ejercicio regular de sus funciones.
____________________

Notas de Interpretación Concordante:

· El texto original de la Ley Nº 23 506 establecía solamente las tres primeras causales de improcedencia. La Ley Nº 25 011 incluyó la causal de improcedencia prevista en el actual inciso 4). La improcedencia contra resoluciones arbitrales, prevista en el inciso 2), fue incorporada por la Ley Nº 27 053.

· La Constitución de 1 993 (Art. 200, Inc. 2) señala que el Proceso de Amparo no procede “contra resoluciones judiciales emanadas de procedimiento regular”. Se trata de una restricción prevista a nivel constitucional sólo para el proceso de Amparo, pero prevista  también para el Proceso de Habeas Corpus por mandato de la Ley Nº 23 506, Art. 6º, Inc. 2. Para el caso del ampro, no existían normas sobre esta causal de improcedencia. Respecto al Habeas Corpus, existieron otras normas sobre esta causal de improcedencia. (Ley Nº 25 398, Art. 16º, que más adelante comentaremos.)

· Por otro lado sobre los méritos de nuestra investigación, encontramos una acepción bastante controvertida y situada en los comentarios hechos por el Dr. Eloy ESPINOZA – SALDAÑA BARRERA(290), el mismo que afirma respecto a este articulado y afirma que: “Hasta hoy, el primer inciso del Art. 6º de la Ley Nº 23 506, nos dicen que no proceden las demandas de Habeas Corpus o Amparo si ya ha cesado la violación o amenaza de vulneración a nuestros derechos, o sí más bien el daño causado ha devenido en  irreparable. De la lectura a esta normase dedujeron algunas actuaciones judiciales no precisamente muy protectoras de derechos fundamentales. En primer lugar – explica – se colocaba dentro de un mismo supuesto a aquellos casos en los cuales el cese del perjuicio o el daño irreparable a nuestro derechos se produjo antes de la interposición de la demanda y a situaciones en las que recién durante el desarrollo del proceso constitucional oportunamente iniciado, la pretensión buscada deviene en inalcanzable, ya sea debido a que concluyó el perjuicio o se plasmó un daño irreparable a nuestro derecho. En segundo termino, al considerarse a todas estas situaciones como diversas expresiones de lo mismo, se procedía a declarar improcedente las demandas en todos estos casos, o se señalaba que carecía de objeto pronunciarse sobre el fondo de la controversia luego de lo que finalmente había sucedido.

Rápidamente puede apreciarse como en rigor aquí estamos ante casos diferentes que indudablemente demandan un tratamiento distinto. En la primera de las situaciones reseñadas en el párrafo anterior resulta claro que si el objeto de un Habeas Corpus, un Amparo, un Habeas Data o una Acción de Cumplimiento, es el de protección de derechos, no son éstos los mecanismos procesales para buscar recuperar estos derechos (o ser compensados por vulneración) si es que el perjuicio a los mismos cesó o devino en irreparable antes de interponerse la demanda. Allí sin más dicha demanda será improcedente, existiendo otros medios procesales a los cuales los agraviados deberán recurrir para recibir el resarcimiento que se considere justo y jurídicamente posible.

Ahora bien, declarar improcedente la demanda en aquellos casos en donde en rigor si se da un sustracción de materia, pues si había que discutir mediante el Habeas Corpus, Amparo o Habeas Data al inicio del proceso, resultaba ser un remedio prior que la enfermedad, pues se abre para el infractor de derechos una puerta para desvirtuar en improcedentes, cesando el perjuicio o agudizándolo hasta las últimas consecuencias. Conocedor además de la poca frecuencia con la cual se recurría al Art. 11º de la Ley Nº 23506, podría presuponer que la determinación de ulteriores responsabilidades era solamente una remota posibilidad librada únicamente a la buena voluntad de una serie de funcionarios. Si embargo esto era lo que lamentablemente ocurría en innumerables casos. 

Finaliza diciendo que el Código Procesal Constitucional afortunadamente no se presta a estas lamentables confusiones, elemento analítico que trataremos más adelante, en su acápite correspondiente. 

TÍTULO II

DE LA ACCIÓN DE HABEAS CORPUS

CAPÍTULO I

DE LOS DERECHOS

Art. 15º: Juez Natural: Conoce de la acción de Habeas Corpus cualquier Juez de Instrucción del lugar donde se encuentra el detenido o el de lugar donde se haya ejecutado la medida o el del lugar donde se haya dictado. Si se tratase de detención arbitraria atribuida a una orden de un Juez, la acción se interpondrá ante el Tribunal Correccional, el que designará a otro Juez Instructor, quien decidirá en el término de 24 horas. (Declarado Inconstitucional por el Tribunal Constitucional).

____________________ 
Notas de Interpretación Concordante:

· El texto original del Art. 15º, de la Ley Nº 23 506 se señalaba como esta expresado, siendo modificado, por el Art. 1º del Decreto Legislativo Nº 900, publicado el 29 May. 1 998. Contra esta norma se presento una Demanda de Inconstitucionalidad, la que fue declarada fundada por el Tribunal Constitucional, en Sentencia publicada el 27 Dic. 2 001 (Exp. Nº 004-2001-I/TC). El Art. 1º del Dec. Leg. Nº 900 señalaba: “En la capital de la República y la Provincia Constitucional del Callao, es competente para conocer de la Acción de Habeas Corpus, el Juez Especializado de Derecho Público. En los demás Distrito Judiciales, son competentes los Jueces Especializados Penales y, en su caso, el Juez Mixto, designados en ambos casos por la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de la República. Tratándose de Detención Arbitraria atribuida a una orden judicial, en la Capital de la República y la Provincia Constitucional del Callao, la Acción se interpondrá ante la Sala superior de Derecho Público; en los demás Distritos Judiciales, ante las Sala Especializada Penal o Mixta, según corresponda, la que designará al Juez Especializado de Derecho Público o, en su caso, al Juez Especializado Penal o Mixto, quien decidirá en el término de 24 horas”.

· Antes esta decisión del Tribunal Constitucional, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial emitió la Resolución Administrativa Nº 182-2001-CE-PJ (Publicada el 28 Dic. 2 001), por medio de la cual dispuso la desactivación de la Sala y Juzgados de Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima, convirtiéndolos en Sala y Juzgados Especializados en lo Civil. Asimismo, en esta resolución se determinó que a partir del 28 Dic. 2 001, las demandas de Habeas Corpus que presenten será conocidas por los Juzgados Penales de la Corte Superior de Justicia de la República.

· El Dec. Leg. Nº 895: Ley Contra el Terrorismo Agravado, estableció en su Art. 5º: “En este delito la Acción de Habeas Corpus se interpondrá únicamente ante cualquier Juez Instructor Militar, cuyo trámite se regirá por la normatividad vigente”. Esta norma fue modificada por el Art. 2º la Ley Nº 27 235 publicada el 20 Dic. 1 999, y en ella se señalaba que: “La Acción de Habeas Corpus en los delitos de terrorismo especial, se interpondrá de acuerdo con las normas generales de la materia”. Es importante precisar que a partir de la vigencia de la Ley Nº 27 235, la denominación de “terrorismo Agravado” prevista por el Dec. Leg. Nº 895, fue sustituida por la de “Terrorismo Especial”.

Art. 19º: Recurso de Apelación: Sólo es apelable la resolución que pone fin a la instancia. El término para apelar es de dos días hábiles.

Art. 20º: Trámite de Recurso de Apelación: Declarado Inconstitucional por el Tribunal Constitucional.

____________________

Notas de Interpretación Concordante:

· El texto original del Art. 20º de la Ley Nº 23 506 señalaba: “Interpuesta la apelación, el Juez elevará en el día los autos al Tribunal Correccional, el que dentro de los dos días hábiles siguientes, señalará la fecha para la vista de la causa, con citación de los abogados. El plazo para vista y resolución, no podrá ser, por ningún motivo, mayor de cinco días hábiles, bajo responsabilidad”.

· El Texto original del Art. 20º de la Ley Nº 23 506, fue modificado por el Art. 1º del Dec. Leg. Nº 900 (publicado el 29 May. 1 998). Contra esta norma se presentó una Demanda de Inconstitucionalidad, la que fue declarada Fundada por el Tribunal Constitucional; en Sentencia publicada el 27 Dic. 2 001 (Exp. Nº 004-2001 I/TC). El Art. 1º del Dec. Leg. Nº 900 señalaba: “Interpuesta la apelación, el Juez elevará en el día los autos a la Sala de Derecho Público, la que dentro de los dos días hábiles siguientes, señalará la fecha para la vista de la causa, con citación de los abogados. El plazo para vista y resolución, no podrá ser, por ningún motivo, mayor de cinco días hábiles, bajo responsabilidad”.

Arts. 21º y 22º: Recurso de Nulidad: Derogados por los Incs. 2 y 3 de la Cuarta Disposición Transitoria de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

____________________

Notas de Interpretación Concordante:

· El texto original del Art. 21º de la Ley Nº 23 506 señalaba: “El plazo para interponer el Recurso de Nulidad es de dos días hábiles de notificado el fallo de la Corte Superior y sólo procede contra la denegación del Habeas Corpus”. Por su parte el Art. 22º señalaba: “La Sala Penal de la Corte Suprema citará para la vista del Recurso de Nulidad, dentro de los dos días hábiles siguientes de recibidos los autos y escuchará los informes del Procurador General de la República, de ser el caso, del actor y sus defensores. El plazo para la vista y su resolución no podrá ser por ningún motivo mayor de cinco días hábiles, bajo responsabilidad”.

· La Ley Nº 26 435: Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, publicada el 10 Ene. 1 995, en su Cuarta Disposición Transitoria señalaba: “En tanto se aprueben las leyes orgánica que regulen las acciones de garantía previstas en los Incs. 1, 2, 3 y 6 del Art. 200º de la Constitución, los procesos de Habeas Corpus y amparo se rigen por la Ley Nº 23 506, su modificatorias y complementarias […] leyes que se aplican en concordancia con las siguientes disposiciones: […]

2. La Corte Superior conoce los procesos de garantía en segunda y última instancia, en vía de apelación. Contra la resolución denegatoria que ésta expide, procede el Recurso Extraordinario previsto en el Art. 41º de la presente Ley.

3. Tratándose de la Acción de Habeas Corpus, si la afectación de derechos se origina en una orden judicial, el proceso se inicia y tramita conforme a lo previsto en el Art. 15º de la Ley Nº 23 506. Contra la resolución denegatoria que expide el Tribunal Correccional procede el Recurso Extraordinario previsto en el Art. 41º de la presente Ley. […]

Art. 23º: Reglas Procesales Específicas: En la tramitación judicial de esta acción, rigen las siguientes reglas:

1. No cabe recusación alguna, salvo por el perjudicado o actor.

2. No caben excusas de los secretarios, ni de los jueces.

3. Los jueces deberán habilitar día y hora para la realización de las diligencias procesales.

4. No interviene el Ministerio Público, salvo para coadyuvar a la defensa del perjudicado como defensor del pueblo.

5. Se pueden presentar pruebas instrumentales en cualquier estado del proceso, incluso en la Corte Suprema.

6. El Juez o el Tribunal designará de oficio defensor al recurrente, si es que éste lo solicita, corriendo los gastos por cuenta del Estado.

7. No se puede pedir aplazamiento de diligencia, ni informes forenses, salvo por el actor o perjudicados.

____________________

Nota de Interpretación Concordante:

· La Actual Constitución de 1 993 ha creado le Defensoría del Pueblo, como una institución autónoma y que para efectos de coadyuvar a la defensa del perjudicado, copa mérito su participación en los supuestos de la legislación análoga a partir de la vigencia del Código Procesal Constitucional, quedando con ello excluido en definitiva la intervención del Ministerio Público..

2. Ley Nº 25 398: Ley Complementaria de la Ley Habeas Corpus y Amparo: Promulgada el 05 Feb. 1 992.
La Ley Nº 25 398: Ley Complementaria de al Ley de Habeas Corpus y Amparo, con treinta y cuatro artículos en encaje, fue una de las más importantes normas complementarias que tuvo la Ley Nº 23 506. En mérito a ello resumiremos las complementariedades más importantes, que en algunos de sus articulados representó así como las desavenencias normativas y los cuestionamientos que en el marco de nuestra Investigación encontramos:

Ley Nº 25 398: LEY COMPLMENTARIA DE LA LEY DE HABEAS CORPUS Y AMPARO
Art. 4º: Procedencia de ante Amenaza o Violación de un Derecho Constitucional: Las Acciones de Garantía en el caso de amenaza de violación de un derecho constitucional, proceden cuando esta es cierta y de inminente realización.

___________________

Complementa el Art. 2º de la Ley Nº 23 506.

Art. 9º: Suplencia de la Queja Deficiente: Si el actor incurre en error al nominar la garantía constitucional (Acción de Habeas Corpus o Amparo) que de conformidad con el Art. 295º de la Constitución Política del Perú (Art. 200º de la Constitución de 1 993), quiere ejercer, el Juez ante quien ha sido presentada se inhibirá de conocimiento y la remitirá de inmediato al competente, bajo responsabilidad, para los efectos de la sustanciación y resolución correspondientes.

____________________
Complementa al Art. 7º de la Ley Nº 23 506 y le da más énfasis supletorio a la queja deficiente del actor. Existe más claridad en cuanto a la original norma.

Art. 16º: Causales de Improcedencia: No procede la Acción de Habeas Corpus:

a. Cuando el recurrente tenga instrucción abierta o se hallen sometido a juicio por loe hechos que originan la acción de garantía.

b. Cuando la detención que motiva el recurso ha sido ordenada por Juez Competente, dentro de un proceso regular.

c. En materia de liberación de detenido, cuando el recurrente sea prófugo de la justicia, o desertor de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional, o evasor de la circunscripción militar, o militar en servicio arrestado por sus jefes o esté cumpliendo pena privativa de la libertad ordenada por los jueces.

____________________

Notas de Interpretación Concordante:

· Complementaria al Art. 6º de la Ley Nº 23 506, que inmersa dentro de estas causales, unas nuevas condiciones de improcedencias.

· Sobre este artículo nos remitimos a lo expresado por el Dr. Jaime V. ZELADA BARTRA(291), quien estimaba lo siguiente: “En efecto el Inc. a., es impreciso e innecesario. Una persona puede tener una instrucción abierta o hallarse sometido a juicio, pero no obligatoriamente con orden de detención, de tal manera que se podría prestar a abusos y detenciones arbitrarias y por el contrario si en ambos casos existe una orden de detención, se hace innecesario hablar de un caso de improcedencia.

De la misma manera el  Inc. b., es innecesario, pues, si ha sido ordenada por el Juez Competente, dentro de un proceso regular, la detención es legal y lógicamente no procede Habeas Corpus.
Pero lo más atentatorio contra la libertad lo constituye el Inc. c., que crea nuevas formas de detención legal, que la Constitución de 1 979 como la actual tuvieron el tino de eliminar este tipo de limitaciones, que sí traía el Código de Procedimientos Penales de 1 940. En el caso del prófugo de la justicia tendría que exigirse la correspondiente orden judicial de detención, ya que de lo contrario, las autoridades penitenciarias estarían facultades para solicitar su captura, y las policiales para hacerla efectiva; de igual manera el desertor o el evasor de la circunscripción militar arrestado aunque no se tratara de detención, pero si el arresto de tipo reglamentario tiene mucha similitud a la detención procesal no obstante en algunos casos en que el arresto sea indebido o de mayor duración del que prevé el reglamento, creemos que bajo un Principio de Razonabilidad si procede el Habeas Corpus, así como también cuando alguien es “levado” indebidamente para el servicio militar obligatorio”

Art. 17º: Día, Lugar y Hora de la Detención: Al interponer la Acción de Habeas Corpus, el recurrente, de ser posible, debe indicar el día y hora en que se produjo la detención y el lugar donde se encuentra el detenido.

____________________

Nota de Interpretación Concordante:

· Una demanda Civil, deberá reunir los requisitos puntualizados en el Art. 424º del C.P.C.; las acciones de garantía como el Habeas Corpus o Amparo están exonerados de este formalismo como puede verse en los Arts. 13º, 14º y 26º de la Ley Nº 23 506. sin embargo tratándose del Habeas Corpus se debe indicar en la denuncia el día y la hora en que se produjo la detención y el lugar en el que se encuentra el detenido, ello por mandato del Art. 17º de la Ley Nº 25 398. Este requisito es importantísimo para que el Juez Penal pueda acudir al lugar de los hechos y verificada la detención arbitraria, decreta la inmediata libertad del detenido. 

Art. 19º: Días y Horas Hábiles: Todos los días y horas son hábiles para la recepción de los atestados policiales y de los detenidos.

____________________

Notas de Interpretación Concordante:

· Veamos cual es la realidad – independientemente del espíritu de la norma –, los días sábados y domingos también los feriados no abren ni las fiscalías provinciales, ni los juzgados de instrucción, de tal manera que la norma antes referida se torna lírica.

La Constitución le da un margen a la policía, para poner al detenido a disposición del Juez, dentro del término de las 24 horas, tratándose de delitos comunes y le concede a la policía un término máximo de 15 días en el caso de los delitos especiales de espionaje, narcotráfico y terrorismo. Cualquier otro tipo de detención deviene en arbitraria y por ende es pasible de la Acción de Habeas Corpus contra su autor.

Art. 29º: Los Estados de Excepción: Decretado cualquiera de los regímenes de excepción establecidos en el Art. 231º de la Constitución Política (Art. 137º de la Constitución de 1 993) los jueces tramitarán las acciones de garantía sólo en los casos:

a. Si se interpone la acción en defensa de derechos constitucionales que no han sido suspendidos.

b. Si tratándose de derechos suspendidos, estos no tienen relación directa con la conducta del agraviado o afectado.

____________________

Nota de Interpretación Concordante:

· El originario Art. 38º de la Ley Nº 23 506, la misma fue derogada por el Art. 200º de la Constitución de 1 993, establecía en forma terminante la improcedencia de Acciones de Habeas Corpus y Amparo, respecto de los derechos suspendidos durante los Estados de Excepción y durante el tiempo de suspensión. Al entrar en vigencia la Constitución de 1 993, el Art. 200º de la misma establecía: “[…] El ejercicio de las acciones de Habeas Corpus y Amparo no se suspenden durante la vigencia de los regímenes de excepción a que se refiere el Art. 173 º de la Constitución.

Cuando se interponen acciones de esta naturaleza en relación a los derechos restringidos o suspendidos, el órgano jurisdiccional competente examina la razonabilidad y proporcionalidad del acto restrictivo. No corresponde al Juez cuestionar la declaración del estado de emergencia o de sitio”.

A continuación se mencionan otras normas generales sobre los Procesos de Habeas Corpus y Amparo, previstas en la Ley Nº 25 398 y no mencionadas anteriormente porque abordan temas no tratados en la Ley Nº 23 506, y que representaron la motivación para :

a. Responsabilidad de los Jueces en los Procesos de Habeas Corpus y Amparo:
Ley Nº 25 398: Art. 7º: La responsabilidad de los jueces por causa de una defectuosa o retardada tramitación y resolución de las acciones de garantía, se hará efectiva por el tribunal revisor del que dependen. La responsabilidad de los jueces de última instancia, lo será por el Órgano de Control Interno del Poder Judicial.

b. Integración de la Resolución en Casos de Omisión de Pronunciamiento:
Ley Nº 25 398: Art. 11º: La Corte Suprema de Justicia y las cortes Superiores integrarán necesariamente la resolución que revisan, cuando se ha incurrido en alguna omisión de pronunciamiento en la instancia inferior, debiendo inclusive, fallar sobre el fondo del asunto, cuando la instancia inferior no se ha pronunciado sobre él, y de encontrarse en desacuerdo con dicho fallo.

c. Inexistencia de Etapa Probatoria. Excepciones Procesales:
Ley Nº 25398: Art. 13º: En las acciones de garantía no existe etapa probatoria, lo que no impide la presentación de prueba o la actuación de las diligencias que el Juez considere necesario realizar sin dilatar los términos., no requiriéndose notificar previamente a las partes sobre la realización de las diligencias.

Las excepciones sólo podrán deducirse en la Acción de Amparo y como medio de defensa. De ellas no se correrá traslado y se resolverán en la resolución que ponga fin a la instancia.

d. Interpretación de los Derecho Constitucionales:
Ley Nº 25398: Art. 15º: Los derechos protegidos por las acciones de garantía deben entenderse e interpretarse dentro del contexto de la Constitución Política del Perú, los Convenios Internacionales de Derechos Humanos ratificados por la República y los Principios Generales del Derecho y preferentemente, los que inspiran el derecho peruano.

e. Ejecución de Resoluciones Finales:
Ley Nº 25 398: Art. 27º: Las resoluciones finales consentidas o ejecutoriadas que recaigan en las acciones de garantía, serán ejecutadas por el Juez, Sala o tribunal que las reconoció en Primera Instancia, en el modo y forma que establecen los títulos XXVIII y XXX, Sección Segunda del Código de Procedimientos Civiles (Actual Sección V, Título V, del Código Procesal Civil – Procesos de ejecución), en cuanto sean compatibles con su naturaleza.) 
Ley Nº 25 398: Art. 28º: En los casos de omisión por acto debido se notificará al responsable de la agresión concediéndole para su cumplimiento el término de 24 horas, tratándose de derechos protegidos por la Acción de Habeas Corpus y de 10 días calendarios tratándose de derechos protegidos por la Acción de Amparo y siempre que el término no perjudique el ejercicio del derecho reconocido por la resolución final, bajo apercibimiento de ejercitarse la acción penal pertinente de ser el caso. Asimismo, se hará responsable del pago de los daños y perjuicios que resultaren de este incumplimiento. 

f. Aplicación Supletoria de Normas Procesales:
Ley Nº 25 398: Art. 33º: En todo lo que no está prescrito en la Ley (23 506) y en presente, rigen supletoriamente las disposiciones de los Códigos de Procedimientos Civiles (actual Código Procesal Civil).

3. Decreto Ley Nº 25 659: Improcedencia del Habeas Corpus en Procesos por Terrorismo o Traición a la Patria: Publicada el 13 Ago. 1 992.
Artículo 6.- En ninguna de las etapas de la investigación policial y del proceso penal proceden las Acciones de Garantía de los detenidos, implicados o procesados por delito de terrorismo, comprendidos en el Decreto Ley Nº 25 475, ni contra lo dispuesto en el presente Decreto Ley. 

____________________

Nota de Interpretación Concordante:

· Es necesario advertir que al tomar el Poder Gubernamental, el Ing. Alberto FUJIMORI FUJIMORI, posterior al Auto Golpe de Estado del 05 Abr. 1 992, inicia una guerra troncal a la subversión o la mal llamada Guerra Popular, liderada por Abimael GUZMAN REYNOSO y su cúpula autodenominada “Sendero Luminoso”; accionar armado nacido a inicios de los años ’80 y que tomo el énfasis más alto de su ideología destructora a inicios de los años ’90, año que en efecto inicio su primer periodo gubernamental el Ing. FUJIMORI. Consiguientemente, dicha confrontación dio origen a una serie de Objetivaciones Jurídicas que independientemente de afrontar la represión subversiva, puso en quiebre el Estado de Derecho y sobre todo el respeto por los principios fundamentales del derecho e indudablemente el respeto por la Constitución y el Espíritu de las Leyes protectoras de los derechos fundamentales de la personal humana. 

· Es con este Decreto Ley, con el que se da inicio al quiebre constitucional del Derecho a la Libertad, amparado por el Habeas Corpus, rompiendo por completo la fundamentación jurídica y doctrinal de este derecho fundamental, dejando de lado el respeto por los Principios Generales del Derecho y del Proceso y reprimir arbitrariamente a ciudadanos acusados de Delito de Terrorismo, excluyendo bajo todo concepto jurídico la Presunción de Inocencia como derecho ostentado constitucionalmente, así como el respeto al Debido Proceso y otros conexos. No cabía aceptar bajo ningún término la constitucionalidad de esta norma, dado que impedía desde todo punto de vista a la posibilidad de interponer una Acción de Habeas Corpus a favor de personas implicadas en Delitos de Terrorismo, quedando claro un total irrespeto a los Derechos Fundamentales de la Persona, ostentados en la vida y libertad; efectos amparados por cuanta Declaración, Convenio o Tratado Internacional sobre Derechos Humanos de los cuales es parte nuestro país.

· Sin duda esta norma no tuvo el margen de vigencia que el gobierno de turno esperaba, para reprimir los actos terroristas y al cuestionamiento jurídico de la época, esta norma fue modificada por el Art. 2º de la Ley Nº 26 248, publicado el 25 Nov. 1 993, y que pone un énfasis protector más amplio y justo a favor del Derecho a la Libertad Individual, amparado por el Habeas Corpus.
4. Ley Nº 26 248: Modifica  el  Dec.  Ley  Nº  25 659: Promulgada   el  25 Nov. 1 993.
Art. 2º: Procedimiento Especial para el Habeas Corpus en casos de Terrorismo: Modifícase el Artículo 6 del Decreto Ley N° 25659, en los siguientes términos: 

"Artículo 6.- La Acción de Hábeas Corpus es procedente en los supuestos previstos en el Artículo 12 de la Ley Nº 23 506, en favor de los detenidos, implicados o procesados por los delitos de Terrorismo o (Traición la Patria), debiendo observarse las siguientes normas de procedimientos: 

1. El Juez Penal Especializado de Terrorismo es competente para conocer la Acción de Hábeas Corpus, en su defecto, es competente el Juez Penal ordinario. 

2. La acción puede ser ejercido por el propio afectado o por cualquier otra persona en su nombre. En este último caso, el Juez especializado previamente debe proceder a la debida identificación del accionante. 

3. Cuando varias Acciones de Garantía se hubieran interpuesto en favor del mismo ciudadano, será competente el Juez que conoció la primera. 

4. No son admisibles las Acciones de Hábeas Corpus sustentadas en los mismos hechos o causales, materia de un procedimiento en trámite o ya resuelto. 

5. Admitida la acción el Juez dispondrá la notificación inmediata al Procurador Público encargado de los asuntos de terrorismo y procederá conforme a lo dispuesto en las Leyes Nº 23 506 y 25 398. 

6. El Recurso de Apelación será de conocimiento de la Sala Penal Superior de Turno. 

7. No cabe recusación ni excusa de los magistrados ni de los auxiliares de Justicia, salvo los casos taxativos establecidos por la ley". 

____________________

Nota de Interpretación Concordante:

· En la Sentencia del Expediente Nº 010-2002-AI/TC, respecto a los Decretos Leyes, sobre la legislación antiterrorista, publicada el 04 Ene. 2 003, el Tribunal Constitucional declaró inconstitucional al frase “o traición a la patria”, del Art. 6º del Dec. Ley Nº 25 659, motivo por el cual dicha expresión aparece entre paréntesis.

· El texto original del Art. 6º del Dec. Ley Nº 25 659 publicado el 13 Ago. 1 992, señalaba: “En ninguna de las etapas de la investigación policial y del proceso penal proceden las acciones de garantía de los detenidos, implicados o procesados por el delito de terrorismo, comprendidas en el Dec. Ley Nº 25 475, ni contra los dispuesto en el presente Decreto Ley”.

5. Ley Nº 26 435: Ley Orgánica del Tribunal Constitucional: Promulgada el 23 Dic. 1 994.
La Constitución Política de 1 993 establece en su Art. 202º, que el Tribunal Constitucional tiene competencia para “Conocer, en última y definitiva Instancia, las resoluciones denegatorias de Habeas Corpus, amparo, Habeas Data y Acción de Cumplimiento”. La Ley Nº 26 435: Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, publicado el 10 Ene. 1 995 – derogada a la fecha – establecía un conjunto de disposiciones sobre la tramitación del Proceso de Habeas Corpus ante esta instancia jurisdiccional. Estas disposiciones se encontraban en el Título III de dicha Ley Orgánica (Art. 41º al 45º):

Art. 41º: Recuros Extraordinario: El Tribunal Constitucional conoce el Recurso Extraordinario que se interponga en última y definitiva instancia contra la resoluciones de la Corte Suprema o de la instancia que la Ley establezca, denegatorias de las acciones de Habeas  Corpus, amparo, Habeas Data y Acción de Cumplimiento. Pueden interponer el recurso el demandante, el Ministrio Público o el Defensor del Pueblo.

El plazo para inteporner el recurso es de quince días, contados a partir de la fecha en que es notificada la resolución denegatoria de la instancia judicial correspondiente.

Interpuesto el recurso, el Presidente de la respectiva Sala remite los autos  al Tribunal, dentro del plazo máximo de cinco días, bajo responsabilidad.
Contra el auto que deniega elevar el Recurso Extraordinario, procede interponer el Recurso de Queja ante el Tribunal. La queja se tramita conforme al regalemtno que apruebe el Tribunal Constitucional.  

Art. 42º: Pronunciamiento del Tribunal Constitucional: El Tribunal, al conocer de las resoluciones denegatorias de las acciones de Habeas Corpus, Habeas Data y de Cumplimiento, se pronuncia sobre el fondo y la forma del asuntro materia de litis.

Cuando el Tribunal estime que en el procedimiento cuya resolución ha sido sometida a su conocimiento, ha habido quebrantamiento de forma, declara la nulidad de dicha resolción y la repone al estado que tenía cuando se cometión el error y dispone la devolución de los autos al órgano judicial del que procede para que la sustancie con arreglo a derecho.

Art. 43º: Plazo para el Pronunciamiento: El Tribunal dentro de un plazo máximo de diez días, tratándose de resoluciones denegatorias de Acciones de Habeas Corpus, o de veinte días tratándose de resoluciones denegatorias de Acciones de Amparo, habeas Data y de Acción de Cumplimiento, se pronunciará sobre el fondo y la forma del asunto materia de la litis.

Art. 44º: Incorporación de Nuevos Medios Probatorios: La partes que interviene ante el Tribunal no pueden ofrecer nuevas pruebas, ni alegar hechos nuevos antes este.

Art. 45º: Agotamiento de la Jurisdicción Nacional: El Tribunal conoce en última y definitiva instancia las acciones de garantía a que se refieren los Incs. 1, 2, 3 y 6 del Art. 200º de la Constitución. El fallo del Tribunal que estime o deniegue la pretensión de los actores, agota la Jurisdicción Interna. 
6. Decreto Legislativo Nº 824: Ley de Lucha contra el Tráfico Ilícito de Drogas: Promulgado el 24 Abr. 1 996.
Art. 17: Improcedencia del Habeas Corpus en Delito de Tráfico Ilícito de Drogas: No proceden las acciones del Habeas Corpus a favor de las personas involucradas en el delito de tráfico ilícito de drogas durante la detención preventiva en la investigación policial, en la que haya participado el representante del Ministerio Público y el caso haya sido puesto en conocimiento de la autoridad judicial competente.

7. Decreto Legislativo Nº 895: Ley contra el Terrorismos Agravado: Promulgado el 22 May. 1 998.
Art. 5º: Juez Competente en Delitos de Terrorismo Agravado: En este delito la acción de Hábeas Corpus se interpondrá únicamente ante cualquier Juez Instructor Militar, cuyo trámite se regirá por la normatividad vigente. 

____________________

Nota de Interpretación Concordante:

· Según el Art. 4° del Decreto Legislativo N° 900, no era de aplicación el Art. 1° de la referida norma en los delitos a que se hace referencia en éste artículo.

· Esta norma fue modificada por el Art. 2º de la Ley Nº 27 235, publicada el 20 Dic. 1 999, en ella se señalaba que: “La Acción de Habeas Corpus en los delitos de Terrorismo Especial, se interpondrá de acuerdo con las normas generales de la materia”. Es importante precisar que a partir de la vigencia de la Ley Nº 27 235, la denominación de “Terrorismo Agravado”, previsto en el Dec. Leg. Nº 895, fue sustituida por la de “Terrorismo Especial”.

8. Decreto Legislativo Nº 900: Ley  que Modifica  Parcialmente la Ley Nº 23 506: Promulgado el 29 May. 1 998
Art. 1º: Juez Competente: En la capital de la República y la Provincia Constitucional del Callao, es competente para conocer de la Acción de Habeas Corpus, el Juez Especializado de Derecho Público. En los demás Distrito Judiciales, son competentes los Jueces Especializados Penales y, en su caso, el Juez Mixto, designados en ambos casos por la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de la República. Tratándose de Detención Arbitraria atribuida a una orden judicial, en la Capital de la República y la Provincia Constitucional del Callao, la Acción se interpondrá ante la Sala superior de Derecho Público; en los demás Distritos Judiciales, ante las Sala Especializada Penal o Mixta, según corresponda, la que designará al Juez Especializado de Derecho Público o, en su caso, al Juez Especializado Penal o Mixto, quien decidirá en el término de 24 horas”.

____________________

Notas de Interpretación Concordante: 

· Esta norma modificó el Art. 15º de la Ley Nº 23 506, contra esta norma se presentó una Demanda de Inconstitucionalidad, la que fue declarada Fundada por el Tribunal Constitucional, en Sentencia publicada el 27 Dic. 2 001 (Exp. Nº 004-2001-I/TC
· Antes esta decisión del Tribunal Constitucional, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial emitió la Resolución Administrativa Nº 182-2001-CE-PJ (Publicada el 28 Dic. 2 001), por medio de la cual dispuso la desactivación de la Sala y Juzgados de Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima, convirtiéndolos en Sala y Juzgados Especializados en lo Civil. Asimismo, en este resolución se determinó que a partir del 28 Dic. 2 001, las demandas de Habeas Corpus que presenten será conocidas por los Juzgados Penales de la Corte Superior de Justicia de la República.
9. Ley Nº 27 235: Modifica el Dec. Leg. Nº 895: Promulgado el 20 Dic. 1 999.
Art. 2º: Modificación de los Arts. 3º y 5º, así como de la Primera y Segunda Disposiciones Finales del Decreto Legislativo No 895: Modifícanse los Arts. 3º y 5º, así como la Primera y Segunda Disposiciones Finales del Decreto Legislativo No 895, en los términos siguientes: 

"Art. 3º: La investigación y el juzgamiento de los delitos de terrorismo especial serán de competencia del fuero común.

Art. 5º: La Acción de Hábeas Corpus en los delitos de terrorismo especial se interpondrá de acuerdo con las normas generales de la materia”.

____________________

Nota de Interpretación Concordante:

· El Dec. Leg. Nº 895, cuya vigencia esperó más de un año y medio para alcanzar el afianzamiento su modificatoria a los términos constitucionales, fue una norma cuyo espíritu contenía el rezago del crimen organizado, al cual la legislación de entoncés denominó como “Terrorismo Agravado”, y centro sus fines en la represión del delito, aunque para ello debía de quebrar los límites del respeto por la Libertad Individual y los efectos constitucionales que la amparan.

· Es a partir de la modificatoria señalada (Ley Nº 25 235), que se corrige la erronea denonimación del delito, señalandose que desde entoncés se denominará “Terrorismo Especial” y concediéndole el nivel consttiucional en cuanto se refiere a la Jurisdicción Competente para este tipo de delitos, y que por entonces de vio quebrada al ser competencia del Fuero Militar bajo todo término de juzgamiento un error jurídico – legislativo agraviante y por demás extensivo a los límites de someter a los civiles a un fuero que es exclusividad de lo castrense, sentenciándose consiguientemente con los agravios que la ley portaba y el irrespeto a los derechos fundamentales de las personas; que independientemente del delito cometido merecián un juzgamiento y una garantía constitucionla digna de su status de ciudadanos civiles.

10. Conclusiones al Análisis Normativo:
a. Espíritu de la Legislación Base: Como habremos podido apreciar a lo largo del análisis, el inicio normativo estuvo constituido por la Ley Nº 23 506: Ley de Habeas Corpus y Amparo, la cual conformó el espíritu reglamentario y elemental de la Constitucionalidad del Habeas Corpus – para el interés de nuestra investigación –, como tutela o remedio jurídico en defensa de la libertad. Es así como surge la partida, génesis u origen de un sin número de compartimientos legislativos, todos ellos avocados a la protección y/o tutela de este tan preciado derecho fundamental, tomando como ejemplo o paradigma esta ley, que sin dudas constituyó para nuestro ordenamiento jurídico todo un ápice de la constitucionalidad en el Perú y la base de un Estado de Derecho sólido. Posteriormente, como ya sabemos nuestra historia fue participe de las peores de las convulsiones sociales y políticas, la cual trajo consigo componentes de represión legislativa, que sin importar la significancia del Estado de Derecho y la Constitucionalidad de las Leyes, quebranto los valores fundamentales de la justicia y las garantías que ella pregonaba dentro de la Carta Magna, transformándose – aquel espíritu protector –, en  un espíritu inquisitivo y regulador de un Habeas Corpus inexistente.

b. Violación de la Garantía Institucional sobre Modificación Legislativa en Materia Constitucional: Como se puede apreciar nuestro Texto Fundamental vigente, en su Art. 200º señala:” […]. Una Ley Orgánica regula el ejercicio de estas garantías y los efectos de la declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad de las normas […]”. Del mismo modo la Ley Nº 26 435: Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, la misma que rigió durante la vigencia de la Ley Nº 23 506, derogada a la entrada en vigencia del Código procesal Constitucional, en su Quinta Disposición Transitoria señalaba: “En tanto se aprueben las Leyes Orgánicas que regulen las acciones de garantía previstas en los Incs. 1, 2, 3 y 6 del Art. 200º de la Constitución, los Procesos de Habeas Corpus y Amparo se rigen por la Ley Nº 23 506, sus modificatorias y complementarias…”. al hablar de una Ley Orgánica estábamos hablando de un virtual Código Procesal Constitucional, que demoró; sin embargo violando esta garantía institucional expresada anteriormente, vía legislación ordinaria y a través de decretos legislativos, se impusieron reformas que atentaron contra esta Materia Reservada”.

c. Improcedencia del Habeas Corpus: Es importante precisar que quebrantando todos los Principios y Garantías de Constitucionales del Proceso Penal, que se anteceden a la detención policial o preventiva se dicto las normas restrictivas mencionadas y analizadas (D.L. Nº 25 659, Ley Nº 26 428, Dec. Leg. Nº 824, Dec. Leg. Nº 895, Dec. Leg. Nº 900, entro otros), cuya finalidad sólo se avocaban plenamente a la restricción absoluta de la libertad Individual, quedando claro que el costo – beneficio de la lucha antisubversiva, así como contra el tráfico ilícito de drogas, dejo en muchos casos daños morales irreparables a ciudadanos que permanecieron detenidos – preventivamente y procesalmente – sin prueba meritual y sustancial y que finalmente tras un largo Proceso Penal fueron absueltos. La pregunta final a esta conclusión fue es y será ¿Existió un Estado de Derecho pleno en nuestro país, o éste estuvo maquinado por el resentimiento del Estado y la población que sólo quería vencer al mal, sin importar como? La respuesta queda clara: No existió un Estado de Derecho, especialmente durante la década pasada, realmente, no existió.

d. Balance Positivo: Empero, no todo es realmente negativo en la Etapa Disgregante. Así la Ley Nº 26 520: Ley Orgánica la Defensoría del Pueblo en su Art. 9º, Inc. 2., – vigente a la fecha – dispone que el Defensor del Pueblo está facultado para interponer acciones de Habeas Corpus. Asimismo está capacitado o facultado para intervenir en los Procesos de Habeas Corpus, para coadyuvar la defensa del perjudicado, lo cual, ciertamente, representó un avance de una legitimación pública, como es la de una entidad que juega un vital rol con la fuerza de la persuasión: El Defensor del Pueblo. Igualmente, la Ley Nº 27 337: Código del Niño y del Adolescente establece en su Art. 186º, que el niño o adolescente puede impugnar la orden que lo ha privado de su libertad y ejercer la Acción de Habeas Corpus. Entonces como finalmente podemos apreciar, durante el periodo de la legislación disgregante, el saber y sapiencia de los pensadores del derecho y defensores de los derechos humanos, se abocaron a conformar normas que de algún modo conforten el respeto por la libertad individual a través de esta tan preciada Garantía Constitucional. Finalmente, son estas normas las que a pesar del cuestionamiento que hemos hecho a las demás, aún se mantienen vigentes, ello por que nunca desdibujaron o quebraron el espíritu del Habeas Corpus.
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Capítulo IV

El Código Procesal Constitucional: Análisis Normativo Preliminar 

1. Nota Preliminar:

El 01 Dic. 2 004 entró en vigencia el Código Procesal Constitucional – en adelante CPC. En consecuencia, acaba de cumplir su primer año de vida regulando los procesos constitucionales de: Hábeas Corpus, Amparo, Hábeas Data, Cumplimiento, Acción Popular, Inconstitucionalidad y Competencial.  Fue promulgado mediante la Ley Nº 28 327 por el presidente Alejandro TOLEDO MANRIQUE y publicado en el Diario Oficial El Peruano, el 31 May. 2 004. 

El anteproyecto del CPC., fue elaborado, motu propio, por un destacado grupo de juristas integrado por Domingo GARCÍA BELAÚNDE, Francisco José EGUIGUREN PRAELI, Juan F. MONROY GALVEZ, Samuel ABAD YUPANQUI, Jorge DANÓS ORDOÑEZ y Arsenio ORÉ GUARDIA. La idea nació en Enero de    1 994 y con algunos intervalos de descanso, lo concluyeron en 2 001 y lo sometieron a revisión de otros colegas. Los mencionados juristas lo presentaron ante el Congreso de la República y un grupo multipartidario de congresistas asumió la autoría, y luego fue admitido por las comisiones correspondientes, a fines de 2 003. Después de su respectiva aprobación, el Pleno hizo lo propio el 06 May. 2 004 y lo envió al Ejecutivo para su promulgación. Ello se dio pocos días después, para orgullo nacional, habida cuenta que, a partir de ese entonces, Perú sería el primer país del mundo hispánico que contaría con un Código Procesal Constitucional, a excepción de la provincia Argentina de Tucumán que ya lo ostentaba.

Sean cuales fueren las modificaciones que le hayan hecho al anteproyecto, lo cierto es que queda en él lo sustantivo de los lineamientos del Derecho Procesal Constitucional cuajados a la luz de los debates a lo interior, primero del grupo de juristas, luego de las comisiones del Congreso y, finalmente, del Pleno. Empero, en lo particular, se trasluce la extraordinaria formación académica y científica del constitucionalista GARCÍA BELAÚNDE. En este contexto, así como hemos señalado, en anterior oportunidad, que el Código Procesal Civil de 1 993 tiene el nombre propio de MONROY GALVEZ, también podemos afirmar que el CPC, lleva el de ese ilustre maestro de Derecho Constitucional: Domingo GARCÍA BELAÚNDE. 

La promulgación del CPC Peruano resulta un hecho de particular trascendencia. De un lado, porque se trata del primer código latinoamericano que aborda, de manera orgánica, integral y sistemática, el conjunto de los procesos constitucionales y los principios procesales que los sustentan. De otro, porque la norma recoge importantes avances e innovaciones, recogiendo los aportes de la doctrina y jurisprudencia de la materia, así como corrigiendo vacíos y deficiencias observadas en el funcionamiento y tratamiento judicial de la legislación precedente. Debe recordarse que la norma pionera y matriz en este campo, la Ley N° 23506: Ley de Hábeas Corpus y Amparo, data de fines de 1982, habiendo sufrido modificaciones parciales que, en la mayoría de casos, afectaban su eficacia(292). 

La forma de elaboración y aprobación de este CPC ha sido también peculiar y novedosa – como ya lo hemos afirmado párrafos arriba –, pues el anteproyecto no surgió de una comisión creada o convocada por los poderes Legislativo o Ejecutivo, sino de la iniciativa espontánea de un grupo de profesores de Derecho vinculados a esta materia en lo académico y profesional. En efecto, durante ocho años Domingo GARCÍA BELAÚNDE, Juan MONROY GALVEZ, Arsenio ORÉ GUARDIA, Jorge DANÓS ORDOÑEZ, Samuel ABAD YUPANQUI y Francisco EGUIGUREN PRAELI, se reunieron periódicamente para preparar el texto de un anteproyecto, que fue varias veces objeto de revisión y mejoramiento. La realidad política y jurídica vivida en el país durante el régimen fujimorista obligó a suspender varias veces el trabajo, a la espera de un escenario democrático que permitiera y justificara la presentación de esta propuesta. Fue así que en octubre de 2003, la última versión del anteproyecto fue publicada en un libro y difundida por los autores, presentándose ante el Congreso donde se convirtió en un proyecto legislativo multipartidario, que se aprobó rápidamente con mínimas modificaciones a la versión original.

Debe precisarse que el Código, con la intención de facilitar su aprobación y entrada en vigencia, se elaboró dentro de los marcos y límites fijados por las actuales normas constitucionales. Ello ha determinado que, en algunos pocos casos, no se haya podido introducir los cambios deseados en temas tales como la Competencia del Tribunal Constitucional en materia de procesos constitucionales destinados a la protección de derechos (que sigue limitada a los casos con sentencia desestimatoria del Poder Judicial), o la eliminación de procesos constitucionales como la Acción de Cumplimiento o el Hábeas Data (que es un amparo especializado).

En cuanto a su estructura, el Código cuenta con un Título Preliminar y Trece Títulos, compuesto por 121 artículos, Siete Disposiciones Finales y dos Transitorias. En el Título Preliminar se fijan algunos principios y criterios generales, existiendo un título que reúne disposiciones generales comunes para los procesos de Hábeas Corpus, Amparo, Hábeas Data y Cumplimiento; y otro título para las disposiciones generales comunes a los Procesos de Inconstitucionalidad y Acción Popular. Sin perjuicio de ello, existen títulos específicos para la regulación detallada de cada uno de estos procesos, así como para el Proceso “Competencial”.

Hay que destacar que el código deja de lado la tradicional denominación de “Garantías Constitucionales”, reemplazándola por la más moderna y técnica de Procesos Constitucionales. 

Respecto a los Derechos Constitucionales, se dispone que éstos deban interpretarse de conformidad con lo estipulado en los tratados internacionales sobre derechos humanos y por las sentencias de los órganos de la jurisdicción internacional. En cuanto al Control de la Supremacía de la Constitución, el Código señala que la Declaración de Inconstitucionalidad de una Norma sólo se hará cuando no sea posible interpretarla de conformidad con la Constitución; los jueces no podrán inaplicar una norma cuya constitucionalidad haya sido confirmada por el Tribunal Constitucional. Las sentencias del TC establecerán un precedente vinculante, cuando el Tribunal así lo disponga, pudiendo el propio TC apartarse de dicho procedente expresando los fundamentos que lo sustentan y justifican.

El Código contiene novedades importantes respecto a la actuación y ejecución de las sentencias por los jueces. Las sentencias dictadas en procesos constitucionales de Hábeas Corpus, Amparo, Hábeas Data y Cumplimiento se actúan conforme a sus propios términos por el juez que conoció de la demanda y tienen prevalencia sobre cualquier sentencia de otros procesos judiciales. Se faculta al juez a utilizar medios de apercibimiento para asegurar el cumplimiento de la sentencia por el obligado a realizar prestaciones de dar, hacer o no hacer, tales como la imposición de multas fijas o acumulativas, determinadas discrecionalmente por el juzgador según la capacidad económica del obligado, o a disponer la destitución del responsable.

En definitiva, son muchas las innovaciones y precisiones positivas establecidas por el Código para la mejor y más efectiva protección de los derechos fundamentales. El CPC entró en vigencia a los seis meses de su publicación en el Diario Oficial, que se produjo el 31 May. 2 004. Se abrió, pues, un período para su difusión y para la capacitación de los operadores jurídicos, siendo importante lo que se haga en este campo con los jueces, dado que en sus manos tienen la responsabilidad de hacer efectivos los aportes que este Código contiene.

2. El Título Preliminar:
El CPC cuenta con un Título Preliminar compuesto de nueve artículos, El Art. II se señala como fines de los procesos constitucionales, el de garantizar la Primacía de la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales(293).

En el Art. III se establecen como Principios Procesales, la Dirección Judicial del Proceso, el Impulso de Oficio, La Gratuidad, La Economía, La Inmediación y Socialización Procesales(294). Se impone al Juez y al Tribunal Constitucional la obligación de impulsar de oficio los procesos, salvo en los casos expresamente excluidos por el Código, así como adecuar las formalidades al logro de los fines perseguidos por los Procesos Constitucionales. Añade el Código que, cuando en un Proceso Constitucional se presente un duda razonable respecto de si el proceso debe declararse concluido, el juzgador declarará su continuación. La gratuidad que rige para estos procesos no obstará para que la sentencia judicial definitiva pueda imponer como condena el pago de costas y costos 

En todo caso, una vez iniciado el proceso constitucional, el principio pro actione debe imponerse, de modo tal que, como correctamente dispone este Art. III, cuando en un proceso constitucional se presente una duda respecto de si el proceso debe declararse concluido, el Juez y el Tribunal Constitucional declararán su continuación, previo examen de razonabilidad o proporcionalidad(295). 

Por su parte el Dr. José F. PALOMINO MANCHEGO(296) comenta respecto a este artículo y señala que: “Los criterios que impulsaron a los redactores del anteproyecto del CPC a incorporar un Título Preliminar en su contenido y a consignar una serie de principios específicamente aplicables en el ámbito de la justicia constitucional se dieron precisamente para, para buscar líneas directrices y principios orientadores que tendiesen un hilo conductor a los diversos procesos constitucionales, que si bien son procesales y se parecen a los demás procesos, tienen la peculiaridad de que desarrollan institutos constitucionales, tan poco conocidos y peor comprendidos en nuestro medio. Hubo, pues, adicionalmente, una labor pedagógica que la decidimos a mitad de camino... 

El Art. V, dispone que el contenido y los alcances de los derechos constitucionales, deban interpretarse de conformidad con lo estipulado en los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos de los que el Perú es Parte y por las sentencias de los órganos de los órganos de la jurisdicción internacional en esta materia. Si bien esta norma recoge lo estipulado en la Cuarta de las Disposiciones Finales y Transitorias de la Constitución de 1 993, agrega la referencia concreta a las decisiones de los tribunales internacionales de derechos humanos y hace explícito el Carácter Vinculante de éstas para la Jurisdicción Interna. Esta atingencia es muy importante, dado que el aporte que en los últimos años viene haciendo la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la aplicación e interpretación de de diversos derechos consignados en el Pacto de San José de Costa Rica, contribución acogida en numerosas sentencias de nuestro Tribunal Constitucional(297).

Pero debe también recordarse que esta Disposición de la Constitución tuvo una inclusión casi subrepticia y desapercibida en dicha Carta, pues los constituyentes fujimoristas suprimieron de manera expresa la referencia que hacia la Constitución de 1 979 al Rango Constitucional de las Normas sobre Derechos Humanos contenidos en Tratados Internacionales. Ello con la intención (después explicitado) de desvincularse del cumplimiento de estas normas y de la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. De allí que la existencia de la Cuarta Disposición Final y Transitoria(298) de la Constitución de de 1 993, ahora también recogida y desarrollada en el Art. V del Título Preliminar de éste Código, permite afirmar, conforme lo ha asumido el Tribunal Constitucional en diversas sentencias, que al interpretarse los derechos constitucionales de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos, estos tienen rango constitucional. Incluso, se podría decir que hasta rango supraconstitucional, pues las normas de los pactos internacionales sobre derechos humanos ratificados por el Perú, y las sentencias de los órganos jurisdiccionales creados por estos, sirven como marco o parámetro para determinar la interpretación del contenido y alcances de los derechos constitucionales, aquellos preceptos internacionales no sólo tendrían un rango similar sino superior a los normas constitucionales de la materia(299).

El Art. VI del Código se ocupa del Control de la Supremacía de la Constitución y de los efectos del denominado Control Difuso o Incidental de Inconstitucionalidad(300). Este Control Difuso tiene como sustento los Arts. 51º y 138º, segundo párrafo de la Constitución Peruana, que obligan a todo Juez o Magistrado, en cualquier tipo de proceso judicial, a preferir la Norma Constitucional sobre disposiciones legales o de inferior jerarquía en caso de existir conflicto entre estas, ordenando la inaplicación (para el caso concreto) de la norma considerado inconstitucional. El Código precisa que esta prevalencia en la aplicación del precepto constitucional se hará siempre que ello sea relevante para la decisión del caso y que no haya forma de interpretar la norma cuestionada de conformidad con la Constitución.

El citado artículo también establece que los jueces no podrán inaplicar mediante el Control Difuso, una norma cuya constitucionalidad hay sido confirmada  por el Tribunal Constitucional en un Proceso de Inconstitucionalidad, o por el Poder Judicial, en un Proceso de Acción Popular. Sin duda estamos ante un claro límite a la aplicación del Control Difuso en sede judicial, que encontramos justificado no sólo porque apunta a afianzar el papel rector que debe corresponder al Tribunal Constitucional en este campo, sino porque trata de dar coherencia y unidad de criterio a la decisión sobre la vigencia de las normas dentro del ordenamiento jurídico  Ello se complementa con el señalamiento por esta norma del Código respecto a que los jueces interpretan las leyes y normas legales conforme a la interpretación que hagan de ellas las sentencias dictadas por el TC. Conviene tener presente que ni la Constitución, ni la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional asignan expresamente a este órgano el carácter de supremo Interprete de la Constitución refiriéndose a él como «Órgano de Control de la Constitución». No obstante, el TC, en muchas de sus sentencias sobre inconstitucionalidad, ha establecido que asume este rol de último y supremo intérprete de la Constitución, criterio que comparte el Dr. Francisco EGUIGUREN PRAELI(301) y que se ve fortalecido con la norma del Código.

En el pasado, se dieron múltiples casos en los que los jueces y tribunales ordinarios, en sentencias que quedaron firmes, resolvieron inaplicar normas cuya constitucionalidad había sido previamente confirmada por el TC, y crearon incertidumbre jurídica sobre la validez y vigencia de tales normas. Puesto que en el Perú no se contempla la «cuestión de inconstitucionalidad» del Sistema Español, que remite necesariamente al TC la apreciación y decisión definitiva sobre la eventual inconstitucionalidad de una norma suscitada incidentalmente en cualquier proceso judicial, la limitación de los alcances del Control Difuso – cuando el TC ya se ha pronunciado desestimando la inconstitucionalidad de una norma –, aporta un mínimo de certeza y orden al sistema jurídico. También cabe considerar que existen casos de sentencias judiciales definitivas (de segunda instancia) en procesos de amparo que inaplican una ley por calificarla de inconstitucional, sin que esta decisión pueda llegar al TC, dado que la Constitución restringe su competencia en esta materia a los procesos con sentencia judicial denegatoria de la acción.

Por todo ello, esta disposición del Código, contribuye a la mayor coherencia en cuanto a la aplicación de las normas del ordenamiento jurídico, a la par que atempera la inconveniente «dualidad» y falta de articulación que aún subsiste en el control de la constitucionalidad, a cargo del Poder Judicial y el TC, en el «modelo» peruano. No debe olvidarse que la declaración de inconstitucionalidad de una ley o norma, en cualquier tipo de proceso, debe ser siempre asumida como una medida «última» o extrema, luego de haber intentado, sin éxito, encontrar alguna interpretación aceptable y razonable del precepto analizado, que lo haga conforme y compatible con la Constitución, pauta de interpretación que acoge esta norma del Código.

El Art. VII establece que las sentencias del TC que adquieran la autoridad de Cosa Juzgada, constituirán Precedente Vinculante(302) cuando el Tribunal así lo disponga y puede el propio TC apartarse de dicha precedente expresando los fundamentos de hecho y de derecho que sustentan y justifican esta decisión. Con ello, se aporta a la coherencia y previsibilidad de las decisiones judiciales en materia constitucional, superando una marcada deficiencia apreciada en los últimos años que impidió el establecimiento de una verdadera jurisprudencia. A su vez se deja a criterio del TC determinar cuales de sus sentencias o que parte de éstas fijan un Precedente Vinculante, evitando el otorgamiento, mecánico de este carácter a todas sus decisiones(303).

3. Título I: Disposiciones Generales de los Procesos de Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data y Cumplimiento:
La Constitución Peruana de 1 993 se ocupa en su Título V de la Garantías Constitucionales. El Art. 200º de la Carta Política, en sus numerales 1, 2 y 3 establece alcances básicos de los procesos(304) de Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data, respectivamente; todos ellos son procedentes frente al hecho u omisión de cualquier autoridad, funcionario o persona que amenaza o vulnera determinados derechos constitucionales específicos. Nótese que estas acciones proceden, preventivamente, contra amenazas al derecho (que deben ser ciertas o inminentes) o ante la violación concreta y pueden interponerse contra autoridades estatales o frente a particulares. 

La diferencia sustancial entre estos tres procesos constitucionales, esta referida a los derechos específicos que cada uno protege. Así el Habeas Corpus tutela la libertad individual y los derechos constitucionales conexos con ella, tales como las vulneraciones a la seguridad e integridad personal, detención arbitraria, incomunicación, privación de defensa legal al detenido, hostigamiento policial, etc. El Habeas Data protege dos derechos, a solicitar y obtener información que posean las entidades públicas, con el sólo pago del costo que suponga el pedido, salvo en materias referidas a la intimidad personal, seguridad nacional o excluidas por ley y la protección de los datos personales sensibles, referidos a la intimidad personal y familiar, respecto a su uso o suministro por parte de los servicios informáticos (registros, bancos de datos o archivos) sea que correspondan a entidades públicas o privadas. Por su parte el Amparo protege todos los demás derechos constitucionales no cautelados por el Habeas Corpus y Habeas Data, precisa la norma su improcedencia (directa) contra normas legales o frente a resoluciones judiciales emanadas de un «procedimiento regular». Finalmente, la Acción de Cumplimiento, procede contra cualquier autoridad o funcionario renuente a acatar lo dispuesto por una norma legal o acto administrativo.

El Código, en su Título I, contiene las Disposiciones Generales comunes a los procesos antes mencionados y que se complementan con el tratamiento particular de cada uno de estos en otros títulos específicos de la ley. En cuanto al Habeas Corpus, Amparo, y Habeas Data, el Art. 1º del Código dispone que su finalidad es retrotraer las cosas al estado anterior a la amenaza o violación de un derecho constitucional(305).

Una innovación importante del Código prevista en el segundo párrafo del Art. 1º, consiste en señalar que si la amenaza o violación de derecho cesa, luego de presentada la demanda, por decisión voluntaria del agresor o deviene en irreparable, la sentencia declarará fundada la acción y precisará los alcances de la resolución, y requerirá al emplazado para que no reitere la conducta dañosa, bajo apercibimiento de imponerle medidas coercitivas. Ello constituye un claro avance respecto de la anterior legislación (Ley Nº 23 506), que disponía que si la vulneración del derecho cesaba o se convertía en irreparable, sin importar que ello sucediera después de la interposición de la demanda, la acción sería declara necesariamente improcedente 

Al respecto el Dr. César LANDA ARROYO(306), nos da un aporte cuantificante respecto a la interpretación del Art. 1º del CPC al señala que: “Para ejemplificar lo referido, en lo que atañe a los procesos constitucionales de la libertad (Hábeas Corpus, Amparo, Hábeas Data) y a diferencia de la legislación precedente (Ley Nº 23 506 y sus complementarias y modificatorias), el Art. 1º del CPC, permite que, “atendiendo al agravio producido”, una demanda sea declarada fundada pese al cese de la agresión o amenaza del derecho constitucional si ella deviene en irreparable. De este modo, considerando las particulares circunstancias de cada caso, ante un evento que desde la teoría clásica del proceso devendría en una causal de improcedencia, por el contrario el CPC permite la concreción de:

a. El Doble Carácter de los Derechos Fundamentales: Pues, pese al decaimiento del interés subjetivo dentro del proceso, se posibilita que se privilegie la defensa de la faz objetiva del derecho fundamental en sí mismo, disponiendo que el emplazado no incurra nuevamente en acciones u omisiones inconstitucionales.

b. El Doble Carácter de los Procesos Constitucionales: Pues, aun cuando se trate de procesos fundamentalmente subjetivos, es decir, en los que se busca proteger los derechos constitucionales, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o a la amenaza de violación, también tiene una dimensión objetiva, que es defender la Supremacía Normativa de la Constitución; siendo que las dos vocaciones del proceso constitucional (subjetiva y objetiva) son interdependientes y se hacen necesarias todas las veces en que la tutela primaria de uno de los dos intereses (subjetivo y objetivo) comporte la violación del otro. Tensión en la cual el juez constitucional aparece en primera instancia como un árbitro o un conciliador constitucional. 

Esta interpretación integradora nos revela que, en el estado actual de desarrollo del Derecho Procesal Constitucional, los procesos constitucionales persiguen no sólo la tutela subjetiva de los derechos fundamentales de las personas, sino también comprenden la tutela objetiva de la Constitución. Siendo que la protección de los derechos fundamentales no sólo es de interés para el titular de ese derecho, sino también para el propio Estado y para la colectividad, pues su transgresión supone una afectación también al propio ordenamiento constitucional. Esto en virtud de que la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado, según define el Art. 1° de la Constitución.

En el Art. 3º se regula la procedencia de estos procesos cuando la acción se dirige contra un acto que se ejecuta en aplicación de una norma legal incompatible con la Constitución. Nótese que no se trata de una acción directa contra la ley (sólo factible mediante una acción de inconstitucionalidad), sino contra actos concretos que se realizan en cumplimiento de esta, por lo que, de declararse fundada la demanda, la sentencia dispondrá, además de la protección y restablecimiento del derecho, la inaplicación de la norma legal, considerada inconstitucional, para el caso en concreto(307).

El Art. 4º del Código habilita la procedencia del Habeas Corpus y Amparo, cuando la vulneración del derecho proviene de una resolución judicial firme, dictada con manifiesto agravio de la Libertad Individual o de la tutela procesal efectiva , respectivamente. Esta tutela procesal efectiva comprende el acceso a la justicia y el debido proceso, y tiene como componentes específicos: El libre acceso ante el órgano jurisdiccional, el derecho a probar, ala defensa y al contradictorio, a la igualdad sustancial dentro del proceso, a no ser derivado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos a los previstos en la Ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a los medios impugnatorios, a que no se revisen los procesos fenecidos, a la observancia del principio de legalidad procesal penal, etc. La acción será procedente cuando el agraviado dejó de consentir la resolución judicial que dice afectarlo. La referencia a la tutela procesal efectiva sustituye a la expresión «Proceso Regular», que utilizan la Constitución y la legislación anterior(308).

Respecto de este articulado, el Código incorpora la noción «Tutela Procesal Efectiva» como un derecho cuya vulneración justifica la posibilidad de cuestionar decisiones judiciales (firmes), a lo cual el Dr. José F. PALOMINO MANCHEGO, hace una distinción conceptual con la noción del «Debido Proceso»  «Tutela Judicial Efectiva» a las que se refiere la Constitución de 1993 y señala que: “El nombre «Debido Proceso» es en realidad un concepto muy extendido, de rancio abolengo, pero con poca consistencia teórica. Por otro lado, la Constitución habla de «Tutela Judicial Efectiva», lo que nos limita, pues el Tribunal Constitucional no es judicial, sino ente autónomo. Por eso, en este Código y para los solos efectos del Código, hemos preferido usar la fórmula «Tutela Procesal Efectiva», que a nuestro criterio cubre todo lo anterior, incluso los procesos administrativos y similares”(309).

La libertad del procesado se ve afectada cuando, entre otros motivos, es privado de esta por una Resolución Judicial Arbitraria. Es arbitraria porque no respeto un Debido Proceso Penal, lo cual hace al mismo, un Proceso Irregular. Por tanto y compartiendo la opinión del constitucionalista Cesar LANDA ARROYO(310), será de competencia de los magistrados constitucionales, el cuestionamiento de las resoluciones que afecten la libertad personal emanadas de un procedimiento irregular. El TC se ha referido en reiteradas oportunidades, estableciendo que constituirá un procedimiento irregular cuando un Juez haya privada o restringido a una persona de su libertad individual, en un proceso judicial, violando los principios y derechos constitucionales, tales como: a la presunción de inocencia (Art. 2º, Inc. 24, Lit e.), al Juez Natural (Art. 139, Num. 1) y al Debido Proceso, y a la Tutela Jurisdiccional (Art. 139º, Num. 3).

Asimismo Samuel BAD YUPANQUI(311), señala que: “la Jurisprudencia ha interpretado la expresión de «Procedimiento Irregular», como sinónimo de un «Debido Proceso». Es decir, si una resolución judicial no ha sido emanada de un Debido Proceso, procede acudir a las llamadas «Acciones de Garantía». En consecuencia, si se vulnera en forma manifiesta la libertad individual en un proceso judicial «irregular» o «indebido», procede acudir al Habeas Corpus.

La sentencia que ampara una Acción de Habeas Corpus es producto de un conjunto de actos realizados por el juzgador constitucional – siendo en la opinión del autor citado precedentemente –, imprescindible la constatación y verificación que éste haga de la legitimidad de la decisión de detención, de la subsistencia de las razones que justifican la misma, de la existencia o no de los supuestos de peligro criminal y peligro procesal. Asimismo, debe verificar la concurrencia de las características propias de la detención, tales como la excepcionalidad, subsidiaridad, proporcionalidad o provisionalidad o temporalidad”.

Finalmente, el hecho que un Juez emita una resolución judicial en la que se priva de su libertad a una persona, no significa que esta decisión no pueda ser objeto de control constitucional alguno, esto es parte también del Debido Proceso al que todo ciudadano cometido al órgano jurisdiccional tiene derecho.

Un tema que ha merecido especial atención en el Código, es el relativo a las Causales de Improcedencia de los Procesos Destinados a la Protección de los Derechos Fundamentales configurado en su Art. 5º,  a fin de corregir muchas de las distorciones cometidas en la utilización e instrumentación de tales procesos, sobre todo tratándose del Amparo. Así, se precisa que serán improcedentes las acciones cuyo petitorio de la demanda no se refiera directamente al contenido constitucionalmente protegido del derecho invocado. Con ello se evita que por esta vía se pretenda discutir asuntos que no son estrictamente de índole constitucional, o que no se desprendan del ámbito de la protección constitucional de un derecho. También será improcedente la acción cuando existan otros procesos judiciales específicos igualmente satisfactorios y protectivos del derecho culnerado, que establezcan el carácter residual o excepcional del Amparo, ante la inexistencia o carencias de otros procesos comunes. Por este misma razón, al Amparo será improcedente si el afectado recurrió, previamente, a otro proceso judical para la defensa del derecho invocado(312).

El Dr. Eloy ESPINOZA-SALDAÑA BARRERA(313), respecto al análisis de este arículado señala que: “Ahora bien, declarar improcedente la demanda en aquellos casos en donde en rigor si de da una sustracción de materia, pues si había que discutir mediante Habeas Corpus, Amparo o Habeas Data al inicio del proceso, resultaba ser un remedio peor que la enfermedad, pues, se abre al infractor de derechos una puerta para desvirtuar aquellos procesos en los cuales su derrota era evidente: el hacerlos devenir en improcedentes, cesando el perjuicio o agudizándolo hasta las últimas consecuencias. Conocedor además de la poca frecuencia con la cual se recurría al Art. 1º de la Ley Nº 23 506, podría presuponer que la determinación de ulteriores responsabilidades era solamente una remota posibilidad librada únicamente a la buene voluntad de una serie de funcionarios. Sin embargo, esto era lo que lamentablemente ocurría en innumerables casos.

El nuevo CPC afortunadamente no se presta a estas lamentables confusiones y manipulaciones de conceptos, y hace una clara diferencia entre los casos en los cuales al momento de la presentación de la demanda ya ha cesado la amenaza o violación del derecho fundamental, o dicha vulneración ha originado un daño irreparable, y las situaciones en las cuales luego de presentad la demanda cesa la amenaza o agresión a nuestros derechos, ya sea por propia voluntad del infractor o por haberse generado un perjuicio irreparable. En el primero de los casos, y de acuerdo con el quinto inciso del Art. 5º del Código, la demanda será declarada improcedente. No se anota allí, pero queda claro que será responsabilidad del agraviado recurrir a la vía procesal idónea para obetener el reconocimiento que busca.

En el segundo tipo de situaciones aquí recientemente descritas, aquellas donde en rigor conceptual si puede hablarse de sustracción de materia, el Código acierta cuando en el segundo párrafo de su Art. 1º, obliga al juzgador,atendiendo al agravio producido, declare fundada la demanda, y precise los alcances de su decisión. En esa misma línea de actuación, el juzgador deberá disponer que el emplazado no vuelva a incurrir en las acciones u omisiones que motivaron la interposición de la demanda. Es más, allí mismo se establece que si el infractor incumple esta prescripción, se le aplicarán las medidas coercitivas previstas en el Art. 22º del mismo Código que venimos analizando (multas e incluso destitución del responsable), sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda”.

Pueden sin duda mencionarse aquí otras causales de improcedencia. No procederán las demandas de Habeas Corpus, Amparo o Habeas Data si por ejemplo, los hechso y el petitorio de la demanda no están referidos en forma directa al contenido constitucionalmente protegido. 

Podemos asimismo, analizar los demás articulados del Título I y que tiene implicancia estricta en el Proceso de Habeas Corpus. En efecto el Art. 9º que estima la Ausencia de Etapa Probatoria aduciendo que en los procesos constitucionales no existe etapa probatoria, siendo sólo procedentes los medios que no requieren actuación, lo cual no impide la actuación de las diligencias probatorias necesarias que el Juez considere indispensables, sin que ello encuentre efecto en la duración del proceso, no requiriendo notificación previa en este último caso(314). Por otro lado el Art. 10º estipula que Excepciones y Defensas Previas se resuelven previo traslado en la sentencia y que no proceden en el Proceso de Habeas Corpus(315).

Por otro lado el Art. 12º señala que el inicio de los procesos constitucionales se sujetará a lo establecido para cada turno en cada distrito judicial, quedando exceptuado los Procesos de Habeas Corpus en donde en efectos es competente cualquier Juez Penal de la localidad donde se vulneró el derecho tutelado(316).

De acuerdo a la dirección de nuestra investigación también es necesaria afirmar que el Art. 18º del Código, estipula el Principio Plural de Instancia en este tipo de procesos y señala que el Recurso de Agravio Constitucional, encuentra procedencia contra la resolución de segundo grado que declara infundada o improcedente la demanda y se interpone ante el Tribunal Constitucional, concedido el recurso el Presidente de la Sala remite al TC el expediente dentro del plazo máximo de tres (03) días, más el término de la distancia, bajo responsabilidad. Al respecto existe una diferencia sustancial para la libertad reprimida del agraviado, dado que la legislación anterior (Art. 41º de Ley Nº 26 435: LOTC, derogada a la entrada en vigencia del CPC), la misma que estipula un plazo de cinco (05) días(317).

El Art. 19º del Código, de acuerdo al principio prescrito en el párrafo anterior también estipula el Recurso de Queja la misma que procede contra la resolución que deniega el Recurso de Agravio Constitucional, el cual se interpone ante el TC, el mismo que resolverá del mismo en el plazo de diez (10) días. Si el TC declara fundada la queja, conocerá también del Recurso de Agravio Constitucional, ordenando al Superior el envío del expediente en el plazo máximo de tres (03) días(318).

En el mismo rumbo de nuestra acepción precedente, el Art. 20º del Código estipula el Pronunciamiento del TC, el mismo que establece el plazo de veinte (20) días en cuanto se trate de resoluciones denegatorias de  Procesos Habeas Corpus y treinta (30) días cuando se trate de Procesos de Amparo, Habeas Data y Cumplimiento. Si el TC considera que existió algún vicio que afecto los alcances de la decisión, éste lo anulará y ordenará se reponga el trámite al estado anterior a la ocurrencia del vicio. Sin embargo si el vicio sólo alcanza los extremos de la resolución impugnada, el TC la revoca y se pronuncia sobre el fondo(319).

El Art. 22º del Código contiene novedades importantes respecto a la actuación y ejecución de las sentencias por los jueces. Las sentencias dictadas en procesos constitucionales de Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data y Cumplimiento se actuarán conforme a sus propios términos por el Juez que conoció de la demanda y tienen prevalencia sobre cualquier sentencia de otros procesos judiciales. Se faculta al Juez a utilizar medios de apercibimiento, para asegurar el cumplimiento de la sentencia por el obligado a realizar prestaciones de dar, hacer o no hacer, tales como la imposición de multas fijas o acumulativas, determinadas discrecionalmente por el juzgador según la capacidad económica del obligado, o a disponer la destitución del responsable(320).

Y para concluir el presente contitulado veamos el Art. 23º, del CPC que empieza señalando que los procesos constitucionales (no se precisan cuales, pero por la ubicación dada a esta disposición entendemos que se refiere al Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data y Cumplimiento) no se suspenden durante la vigencia de los Regímenes de Excepción. A renglón seguido, y aún cuando prohibe que el juzgador pueda evaluar la misma declaratoria de un Estado de Excepción, queda claro en rigor aquí se asume, al igual que en la Constitución de 1 993, que la labor jurisdiccional debe circunscribirse a evaluar si el acto o medida concreta restrictiva de derechos respecta parámetros básicos de razonabilidad y proporcionalidad(321).

Aquí no encontramos nada en esencia distinto de lo prescrito a nivel constitucional, aún cuando hubiese sido beneficioso reconocer también como criterios de evaluación, incluso en clave de contralor parcial, a la temporalidad y la necesidad, como ya desde hace muchos años lo hace la doctrina y los tribunales encargados de la protección internacional de los Derecho Humanos(322).Sin embargo, el mayor reparo a esta disposición no se encuentra en lo ya relatado, sino en la reiterada, y lamentablemente errónea, referencia a la supuesta suspensión de derechos durante la vigencia de un Estado de Excepción.

El error en el Perú no es nuevo, ya que la misma Carta de 1 993 plantea como opciones igualmente posibles a la suspensión y restricción de derechos. Ello sin entrar a debates anteriores, donde era rechazada abiertamente la posibilidad de interponer un Habeas Corpus o Amparo y los Estados de Excepción eran etapas donde el gobernante de turno o las Fuerzas Armadas actuaban sin mayor control. Sin embargo nos encontramos antes materias doctrinarias y jurisprudenciales aclaradas hace muchos años, en base a consideraciones que aquí pasamos a repetir y que bien convendría no olvidar.

En primer lugar, no es igual hablar de suspensión que de restricción en el ejercicio de un derecho. Suspensión es la pérdida temporal, Restricción es la limitación de alguna o algunas de las atribuciones o alcances propios de un derecho. Durante un Estado de Excepción, como bien lo anotan las opiniones consultivas 8 y 9 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, no se pierde el ejercicio de nuestros derechos, sino más bien se limita la libérrima personalidad de ejercicio de algunos de ellos, más no de todos.

Incidimos en lo último que acabamos de señalar para pasar al segundo punto de análisis y es que la sola revisión de tratados como el Pacto de Derechos Civiles y Políticos o la Convención Americana de Derechos Humanos, tratados suscritos y ratificados por el Estado Peruano, demuestra que como existen una serie de derechos frente a los cuales el Perú ha asumido el compromiso de no afectar su ejercicio ni siquiera durante la vigencia de un Estado de Excepción. Al igual que ocurre cuando se revisan los Arts 137º y 200º de la Carta de 1 993, tampoco en el Código encontramos alguna pauta que permita evitar el riesgo de suspender (o sea, de despojar temporalmente) a alguien el ejercicio de alguno o incluso de todos sus derechos (así lo permitiría una lectura literal de los prescrito sobre el Estado de Sitio en el texto de 1 993) mientras esté vigente uno de estos regímenes de excepción.

&&&&&&&&&&&&&&
Capítulo V

Código Procesal Constitucional: El Habeas Corpus – Magnitud y Protección Legal

2. Introducción:

Posterior a lo tratado capítulos previos, tomamos el camino relevante de nuestro trabajo – en cuanto se refiere al marco jurídico –, y nos avocaremos al tratamiento del Proceso de Habeas Corpus, desde el punto de vista del CPC. Pretenderemos entonces, valorar el tratamiento normativo y los aspectos novedosos que sobre el Procesos Constitucional del Habeas Corpus ha introducido el Código (Ley Nº     28 237) y ello a partir de la interpretación, el contenido y límites de las principales disposiciones que lo regulan en este nuevo Corpus Normativo.

Desarrollar el propósito antes señalado, impone reconocer que la consagración y el reconocimiento constitucionales del conjunto de derechos y libertades propios del ser humanos, resultarían insuficientes si no existiesen instrumentos adecuados para una rápida y eficaz tutela que garantice la vida y la libertad de los ciudadanos, lo que supone la articulación de técnicas jurídicas que posibiliten la salvaguarda de los derechos fundamentales frente a los particulares, así como frente a los poderes públicos.

Una de estas técnicas de protección de los derechos del hombre, específicamente del Derecho a la Libertad Personal, es el instituto del Habeas Corpus, configurado históricamente como un sistema particularmente idóneo para resguardar la libertad personal frente a la eventual arbitrariedad de los agentes del orden público.

El Habeas Corpus, es actualmente la principal institución destinada a proteger la Libertad Personal contra las detenciones arbitrarias o ilegales, tal como lo reconocen los tratados internacionales de derecho humanos. Este proceso tiene por objetivo impetrar el amparo urgente al ejercicio del derecho a la libertad garantizado por la constitución, así como de aquellos derechos fundamentales conexos, verbi gratia, los derechos a la integridad física y psicológica, a la inviolabilidad de domicilio entre otros.

4. Derechos Protegidos por el Habeas Corpus en el CPC:

Al respecto enunciamos lo señalado por el Dr. Javier AGUIRRE CHUMBIMUNI(323) Ex Profesor de Derecho Penal en la PUCP Agente Titular del Estado ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos quien expone: «Se mantiene el carácter enunciativo, es decir, abierto de la lista de derechos que se entienden comprendidos en la libertad individual. Siendo esto así, para entender incluido un caso no referido en la relación, conforme lo señala el Código en el Título Preliminar, será necesario realizar una interpretación conforme a las normas internas, sino también a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los Tratados sobre Derechos Humanos, así como las decisiones adoptadas por los tribunales internacionales sobre derechos humanos constituidos según tratados de los que el Perú es parte. 

Respecto a la Ley siguen manteniéndose en gran parte los supuestos, centrados básicamente en los casos de detención arbitraria y de afectación de la integridad física. Se han excluido sin embargo algunas situaciones, como el derecho a guardar reserva sobre convicciones, el derecho a la libertad de conciencia y de creencias, y el derecho a no ser secuestrado. Al respecto consideramos que, atendiendo al carácter enunciativo de la relación, es posible aún incluirlos en el ámbito de Protección del Habeas Corpus. Asimismo, respecto a la prohibición de la detención por deudas, se ha eliminado la excepción referida a las obligaciones alimentarias. Por otro lado, se ha especificado el Derecho a la Excarcelación de un procesado cuya libertad sea declarada por el Juez, derecho que también se ha extendido al supuesto del condenado.

Se ha incluido además como nuevos supuestos: el derecho a decidir voluntariamente el prestar el servicio militar; el derecho a no ser privado del documento nacional de identidad; el derecho a no ser objeto de una desaparición forzada. Sin embargo, dentro de las novedades que nos presenta la norma consideramos de gran trascendencia la inclusión del supuesto contenido en el numeral 17) del artículo 25° del Código, el que consagra un derecho del detenido o el recluso a un tratamiento razonable y proporcional respecto de las formas y condiciones en que cumple el mandato de detención o la pena. En efecto, se observa un gran avance de nuestra legislación el dirigir el ámbito de protección que otorga el hábeas corpus, aplicando garantías de racionalidad en un contexto donde la restricción a la libertad individual del individuo ya ha sido dispuesta por una orden jurisdiccional, más aún en una realidad penitenciaria como la peruana”.

Por su lado el Dr. Francisco AGUIGUREN PRAELI, agrega que: «La Constitución Peruana señala que el Habeas Corpus protege la Libertad Individual y los Derechos Constitucionales Conexos, con ello, creemos que, en rigor debería referirse a la libertad y seguridad personales. El Art. 25º del Código sigue el mismo criterio establecido en la Ley Nº 23 506, en el sentido que contiene una enumeración extensa y enunciativa (no taxativa) de los principales derechos protegidos por medio de este Proceso Constitucional. Así, se mencionan su procedencia frente a detenciones arbitrarias, es decir, cuando estas se realizan sin que medie mandato judicial escrito y motivado o flagrante delito; cuando el detenido es arbitrariamente incomunicado o privado del derecho a ser asistido por un abogado defensor desde el momento de la citación o detención policial; cuando se impide el libre tránsito o una persona es expatriada o deparada del lugar de su residencia, sin que medie mandato judicial, o es objeto de vigilancia domiciliaria o seguimiento policial injustificado, etc. 

Continua el citado maestro: Pero el Código introduce como novedad la mención expresa (o mejor formulación) de la protección del Habeas Corpus respecto a algunos otros derechos, tales como la integridad personal y el derecho a no ser sometido a torturas o tratos inhumanos, a no ser forzado o prestar juramento o declarar reconociendo la propia culpabilidad (autoinculpación o autoincriminación) o la del cónyuge o parientes; a decidir voluntariamente sobre la prestación del servicio militar; a no ser objeto de desaparición forzada; a no ser privado del Documento Nacional de Identidad y a obtener el pasaporte; el derecho del detenido o recluso de recibir un trato razonable y proporcionado respecto a las condiciones en que cumple mandato de detención.

Adicionalmente, se aprecia como cambio importante   que el Derecho a la Inviolabilidad de Domicilio pasa a ser protegido por el Habeas Corpus y ya no por el Amparo, mientras que los derechos a la libertad de conciencia y a aguardar reserva sobre sus convicciones o creencias de cualquier índole, reciben ahora tutela del Amparo y ya no del Habeas Corpus».

De la argumentación analítica precedente y considerando lo estipulado por el Art. 25º del CPC(324) – específicamente –, éste hace un desglose aplicativo de los Procesos de Habeas Corpus, en los siguientes sub elementos tutelares:

2.1. Protección y Amparo a la Libertad Individual.

2.2. Protección Contra Actos u Omisiones que Vulneren los Derechos Constitucionales.

2.3. Protección Procedente Contra Autoridades, Funcionarios y Personas Particulares.

2.1. Protección y Amparo a la Libertad Individual:

En efecto, el listado de derechos tutelados por el Habeas Corpus, contenidos en el Art. 25º del CPC presentan derechos que resultan una innovación respecto al ámbito de tutela de este proceso constitucional tal como hasta estaba normado en la Ley Nº 23 506. Entre estos derechos representativos e innovativos en el CPC se encuentran: El Derecho a la integridad personal, y el derecho a no ser sometido a tortura o tratos inhumanos  o humillantes, que como vemos resulta mucha mas veraz y certera respecto de la legislación precedente; asimismo tenemos El Derecho a decidir voluntariamente prestar el servicio militar, conforme a la Ley de la materia en definitiva una nueva acepción a los derecho tutelados por el Habeas Corpus; continuando tenemos El derecho a no ser privado del Documentos Nacional de Identidad, así como de obtener el pasaporte o su renovación dentro o fuera de la República derecho que en relación a la anterior legislación agrega la acepción de este documento fundamental; El Derecho a no ser objeto de Desaparición Forzada; El Derecho del Detenido o recluso a no ser objeto de un tratamiento carente de razonabilidad y proporcionalidad, respecto de la forma y condiciones en que cumple el mandato de detención o la pena; El Derecho al Debido Proceso y El Derecho a la Inviolabilidad de Domicilio, como derecho constitucionales conexos a la libertad individual y que de manera expresa ya tiene relevancia en el CPC. A continuación veamos en detalle el desarrollo interpretativo de cada uno de los derechos tutelados por el Habeas Corpus señalados en el Art. 25º del CPC:

a. La Integridad Personal, y el Derecho a No ser Sometido a Tortura o Tratos Inhumanos o Humillantes, ni violentado para Obtener Declaraciones (Art. 25º, Inc. 1. CPC):
Este es uno de los componentes de libertad y seguridad personal: que se encontraba expresamente previsto en el Lit j), Inc. 20., del Art. 2º de la Carta Política de 1 979 y recogida por el Lit. h), Inc. 24., del Art. 2º de la Constitución de 1 993.

Los casos detención en una comisaría y las declaraciones obtenidas por la fuerza, al auto de inculpamiento y otras especies similares, no parecen ser excepción y esto, claro está, atenta contra los derechos humanos. Sin embargo, no debe dejar de considerarse, en honor de la verdad que en muchos casos los reos alegan haber sido obligados a declarar en su contra con procedimientos vetados, no siendo ciertos estos, y siguiendo el consejo externo producido luego de la evidencia. Esto no es una exculpación de los malos funcionarios, pero si una explicación de una situación que tampoco deja de ser extraña. 

La acción ante este atentado se destina a lograr no la libertad de inculpado, en la eventualidad de que este fuera el caso, sino de hacer cesar la irregularidad del violentamiento. Por mandato de la propia Constitución las declaraciones obtenidas con violencia no tiene valor alguno o sea carecen de todo mérito probatorio y si se demuestra que tienen ese carácter, la Constitución señala que quienes la emplean incurren en responsabilidad penal.

Cabe agregar que el Habeas Corpus dada la extensión formal de la premisa existente en la Constitución de 1 979 por parte de la actual Constitución, pueda intentarse cuando se pretenda una coacción moral o física.

Cuando en el texto de 1 993 se hace referencia a la nulidad de las declaraciones obtenidas por la violencia, tiene que entenderse también la violación psíquica y moral. En este punto puede ser paradagmático, aunque no único el caso del General (r) Jaime SALINAS SEDÓ, cuando en el ejercicio del derecho de insurgencia que la Constitución del Perú ampara, fue detenido por quienes había perpetrado un Golpe de Estado en 1 992, se detuvo también a su hijo Jaime SALINAS LÓPEZ TORRES, a quien sin razón alguna se le imputo la comisión del Delito de Terrorismo. Se generaba de esta forma sobre el padre una coacción psíquica, que de no haber mediado la presencia de una Juez con coraje, la Dra. Estela DE HURTADO, que le dio la libertad, contrariando la petición de la Fiscal Ad Hoc para mantenerlo encarcelado, se había perpetrado una arbitrariedad con incalculables consecuencias.

Por su parte el Dr. Jorge M. MELENDEZ SAENZ(325) nos da su aporte al respecto y señala este enunciado representa una innovación respecto de la anterior legislación, dado que explaya y complementa el efecto jurídico del derecho a la integridad personal, a la vez que afirma que: “El respeto a la integridad personal implica que nadie puede ser lesionado o agredido físicamente, ni ser víctima de daños mentales, o morales que le impidan conservar su estabilidad psicológica o emocional. El derecho a la integridad garantiza la inviolabilidad de la persona contra ataques dirigidos a lesionar tanto su cuerpo como su espíritu, así como cualquier clase de intervención sobre estos bienes que se realice sin autorización de su titular.

El derecho a no ser objeto de tratos inhumanos no debe confundirse con el derecho a no ser sometido a torturas, tratos crueles o degradantes. Por este último se entiende de conformidad con el Art. 1º de la «Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes», todo acto por el cual se inflija intencionalmente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sea físicos o mentales , con el fin de obtener de ella o un tercero, información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que haya cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya o con su consentimiento o aquiescencia(326).   

De otro lado el derecho a no ser objeto de tratos inhumanos se encuentra estrechamente relacionado con el derecho a la dignidad de las personas y particularmente, con los alcances del derecho a la vida digna, ambos reconocidos en el Art. 1º y 2º, Inc. 1., de la Constitución Política respectivamente, el derecho a la vida digna, en lo que hace a las personas privadas de su libertad como consecuencia de la vigencia de un mandato de detención preventiva, así como el derecho a no ser objeto de tratos inhumanos, garantizan conjuntamente el derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con las necesidades y requerimientos psicosomáticos de todo ser humano portador de dignidad. Se tratan, ambos, derechos que tutelan todas las personas en su condición de seres humanos, independientemente se si estas se encuentran privadas del ius locomotor, y, por tanto, se vinculan a todos los poderes y dependencias públicas(327). 

b. El Derecho a No ser Obligado a Prestar Juramento ni Compelido  a Declarar o Reconocer Culpabilidad Contra si mismo, Contra su Cónyuge, o sus parientes dentro del Cuarto Grado de Consanguinidad o Segundo de Afinidad (Art. 25º, Inc. 2. CPC):
Este derecho que también da lugar al Habeas Corpus estaba regulado en el Lit k), Inc. 20. Art. 2º de la Constitución Política de 1 979, y aunque no ha sido repetido en la Carta de 1 993, debe entenderse que está comprendido dentro de los alcances del Lit h), Inc. 24 Art. 2º, que se ha comentado términos arriba. Corresponde a una espacialísima situación en al cual se reconocen el íntimo vínculo entre personas de tan cercana relación.

Este derecho es vigente en todo momento y ante cualquier autoridad y la causa no podrá entenderse como Proceso Judicial, sino desde la misma investigación realizada por los órganos policiales o por otros medios. Desde ese momento, el derecho vive y la garantía del Habeas Corpus es vigente en caso de violación.

c. El Derecho a No ser Exiliado  o Desterrado o Confinado  sino por Sentencia Firme (Art. 25º, Inc. 3. CPC):
A partir de este inciso el CPC, empieza referir una serie de derechos de libertad de movimiento cuya transgresión produce la violación de la Constitución y del lugar de la Acción de Habeas Corpus.

Este inciso se encontraba respaldado por el Art. 2º, Inc. 9., de la Constitución de 1 979; esta precisión respecto al exilio no ha sido repetida por el Carta Política de 1 993, no quiere decir tampoco que la norma legal haya decaído, por cuanto si a una persona se le destierra sin sentencia firme se le estaría violando el derecho de la nullum poena sine inditio y por ello puede interponerse la Acción de Habeas Corpus, (Art. 2º, Inc. 11 CPE).

Uno de los expedientes más utilizados por los gobernantes contra sus opositores es el del destierro o del exilio. Si bien el destierro puede ser una pena de un grado menos cruel que de la privación absoluta de la libertad, no deja de ser atentatoria de los derechos del hombre. Un ciudadano se ve privado de su familia, de sus costumbres, de su pasado y sobre todo, de su esperanza y su lucha por el futuro.

El destierro, exilio o confinamiento que se recogió como pena en el ordenamiento penal de 1 940, sólo como castigo por el Delito de Rebelión. Fuera de ello (Art. 302 CP – 1 940), no podía ser aplicado por ningún motivo en atención al Principio de nullum poena sine lege, que esta consagrado como Principio Fundamental de nuestro ordenamiento, en el Art. 2º, Inc. 24, Lit d), de nuestra Constitución vigente.

Con el Nuevo Código Penal de 1 991, se establece en el Título XV que se refiere a los Delitos Contra el Estado y la Defensa Nacional, que la Expatriación es una pena adicional a la pena principal fijada en los Arts. 325º, 326º, 329º, 330º, 331º y 332º. En estos numerales se tipifica la conducta de quien actúa para quitarle independencia al país o para someterlo a una potencia extranjera o a un grupo armado dirigido por extranjeros, con el propósito de actuar en el territorio nacional. Estas causales de expatriación son nuevas y se señala que pueden interponerse además de la precisada en cada uno de los artículos referidos por el Art. 334º.

Pero el Código Penal también fija en el Art. 346º, la Pena de Expatriación para aquellos que se alcen en armas para variar la forma de gobierno legalmente constituido o para suprimir o modificar el Régimen Constitucional. También en este caso, esta segunda pena se ejecuta luego de la principal que ordena prisión entre diez y veinte años.

En todo, estas sanciones pueden ser impuestas por los Jueces. Ni la autoridad administrativa, ni la militar, ni de ninguna otra índole, puede tomar esta medida que tiene carácter de pena, por tanto no puede ser sino el resultado del juicio, también por aplicación de otro derecho fundamental establecido en el Art.  2º, Inc. 11º de la Constitución de         1 993(328).

d. El Derecho a No ser Expatriado no separado del lugar de residencia sino por Mandato Judicial o por Aplicación de la Ley de Extranjería (Art. 25º, Inc. 4. CPC):
La Ley de Extranjería sólo es aplicable a los ciudadanos extranjeros, no a los nacionales. Las restricciones o condicionamientos que en ella establecen responden a un principio de seguridad o mejor desarrollo nacional. Un extranjero, por ejemplo, para permanecer en el país con carácter permanente, precisa del consentimiento del Estado Peruano, quien puede considerar inconveniente su presencia y en tal virtud denegar el permiso de permanencia. Las razones pueden ser muy diversas y pueden ir desde la inconveniencia, las razones de seguridad nacional, hasta las preferencias del Estado por la ocupación laboral de los nacionales. Si el extranjero no cumple con los requisitos establecidos por el Estado y es sorprendido permaneciendo indebidamente en el territorio, puede ser expulsado sin trámite judicial y por la sola autoridad administrativa (Art. 60º, Ley Nº 4145). Distinto es el caso de un extranjero que cuente con la autorización o permiso de residencia(329). 

e. El Derecho del Extranjero, a quien se ha concedido Asilo Político, de no ser expulsado al país cuyo gobierno lo persigue, o en ningún caso si peligrase su libertad o seguridad por el hecho de ser expulsado (Art. 25º, Inc. 5. CPC):
El Derecho al Asilo estaba  reconocido por el Estado Peruano en el Art. 108º de la Constitución Política de 1 979 y repetido por el Art. 36º de la Constitución vigente de 1 993.

Mediante el Asilo, el estado brinda protección a un individuo extranjero que es perseguido por diversas razones. El más común de los asilos reconocido por el Estado Peruano es el Asilo Político, que es la protección que se concede a un sujeto que es perseguido u hostilizado en razón de sus ideas o hasta de sus propias creencias políticas.

El Estado Peruano así como reconoce el derecho de terceros estados, de calificar la actividad de quien reclama de protección, también exige que si, el de poder hacerlo cuando un extranjero pide su auxilio. De tal forma se evitan las discusiones que se producen entre los diversos estados por las calificaciones de los actos u hechos realizados por estos sujetos.

Al asilado el Estado le extiende su protección jurídica pero se le imponen no obstante diversas restricciones tendientes en lo principal, a lograr que sus actividades personales no pongan en peligro las relaciones del país protector, frente al que realiza la persecución. Así se le prohíben las declaraciones políticas, se le pide que manifieste con regularidad el lugar de su residencia y los actos que realiza.

En el Perú no se ha reglamentado constitucionalmente la causal de procedencia del asilo y queda a discreción del Poder Ejecutivo y del Presidente de la República su otorgamiento o no. Una vez concedido, el sujeto protegido adquiere derechos que son de cumplimiento obligatorio por parte del Estado.

Pero se cuida con especial énfasis la seguridad del asilado de no ser entregado al Estado que lo persigue. Esto no puede producirse ni aún cambiando al gobierno que pidió amparo.

La calificación del asilo como político es un acto irrevisable y no podría ser revocado por un gobierno  posterior al que lo acogió. En este sentido Colombia dio un ejemplo de respeto al Derecho de Asilo, ya que ni el cambio de gobierno ni el sistema posibilitó la modificación del Estatuto de Asilo que había concedido a Víctor Raúl HAYA DE LA TORRE.

El Inc. 5., del Art. 25º del CPC, interpreta extensivamente la Constitución Política aquella parte del gobierno que lo persigue, ya que extiende su protección para evitar la expulsión a cualquier gobierno que se entiende lo persigue o lo pone en peligro. Inclusive señala que si el sólo hecho de la expulsión a cualquier país pudiese ponerlo en peligro, no podrá proceder a esta. La Acción de Habeas Corpus podrá intentarse aquí fundamentalmente en razón de la amenaza de expulsión al país perseguidor o algún otro que lo lesione en su libertad y seguridad(330).

Decimos en el caso de la amenaza porque producida la transgresión constitucional de este derecho, será irreparable el mismo, ya que al salir de la esfera de la aplicación de la leyes peruanas, no podrá ejecutar el resultado de la acción incoada.

f. El Derecho de los Nacionales o de los Extranjeros Residentes a ingresar, transitar o salir del territorio nacional, salvo Mandato Judicial o Aplicación de la Ley de Extranjería o de Sanidad (Art. 25º, Inc. 6. CPC):
El derecho de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio, puede considerarse equivalente de la llamada libertad de locomoción o circulación o movimiento, y como proyección de libertad corporal apareja el desplazamiento y traslado del individuo.

Este derecho esta consagrado en la Carta Fundamental de 1 979, en su Art. 2º, Inc. 9., y repetido en el Art. 2º, Inc. 11, de nuestra Carta Política vigente; tiene tres subdivisiones, el de entrar, transitar y salir del territorio nacional. 

En cuanto al ingreso, no los nacionales no los extranjeros residentes pueden ser impedidos de ingresar, salvo mandato judicial o de sujeción a disposiciones de extranjería o sanidad. Por ejemplo, si estuviese llegando de un país en el que existe una enfermedad contagiosa y el individuo no hubiese sido vacunado, su ingreso podría ser pernicioso para todos los demás habitantes. En este caso es conveniente para el derecho público que se imponga limitaciones, las que deben ser razonables para no convertirse en negatorio del derecho. Una gripe común no puede alegarse como pretexto para impedirse el ingreso de un nacional o extranjero residente, por cuanto se estaría frente a la agresión del derecho.

En cuanto al tránsito por el territorio de la República, este no puede restringirse sino sólo por las causales señaladas en este inciso y por las precisadas en caso de Estado de emergencia o Estado de Sitio con arreglo a disposiciones del Art. 137º de la Constitución. Este derecho de libre tránsito es recogido por las casi la totalidad de las Constituciones del mundo(331).

g. El Derecho a No ser Detenido sino por Mandato Escrito y Motivado del Juez, o por las Autoridades Policiales en caso de Flagrante Delito; o si ha sido detenido, a ser puesto dentro de las 24 horas o en el término de la distancia, a disposición del juzgado que corresponda, de acuerdo con el acápite “f” del inciso 24) del artículo 2º de la Constitución sin perjuicio de las excepciones que en él se consignan (Art. 25º, Inc. 7. CPC):
Este es el derecho que históricamente da origen al nacimiento del Habeas Corpus. Cuando los soberanos ingleses comenzaron a desoír, el mandato o auto que había sido impuesto por la Carta Inglesa de 1 215, promulgado por el Rey Juan Sin Tierra, mediante el cual ningún hombre podía ser puesto en prisión o exiliado sino a través de un  juzgamiento fruto de un procesos realizado por sus pares y de acuerdo a las leyes del reino, el pueblo ingles comenzó a presionar para lograr que ese derecho no fuese sólo el éxito de una declaración, sino una Institución en la vida misma de dicho reino. Entonces la promulgó la famosa Act of Habeas Corpus, en el año 1 679, hace ya 328 años, que creaba la Institución –   que como explica con claridad Domingo GARCÍA BELAÚNDE, en su libro “El Habeas Corpus en el Perú” –, dentro del sistema inglés, pero le daba una estructura sólida y una envoltura legislativa que asentó su desarrollo.

En el Perú es este derecho el que también da origen a la Institución del Habeas Corpus. En la Ley del 21 Oct. 1 897, promulgada por el Presidente del Congreso don Manuel CANDAMO, dado que don Nicolás DE PIEROLA  se negó a promulgarla, se dispuso que toda persona residente en el Perú, que fuese reducida a prisión, si dentro del término de 24 horas no se le había notificado la orden de detención judicial, tenía expedito el Recurso Extraordinario de Habeas Corpus.

Este derecho, en primer término, establece que sólo el Juez puede ordenar la detención de las personas que no se encuentren en flagrante delito, pero hay que hacer salvedad que comúnmente no se sigue este principio. En efecto en muchas oportunidades la policía realiza capturas preventivas durante investigaciones por delitos que no tiene conexión con el terrorismo o con el tráfico ilícito de drogas. El derecho al ciudadano por 24 horas, al final de las cuales recién se encuentra en obligación de ponerlo a disposición del juzgado. Vale decir, que con esta interpretación, durante ese lapso, el ciudadano no tiene derecho a la jurisdicción. El Principio de Separación de Poderes, o para seguir la terminología más exacta de Carl SMITH  de distinción de funciones que consagra la Constitución, establece que la función de juzgar corresponde a los jueces, quienes se encuentran integrados por un cuerpo unitario que es el llamado Poder Judicial (Art. 232º de la Constitución de 1 979 y 138 de la Carta Fundamental de 1 993), ni los policía, ni los investigadores pertenecen a ese cuerpo y por tanto no tienen ninguna de las funciones de privar de la libertad a las personas fuera del procesos en la generalidad de los casos.

La única excepción general que consagraba el Art. 2º, Inc. 20º, Lit g) de la Constitución de 1 979 y que repite el Art. 2º, Inc. 24., Lit f) de la Constitución de 1 993, respecto al flagrante delito. La orden del Juez no debe ser sólo verbal, sino que ha de ser escrita, es decir, que tiene que haber un principio de prueba de la existencia de dicho documento. Esto es una garantía para el ciudadano puesto que podría darse el caso de una autoridad que alegase la existencia de una orden judicial inexistente al momento de producirse la detención. La orden además ha de ser motivada, esto es un tema muy importante por cuanto nos aleja de la posibilidad de actos arbitrarios tomados bajo el manto protector de una investidura. La motivación servirá para apreciar en su momento si se trato de un acto abusivo de la autoridad o no.

La mención alternativa a 24 horas o al término de la distancia, esta referida a que la detención puede practicarse en un lugar lejano, donde para llegar hasta donde se encuentra el Juez Competente puede haber más de 24 horas de camino. Evidentemente, sería absurdo pretender que en la mitad del mismo se dejase libre al detenido por haber transcurrido el lapso a que se contrae específicamente este inciso. En este caso, la persona podrá ser puesta a disposición del mencionado Juez con posterioridad a dicho término, siempre que éste no exceda el de la distancia.

Sin embargo, se establece algunas excepciones en las cuales la detención se puede producir sin necesidad de mandato escrito y motivado por el Juez Competente. El texto constitucional de 1 993, agrega exceptúa los casos de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. La excepción se hace necesaria por el propio paso de de las circunstancias y por el propio carácter grave tanto del delito, como de la forma organizada en que estos se desarrollan. En este caso la detención puede producirse en el proceso investigatorio y por disposición de la propia autoridad encargada de llevar a cabo la inquisición. La única obligación que existe en estos casos es la de dar noticia en 24 horas o al término de la distancia, que se ha producido la detención de determinada persona, quien se encuentra bajo investigación. El Juez, y el Fiscal deberán asumir la jurisdicción del caso investigado en cualquier momento, quedando en este caso la autoridad policial a lo que estos dispongan(332).

h. El Derecho a decidir voluntariamente prestar el Servicio Militar, conforme a la Ley de la Materia (Art. 25º, Inc. 8. CPC): 
Este derecho se condice con el Art. 6º de la Ley de Servicio Nº 27 178 de 29 Set. 1 999, y el Art. 67º del Reglamento de dicha Ley aprobado por D.S. Nº 004-DE-SG, de 17 Mar. 2 000, que en líneas generales, establecen la prohibición del reclutamiento forzoso, como procedimiento de captación de personal para ser incorporado al servicio en el activo. Además, el Art. 69º del citado reglamento establece que el Servicio en el Activo es Voluntario para todos los jóvenes y mujeres seleccionados.

En consecuencia, cualquier acto por el cual se pretenda incorporar a la persona en edad militar al servicio en el activo, con prescindencia de su expresa y libre manifestación de efectuarlo, en esos términos, constituye una forma de detención y, por lo tanto susceptible de ser reparada a través del Proceso Constitucional de Habeas Corpus(333).

Por ello, la leva o reclutamiento forzado realizado al margen de lo previsto en la Ley de Servicio Militar, vulnera derechos fundamentales como la libertad e integridad personales, que inspira un régimen democrático.

Queremos, si señalar que con esta norma no se instituye en nuestro ordenamiento jurídico lo que en doctrina y en algunas constituciones comparadas, como la Ley Fundamental de Bonn y la Constitución Española (ésta, en referencia al Servicio Militar Obligatorio), ha venido en denominar “Objeción de Conciencia”, derecho que permite al individuo objetar el cumplimiento de un determinado deber jurídico proveniente de un mandato legal o constitucional, por considerar que tal cumplimiento vulneraría sus convicciones personales generadas a partir del criterio de conciencia, por cuanto al entrar en vigencia la Ley Nº 27 178 el Servicio Militar Obligatorio en el Perú haya devenido en voluntario por lo que no hay motivo para abstenerse del cumplimiento de un deber que ya no existe(334).

i. El Derecho a no ser Detenido por Deudas (Art. 25, Inc. 9. CPC):

Este derecho es una de las banderas de las reformas del sistema jurídico mundial y del adelanto de los Derechos Humanos. Esto naturalmente contrariaba y contraria hoy, cualesquier sano entendimiento de las relaciones entre los hombres, es por ello que esta disposición esta contenida en casi todos los textos constitucionales del mundo con esta jerarquía suprema. Así la Carta Fundamental de 1 979, lo establecía en su Art. 2º, Inc. 20. Lit. c); y lo repite el Art. 2º, Inc. 24. Lit. c) de la Constitución vigente de 1 993; la de Colombia en su Art. 23º, es este el espíritu del Art. 25º, Inc. 3., de la Constitución Española, y así por el estilo, las demás constituciones recogen este principio que forma parte del acervo de la humanidad.

La Constitución establece una única excepción y es la referida a las deudas alimentarias, pero la razón de ser fundamental del dispositivo no es el de la existencia de una deuda. Cuanto en incumplimiento de una deuda de naturaleza profundamente humanitaria. La Ley Nº 13 906 del 24 Ene. 1 962 tipificó penalmente el llamado Delito de Abandono de Familia, en el actual Código Penal tipificado como Omisión a la Asistencia Familiar (Art. 149º CP), que consiste en el no cumplir con el pago de la deuda alimentaria. La excepción constitucional es pues perfectamente justificada.

Cuando se habla de delitos tributarios no hay una referencia a lo que se debe por tributos, por ello si sería inconstitucional. No puede tipificar delitos por deudas con excepción de la Deuda Alimentaria.

Sin embargo el Art. 25º, Inc. 9., del CPC, se limita sólo a establecer de manera expresa la no procedencia de un detención por deudas, más no hace referencia a la deuda alimentaria, como la legislación anterior si lo establecía, pero como se puede apreciar la Constitución si lo prevé y queda claro que respecto de esta tipología o excepción si es procedente la detención, por lo analizado en el párrafo precedente(335). 

j. El Derecho a no ser privado del Documento Nacional de Identidad, así como de obtener el pasaporte o su renovación dentro o fuera de la República (Art. 25º, Inc. 10. CPC):
La legislación precedente, sólo se limitaba a tutelar el derecho de no ser privado del pasaporte dentro o fuera de la República, pero de acuerdo a nuestro Código Procesal Constitucional resulta razonable el que haya incorporado el derecho a no ser privado de su Documento Nacional de Identidad, porque al igual que el pasaporte son documentos fundamentales para gozar en los más amplios términos a transitar libremente, ya sea a ingresar o salir del país y a movilizarse por la región y el resto del mundo. No olvidemos, por ejemplo, que el DNI es suficiente para ingresar a Bolivia.

Por otro lado el pasaporte es un documento fundamental para poder gozar en los más amplios términos del derecho a transitar libremente, ya sea a ingresar o a salir del país y a movilizarse además por el resto del mundo. A través del pasaporte un ser humano acredita su pertenencia o vasallaje a un Estado determinado, el cual le extiende su protección frente a las demás potencias internacionales en los términos que el derecho acepta y sin que esto signifique que el Estado que otorga el pasaporte le brinde un fuero diferente que lesiona al país que recibe a la persona o por la que ella transita en un momento determinado, no s por ello discordante que este derecho se hallaba consagrado en el Art. 2º, Inc. 19., de la Constitución de 1 979 y reinsertado en el Art. 2º, Inc. 21., de la Constitución vigente de 1 993, que establece primeramente el Derecho a la Nacionalidad.

La Privación del Pasaporte causa problemas al ciudadano que es víctima de dicha agresión, puesto que prácticamente lo convierte en un indocumentado inerme en país ajeno, no pudiendo realizar su Libertad de Locomoción por ese motivo. La Privación del Pasaporte tanto dentro como fuera de la República da lugar a la Acción de Habeas Corpus por la violación mediante omisión de un acto constitucionalmente debido. Se manifiesta la agresión y como lo tiene previsto con claridad el Art. 200º de la Constitución, también por omisión de actos constitucionales debidos, da lugar a la Acción de Garantía(336). 

k. El Derecho a no ser incomunicado, sino en los casos establecidos por el lit. “g” del inciso 24) del artículo 2º de la Constitución (Art. 25º, Inc. 11. CPC):
La Constitución de 1 979, señalaba este derecho en su Art. 2º, Inc. 20. Lit. i), y la Constitución vigente de 1 993 lo establece en su Art. 2º, Inc. 24. Lit. g), nominado como el Principio de la Comunicación del ciudadano, aún cuando este se encuentra detenido o acusado de la comisión de delitos y en proceso de investigación de los mismos, tanto así, que como veremos un poco más adelante el Art. 2º. Inc. 20. Lit. h) de la Constitución de 1 979 establecía como derecho constitucional de la persona detenida, el de poder comunicarse, con un abogado de su elección a efectos de que este desarrolle su defensa; con la Constitución vigente de 1 993, este artículo se reproduce en el Art. 139º, Inc. 14. En consecuencia el principio general es que nadie puede ser incomunicado, la pregunta es ahora ¿Cuál es entonces la excepción a este principio? El artículo que comentamos, reproduce el Art. 2º, Inc. 24. Lit. g) de la Constitución vigente, ¿Quién es el funcionario capaz de hacerse esta calificación? El Juez y sólo el Juez a tenor de lo dispuesto en el Art. 133º del Código de Procedimientos Penales de 1 940.

El Nuevo Código Procesal Penal, también en su Art. 133º dispone las medidas coercitivas, entre ellas se halla la de incomunicación sólo pueden ser resultado de resolución judicial motivada. 

El Art. 140º del mismo cuerpo adjetivo, precisa que la incomunicación al investigado no puede exceder de diez días, a los que se refiere el Código vigente aún. Además en el Art. 141º se fija que el incomunicado puede leer libros, diarios, revistas y escuchar noticias de libre circulación, así como recibir la ración alimenticia que le fuere enviada. 

En concreto, la única persona que puede disponer la incomunicación de un detenido es el Juez, ningún otro funcionario que este investigando cualquier delito que sea, puede arrogarse esta facultad y su transgresión da lugar a la presentación del Habeas Corpus.

La forma de la incomunicación también tiene que estar referida a lo dispuesto por el Art. 133º del Código de Procedimientos Penales, o el Código Procesal Penal de acuerdo a su vigencia jurisdiccional parcial.

Ahora veamos cual es el límite máximo en que el Juez puede ordenar que dure la incomunicación. Aquí tenemos que seguir nuevamente al Código respectivo, que establece que la medida no se puede prolongar por más de diez días después de la Instructiva, sino que la medida en toda su extensión no puede superar dicho límite, aparentemente no, porque la incomunicación no tendrá necesariamente que ver con el desarrollo de la investigación, la cual puede quedar al cuidado de la autoridad policial, sin necesidad que el acusado este sujeto a incomunicación.

Cabe señalar además que la propia Constitución, que es la norma a que se remite este inciso, señala que la autoridad esta en la obligación de informar inmediatamente al Juez donde es que se halla el detenido, bajo responsabilidad(337).

l. El Derecho a ser asistido por un abogado defensor libremente elegido, desde que se es citado o detenido por la autoridad policial u otra, sin excepción (Art. 25º, Inc. 12. CPC):
La Constitución Política de 1 979 establecía (Art. 2º, Inc. 20, Lit h), como derecho fundamental de los ciudadanos el de ser informados inmediatamente y por escrito de las causas o razones de su detención y concurrentemente con ello, aseguró el derecho a comunicarse con un defensor de su elección desde que es citado o detenido por la autoridad. De esta última parte es que se ocupa el presente inciso del CPC, que comentamos. El Art. 8º, Inc. 2. Lit b), c) y d) de la Convención Americana de Derechos Humanos de San José de Costa Rica, celebrada en 1 969 y aprobada  por el Perú en Julio de 1 978, establece estos mismos principios que se consignan en el Derecho Constitucional. Equivocadamente, la Constitución de 1 993, consignó está norma en el Capítulo del Poder Judicial (Art. 139º, Inc. 14.)

Este artículo es fundamental para hacer prevalecer la justicia en un país dado que esta se maneja por instrumentos, fórmulas y hasta planteamientos que son las más de las veces desconocidas para el ciudadano común y corriente, pudiendo en caso de no consagrase este principio como derecho fundamental, a lograr que una persona declare lo contrario a lo que ella piensa, pudiendo incluso tergiversarse los términos reales de las ocurrencias o de los sucesos como resultado de este desconocimiento del sistema.

Aquí la novedad es el Derecho de Defensa ante las autoridades. En muchos de los casos se requiere un mínimo de ilustración legal a quienes no obstante no ser abogados no es ajeno, aquí es donde se hace necesaria la participación del abogado en el modo y forma que se señale en los respectivos reglamentos. El abogado que asiste al ciudadano no puede ser otro que el de la elección del mismo sujeto. No es posible obligar a ningún ciudadano a aceptar determinada asesoría y los defensores de oficio no necesariamente tienen que ser personas en quienes confían los individuos que están siendo materia de investigación.

La oportunidad de la comunicación con el abogado es en el mismo momento en que se produce la detención, con la sola excepción de aquellos casos en los cuales el Juez autoriza la incomunicación, debiendo en este caso sujetarse la visita del abogado a las formalidades referidas en los Arts. 133º y 134º del Código de Procedimientos Penales vigente o 140º del Código Procesal Penal. Debe de quedar claro esto por cuanto no es atribución de la autoridad mantener sin contacto con su abogado, sino que esta comunicación se le debe de autorizar de inmediato(338).

m. El Derecho a retirar del domicilio y a suspender el seguimiento policial, cuando resulten arbitrarios o injustificados (Art. 25º, Inc. 13. CPC): 
Todas Las personas tienen derecho a la intimidad y en consecuencia a desarrollar sin vigilancia ni tutelajes los actos de su vida. La libertad Personal como ha quedado establecido, esta conformada por una serie de atributos de la personalidad y uno de ellos es el de la liberad, de desarrollar su vida sin vigilancia permanente.

En estas circunstancias en que a tenor de lo dispuesto en el inciso que comentamos resulta procedente la iniciación de la Acción de Garantía. En la sentencia que declare fundada la Acción de Habeas Corpus ha de ordenar el inmediato retiro de los guardias.

No obstante hay que reparar en la parte final del inciso cuando regula que procede el pedido de retiro de la guardia o seguimiento en el caso que así se atente contra la libertad individual, lo que significa al contrario que puede darse la eventualidad de que las guardias o el seguimiento pudieran efectuarse sin afectar dichos derechos.

El Código Procesal Penal de 1 991 autoriza expresamente la custodia o las guardias a un local. El Art. 167º del mismo, faculta al Juez a ordenar la vigilancia de un local cuando se investigue un delito grave o lo pide el Fiscal(339).

n. El Derecho a la excarcelación de un procesado o condenado, cuya libertad haya sido declarada por el Juez (Art. 25º, Inc. 14. CPC):

La Privación de la Libertad como consecuencia de una pena o de un juzgamiento no puede ir más allá del momento en que concluyó esta, por cualquiera de las causas precisadas en la Ley y que son repetidas por el texto en este inciso, la Acción de Habeas Corpus para hacer cesar este estado y volver a la normalidad Constitucional

Este es un artículo que esta estrechamente vinculada al de la libertad personal y no merece mayor comentario.

o. El Derecho a que se observe el trámite correspondiente cuando se trate del procedimiento o detención de personas, a que se refiere el artículo 99º de la Constitución (Art. 25º, Inc. 15. CPC):

La Constitución de Estado establece en su Art. 99º, un procesamiento especial para el juzgamiento del Presidente de la República, de los Miembros del Congreso, los Ministros de Estado, , Los Miembros del Tribunal Constitucional, los Miembros del Consejo Nacional de la Magistratura, , los Vocales de la Corte Suprema, a los Fiscales Supremos, al Defensor del Pueblo, y al Contralor General; en caso de acusárseles de la comisión de algún delito, deben de ser juzgados según los trámites que se prescriben en este Art. 99º.

Este fuero especial que obliga al antejuicio esta dado para evitar la confrontación con un procedimiento ordinario que podría repetirse hasta el infinito de estos altos funcionarios que por sus tareas se encuentran en situación tal de poder generase antipatías en determinadas personas que no podría encontrar mejor remedio  para satisfacer estas  que el de enfrentar a la alta autoridad con la justicia.

Con  la Carta Fundamental de 1 993, ha variado ligeramente la figura, puesto que al haberse dejado de lado la bicameralidad se señala que corresponde a la Comisión Permanente la acusación de los funcionarios aforados ante el Congreso.

Se ha presentado, recientemente una interesante discusión desde que sin autorización alguna con base en dicho documento, se le encargo a la Comisión de Fiscalización del Congreso, la posibilidad de asumir funciones de la Comisión Permanente en tanto esta se instalara. Así las cosas han  procedido  a  la  acusación  contra  funcionarios del Régimen 1 985 – 1 990, no obstante, por virtud del Principio de la Competencia, la interposición de un Habeas Corpus de quien resultara acusado por un procedimiento en que no se hubiera respetado las normas que se aprobaron en 1 993.

La solución a este impase hubiera radicado en una norma transitoria que acordare, en tanto se instalaba la Comisión Permanente dicha competencia acusatoria a la Comisión de Fiscalización. Al no haberlo hecho así se ha incurrido en un exceso de poder que no puede convalidarse jurídicamente la acusación para los personajes con derecho a antejuicio sólo puede hacerse dentro de la normativa que rige actualmente al Perú, por la Comisión Permanente del Congreso(340).

p. El Derecho a no ser objeto de una Desaparición Forzada (Art. 25º, Inc. 16. CPC):
La Desaparición Forzada constituye un acto criminal cuya característica originaria supone una detención ilegal carente de mandato judicial ni situación de flagrancia, torturas o tratos inhumanos o degradantes y físicos y mentales, violación a la libertad de movimientos, violación al derecho de un juicio justo y las garantías del debido proceso, ejecución extrajudicial y violación al derecho a la verdad y justicia para la víctima y sus allegados.

Mediante el Habeas Corpus, el Juez Constitucional a partir de sus indagaciones sobre el paradero del detenido – desaparecido, busca identificar a los responsables de la violación constitucional, para su posterior proceso y sanción penal en la vía ordinaria(341).

La Desaparición Forzada, es quizás el crimen más execrable, porque en su seno incluye numerosas violaciones de los derechos más fundamentales, además de violar el derecho a la libertad locomotora.  

q. El Derecho del detenido o recluso a no ser objeto de un tratamiento carente de razonabilidad y proporcionalidad, respecto de la forma y condiciones en que cumple el mandato de detención o la pena (Art. 25º, Inc. 17. CPC):

El Tribunal Constitucional ha señalado que el Proceso de Habeas Corpus es un mecanismo apropiado para solicitar la protección de los derechos fundamentales afectados como consecuencia de inadecuadas condiciones de reclusión, a pesar de que la legislación precedente (Ley Nº 23 506) sobre este Proceso Constitucional no se pronunciaba expresamente al respecto, es de merecer que la jurisprudencia consolidada por el Tribunal Constitucional, deja precedente de la procedencia de esta Acción, en mérito a este tan importante derecho fundamental.

Desde los primeros casos en que abordó este tema, el TC señaló que la Legislación sobre Habeas Corpus y Amparo (Ley 23 506, Art. 12º) establecía únicamente en forma enunciativa, mas no taxativa, los casos en que procedía iniciar un Proceso de Habeas Corpus, por lo que podía ser empleado para defender otros derechos reconocidos en la Constitución distintos a la Libertad Personal, como por ejemplo, la vida o la salud de las personas privadas de libertad(342).

Sin embargo, el Tribunal se ha pronunciado sobre este tema en forma más contundente a partir de la Resolución del Exp. Nº 590-2001-HC/TC (Caso Abimael GUZMÁN REYNOSO y otros)(343). En esta decisión el Tribunal estableció los lineamientos sobre la Procedencia del Habeas Corpus ante condiciones de reclusión atentatorias de los derechos fundamentales, los que han sido precisados en posteriores sentencias(344).

El Ámbito de Protección del Habeas Corpus: El Tribunal ha establecido los alcances del Proceso de Habeas Corpus respecto a las condiciones de reclusión de las personas privadas de libertad. En este sentido ha señalado:

«El inciso 1) del Art. 200° de la Constitución Política del Estado ha creado el procedimiento de Habeas Corpus como remedio procesal destinado a la protección de la Libertad Individual y de los Derechos Conexos con él. Como tal, tiene por propósito esencial, aunque no exclusivo, tutelar al individuo ante cualquier privación arbitraria del ejercicio de su derecho a la libertad individual y, particularmente, de la libertad locomotora. Sin embargo, allí no culmina su objetivo, pues también mediante este remedio procesal puede efectuarse el control constitucional de las condiciones en las que se desarrolla la restricción del ejercicio de la libertad individual, en todos aquellos casos en que ésta se haya decretado judicialmente».

El Habeas Corpus puede ser empleado, por lo tanto, para garantizar derechos cuya lesión se genera como consecuencia de una medida privativa de la libertad. En este sentido, el Habeas Corpus procede: 

· Ante la amenaza o acto lesivo del derecho a la vida, la integridad física y psicológica o el derecho a la salud de las personas que se hallan recluidas en establecimientos penales, e incluso de personas que, bajo una especial relación de sujeción, se encuentran internadas en establecimientos de tratamiento, públicos o privados.

· Ante acciones u omisiones que importen violación o amenaza del derecho al trato digno y a no ser objeto de penas o tratos inhumanos o degradantes.

En estos casos, el objetivo del Habeas Corpus se dirige a que «las condiciones de detención respeten los principios y valores constitucionales y, muy singularmente, los de dignidad de la persona, razonabilidad y proporcionalidad».

Para el TC, cualquier acto que incida en derechos que no están restringidos afecta la dignidad de la persona. En este sentido, comparte los criterios de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la que ha establecido que «en los términos del Art. 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y el Estado debe garantizarle el derecho a la vida y a la integridad personal. En consecuencia, el Estado, como responsable de los establecimientos de detención, es el garante de estos derechos de los detenidos (Caso NEYRA ALERGRÍA y otros, párrafo N° 60)». Por este motivo, cualquier restricción de algún derecho fundamental deberá respetar los principios antes mencionados(345).

Con la dación del Nuevo Código Procesal Constitucional, la forma enunciativa de este derecho, establecido en la Legislación de Habeas Corpus y Amparo (Ley Nº 23 506), ahora se materializa taxativamente, y establece de manera expresa su concusión en la protección del «derecho del recluso o detenido a no ser objeto de un tratamiento carente de razonabilidad y proporcionalidad, respecto de la forma y condiciones» en que cumple el mandato de detención o la pena». Y por toda la jurisprudencia vertida por el TC a lo largo de la vigencia de la Ley de Habeas Corpus y Amparo y hoy en día con el Código Procesal Constitucional, nos muestran un más sólido y consolidado mecanismo de protección de este tan importante derecho fundamental.

r. El Derecho al Debido Proceso (Art. 25º  Último Párrafo CPC):

La protección de este derecho ha de materializarse cuando con desprecio o inobservancia de las Garantías Judiciales mínimas que deben observarse en toda actuación judicial se infracciona los Derechos Constitucionales Procesales (Derecho a la Doble Instancia, Motivación Resolutoria, Procedimiento Predeterminado, Cosa Juzgada, y otros) establecidos en el Art. 139º de la CPE) mediante una resolución expedida en un Procesal Penal, debiendo incidir ello directamente o indirectamente en la libertad personal del afectado.

Si bien el CPC plasma legislativamente la Protección del Derecho al Debido Proceso en materia de Habeas Corpus, ésta ha sido objeto de reiterados pronunciamientos del TC, que al respecto ha sostenido que «Si bien el Proceso de Habeas Corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso […] habida cuenta  de que se han establecido judicialmente restricciones al pleno ejercicio de la libertad locomotora […], el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, para evaluar la legitimidad constitucional de los actos judiciales considerados lesivos»(346). 

s. El Derecho a la Inviolabilidad de Domicilio Art. 25º Último Párrafo CPC): 
Lo primero que debe destacarse es que el Derecho de Inviolabilidad de Domicilio, ha sido extraído del ámbito de protección del Amparo, tal como así se regulaba en la Ley Nº 23 506.

Y ello es justificable atendiendo a la ampliación del concepto de domicilio – expresada en al Habeas Corpus Restringido –, o, de modo más exacto el replanteamiento de la forma típica de entender los supuestos en los que se produce una lesión a este derecho. Desde esta perspectiva el Derecho a la Inviolabilidad de Domicilio se convierte en un «Derecho a la Libertad en el Domicilio» que protege a la persona en dicho ámbito contra cualquier injerencia exterior que impida o dificulte su libertad de movimientos.

El Derecho a la Inviolabilidad de Domicilio tendría un carácter instrumental, pues defiende los ámbitos en los que se desarrolla la vida privada de la persona, su intimidad personal y familiar.

Si bien el objeto de protección de este derecho estaba vinculado a la propiedad en la época del constitucionalismo primigenio, en la actualidad, el domicilio hace referencia a todo lugar en que se despliega la vida privada, independientemente del título dominical. En tal sentido, tiene un significado «espacial», esto es, como ámbito espacial donde la personal desarrolla la esfera de su vida privada al margen de convenciones sociales o espacio donde se despliega la vida privada(347).

2.2. Protección Contra Actos u Omisiones que Vulneren los Derechos Constitucionales:

La Ley deja plenamente delimitado que tanto el Habeas Corpus como el Amparo, proceden contra hechos y no contra normas, por más que estas fueran inconstitucionales, como ya veremos más adelante. Pero así como exige contra actos, también proceden acciones de Habeas Corpus, Amparo y Habeas Data contra omisiones que agravien esos derechos constitucionales. Es necesario adelantar que no cualquier omisión de una autoridad y funcionario, da lugar a una Acción de Garantía. Sabido es que el Estado tiene múltiples propósitos programáticos de los cuales se derivan otras cuantas obligaciones para con la ciudadanía, pero solamente proceden aquellas contra omisiones de actos debidos, es decir, de cumplimiento obligatorio. Esta última característica casi puede encontrarse en el término para su realización o la naturaleza de la misma.

También debemos distinguir dos niveles o formas de violación: la vulneración y la amenaza, que vienen a ser dos grados de agresión. La primera que implica consumación y la segunda una conducta por naturaleza.

La vulneración se presenta clara y objetiva, en tanto la amenaza puede ser objeto de apreciaciones subjetivas que escapan la función protectora de la garantía. Por eso es que las amenazas deben ser reales y objetivas y de inmediata realización.

En el ámbito de la casuística encontramos por ejemplo como actos vulneradores, un detención arbitraria, la colocación de guardias en la puerta de la vivienda de un ciudadano, el seguimiento que le hace la policía (merecen Habeas Corpus). La interrupción del derecho de reunión, la violación de domicilio, la violación de cualquiera de los aspectos de la libertad de prensa (merecen el Amparo).

Actos de amenaza contra la libertad personal serían por ejemplo sacar a un detenido de una comisaría fuera de los locales policiales, por las noches con el fin de hacer interrogaciones; serían también los actos que realiza la autoridad política o una autoridad de trabajo a los dirigentes sindicales, amedrentándolos para que no lleven adelante su huelga.

2.3. Protección Procedente Contra Autoridades, Funcionarios y Personas Particulares:

En la tarea de emprender una Acción de Garantía y perseguir la protección por parte del órgano jurisdiccional, resulta importante precisar quien es el agente vulnerador que amenaza la libertad personal o en su caso los demás derechos constitucionales, no tanto para los fines de la sanción que en este caso ocupa el segundo logar, sino para los efectos cuando de restablecen aquellos.

El Art. 200º de la Constitución vigente, señala que procede el Habeas Corpus, el Amparo y Habeas Data contra autoridades, funcionarios y personas particulares:

a. Acciones de Garantía Contra Autoridades:

b. Acciones de Garantía Contra Funcionarios:

c. Acciones de Garantía Contra Actos de Particulares:

a. Acciones de Garantía contra Autoridades: Se comprenden en ellas las autoridades políticas y judiciales. Entre las primeras, pueden incurrir en vulneración un Ministro, un Prefecto, un Sub – Prefecto, un Gobernador, un Alcalde, Regidores, etc., en razón de tener un poder político. En un segundo grupo ubicamos las autoridades policiales y militares. Las primeras suelen incurrir con frecuencia en detenciones arbitrarias o indebidas, en su cotidiana labor policial; y en cuanto a las autoridades militares, también pueden incurrir en vulneraciones de la libertad y en violación de domicilio, ya que desde hace algunos años en el Perú, las Fuerzas Armadas de las distintas ramas, tienen actividad e injerencia en el mantenimiento del orden interno, a raíz de la lucha antisubversiva, de tal manera que tienen constantes intervenciones con relación a los civiles. Reservamos para el tercer grupo a las autoridades judiciales, las que por excepción pueden incurrir en vulneraciones mediante sus resoluciones y disposiciones. 
Antes de la Constitución de 1 979, no se admitían Habeas Corpus contra estas autoridades, con la idea de que ellas eran precisamente las que administraban justicia y a las que se recurría para que viabilicen la Acción de garantía. Sin embargo, nuestras dos últimas Constituciones han sido receptivas a la corriente que desde la tribuna el Poder Judicial, llegó a sostener que no podía dejar de ampararse a un ciudadano en la defensa de sus libertades, aún si la vulneración proviniera de exceso de una Resolución Judicial.

b. Acciones de Garantía Contra Funcionarios: Partimos de la idea de los funcionarios que son las personas que estando al servicio del Estado, en cualquiera de sus reparticiones, o de las entidades autónomas como los Municipios, Corporaciones, etc., esta situación les concede el uso de una parte del poder en el nivel administrativo y por consiguiente son susceptibles de cometer excesos en agravio de las libertades ciudadanas. Estos ciudadanos pueden incurrir sobre todo en omisiones de algunas obligaciones específicas, como dejar de otorgar un pasaporte en una Oficina de Migraciones. También mediante vulneraciones, por ejemplo, las Autoridades del Ministerio del Interior cuando prohíben la salida del país de un ciudadano o disponen la prohibición a su libre ingreso, con relación a la libertad sindical, asociación, derecho de sindicalización, libertad de información, etc.
c. Acciones de Garantía Contra Actos de Particulares: También con la Constitución de 1 979 quedó zanjada la polémica de que si procedía el Habeas Corpus o no en contra de una persona particular, pues, pueden detentar poder como para agraviar la libertad de las otras y mucho más vulnerar otros derechos constitucionales.
Hay personas naturales o jurídicas que tienen tanto poder como las autoridades o más particularmente las empresas trasnacionales que suelen solamente influir en los organismos jurisdiccionales y policiales, sino que incluso en forma directa conculcan las libertades.

Citémonos en el ejemplo de la formulación y trámite de un Habeas Corpus, contra el propietario de una casa o departamento de alquiler que puso candado a la reja impidiendo de esta manera salir o ingresar a los inquilinos bajo pretexto de que uno de ellos, el día anterior había sido objeto de un lanzamiento y amenazaba con regresar  o tomar posesión del departamento que había estado ocupando. Naturalmente ante la presencia del Juez Instructor, se allanó la dificultad inmediata.

5. Modalidades de Habeas Corpus: 

El Proceso de Habeas Corpus no se reduce a restituir la libertad individual, sino que tiene un alcance mucho mayor en el Derecho Constitucional y en el Derecho Procesal Constitucional; es así que contiene variantes que podemos clasificarlas de la siguiente manera(348):

3.1. Se Mantienen las Modalidades de Habeas Corpus existentes en la Legislación Procesal Constitucional (CPC).

3.2. Se Incorporan Nuevos Tipos de Habeas Corpus.
3.1. Se Mantienen las Modalidades de Habeas Corpus existentes en la Legislación Procesal Constitucional (CPC):
En efecto, el Código Procesal Constitucional, reproduce las modalidades de Habeas Corpus ya establecidas en las Leyes Nº 23 506 y 25 398. Así tenemos:

a. Habeas Corpus Reparador:

b. Habeas Corpus Preventivo:

c. Habeas Corpus Restringido:

d. Habeas Corpus Traslativo:

e. Habeas Corpus Excepcional:

a. Habeas Corpus Reparador(349): Se dirige contra detenciones calificadas de arbitrarias y se da bajo tres supuestos:
i. Las producidas fuera de los supuestos del Mandato Judicial (escrito y motivado) o de flagrante delito, o también de la llamada “Cuasiflagrancia”
ii. La que pese a producirse dentro del Mandato Judicial o Flagrante Delito se prolonguen por encima de las 24 horas más el término de la distancia en caso de delitos comunes o de 15 días más el término de la distancia en el caso de delitos calificados.
iii. Las ordenadas por funcionarios distintos a los jueces o por jueces que carecen de competencia y las que se ejecutan por personas distintas a la policía.
De acuerdo al Nuevo Código Procesal Constitucional esta modalidad de Habeas Corpus se encuentra contemplada en el Art. 25º Inc. 7 del CPC. Puede ser conceptuado como el remedio que surge inicialmente para evitare las detenciones arbitrarias, es decir, aquellos casos en que la personal está detenida fuera de los presupuestos y de la forma que prescriben la Constitución y la Ley. Este Habeas Corpus llamado también Clásico o Principal, persigue – frente a una detención arbitraria o ilegal –, reponer las cosas al estado anterior a la violación, lo que se obtiene con la libertad de la persona.

Con ejemplos ilustrativos del Habeas Corpus Reparador podemos citar los siguientes: La Detención Policial practicada de oficio, es decir, sin que exista situación de flagrancia o mandato judicial que la legitime, pudiendo efectuarse por sospecha, por indocumentaciòn, por operativos de rastrillaje, por investigación de denuncias, otras formas son, la detención decretada por Juez Incompetente, la detención por particulares. 

Al respecto el TC ha sostenido que « […] las variables de causalidad a los efectos de ejercer la potestad de detención, esto es, mandato judicial y flagrante delito, constituyen la regla general aplicable a todos los casos de detención, sea cual sea la naturaleza del ilícito cometido, de modo tal que las llamadas detenciones preventivas o detenciones sustentadas en la mera sospecha policial, carecen de toda validez o legitimidad constitucional; […] le hecho de que el Ministerio Público haya participado de laguna forma en las investigaciones realizadas, no convierte en legítimas las detenciones realizadas, pues, dicha entidad no sus representantes están facultados para convalidar actos de detención fuera de las hipótesis previstas por la norma fundamental»(350).

Asimismo, respecto de la motivación del Mandato de Detención Judicial Preventiva, el TC, ha precisado que tratándose de la Detención Judicial Preventiva, la exigencia de la motivación en la adopción o el mantenimiento de la medida deber ser estricta, pues sólo de esa manera es posible despejar la ausencia de arbitrariedad  en la decisión judicial, a la vez que con ello se permite evaluar si el Juez Penal ha obrado de conformidad con la naturaleza excepcional, subsidiaria y proporcional de la Detención Judicial Preventiva(351).

Si el Juez Penal no cumple con el deber de motivar las resoluciones que resuelven una medida que limita la libertad individual, infringe este derecho fundamental, pues, estando en juego la libertad del imputado, la ausencia de motivación suficiente y razonable de la decisión donde se dicta una medida cautelar domiciliaria, no supondrá un problema propio del Debido Proceso, sino una cuestión que afecta a la libertad individual.

La falta de motivación de la resolución que determine la Detención Judicial Preventiva afecta primordialmente, por la vía de uno de sus requisitos formales esenciales, a la propia existencia del supuesto habilitante para la privación de la libertad y, por tanto, al propio derecho a la misma.

La resolución que declara fundada la demanda de este tipo de Habeas Corpus dispondrá la puesta en libertad de la persona privada arbitrariamente de este derecho (Art. 34º, Inc. 1. CPC), de esa manera se repara el derecho infringido, restableciéndose la libertad personal(352).

b. Habeas Corpus Preventivo(353): Previsto en el Art. 2º del CPC, en cuanto establece que «Cuando se invoque la amenaza de violación, esta debe ser cierta y de inminente realización».
Se postula de esta manera cuando existe amenaza a la libertad individual, debiendo merituarse conforme a los requisitos de probabilidad o certeza y de inminencia. Cesar LANDA ARROYO(354) señala que procede esta figura: «Cuando se amenace de manera cierta y concreta la liberta personal, la libertad de tránsito o la integridad personal». Asimismo señala que: «La amenaza real es un asunto de casuística, que debe valorar el Juez, en base al Principio Constitucional de la Presunción de Inocencia, a la interpretación extensiva de la presunción de la defensa de la libertad y a la interpretación restrictiva de la limitación de la misma».

Por otro lado y análogamente alo señalado precedentemente, doctrinalmente el Dr. Jorge M. MELENDEZ SAENZ(355) considera que: «El Habeas Corpus Preventivo es aquel que se otorga frente a la amenaza de eventuales detenciones. En este caso la actuación del Juez no es posterior al acto violatorio de la libertad individual, sino anterior a la misma, enfrentándose a una amenaza que tiene que ser cierto y de inminente realización, no conjetural ni presunto, que se manifieste con actos o palabras que no dejan duda de su ejecución o propósito. Por ejemplo, la amenaza de detención para obtener una declaración».

El respecto, el TC ha sostenido que «para verificar si tales derechos son amenazados se debe comprobar: a) la inminencia de que se produzca el acto vulnerador, es decir,  que se configure un atentado a la libertad personal que éste por suceder prontamente o en vía de ejecución, no entendiéndose por tal a los simples actos preparatorios; y b) que la amenaza a la libertad sea cierta, es decir, que exista un conocimiento seguro y claro de la amenaza a la libertad, dejando de lado conjeturas o presunciones”(356).

La resolución que declare fundada la demanda de este tipo de Habeas Corpus dispondrá el inmediato cese de la amenaza al derecho fundamental invocado, disponiendo las medidas necesarias para que el acto no vuelva a repetirse. (Art. 34º, Inc. 4. CPC)(357)
c. Habeas Corpus Restringido(358): Proceden contra actos que sin afectar la libertad de manera continua, pues, esta se ve restringida. Acá no se aprecia privación de libertad pero si entorpecimiento. Se encuentra establecido en el Art. 25º, Inc. 6. del CPC, en cuanto se refiere al «Derecho de los nacionales o de los extranjeros residentes a ingresar, transitar o salir del territorio nacional, salvo mandato judicial o aplicación de la Ley de Extranjería o de Sanidad», y en el Inc. 13., del mencionado artículo, en cuanto se refiere al «Derecho a retirar la vigilancia del domicilio y a suspender el seguimiento policial, cuando resulten arbitrarios o injustificados», entre otros.
Este Habeas Corpus se emplea cundo la libertad física o de locomoción es objeto de molestias, perturbaciones o incomodidades que, en los hechos configuran una seria restricción para su cabal ejercicio. Es decir, que, en tales casos, pese a no privarse de la libertad al sujeto, se limita esta en menor grado. Ejemplos de caos en los que procede, son: La prohibición de acceso o circulación a determinados lugares; los seguimientos perturbatorios carentes de fundamento legal y/o proveniente de órdenes dictadas por autoridades incompetentes; las reiteradas e injustificadas citaciones policiales; la vigilancia domiciliaria arbitraria o injustificada.

Respecto del referido Inciso 13., debe precisarse que la noción de domicilio que utiliza el Art. 2º, Inc. 9., de la  Constitución no corresponde completamente con aquella  que se encuentra establecida en el Art. 33º del Código Civil, que establece que el domicilio «se constituye por la residencia habitual de la persona en un lugar», toda ves que la noción constitucional de domicilio tiene un ámbito más amplio, pues más allá de ser el espacio físico donde la persona reside habitualmente, es uno de los lugares donde la persona ejerce con más intensidad su derecho a la intimidad personal y familiar (Art. 2º, Inc. 7. CPE), así como su derecho a la tranquilidad y al goce de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida (Art. 2º Inc. 22. CPE), entre otros.

Es por ello, que la existencia de procedimientos de vigilancia policial en el domicilio de una persona y/o el seguimiento policial que no cuenten autorización judicial o que no se produzcan ante un flagrante delito, convierten tales medidas en arbitrarias e injustificadas y como tal, habilitan a la persona perjudicada o cualquier otra en su favor, a interponer la Acción de Habeas Corpus para garantizar la vigencia efectiva de los derechos fundamentales que se consideren afectados.

Si bien, el Art. 166º de la CPE establece que: «La Policía Nacional tiene por finalidad fundamental garantizar, mantener y restablecer el orden interno […]», y entre otras, la de prevenir, investigar y combatir la delincuencia, debe precisarse que éstas facultades no pueden ser ejercidas desconociendo que la Constitución también ha reconocido a los ciudadanos una serie de derechos fundamentales – básicamente en el Art. 2º –, los mismos que se encuentran asociados tanto a la libertad individual, a la intimidad y a la integridad corporal, entre otros. La Policía Nacional, de acuerdo a lo precisado por el Tribunal Constitucional en la Sentencia recaída el Exp. Nº 0005-2001-SI/TC, «[…]desarrolla una función meramente ejecutiva y, por ende, subordinada funcionalmente, en lo que a la investigación del delito se refiere, al Ministerio Público […]». De este modo, el legislador a incorporado el derecho a retirar la vigilancia del domicilio y a suspender el seguimiento policial, cuando resulten arbitrarios e injustificados; dentro del grupo de derechos protegidos por la Acción Habeas Corpus toda vez que impiden a la persona desarrollar los ámbitos inherentes a su libertad más íntima, así como el disfrute de un ambiente adecuado para su desarrollo personal(359).

La resolución que declara fundada la demanda de Habeas Corpus dispondrá que cese el agravio producido, disponiendo las medidas necesarias para evitar que el acto vuelva a repetirse (Art. 34º, Inc. 4. CPC)

d. Habeas Corpus Traslativo(360): Procede ante la demora de los procesos judiciales o a fin de excarcelar a quien se le mantiene indebidamente detenido no obstante haber cumplido su condena.
Prescrito en el Art. 25º, Inc. 14., del CPC, establece que «El derecho a la excarcelación de un procesado o condenado, cuya libertad haya sido declarada por el Juez»

Este tipo de Habeas Corpus busca proteger el estado de libertad de los procesados o condenados, eventualmente afectado por la decisión de las autoridades judiciales y penitenciarias, que indebidamente extienden la detención o privación de la libertad.

Acontece por ejemplo, si el procesado continuase detenido pese haberse vencido el plazo legal de detención (prescrito en el Art. 137º del Código Procesal Penal) o si el reo ya hubiese cumplido su condena y continuase en prisión, por incumplimiento de la autoridad penitenciaria, de las resoluciones que le otorga la libertad, situaciones en que corresponde plantear un Habeas Corpus Traslativo, para que sea llevado inmediatamente a la instancia judicial pertinente o sea liberado. 

Al respecto, el TC ha sostenido que el Habeas Corpus Traslativo: «Es el pertinente para denunciar mora en el proceso judicial u otras graves violaciones al debido proceso o a la tutela judicial efectiva; es decir, cuando se mantenga indebidamente la privación de la libertad de una persona o se demore la determinación jurisdiccional que resuelva la situación persona de un detenido […] sólo procederá la interposición de Habeas Corpus Traslativo cuando existan violaciones al debido proceso, restringiendo así su libertad personal”(361).

El lo que se refiere al plazo máximo de detención judicial preventiva contenido en el Art. 137º del Código Procesal Penal, el TC ha sostenido que de una interpretación literal de la mencionada disposición: «Se concluiría que, presentadas las circunstancias descritas, los plazos podrían extenderse a 18 meses en el caso de los delitos merituados en procedimiento ordinario, a 36 meses en el caso de los delitos merituados en el procedimiento especial, y a 72 meses en el caso de delitos de tráfico ilícito de drogas, terrorismo, espionaje y otros seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas, o del Estado. Sin embargo, al momento de aplicar dichos preceptos, el Juez Penal debe tener presente los siguientes criterios, a efectos de no afectar el derecho fundamental del procesado: a) Se trata de plazos máximos que no pueden ser sobrepasados  bajo ninguna circunstancia (límite absoluto al plazo de duración de la prisión preventiva); b) Todos los criterios para valorar la razonabilidad de la duración del plazo […] son aplicables cuando se pretenda prolongarlo en los casos de la generalidad de los delitos merituados en procedimiento ordinario (hasta 18 meses) y de los delitos merituados en el procedimiento especial (36 meses); c) Sin embargo,, una interpretación pro homine y favor libertatis del segundo párrafo del Art. 137º del CPP, comporta que la “especial dificultad” o “especial prolongación de la investigación” que permite justificar la prolongación del plazo de detención en el caso de los delitos de tráfico ilícito de drogas, terrorismo, espionaje y otros, seguidos contra más de diez imputados, en agravio de igual número de personas, o del Estado (más de 36 meses), sólo podría fundamentarse en retrasos atribuibles objetiva e inequívocamente al propio justiciable, sin que, para tales efectos, sea posible recurrir a una supuesta “complejidad del asunto” […]. En consecuencia, el Tribunal Constitucional advierte que toda resolución judicial que pretenda prolongar el plazo de detención provisional por un periodo superior a los 36 meses, sebe encontrarse necesariamente motivada en causas suficientes y objetivamente atribuibles al procesado, pues en caso contrario se vulneraría el derecho fundamental de toda persona a no ser sometida a detención provisional más allá de un plazo razonable»(362).

La resolución que declara fundada la demanda de este Habeas Corpus  dispondrá que la persona privada de su libertad sea puesta inmediatamente a disposición de Juez Competente, si la agresión se tradujo por haber transcurrido el plazo legalmente establecido para su detención (Art. 34º, Inc. 3º CPC)(363).

e. Habeas Corpus Excepcional: Considerado en el Art. 23º del CPC, hace referencia a que «Procesos Constitucionales no se suspenden durante la vigencia de los regímenes de excepción. Cuando se interponen en relación con derechos suspendidos. El órgano jurisdiccional examinará la razonabilidad y proporcionalidad del actos restrictivo […]».
La Constitución regula los Estados de Excepción en el Art. 137º, y el Art. 200º, parte final, que establece que el ejercicio de las acciones de Habeas Corpus y Amparo no se suspenden durante la vigencia de los regímenes de excepción a que se refiere el Art. 137º 

Es innegable así, la procedencia del Habeas Corpus en los Estados de Excepción. Este Habeas Corpus que denominamos Excepcional por las condiciones reinantes en que se dicta, bien vale el nombre seleccionado.

Un aspecto a destacar del Habeas Corpus de Excepción, es que se ha sistematizado mejor los criterios para aplicar los principios de razonabilidad y proporcionalidad que se utilizan para determinar la validez de los actos que restringen derechos en los Estados de Excepción(364).

La razonabilidad y proporcionalidad del Acto Restrictivo se evalúa bajo los siguientes parámetros: 

i. Si la demanda se refiere a derechos constitucionales que no han sido suspendidos;

ii. Si tratándose de derechos suspendidos, las razones que sustentan el Acto Restrictivo del Derecho no tienen relación directa con las causas o motivos que justificaron la declaración del Régimen de Excepción;

iii. Si tratándose derechos suspendidos, el Acto Restrictivo del Derecho resulta manifiestamente innecesario o injustificado, atendiendo a la conducta del agraviado o la situación del hecho sumariamente evaluada por le Juez.

3.2. Se Incorporan Nuevos Tipos de Habeas Corpus:
El CPC innova diversos tipos de Habeas Corpus inspirado en los que habían sido instituidos previamente en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Así tenemos:

a. Habeas Corpus Innovativo

b. Habeas Corpus Correctivo

c. Habeas Corpus Instructivo

a. Habeas Corpus Innovativo: Contemplado en el segundo párrafo del Art. 1º del CPC, al establecer que: « […]. Si luego de presentada la demanda cesa la agresión o amenaza por decisión voluntaria del agresor, o si ella deviene en irreparable, el Juez, atendiendo al agravio producido, declarara fundada la demanda precisando los alcances de su decisión, disponiendo que el emplazado no vuelva a incurrir en las acciones u omisiones que motivaron la interposición de la demanda, y que se procediere de modo contrario se le aplicarán las medidas coercitivas previstas en el Art. 22º del presente Código, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda»
Procede en los casos en que pese ha haber cesado la agresión o haberse convertido en irreparable la violación de la libertad personal, es necesario la intervención de la autoridad jurisdiccional a fin de que tales situaciones no se repitan en el futuro contra la persona del accionante. 

En estos casos el Juez atendiendo al agravio producido declarará fundada la demanda disponiendo que el infracto no vuelva a incurrir en el agravio a la libertad personal, en caso contrario, será pasible de determinadas medidas coercitivas como es el caso de la imposición de multas, e incluso disponer la destitución del transgresor, como también remitir los actuados al Fiscal para los fines pertinentes.

Este tipo de Habeas Corpus tiene su justificación en una concepción propia de un Estado Constitucional de Derecho en la que los derechos fundamentales no sólo tienen una vertiente subjetiva, sino una dimensión objetiva, toda vez que representan los valores materiales de todo el sistema jurídico nacional y, en esa condición, informan no sólo a la legislación, administración y jurisdicción, sino también al conjunto de ciudadano. Por ello, pese a que en el presente tipo de Habeas Corpus se ha producido el cese de la amenaza o agresión a un derecho individual, o ésta se ha convertido en irreparable, el Juez Constitucional  se encuentra obligado a pronunciarse respecto de la razonabilidad del agresor, pues a la sociedad también le interesa la identificación del acto arbitrario, así como la respectiva sanción del referido agresor, de manera que se evita posteriores actos similares.

Este modelo de Habeas Corpus acontece, por ejemplo, cuando ha cesado una detención policial, calificada de arbitraria, al haber sido liberada la persona afectada por propia decisión del funcionario o agente policial, situación que podría determinar la intervención Juez Constitucional a fin d disponer las medidas pertinentes con el  objeto que en el futuro el agresor no repita su conducta infractora al derecho a la libertad personal(365).

b. Habeas Corpus Correctivo: El Art. 25º, Inc. 17 del CPC proclama este Habeas Corpus, al reconocer: «El derecho del detenido o recluso a no ser objeto de un tratamiento carente de razonabilidad y proporcionabilidad, respecto de la forma y condiciones en que cumple el mandato de detención o la pena»
Procura, en forma preventiva o reparadoramente, impedir tratos o traslados indebidos a personas detenidas legalmente y se otorga para lograr que sin suspender la medida de restricción de la libertad, ésta se cumpla conforme a su regulación constitucional, convencional o legal, facultando por ejemplo el traslado de un lugar de detención a otro, para evitar o hacer cesar los maltratos o condiciones indignas contra un detenido o reo en cárcel.

Es decir, al objetivo de este Habeas Corpus, es resguardar a la persona de tratamientos carentes de razonabilidad o proporcionalidad, cuando se ha determinado cumplir un mandato de detención o de pena.

Así lo ha entendido el Tribunal Constitucional, que con anterioridad a la dación del Código Procesal Constitucional, estableció los alcances de este tipo de Habeas Corpus en diversas sentencias, sosteniendo que: «Mediante este medio procesal puede efectuarse el control constitucional en las que se desarrolla la restricción del ejercicio de la libertad individual, en todos aquellos casos en que éste se haya decretado judicialmente»(366), pues, «Aunque la privación de la libertad como consecuencia de una sentencia condenatoria no constituye una detención indebida, es indispensable que estos supuestos de Habeas Corpus Correctivo que el Juez, al admitir la demanda, efectúa una investigación sumaria, con el único propósito de constatar in situ las condiciones de reclusión de los beneficiarios y tomar su declaración, así como de la autoridad emplazada para mejor resolver»(367).

Asimismo, el TC ha extendido los alcances de ese Habeas Corpus, sosteniendo que procede ante la amenaza o acto lesivo del derecho a la vida, la integridad física o psicológica o el derecho a la salud de las personas que se hallan recluidas en establecimientos penales, e incluso de personas que, bajo una especial relación de sujeción, se encuentran internadas en establecimientos de tratamiento, públicos o privados(368).

Entonces, de acuerdo al TC este tipo de Habeas Corpus procede en toda situación, independientemente del lugar donde la persona se encuentra privada de su libertad, ya sea que esto ocurra en un establecimiento penitenciario común, en uno militar, o el internamiento de efectúe en uno público o privado.

Ejemplos gráficos de la procedencia de este Habeas Corpus, son los siguientes casos: La amenaza o acto lesivo del derecho a la vida, la integridad física y psicológica o el derecho a la salud de los reclusos; la amenaza o acto lesivo a la vida, la integridad física y psicológica de aquellas personas que se encuentran bajo una especial relación de sujeción internados en establecimientos de tratamiento públicos o privados, tal es el caso de las personas internadas en centros de rehabilitación y de menores, en internados estudiantiles; la arbitraria restricción del derecho a la visita familiar a los reclusos; la legitimidad de traslado de un recluso de un establecimiento penitenciario a otro; la determinación penitenciaria de cohabitación en un mismo ambiente de reos en cárcel de procesados y condenados.

La resolución que declare Fundada la demanda de Habeas Corpus dispondrá que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las disposiciones legales aplicables al caso, pero si el Juez lo considera necesario, ordenará cambiar las condiciones de la detención, sea en el mismo establecimiento o en otro, o bajo la custodia de personas distintas desde las que hasta entonces las ejercían (Art. 34º, Inc. 2. CPC)(369).

c. Habeas Corpus Instructivo: Comprendido en al Art. 25º, Inc. 16. del CPC, en cuanto establece que: «El derecho de no ser objeto de una desaparición forzada». Este Habeas Corpus se interpone ante los casos de «Desaparición Forzada de Personas», acto criminal que supone una originaria detención ilegal, carente de mandato judicial, ni situación de flagrancia, torturas o tratos inhumanos o degradantes, físicos y mentales, violación a la libertad de movimientos, violación al derecho a un juicio justo y las garantías del debido proceso, ejecución extrajudicial y violación al derecho a la verdad y justicia para la víctima y sus allegados.
Mediante el Habeas Corpus Instructivo el Juez Constitucional a partir de sus indagaciones sobre el paradero del detenido – desaparecido, busca identificar a los responsables de la violación constitucional, para su posterior proceso y sanción penal en la vía ordinaria.

La Desaparición Forzada(370) es quizás el crimen más execrable, porque en su seno incluye numerosas violaciones de los derechos más fundamentales del ser humano, además de violar el derecho a la libertad locomotora.

La práctica de la Desaparición Forzada de Personas atenta contra diversos derechos fundamentales, además de violar la libertad locomotora, así tenemos: 

i. Impide Interponer Recursos Legales (Derecho a la Tutela Judicial Efectiva): Que permitan proteger los derechos conculcados, impidiendo acudir a un Tribunal a fin de que decida sobre la legalidad de la detención
ii. Implica Actos de Tortura: Generalmente tratos inhumanos y degradantes, afectando el derecho a la integridad personal.
iii. Lesiona el Derecho a la Vida: Porque esta práctica criminosa supone, con frecuencia, la Ejecución Extrajudicial de os Detenidos y el posterior ocultamiento de sus cadáveres, generando impunidad normativa, cuando un texto legal exime de pena a los criminales que han violado los derechos humanos; y , también fáctica, cuando a pesar, de la existencia de leyes adoptadas para sancionar a los culpables, estos se liberan de la sanción adecuada por la amenaza o la comisión de nuevos hechos de violencia.
iv. Lesiona el Derecho a la Verdad: La Nación tiene derecho de conocer la verdad sobre los hechos o acontecimientos injustos y dolorosos provocados por múltiples formas de violencia estatal y no estatal. Tal derecho se traduce en la posibilidad de conocer las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales ellas ocurrieron, así como los motivos que impulsaron a sus autores; el Derecho a la Verdad es en ese sentido un bien jurídico inalienable. Al lado de la dimensión colectiva, el derecho a la verdad tiene una dimensión individual, cuyos titulares son las víctimas, sus familias y sus allegados. El conocimiento de las circunstancias en que cometieron las violaciones de los derechos humanos y, en caso, de fallecimiento o desaparición, del destino que corrió la víctima por su propia naturaleza, es de carácter imprescriptible(371).
El trámite a seguir por el Juez, cuando se trate de una Desaparición Forzada, está previsto en el Art. 32º del CPC, que establece lo siguiente:

i. Si la autoridad, funcionario, o persona demandada no proporcionan elementos de juicio satisfactorios sobre el paradero o destino, el Juez podrá adoptar todas las medidas necesarias que conduzcan a su hallazgo, pudiendo incluso comisionar a jueces del destrito judicial donde se presuma que la persona pueda estar detenida para que las practique.

ii. Asimismo, el Juez dará aviso de la demanda de Habeas Corpus al Ministerio Público para que realice las investigaciones correspondientes.

iii. Si la agresión se imputa a un miembro de la Policía Nacional o de las Fuerzas Armadas, el Juez solicitará, además, a la autoridad superior del presunto agresor de la zona en la cual la desaparición ha ocurrido, que informe dentro del plazo de veinticuatro horas si es cierta o no la vulneración de la libertad y proporcione el nombre de la autoridad que la hubiere ordenado o ejecutado. 

Por último, creemos que la extensión de la jurisdicción constitucional de la libertad a los casos de Desaparición Forzada de Personas, tiene un significado positivo, porque supone incrementar una vía procesal más a las ya existentes para la protección de los derechos vulnerados por esta práctica criminal (como son el derecho internacional en la Convención Interamericana contra la Desaparición Forzada, y en lo penal, al ser tipificado como delito de lesa humanidad en el Art. 320º del Código Punitivo).

Lo anteriormente señalado también supone habilitar la intervención de una judicatura especialmente sensible a la vis expansiva de los derechos fundamentales con lo que ello puede significar e de positivo en términos de su mayor nivel de protección. Pero, por otra parte, significa también, la posibilidad de protección de una judicatura legalista y muy abierta a desarrollos interpretativos innovadores, que puedan esta, por ello mismo, a la altura de los desafíos propuestos por nuevas formas de lesión de derechos fundamentales(372).
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Capítulo VI

El Código Procesal Constitucional: Aspectos Procesales del Habeas Corpus
1. Legitimación:
El Código concede un amplio margen de Personaría o Legitimación, en esta Acción Especial. Puede ejercer la Acción, la persona perjudicada o cualquier otra en su nombre. Tal amplitud concedida por la Ley se debe a las dificultades elementales que enfrenta una persona vulnerada en su libertad personal, con mayor razón si se trata de su libertad ambulatoria y el hecho de encontrarse sometida a un arresto, a una detención, a una incomunicación, circunstancia que hará imposible que acciones personalmente el Habeas Corpus(373).

Para el caso específico del Proceso del Habeas Corpus estipulado en al CPC, la Ley Nº 28 237, ésta en su Art. 26º, de forma expresa permite la actio populares, es decir, concede legitimación a cualquier particular para que sea éste el que pueda iniciar este proceso; lo que se hace debido a la especial naturaleza del derecho cuya tutela se pretende en el Proceso de Habeas Corpus: La Libertad Individual; pues de exigir legitimidad ordinaria para obrar en dichos procesos, se estaría restringiendo la posibilidad de obtener una tutela jurisdiccional efectiva a dicho derecho constitucional. Un aporte importante en este aspecto, es la Legitimación Procesal que el Código reconoce a la Defensoría del Pueblo(374). 

Lo propio lo puede ejercer le Niño o Adolescente que puede impugnar la orden que lo ha privado de su libertad y ejercer la Acción de Habeas Corpus(375). 

Anteriormente y dentro del marco de la Constitución de 1933 y del Código de Procedimientos Penales de 1940, solamente se le permitía, además del interesado, a los familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, radio de acción restringido que dejaba siempre la posibilidad de que un detenido se encuentre indefenso, si es que no tenía familiares en el lugar de su detención.

2. Demanda:

La Acción de Habeas Corpus, está exenta de formalidades. No requiere poder, en el caso que lo interpusiera persona distinta del agraviado; no se exigen tasas judiciales de ningún tipo ni firma de letrado.

Puede formularse por escrito o verbalmente. En este último caso, levantando acta ante el Juez o Secretario, sin otra exigencia que la de suministrar una sucinta relación de hechos para darle curso. También puede ser ejercitada telegráficamente, previa la debida identificación del reclamante, del actor o demandante.

Son explicables estas facilidades en razón de que el detenido está impedido materialmente de hacerlo, y quienes lo hagan en su nombre también podrían tener dificultades, si es que a esta acción no se le rodeara de las exigencias que se les impone a las acciones judiciales comunes(376).

Y por otra parte, significa la valoración y preferencialidad que se da a la libertad personal.

3. Competencia:

Conoce de la Acción de Habeas Corpus cualquier Juez Penal del lugar donde se encuentre el detenido o del lugar donde se haya ejecutado la medida o del lugar donde se haya citado. La situación queda a potestad de escoger del interesado e incluso estad suposición le permite al actor a escoger tal vez el más idóneo, más dinámico o preferentemente el que no está de turno, ya que este tendrá labores menos recargadas(377).

4. Competencia del Juez de Paz:

Considerando que los efectos en cuestión, que dieron lugar a la interposición de la demanda de Habeas Corpus, se suscitaron en lugar distinto, lejano y de difícil acceso del lugar en el que tiene su sede el Juzgado. El Juez Penal dictará orden perentoria e inmediata al Juez de Paz del distrito en el que se encuentra el afectado, para que éste cumpla en el día y bajo responsabilidad funcional, realizar las verificaciones pertinentes y en término disponer la adopción de las medidas inmediatas para hacer cesar la afectación(378).

5. Trámite en Caso de Detención Arbitraria:

Tratándose de cualquiera de las formas de detención arbitraria y de afectación de la integridad personal, el Juez resolverá de inmediato. Para ello podrá constituirse en el lugar de los hechos, y verificada la detención indebida ordenará en el mismo lugar la libertad del agraviado, dejando constancia en el acta correspondiente y sin que sea necesario notificar previamente al responsable de la agresión para que cumpla la resolución judicial. Además dicho procedimiento podemos resumirlos en los siguientes estadios(379):

a. Presentación de la solicitud o demanda por el interesado. 

b. El Juez debe constituirse en forma inmediata. o cuando 

c. Menos en el día al lugar de la detención y disponer que la autoridad responsable presente al detenido y explique su conducta. 

d. Comprobada la detención arbitraria. pone en inmediata libertad al detenido. dando cuenta al Tribunal de que dependa. De no ser suficiente la sumaria investigación. 

e. Procederá a citar á quien o a quienes ejecutaron la violación para que explique las razones y resolverá de plano. 

f. Resolución mediante la cual declara fundada la demanda. Según se derive de lo verificado. 

6. Trámite en Casos Distintos:

El Juez citará a quienes ejecutaron la violación, requiriéndoles expliquen la razón que motivara la agresión y resolverá de plano, en el término de un día natural, bajo responsabilidad. La resolución debe ser notificada personalmente al detenido o al agraviado y cumplida el mismo día(380).

7. Trámite en Casos de Desaparición Forzada:

Independientemente a lo estipulado en los artículos anteriores, cuando se trate de Desaparición Forzada de una Persona, considerando que la autoridad, funcionario, o persona demandada  no hace promisión de los  elementos satisfactorios sobre el paradero o destino; el Juez adoptará las medidas que considere necesarias, tendientes a la conducción del hallazgo del desparecido, teniendo incluso facultad para comisionar a jueces del Distrito Judicial, donde exista la presunción del paradero de la persona detenida. Del mismo modo el Juez dará aviso de la demanda de Habeas Corpus al Ministerio Público, para la realización de las investigaciones del caso.

Si la imputación de la agresión es atribuida a algún miembro de la Policía Nacional o de las Fuerzas Armadas, el Juez solicitará al superior jerárquico de la del presunto agresor de la institución castrense, que informe dentro de las veinticuatro horas, los efectos de la detención o desaparición del afectado(381). 

8. Normas Especiales de Procedimiento:

En la actuación de este procesos y de manera análoga a la legislación precedente (Ley Nº 23 506: Ley de Habeas Corpus y Amparo), se debe tener en cuenta las siguientes reglas(382):

a. No cabe recusación, salvo por el afectado o quien actúe en su nombre. 

b. No caben excusas de los jueces ni de los secretarios. 

c. Los jueces deberán habilitar día y hora para la realización de las actuaciones procesales. 

d. No interviene el Ministerio Público. 

e. Se pueden presentar documentos cuyo mérito apreciará el juez en cualquier estado del proceso. 

f. El Juez o la Sala designará un Defensor de Oficio al demandante, si lo pidiera.

g. Las actuaciones procesales son improrrogables.

9. Contenido de Sentencia Fundada:

No obstante que el Procedimiento del Habeas Corpus, por su propia naturaleza e importancia es brevísimo, las resoluciones que ponen fin a cada instancia, en el fondo constituyen sentencias de primera, de vista y de definitiva y última instancia.

Contienen un mandato especial de protección a la libertad, naturalmente en el caso de declarar fundada la petición. Deben ejecutarse tan pronto como queden consentidas o ejecutoriadas ya que, de no ser así, no cumpliría su misión de restablecer la libertad en el tiempo más breve posible.

El Código establece cuatro presupuestos o medidas que la resolución que declara fundada la demanda deberá disponer como medios a restablecer o resaltar la tutela constitucional de la Libertad Individual(383): 

a. La puesta en libertad de la persona privada arbitrariamente de este derecho, cuando en efecto se trate de una detención arbitraria. (Habeas Corpus Reparador).
b. En mérito a las condiciones de tensión invocadas en la demanda, la resolución dispondrá que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las disposiciones legales aplicables al caso, pero si dentro de las consideraciones pertinentes, el Juez lo considerase necesario, ordenará cambiar las condiciones de la detención, sea en el mismo establecimiento o en otro, o bajo la custodia de personas distintas de las que hasta entonces la ejercían. (Habeas Corpus Correctivo). 

c. Considerando que el Proceso Penal establece plazos máximos para la Detención Judicial Preventiva, o el cumplimiento de la condena del reo, la resolución que declara fundada la demanda deberá disponer que la persona privada de libertad sea puesta inmediatamente a disposición del Juez competente, si la agresión se produjo por haber transcurrido el plazo legalmente establecido para su detención. (Habeas Corpus Traslativo)
d. A la invocación la amenaza de violación de un derecho constitucional, y esta es evidentemente cierta y de real actuación, la resolución que declara fundada la demanda dispondrá que cese el agravio producido, disponiendo las medidas necesarias para evitar que el acto vuelva a repetirse. (Habeas Corpus Preventivo y Restringido). 
10. El Habeas Corpus frente a Resoluciones Judiciales:

El Art. 4º del CPC(384) establece que el Habeas Corpus procede cuando una resolución judicial firme vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva. Tal previsión legal constituye un aspecto significativo en el modo como hasta ahora operaba la procedencia del Habeas Corpus contra Resoluciones Judiciales.

El efecto, conforme al ordenamiento legal precedente, específicamente las Leyes Nº 23 506 y 25 398, y a las propias resoluciones del Tribunal Constitucional, ha quedado restablecido en materia de Habeas Corpus, que si la resolución judicial que se cuestiona proviene de un Procesos Irregular por haberse incurrido en una vulneración cierta al Debido Proceso, tal situación habilita directamente al perjudicado para que sin intentar previamente una solución a través de los recursos que le ofrece el proceso mismo, pueda acudir a este Proceso Constitucional en salvaguarda de su derecho constitucional procesal. Esto es, las irregularidades no tendrían que ser resueltas en el proceso cuya irregularidad justamente se invoca. 

Sólo si se trata d «anomalías» procesales no sustanciales, éstas son pasibles de ser resueltas a través de los recursos que prevea la propia norma procesal.

Para el Tribunal Constitucional, diferenciando «anomalía» de «irregularidad» y exigiendo que la afectación del derecho constitucional de naturaleza procesal sea manifiesta e incontrovertible, resulta justificada la posibilidad de permitir al afectado acudir directamente al proceso constitucional correspondiente, sin que se le obligue a que antes agote la vía judicial; sin embargo, con la disposición prevista en el Art. 4º del CPC, se hace exigible que antes de acudir al Habeas Corpus contra una Resolución Judicial que se considera arbitraria, deben agotarse necesariamente todos los recursos que la ley que rige el acto reclamado tiene para atacarlo, bien sea modificándolo, confirmándolo o revocándolo, de tal suerte que si no se utilizan tales medios ordinarios de impugnación, este proceso constitucional es improcedente.  

No obstante lo antes expuesto, debe mencionarse que en pronunciamientos aislados el Tribunal Constitucional ha sostenido la improcedencia del Habeas Corpus cuando se cuestiona una resolución judicial que no ha quedado «firme». El en caso BELTRÁN ORTEGA, sostuvo lo siguiente: «Contra la mencionada resolución de primera instancia, el recurrente interpuso el recurso de apelación de fecha 09 Dic. 2 002, pero, aduciendo que la Sala Penal Especializada se limitaría a confirmarlo, interpuso prematuramente, al presente acción de Habeas Corpus, sin esperar el respectivo pronunciamiento. En consecuencia, al no haberse denegado, mediante resolución firme, la solicitud de conversión del mandato de detención, por uno de comparecencia, la presente acción no puede acogerse, de conformidad, mutatis mutandis, con los artículos 10º y 16º inciso a) de la Ley Nº 25 398, Complementaria de la Ley Nº 23 506, y 200º , especialmente inciso 1), de la constitución. Mal puede, en efecto, estimarse violatoria de un derecho constitucional una resolución judicial pendiente del fallo de la apelación respectiva, pus la misma carece, por antonomasia, de la firmeza y definitividad necesarias para producir los correspondientes efectos»(385).  

Por otra parte, un aspecto inédito que incorpora el mencionado Art. 4º del CPC, es el de haber introducido ex novo la denominada Tutela Procesal Efectiva.

A menudo se suele confundir el Debido Proceso(386) con la Tutela Procesal Efectiva o Tutela Jurisdiccional, hay que precisar que al margen de su naturaleza y evidente relación, se trata de atributos con perfiles y alcances distintos. No en vano la propia Constitución se ha preocupado en distinguir ambos atributos en el Art. 139º, Inc. 3, ello responde a que en efecto, se trata de dos institutos perfectamente distintos o con características propias(387).

El hecho que aparezcan en un mismo ordenamiento jurídico que reconoce tanto el Debido Proceso como la tutela Jurisdiccional Efectiva como derechos fundamentales, obliga  por un criterio de coherencia y concordancia práctica a darle un sentido o contenido específico a cada uno de estos conceptos.

Consideramos que, el derecho a la Tutela Procesal Efectiva como se colige del Art. 4º del CPC, resultaría un tercer género pues como allí mismo se define, comprendería tanto el acceso a la justicia y el Debido Proceso, para a su vez mencionar una forma enunciativa de sus componentes: Libre Acceso al Órgano Jurisdiccional, Obtención de una Resolución Fundada en Derecho, a la Actuación Adecuada y Temporalmente Oportuna de las Resoluciones Judiciales, a Acceder a Medios Impugnatorios Regulados, Derecho a Probar, Derecho de Defensa Contradictoria e Igualdad Sustancial en el Proceso, Derecho a no ser Desviado de la Jurisdicción Predeterminada, ni Sometido a los Procedimientos Distintos de los previstos por la Ley, a la Imposibilidad de Revivir Procesos Fenecidos, y a la Observancia del Principio de la Legalidad Procesal Penal.

Como vemos la mens legislatoris ha creado un derecho proteico, complejo, poliédrico, pero que en nuestra opinión no aporta nada nuevo en la tarea de delimitar los diferentes derechos fundamentales consagrados en el Art. 139º de la Constitución, y sus respectivos contenidos, evitando la confusión que produce el que en ocasiones se esgriman de manera indiscriminada; y en particular deslindar el contenido del derecho a la Tutela Jurisdiccional del Derecho al Debido Proceso.
11. Responsabilidad del Agresor:

El Art. 1º del CPC(388) ha establecido que los procesos contemplados en este corpus normativo, tiene por finalidad proteger los derechos constitucionales reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional, o disponiendo el cumplimiento de un mandato legal o de un acto administrativo. En consecuencia, la sanción o determinación de la responsabilidad no forman parte del proceso de garantía, por ello resulta plausible que conforme al Art. 8º del novísimo CPC esta tarea punitiva se inicie a continuación de la conclusión del proceso constitucional, el remitir al Juez Constitucional al Fiscal Penal para los fines pertinentes, por ser el titular del ejercicio público de la Acción Penal, lo que ocurrirá cuando exista causa probable (indicios suficientes) de la comisión de un delito.

Otro aspecto relevante que introduce el Art. 8º del CPC, es el que señala que el haber procedido por orden superior no libera el ejecutor del la responsabilidad del agracio incurrido ni de la pena a que haya lugar.

Consideramos que esto atiende a la obligación de todos los funcionarios de conocer bien cuales son sus atribuciones y cuales son los derechos de os ciudadanos y actuar en consecuencia, no permitiendo ser instrumentalizados para la comisión de atentados contra los derechos fundamentales que la Constitución reconoce.

La obediencia a un superior no se podrá exigir para el cumplimiento de estos actos. Esto no contraviene el Principio de Autoridad, por cuanto toda autoridad debe canalizarse dentro de los marcos fijados por la Constitución. Demás está decir, que la Ley no ampara el abuso del derecho y menos el mal uso del poder.

La necesidad de esta previsión legal se verifica por ejemplo, en los muchos de los casos donde los denunciados han sido miembros de la Policía Nacional del Perú y Fuerzas Armadas, especialmente del Ejército, que han pretendido eximirse de responsabilidad alegando que obedecían a órdenes superiores, sin embargo, si bien es verdad que dentro de las fuerzas militares reina un criterio de estricta jerarquía y disciplina, se debe rechazar como inconstitucional la concepción absoluta y ciega de la obediencia castrense porque no es compatible con la Constitución (menos con el Derecho Internacional Humanitario) que un militar consciente de cu acción, se escude en la orden de su superior a fin de obtener la exoneración absoluta de su responsabilidad por las infracciones que cometa en relación con sus reglas y principios(389).

En consecuencia, las órdenes militares violatorias de los derechos fundamentales intangibles e inescindibles de la dignidad humana, no deben ser ejecutadas y que, en caso de serlo, tales órdenes no podrán ser alegadas como eximentes de responsabilidad.

Creemos que el funcionario, o miembro uniformado que se abstiene de observar una orden que comporte la violación de los derechos fundamentales intangibles no podrá ser objeto de sanción penal o disciplinaria.

12. Recursos impugnatorios
El Proceso de Habeas Corpus en cualquiera de los casos anteriormente señalados, puede prolongarse a Segunda y Tercera Instancia, si es que se interpone Recurso de Apelación contra la Sentencia de Primera, o si se interpone Recurso de Agravio Constitucional contra la Sentencia de Vista expedida por el Tribunal Correccional denominado ahora "Sala Penal Superior".

Los márgenes o niveles y el procedimiento impugnatorio se basan a la esquemática siguiente: 

a. Instancias o Niveles de Impugnación:
a.1. Recurso de Apelación:
Sólo es apelable la resolución que pone fin a la instancia, el plazo para apelar es de dos (02) días(390).

En este primer Recurso Impugnatorio, es decir, el de Apelación, el Juez elevará en el día los autos a la Sala, la que dentro de los dos días hábiles siguientes señalará fecha para la vista de la causa y expide resolución dentro de los cinco (05) días, bajo responsabilidad. A la Vista de la Causa los abogados podrán informar(391). 

a.2. Recurso de  Agravio Constitucional:
Contra la Resolución de Segundo Grado, emitida por la Sala Penal que declara infundada o improcedente la demanda, procede el Recurso de Agravio Constitucional (Recurso Extraordinario, nominación según la Ley Nº 23 506), ante el Tribunal Constitucional, teniendo para ello de diez (10) días (quince (15) días según la Ley Nº 23 506), que como es consecuente se cuentan desde el día siguiente de notificada la Resolución. De concederse el Recurso, el Presidente de la Sala, remitirá al Tribunal Constitucional el expediente, teniendo para ello tres (03) días de plazo, más el término de la distancia, bajo responsabilidad. La anterior legislación, establecía como plazo cinco (05) días para estos efectos(392). Este recurso procede contra la Denegatoria del Habeas Corpus, es decir, sólo corresponde al accionante, en el caso que el fallo le fuera desfavorable. De ninguna manera podría usar de este recurso el demandado.

a.3. Recursos de Queja:
Contra la denegatoria del Recurso de Agravio Constitucional, procede el Recurso de Queja. La interposición se efectúa ante el Tribunal Constitucional, en el plazo de cinco (05) días siguientes de notificada la denegatoria. Es importante mencionar que el Código es expreso respecto al contenido del escrito, estableciendo que al escrito que contiene el recurso y su fundamentación, se habrá de anexar  copias de la resolución recurrida y de la denegatoria, certificadas por abogado, exceptuando para estos efectos a los Procesos de Habeas Corpus. El recurso será resuelto dentro de los diez (10) días de recibido, si lugar dar lugar a trámite. Si el Tribunal Constitucional declarase fundada la Queja, conocerá también del Recurso de Agravio Constitucional, ordenando al Juez Superior el envío del expediente del expediente en el plazo de tres (03) días de oficiado, bajo responsabilidad(393).

b. Procedimiento ante el Tribunal Constitucional:
En cualquiera de las cuatro acciones constitucionales (Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data y Cumplimiento) se sigue un mismo procedimiento ante el Tribunal Constitucional quien conoce de ellas una vez que la ultima instancia ha emitido una sentencia denegatoria pudiendo recurrirse ante el Tribunal mediante un Recurso de Agravio Constitucional de Revisión puede interponerlo el mismo demandante, o el Defensor Público dentro de quince días después que expedida la sentencia denegatoria.

La Sala que expidió la sentencia recibe el Recurso de Agravio Constitucional la cual puede:

a. Conceder el Recurso y elevar el expediente al Tribunal Constitucional para que este se pronuncie acerca del asunto en forma y fondo.

b. No la conceda por considerarla improcedente.

c. Ante un auto denegatorio del Juzgado o Sala, el demandante puede interponer un Recurso de Queja ante la instancia que le denegó el Recurso de Agravio Constitucional dentro del plazo de cinco  (05) días desde el día en que se le denegó el recurso.  El Tribunal puede:

c.1. Declarar fundada la Queja y ordena al Juez Superior el envió del expediente dentro del tercer día de oficiado, bajo responsabilidad, a  fin de que: 

i. Conozca el Recurso de Agravio Constitucional

ii. Declare infundada o improcedente la Queja, en cuyo caso comunica a la sala y se archiva el expediente

c.2. Declarar infundada la Queja y el proceso terminaría archivando el expediente.

Una vez elevado el expediente al Tribunal Constitucional este se pronunciará en base a las pruebas adjuntadas en el expediente. Según la legislación precedente (Ley Nº 23 506), no se podían las partes otorgar nuevas pruebas, pero según el Art. 21º del CPC, los medios probatorios que acrediten hechos transcendentes para el proceso, pero que ocurrieron con posterioridad a la interposición de la demanda, pueden ser admitidas por el Juez a la controversia principal o a la cautelar, siempre que no requieran actuación(394). El Juez pondrá el medio probatorio en conocimiento de la contraparte antes de expedir sentencia que ponga fin al grado. Dentro del plazo máximo de veinte (20) días tratándose de las resoluciones denegatorias de los procesos de Habeas Corpus, y treinta (30) días cuando se trata de los procesos de Amparo, Habeas Data y de Cumplimiento, el Tribunal Constitucional de pronunciará sobre el recursos interpuesto.

La conclusión de la disputa ante el Poder Judicial no termina con la acción de garantía. Ésta continúa ante el Tribunal Constitucional. No se trata de una nueva acción. Es la misma y por esa razón es que los efectos de la suspensión del acto reclamado se prolongan hasta la total conclusión de la acción, no de la parte de la acción que se tramita en la vía judicial, sino de toda la acción tanto de su parte judicial cuanto de aquella otra que se tramita ante este nuevo órgano. Esto se ha quedado aclarado con el texto de la Constitución de 1993.

Sólo puede interponer Recurso de Agravio Constitucional aquellas personas  que tienen interés legitimo y han participado en la acción para obtener un fallo favorable a la pretensión ya como demandante, o como Defensor del Pueblo,  cuya acción haya recibido una resolución denegatoria. No cabe que las interponga el emplazado.

El Defensor del Pueblo puede interponer Recurso de Agravio Constitucional aún cuando no hubieran participado en el curso del proceso. El Doctor Alberto BOREA ODRÍA  señala que: «Si puede hacerlo, por cuanto, tratándose en este caso de coadyuvar a la defensa – ya que otro papel no pueden asumir – hay que estar a la interpretación más favorable a los Derechos Humanos. Por lo demás, la resolución de una acción de garantía tiene trascendencia para la vida social y para la vigencia de los derechos fundamentales más allá del caso concreto por aplicación del Principio de Vinculatoriedad. Una sentencia desestimatoria puede ser percibida por estos funcionarios como violadora de los derechos humanos y como precedente para continuas violaciones. Es conveniente por lo mismo que se les permita agotar las posibilidades de una resolución favorable.

El mismo autor hace mención sobre la inconveniencia de que un tercero interesado en la resolución de esa acción de garantía pudiera interponer el Recurso de Agravio Constitucional. El señala que si el tercero está interesado directamente en la resolución del caso, vale decir, que su derecho nace de la vinculación con esa persona que ha interpuesto la demanda de garantía, resultará posible esta interposición. Nada hay que señale que el tercero no puede ingresar al procedimiento luego de producida la sentencia en la vía judicial, por lo que. Señalando también que es procedente concederle esa posibilidad a tenor de la legislación actual.

Debe recordarse que el plazo sólo empieza a contarse desde el momento en que se notifica la resolución denegatoria. Esto es natural desde que el propio Código Procesal Civil señala que los actos sólo surten efectos desde que son notificados a las partes. Demás está decir que cualquier duda en la interpretación del momento de la notificación debe arbitrarse a favor de quien intenta hacer valer el derecho.

El Recurso de Agravio Constitucional se interpone ante la Sala que denegó la acción de garantía. Esto es correcto desde que esas salas están esparcidas por todo el país y si se obligara interponer el recurso ante el Tribunal Constitucional se estaría obligando al actor a un largo desplazamiento, que podría no estar en condición de realizar.

La Ley señala que es la propia Sala la que ha de remitir el expediente ante el Tribunal Constitucional, bajo responsabilidad. Para ello le señala un término de tres (03) días que se conjugan con la urgencia en el trámite que es, como ha de recordarse, una de las características fundamentales de la acción de garantía, agregados al término de la distancia.
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Capítulo VII

El Código Procesal Constitucional: Aspectos Regresivos de Análisis Jurídico

El Dr. Humberto ABANTO VERÁSTEGUI(395), nos presenta una versión analítica nueva del Código Procesal Constitucional (CPC), ello en la medida que todo lo dicho en los capítulos precedentes – y con lo cual coincidimos en gran parte – constituye una elementalidad lógica para la moderna concepción Procesal Constitucional; sin embargo, es importante transcribir los concepto señalados del autor en referencia, dirigidos ya no a la exaltación jurídica del CPC, sino más bien a un análisis jurídico – procesal desde la perspectiva de los Derechos Fundamentales presentándonos las Regresiones que presenta el Código Procesal Constitucional Peruano, respecto a la tutela de los derechos fundamentales, específicamente en materia de Habeas Corpus y Amparo.

Al referido autor señala que: «Los norteamericano aconsejan tener cuidado con lo que se desea porque se puede cumplir. Tan sugestiva frase parece ser aplicable a la Codificación Procesal Constitucional Peruana. El ferviente deseo codificador ha cristalizado, pero con tal cantidad de regresiones respecto a la legislación precedente, que se ha convertido en una extraordinaria noticia preñada de muy malas nuevas, al menos en lo que al Amparo y al Habeas Corpus se refiere.

Es innegable que la codificación elimina lo que Nestor Pedro SAGÜES ha llamado con acierto «la posibilidad de respuestas jurídicas incoherentes e inarmónicas», fenómeno que guarda relación directa con la proliferación normativa. En apretada síntesis, se puede decir que el Código procesal Constitucional Peruano tiene los siguientes efectos:

a. Da Seguridad Jurídica; pues reduce la posibilidad de disonancias normativas, insuficiencia o disimilitud de las respuestas legales en los distintos Procesos Constitucionales – excepción hecha de las diferencias que surgen de la propia naturaleza de cada uno de ellos –, lagunas normativas, confusiones y desórdenes jurisprudenciales.

b. Sistematiza las Instituciones; regula su trámite y traslada a otro lado del mundo jurídico las instituciones que no le pertenecen.

c. Consolidad la Disciplina.

d. Advierte la singular jerarquía de los Derechos Humanos y de la Supremacía Constitucional.
Sobre las buenas noticias ya se ha escrito mucho, por lo que es menester ocuparse de las malas:

1. Defectuosa Comprensión de la Esencia del Derecho Procesal Constitucional:
Esta obedece a la combinación de los Principios de Supremacía Constitucional y Vigencia Efectiva de los Derechos Humanos con la Teoría General del Proceso. Entrando en precisiones, no se trata de una más de las ramas del Derecho Procesal, es la más importante de todas ellas.

El derecho moderno ha comprendido que el hombre es la medida de todas las cosas y que el respeto a su dignidad y a sus atributos esenciales conforma su tema central. El Derecho Procesal Constitucional, justamente, estudia los procesos y procedimientos de defensa de la Constitución y de los derechos que ésta reconoce al hombre. Las materias más importantes de la juridicidad.

La aproximación a sus temas, entonces, no puede hacerse desde la normalidad del estudio y análisis de los instrumentos de protección de los derechos ordinarios, que es la fuente del Derecho Procesal General. Se trata de un Derecho Procesal Especial – especialísimo –, en realidad, porque no está dirigido a dirimir derechos, sino a preservarlos. En sus territorios el fiel de la balanza está adulterado pero a favor del más débil.

2. Supresión o Eliminación de la Suplencia de Queja Deficiente:
Partiendo del punto de vista señalado precedentemente, llama poderosamente la atención que se haya eliminado la Suplencia de Queja Deficiente de entre los principios que invisten los procesos constitucionales de la libertad. Desde que el Amparo es Amparo, la Suplencia de Queja Deficiente ha sido una de sus notas típicas. Es el deber del Juez de suplir las deficiencias procesales en que incurra el reclamante. No es una potestad, es una obligación. Tiene carácter justiciero, sobre todo en estas tierras en las que el abuso es moneda corriente. Y este abuso regularmente se lleva a cabo contra pobres e ignorantes. Ellos, justamente por su pobreza e ignorancia, pueden equivocar las formas en el reclamo o carecer de los medios para contar con la mejor defensa legal posible. Así que la norma – que se inclina por la privación de los derechos sustanciales sobre los procesales – le impone al Juez el deber de suplir esos defectos.

Es un instituto que aparentemente choca con el Principio de Igualdad de las Partes, desarrollado por y para los procesos en los que se dirimen derechos. Pero, en los procesos constitucionales de la libertad no es eso lo que ocurre. Por el Principio pro homine o favor libertatis, el Juez debe aceptar desde la partida que el derecho está en cabeza del reclamante. Debe además adoptar una actitud de tutela de esos derechos, en atención al llamado Principio de Promoción que inviste la Interpretación de los Derechos Humanos.

Por tanto, no se debió eliminar la Suplencia de Queja Deficiente y que por su aparente colisión con las teorías del moderno procesalismo científico, lo que hace es invertir la polaridad y hacer que éste se aproxime, estudie y comprenda a plenitud un instituto – que hasta el momento al menos – le es extraño y ajeno. Lo aconsejable era adaptar los libros a la realidad y no la realidad a los libros, que es lo que finalmente ha hecho el Código.

Ante nuestra realidad, el Principio de Socialización resulta diminuto y el poder de elasticidad o adaptación de las formalidades una nadería. Si bien no hay ley que obligue al heroísmo, ella bien puede imponer unos deberes agravados a sus destinatarios. Ese es el caso de la Suplencia de Queja Deficiente para los jueces.

3. El CPC no sigue decididamente el Principio de Universalidad de los Derechos Humanos: 
Al respecto, el Código peca de poco visionario cuando no sigue más decididamente el Principio de Universalidad de los Derechos Humanos y somete la interpretación de estos a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los tratados sobre derechos humanos y las decisiones adoptadas por los tribunales internacionales constituidos según tratados de los que el Perú es parte.

Nunca debe legislarse para hoy. Muchos menos en materia de derechos fundamentales o de procesos relacionados con su defensa. El avance civilizador ha reconocido la universalidad de los derechos del hombre, porque la dignidad de la persona humana impone el deber de que ésta goce de un estándar mínimo de derechos en cualquier lugar del mundo. Por esa razón, bien podría el Código disponer que la interpretación sea, también conforme a las decisiones de todo tribunal internacional aunque el Perú no forme parte de él, a condición de que interprete en forma más amplia el derecho en cuestión y respete el margen de apreciación nacional. 

Este es un dato de la realidad. No es un secreto para nadie que la doctrina jurisprudencial del Tribunal Constitucional Peruano se nutre de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y esta, a su vez, se nutre de la del Tribunal Europe de Derechos Humanos. Más aún, importantes contribuciones han sido prestados tomados por nuestro máximo intérprete constitucional de su homólogo español, especialmente en lo referente al contenido esencial de los derechos y el bloque de constitucionalidad. 

4. La Esquizofrenia Normativa del CPC:
Su parte sana incorpora el pro actione y su parte enferma eleva el número de causales de improcedencia del amparo. Su doctor JECKILL ordena abrir o proseguir el proceso en caso de duda razonable y su mister HYDE postula una fórmula que esquina el acceso a la jurisdicción constitucional de la libertad. El argumento es la proliferación de amparos, el que su interposición se haya vuelto ordinaria. Pues lo que no estalle por la justicia constitucional habrá de hacerlo por la justicia ordinaria. La carga procesal será siempre la misma. La verdad en si es que no se comprende al Amparo sino que además se le teme. Se olvida, además, que al justiciable lo que le importa es que le hagan justicia y que el medio por el cual le sea brindada es solamente un hecho anecdótico para él.  

Si se deseaba controlar la proliferación de amparos, bien pudo haberse optado por obligar a que la demanda satisfaga los requisitos especiales que la doctrina ha establecido para la procedencia del Amparo. El reclamante debía, en resumen, invocar: 

a. La titularidad de un derecho constitucional de origen directo.

b. La concurrencia de un acto lesivo.

c. La actualidad de la conducta lesiva. El Juez debía hacer un pronunciamiento preliminar sobre ello al calificar la demanda. 

5. Liquidación de la Alternatividad de los Procesos Constitucionales:
Esta tal vez es la peor de las regresiones, saber que ha sido liquidada la Alternatividad de los Procesos Constitucionales, para asumir – a continuación de nuestra joven pero existente tradición legislativa –, una opción restrictiva, el carácter residual de los procesos constitucionales. Hay aquí una lectura sesgada de la Carta Política y de los instrumentos de derechos humanos, desde una óptica que restringe el ejercicio de la acción de defensa de los derechos y libertades del hombre.  

La Declaración Universal y la Convención Americana de los Derechos Humanos son coincidentes en señalar que toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido, ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare efectivamente contra actos que violen sus derechos fundamentales. La Carta Política Peruana, que denomina acciones de garantía a los procesos constitucionales, señala taxativamente que éstas proceden contra el hecho u omisión de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnere los derechos tutelados por cada una de ellas.

Es preciso señalar que las disposiciones pertinentes de la Declaración Universal, la Convención Americana y la Constitución no hacen referencia alguna a que la procedencia de este recurso sencillo y rápido está condicionada a la inexistencia de vías paralelas en la justicia regular. Más bien, todas ellas tienen, como elemento común, la procedencia del recurso ante la simple producción de un acto lesivo a los derechos fundamentales o constitucionales según sea el caso.

Consecuentemente, el mandamiento de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos y de la Carta Política Peruana es consagrar un instrumento procesal dirigido a tutelar efectivamente y en vía directa los atributos y derechos fundamentales de la persona. En tal virtud, la disquisición sobre el carácter directo o residual de los procesos constitucionales es absolutamente válida en términos académicos, pero irrelevante en el ámbito de la normativa internacional y constitucional sobre derechos humanos o fundamentales o constitucionales, como prefiera llamárselos.

6. Criterio Restrictivo del Legislador en el Amparo y Habeas Corpus, contra Resoluciones Judiciales: 
El Habeas Corpus y al Amparo contra Resoluciones Judiciales también han sido afectados por el Código. Tanto el Amparo como el Habeas Corpus son, ahora, procedentes contra resoluciones judiciales firmes que agravien manifiestamente la Tutela Procesal Efectiva. Existe en esta posición una notable diferencia con el ordenamiento procesal constitucional precedente y con la construcción jurisprudencial lograda. Ambas hacían procedentes el Amparo y el Habeas Corpus contra Resoluciones Judiciales que no hubieran emanado de un proceso regular. 

Costó mucho tiempo y esfuerzo lograr que jueces y tribunales ordinarios, actuando como órgano de la justicia constitucional de la libertad, y el Tribunal Constitucional, como Supremo Interprete de la Constitución, aceptaran que prosperen el Amparo y el Habeas Corpus contra resoluciones judiciales violatorias de las garantías del debido proceso. La disposición del Código, en ese sentido, somete injustificadamente al agraviado por una resolución judicial emanada de un proceso irregular a pasar por las horcas caudinas del agotamiento de las vías previas o el agotamiento de la vía recursiva al interior del proceso mismo. ¿Pero no es acaso que justamente el propósito es cuestionar la irregularidad del proceso en sí? ¿Es posible creer que los autores de la infracción – obviamente, magistrados –, no conocen de su falta o que ellos mismos enmendarán su conducta?

La justicia transnacional o supranacional en materia de Derechos Humanos exhibe una tendencia contraria a la asumida por el cuerpo codificado peruano en esa materia. Son múltiples y muy variadas las resoluciones expedidas por la Corte Interamericana, por ejemplo, en ese sentido. Por eso resulta muy llamativa la opción legislativa que se ha tomado.

Extrañan todas estas regresiones dan la impresión que nuestra historia hubiera sido la de un cantón suizo. El legislador y los autores del anteproyecto transmiten la sensación de que el país no ha atravesado el oscuro pasaje de la negación de los derechos del hombre y de los procesos para su defensa. No hace sino seis años que el dictador se subió por su propio pie a un avión para fugarse a Japón, a despecho de quienes hablaban de la derrota de la dictadura. Bajo su mandato, pese a una legislación que imponía a los jueces el deber de suplir las deficiencias procesales en las que incurriera el reclamante, las prácticas restrictivas de los procesos constitucionales de la libertad fueron norma general. Si todo eso ocurrió bajo el imperio de una legislación progresista, es muy fácil imaginar lo que sucedería con una regulación conservadora.

El Amparo y el Habeas Corpus, no son simplemente procesos constitucionales, esa es una definición académica. En el mundo real son, como el profesor argentino Adolfo RIVAS lo dice tan acertadamente: «Instrumentos de lucha del hombre contra el abuso y la injusticia. Son y deben ser siempre, herramientas civilizadoras e instrumentos efectivos en la limitación del ejercicio del poder, sea del Estado o de los particulares». Esa es una óptica que debe recuperarse para evitar que la codificación procesal constitucional sea, como corresponde, un conjunto de regulaciones para proteger al fin supremo de la sociedad y el Estado de los abusos que puedan cometerse contra él. 

Finalmente, es importante reproducir lo señalado por el Dr. Javier VALLE–RIESTRA GONZÁLES–OLAECHEA(396), respecto a su concepción regresiva: « […] Este código ha dificultado la presentación de acciones de Hábeas Corpus y de Amparo, sobre todo. Los jueces se han vuelto formalistas en exceso, y en esta materia de acciones no se puede ser así, se debe ser más flexible. Entonces, la tendencia ante las causas presentadas es, lamentablemente, declararlas inadmisibles. Por ejemplo, en este Código se viola cuando dice que el Hábeas Corpus se presenta ante cualquier juez, lo cual en realidad no sucede. A la persona que acude al juez le dicen: “Espere el turno o el reparto”; en este último puede caer en manos de jueces totalitarios. Uno sabe quién es el juez democrático, tiene que ir ante el juez democrático, es uno de los privilegios del favorecido, y este código niega todos estos derechos. Así, este código debe mantenerse, pero hay que flexibilizarlo para evitar atropellos y perjuicios […] ».
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Capítulo VIII

Jurisdicción Internacional del Habeas Corpus
1. Los Derechos Humanos desde la Perspectiva del Derecho a la Libertad Individual:
Los Derechos Humanos son anteriores a la vida en sociedad política. La Declaración de las Naciones Unidas, firmada el 26 Jun. 1 945, proclama dicho carácter. La función de la sociedad política es garantizar estos derechos, armonizados con las exigencias del bien común. Tal armonización apareja necesariamente ciertas restricciones al derecho individual, pero no puede llegar hasta su confiscación, pues, ello sería invertir la jerarquía de los valores al poner a la persona humana al servicio del Estado.

El Estatuto Cívico, como se llama en doctrina a la Constitución, fija los deberes y derechos de las personas en cuanto es protegida por el Estado, comprende las prestaciones personales y en dinero que el individuo se halla obligado a dar al Estado, así como las libertades, los servicios y los derechos que el Estado se halla obligado a mantener.

Los derechos fundamentales definidos desde la Declaración de la Independencia de los Estados Unidos y más claramente a partir de la Revolución Francesa, derivan de dos ideas matrices: La Libertad y la Igualdad, las mismas que pueden dividirse por razones de sistemática, en Derechos del Hombre, o sea que corresponde a todo ser humano y Derechos del Ciudadano que son relativos a los nacionales. Se clasifican en Derechos Individuales, o sea que pertenecen al hombre; y Derechos sociales, o sea aquellos que tienden a la atenuación de las desigualdades económicas, al amparo de los trabajadores y a realizar la función social de la propiedad.

Libertad e Igualdad son inseparables y concordantes. El goce de todo derecho está condicionado al respeto de los derechos ajenos, por lo que no cabe imaginar como absolutos los derechos individuales.

2. Declaración Universal de los Derechos Humanos:
La primera de las declaraciones fue la Declaración de Independencia de los Estados Unidos de América de 1 776. Con razón ha sido llamada piedra angular en la historia del hombre, pues enuncia con sencillez las verdades eternas en que dunda el Estado Democrático.

La Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, adaptada solamente por la Revolución Francesa del 26 Ago. 1 789, tiene un texto más preciso y orgánico, enuncia que los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos, atribuye la soberanía al nación, funda el poder en la mayoría y proclama que la propiedad «es un derecho inviolable y sagrado».

La Declaración Universal del los Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas reunida en el palacio Chaillot de París, después de debates prolongados y en los que intervinieron representantes de todas las naciones, el 10 Dic. 1 948, por 48 votos, 08 abstenciones y ningún voto en contra; ha sido concebida para ser aplicada a todos los pueblos de la tierra, lo que no sucede. Este trascendental documento reconoce que los derechos del hombre deben ser protegidos por un régimen de derecho a fin de que no sea necesario emplear el supremo recurso de rebelión; proclamó la igualdad universal del derecho a la vida, a la libertad a la seguridad social, al amparo judicial, la inviolabilidad del domicilio, a la educación, a la propiedad y al matrimonio, así como a la protección de la familia. En efecto, los articulados más resaltantes respecto al Derecho a la Libertad e Igualdad proclaman:

Art. 3º: «Toda individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona»

Art. 9º: «Nadie podrá ser detenido arbitrariamente, preso ni desterrado»

Art. 11º: 

1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su Inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o Internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.

El Perú aprobó la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 09 Dic. 1 959, por Resolución Legislativa Nº 13 282, lo que le confiere el carácter de texto legal y no de mera Declaración.

3. Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre:
En la Asamblea Nacional Francesa de 1789, el abate Grégoire propuso una Declaración de Deberes, llamada a completar la Declaración de Derechos. Fundó su punto de vista, entre otros, con este razonamiento: «Los derechos y los deberes —dijo— son correlativos: existen paralelamente. No se puede hablar de los unos sin hablar de los otros, del mismo modo que no pueden existir unos sin otros, porque ambos presentan ideas que los comprenden conjuntamente».

Es una acción activa y pasiva: «No es posible presentar una Declaración de Derechos sin una de Deberes y es principalmente esencial hacer una declaración de deberes para contener a los hombres en los límites de sus derechos. La tendencia es siempre a ejercerlos imperiosamente y a extenderlos; a los deberes se les descuida, se les desconoce, se les olvida. Hay que establecer el equilibrio; es necesario mostrar al hombre el ámbito en el cual puede moverse y las barreras que pueden y deben detenerlo».

Tal criterio no prevaleció, pues se estimó que los deberes estaban implícitos en los derechos, de los cuales naturalmente provienen. De ahí que se acordó no incluirlos expresamente, motivo por el cual en la parte preliminar dé la «Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano» sólo se hace referencia general e inconcreta a «derechos y deberes».

Posteriormente, se insistió nuevamente en la conveniencia, de señalar la existencia de deberes, sin cuyo cumplimiento no se puede lícita ni moralmente exigir el respeto de derechos. Así, como valioso antecedente, existe la «Declaración de los Derechos y Deberes del Hombre y del Ciudadano», que encabeza la Constitución Francesa del 5 de Fructidor, Año III (1 797).

En América, en la Conferencia de México celebrada del 21 de Febrero al 08 de Marzo de 1 945, se acordó crear un Comité Jurídico Interamericano encargado de redactar una Declaración de Derechos y Deberes Internacionales del Hombre. 

En la Novena Conferencia Internacional Americana celebrada durante        1 948 en Bogotá, con fecha 2 de Mayo, se adoptó la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Cronológicamente anterior a la «Declaración Universal de los Derechos Humanos» — exaltadora de la personalidad humana, que la coloca por encima del grupo social que integra, del Estado al que pertenece y del credo político que profesa —, la Declaración Americana tiene para este continente tanta o mayor significación y trascendencia que aquélla, pues está animada de la común ideología política que sobre los derechos del hombre, en sus relaciones con el Estado, comparten los pueblos que la han suscrito. Tiene, además, la ventaja de puntualizar expresamente los deberes, pues ya que todo derecho significa la facultad de exigir, comporta correlativamente el cumplimiento de un deber. O sea el concepto solidarista de la libertad, diáfanamente sintetizado por León DUGUIT cuando dice: «La libertad no es un derecho, es un deber». Augusto COMTE, a su vez, ya había definido el nuevo concepto de la libertad al expresar: «Nadie posee otros derechos que el de cumplir siempre su deber». En rigor, no existen derechos absolutos, sino limitados por la razón en la medida necesaria para asegurar la libertad de todos, concepto dentro del cual se encuadra la Declaración Americana. Esta se compone de un considerando, el preámbulo y dos capítulos.

La Declaración de modo similar a la Declaración Universal proclama los derechos de todo ser humano a la vida, a la libertad, a la seguridad, a la creencia, al amparo de la mujer, etc. Entre los más resaltantes para nuestro interés está el articulado siguiente:

Art. I: «Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona».

Art. IX: «Toda persona tiene el derecho a la Inviolabilidad de su domicilio».

Art. XVIII: «Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia la ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente».

Art. XXV: «Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas establecidas por leyes preexistentes.

Nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de carácter netamente civil. Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el Juez verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación Injustificada, o, de lo contrario, a ser puesto en libertad. Tiene derecho también a un tratamiento humano durante la privación de su libertad».

Art. XXVI: «Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable. Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas». 

Art. XXVII: «Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero, en caso de persecución que no sea motivada por delitos de derecho común y de acuerdo con la legislación de cada país y con los convenios internacionales».

Art. XXVIII: «Los derechos de cada hombre están limitados por los derechos de los demás, por la 'seguridad de todos y por las justas exigencias del bienestar general y del desenvolvimiento democrático».

4. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:
En cuanto a los Derechos Civiles y Políticos, el Estado actúa como un elemento pasivo y debe garantizar el orden público, dentro del cual esos derechos se puedan ejercer en forma libre y no discriminatoria y la libertad exista en forma efectiva y real.

El titular de los Derechos Civiles es el ser humano en el caso de los Derechos Políticos es el ciudadano.

Los principales Derechos Civiles y Políticos son: El Derecho a la Vida, el Derecho a la Integridad Personal, el Derecho a la Libertad Personal, el Derecho a las Garantías Judiciales, el Derecho a la Libertad de Opinión y Expresión, el Derecho de Reunión. Transcribimos – a continuación – a textualmente algunos de los más importantes Derechos Civiles y Políticos, catalogados en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y que tiene concatenación con nuestro Tema de Investigación: 

Art. 2º:

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter.

3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que:

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales;

b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Esta do, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial;

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

Art. 3º:
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados en el presente Pacto.

Art. 7º:
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos.

Art. 9º
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta.

2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella.

3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.

4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal.

5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación.

Art. 10º:
1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano.

2. .

a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, adecuado a su condición de personas no condenadas;

b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su enjuiciamiento.

3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica.

El Art. 205º de la Constitución vigente, prescribe que agotada la jurisdicción interna, quien se considera lesionado en los derechos que la constitución reconoce, puede recurrir a los Tribunales u organismos internacionales constituidos según tratados y convenios de los que los que el Perú es parte.

Es importante agregar que de acuerdo al artículo señalado, y agotado la Jurisdicción Nacional; según lo estipulado en el Art. 24º del CPC(397), y de acuerdo al Art. 114º del mismo cuerpo legal, los organismos o tribunales a los que se puede recurrir agotado dicha jurisdicción los constituyen el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas – conforme los estipula el Art. 28º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la ONU; y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA, y aquellos otros que se constituyan en el futuro y lógicamente que sean aprobados por tratados que obliguen al Perú y por cierto que tengan categoría correspondiente. En conformidad a lo aceptuado precedentemente es importante transcribir algunos articulados a los que se refiere el Pacto, respeto del Comité de Derechos Humanos de la ONU:

Art. 28º:
1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante denominado el Comité). Se compondrá de dieciocho miembros, y desempeñará las funciones que se señalan más adelante.

[…]

Art. 41º:
1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en el presente Pacto podrá declarar en cualquier momento que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone este Pacto. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se podrán admitir y examinar si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declaración por la cual reconozca con respecto a sí mismo la competencia del Comité. El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no haya hecho tal declaración. Las comunicaciones recibidas en virtud de este artículo se tramitarán de conformidad con el procedimiento siguiente:

[…]

c) El Comité conocerá del asunto que se le someta después de haberse cerciorado de que se han interpuesto y agotado en tal asunto todos los recursos de la jurisdicción interna de que se pueda disponer, de conformidad con los principios del derecho internacional generalmente admitidos. No se aplicará esta regla cuando la tramitación de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente.

d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las comunicaciones previstas en el presente artículo.

e) A reserva de las disposiciones del inciso c, el Comité pondrá sus buenos oficios a disposición de los Estados Partes interesados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, reconocidos en el presente Pacto.

f) En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el inciso b que faciliten cualquier información pertinente.

g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el inciso b tendrán derecho a estar representados cuando el asunto se examine en el Comité y a presentar exposiciones verbalmente, o por escrito, o de ambas maneras.

h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de recibo de la notificación mencionada en el inciso b, presentará un informe en el cual:

[…]

[..]

5. La Convención Americana sobre Derechos Humanos:
Llamada también PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA, dado el 22 de Noviembre de 1 969, este documento que trata de los Derechos Civiles y Políticos, así como de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, incluye la estructura de los Organismos de los Derechos Humanos. Haciendo hincapié estrictamente en lo referente a lo que importa para la legislación peruana.

El Pacto de San José de Costa Rica, ha sido aprobado por el Perú, por Dec. Ley Nº 22 231 del 11 de Julio de 1 978, encontrándose, en consecuencia, en plena vigencia. Los dispositivos que ostentan una importancia de carácter fundamental para nuestra matrera de investigación son:

Art. 7º: Derecho a la Libertad Personal: 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 

6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 

7. Nadie será detenido por deudas.  Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios. 

Art. 8º: Garantías Judiciales: 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 

a) Derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 

b) Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 

c) Concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa; 

d) Derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 

e) Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 

f) Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 

g) Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 

h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos. 

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia. 

Art. 9º: Principio de Legalidad y de Retroactividad: 

Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable.  Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.  Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 

La existencia de normas jurídicas supranacionales, sirven para asegurar los derechos fundamentales de las personas, su propósito es que todas tengan el pleno goce de sus derechos, sin embargo, tampoco alude la función coercitiva de cada Estado, precisamente para cautelar derechos de otros, cuando unos cometen acciones lesivas a los derechos de otros y aún así, les otorga garantías para  un justo procesos, constituyen también obligaciones para los ciudadanos por otro lado. El nacimiento de deberes importa también a que cada ciudadano respete el derecho de los demás, de lo contrario la fuerza del Estado, está dispuesta para la sanción.

Ahora analicemos mucho más en detalle este organismo internacional de Derechos Humanos y para ello empezaremos por dar una mirada extensiva al Sistema Interamericano y la Protección de los Derechos Humanos:  

5.1. El Sistema Interamericana y la Protección de los Derechos Humanos: 

La Dra. Carol BELLIDO CÁRDENAS(398), hace una referencia casi extensiva de esta materia procedimental, de nivel supranacional, bajo la lógica cierta de la Convención Interamericana de Derechos Humanos – Pacto de San José de Costa Rica y desemboca su análisis en los siguiente: «[…] revisaremos a grandes rasgos el mecanismo consagrado en el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, cuya particularidad reside en permitir el acceso directo de personas a organismos administrativos, pero no a organismos judiciales. Un sistema subsidiario por definición, es decir, actúa sólo en defecto de la actuación del Estado que fue diseñado para resolver los conflictos entre las personas que sufrieran daños por parte de los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos. Este sistema asegura a las personas el respeto y la garantía de sus derechos, hecho que se manifiesta mediante las decisiones de sus dos órganos principales(399). 

a. La Organización de Estados Americanos y el Sistema Interamericano:
El sistema interamericano fue fundado en el marco de la Organización de Estados Americanos (OEA), una institución internacional de carácter regional creada en la   Novena   conferencia   de   Bogotá (Colombia) en 1 948. El sistema interamericano contiene la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (en adelante, la Declaración) y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, la CADH) que constituyen los principales instrumentos jurídicos, pero no los únicos del sistema en cuestión. Por otro lado, los dos órganos principales del sistema son la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, CIDH) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, la Corte). 

b. El Mecanismo de Protección y de Garantía creado en el Marco del Sistema Interamericano:
En el sistema interamericano existen dos etapas: la administrativa y la judicial. 

b.1. La Etapa Administrativa: Es seguida ante la CIDH, un órgano político – administrativo con sede en Washington (Estados Unidos de América), el cual vela que los Estados Miembros de la OEA honren las obligaciones a las que se han sometido en los instrumentos internacionales mencionados y además cumple básicamente las funciones de admisibilidad y examen preliminar de las peticiones individuales; es decir, las denuncias en que se alegan derechos violados a determinados individuos por algún Estado miembro de la OEA. Todo ello conforma la etapa previa al proceso judicial. 

b.2. La Etapa Judicial: Es seguida ante la Corte, órgano judicial con sede en Costa Rica competente para cuestiones contenciosas, esto es, para decidir si se ha producido una violación por un Estado parte de algunos de los derechos reconocidos a los individuos en los instrumentos jurídicos aplicables a los estados americanos y para determinar la eventual responsabilidad de los estados por incumplir obligaciones internacionales a su cargo y si corresponde una reparación.

Ante ambas organizaciones se tramitan peticiones contra estados, aunque con particularidades, como ya hemos señalado. La CIDH y la Corte realizan labores complementarias, es decir, que es necesario que el individuo peticionario (denunciante) agote previamente el procedimiento ante la CIDH, para que la Corte pueda conocer el caso. Ambas poseen una composición similar, deben estar integradas por personas de alta calidad moral y reconocida versación en materia de derechos humanos.

c. Principales Características del Acceso de las Personas a los Órganos del Sistema Interamericano:
Una de las características distintivas del mecanismo de protección instaurado en el marco de la OEA es el amplio acceso que tienen los individuos al sistema interamericano. 

Así, tenemos que el derecho de petición americano es el mecanismo procesal por el cual los individuos tienen la llave que abre la puerta al sistema interamericano, es decir, ante el órgano administrativo, la CIDH. Este derecho – mecanismo fue consagrado ampliamente, abierto a cualquier persona, sin ningún tipo de restricción, incorporado como garantía para que los derechos de los individuos reconocidos en los instrumentos internacionales aceptados por los estados americanos sean respetados o reparados en caso de violación. En efecto, el Art. 44º de la CADH consagra el derecho de petición señalando que «cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente (ONG) reconocida en uno o más estados miembros de la Organización (OEA) puede presentar a la CIDH peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de la CADH por un Estado parte», así como denuncias por violación a los derechos protegidos en la Declaración Americana. Además, el actual reglamento de la CIDH agrega la posibilidad de ejercer el derecho de petición, según sea el caso, por la presunta violación de alguno de los derechos humanos protegidos en otros instrumentos aplicables del sistema interamericano.

La consagración sumamente amplia del derecho de petición americano debe ser considerada algo sumamente inteligente que ha respondido muy bien a las circunstancias tristes del hemisferio americano. Es decir, ha servido muy bien a los intereses por encontrar justicia. Como señala el ex presidente de la Corte Interamericana Antonio CANÇADO TRINDALE: «El derecho de petición individual, así ampliamente concebido, tiene como efecto inmediato ampliar el alcance de la protección, sobre todo en casos en que las víctimas (detenidos incomunicados, desaparecidos, entre otras situaciones) se vean imposibilitadas de actuar por cuenta propia y necesiten de la iniciativa de un tercero como peticionario». En otras palabras, cualquier persona puede ejercer el derecho de petición o denuncia en su propio nombre o en el de terceras personas. 

A pesar de su amplio acceso ante la CIDH, los individuos no pueden arribar directamente a la Corte, pues el acceso es una prerrogativa exclusiva  de la CIDH y de los Estados Parte. En efecto, de acuerdo con el Art. 61º de la CADH, la legitimación para el reenvío o presentación de los casos ante la Corte corresponde exclusivamente a la CIDH y a los Estados Parte. El individuo o particular no goza del derecho de petición o acción directa ante el órgano judicial, esto es, no tiene capacidad para demandar directamente ante la Corte. En otras palabras, cualquier individuo (a la luz del Art. 44º de la CADH) posee la llave para entrar o acceder autónomamente a parte del sistema interamericano, a la CIDH, mediante el ejercicio del derecho de petición, pero no para ingresar (ni siquiera la presunta víctima), al menos directamente al mecanismo judicial, a la Corte, pues no tiene derecho a una acción directa o ius standi. 

Esta situación ha sido objeto de polémica y debate en el seno de la OEA con la participación de los órganos principales y expertos, quienes analizan la posibilidad y necesidad de incorporar hacia futuro el acceso directo del individuo a la Corte Interamericana por intermedio de un Protocolo de Enmienda a la CADH, como un punto culminante de una serie de pasos previos, encaminados a la consolidación, perfección y fortalecimiento del sistema que hemos descrito.

Lo que se ha logrado hasta ahora, gracias al trabajo conjunto de la CIDH y la Corte, es que el individuo pueda participar en todo el proceso judicial seguido ante la Corte. Es decir, si bien es cierto que no puede demandar directamente ante ella, una vez que la demanda ha sido enviada por la CIDH y admitida por la Corte, el individuo puede participar en el proceso ante la Corte. No obstante, de acuerdo, con el Art. 23º del Reglamento de la Corte, solamente la víctima, sus familiares o sus representantes debidamente acreditados pueden actuar en el proceso judicial interamericano, presentando sus pruebas, argumentos y demás escritos. 

Lo antes señalado corresponde a uno de los últimos adelantos del sistema interamericano, el que continúa avanzando y fortaleciendo la participación individual ante sus órganos. Sin embargo, un problema por remediar pronto es el financiamiento del sistema, esto es, se hace necesario el aumento de los recursos, tanto materiales como humanos, para contribuir con el buen funcionamiento de los órganos de control. De ahí que la atención inmediata a este tema, por parte de los estados miembros de la OEA resulta fundamental, pues ello permitirá que el sistema de derechos humanos interamericano siga funcionando, además de asegurar que las propuestas en pos de su fortalecimiento se consoliden o se pongan en marcha.

Lo que dice la Convención:
Art. 44º: Restricción de Acceso Directo a la Corte: 
Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la Organización, puede presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de esta Convención por un Estado parte. 
Artículo 61º: Legitimación para el reenvío o presentación de los casos ante la Corte: 
1. Sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de la Corte. 
2. Para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que sean agotados los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50. 
5.2. Análisis de una Función Consultiva en la Convención Americana y Derechos Humanos:
El Dr. César Augusto ARROBAS CORONEL(400), nos presenta otra perspectiva de este estamento supranacional y señala que: «Todos sabemos que, a nivel regional contamos con un organismo de protección de los derechos humanos. Este organismo se denomina Convención Americana de los Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica (CADDHH) del 22 de Noviembre de 1 969 como parte de su estructura autoriza la existencia de una Comisión y de una Corte Interamericana de Derechos Humanos. El Perú, efectuó el depósito de ratificación de la convención Americana el 28 de Julio de 1 978; y, con fecha 21 de Enero del año 1 981, presentó por ante la Secretaría General de la OEA el instrumento de reconocimiento de la competencia de la Comisión y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con las estipulaciones contenidas en los Arts. 45º y 62º de la CADDHH.

La CADDHH, o Pacto de San José de Costa Rica, encomienda tres tipos de competencias o Funciones a los organismos por ella establecidos, a saber: 

a. Una Función de Promoción de los Derechos Humanos: La misma que concierne solo a la Comisión;

b. Una Función de Protección de los Derechos Humanos: La cual se encuentra asignada tanto a la Comisión como a la Corte; y, 

c. Una Función Consultiva de los Derechos Humanos: Asignada exclusivamente a la Corte, en lo relativo a la interpretación autorizada de la Convención o de otros tratados relacionados con la Protección de los DD.HH en el continente.

Quiere decir que la Corte asume una Jurisdicción bicéfala:

a. Contenciosa o Protectora de los DD.HH. : A cargo de la Comisión y de la Corte, y 

b. Consultiva o de Interpretación de la normativa relacionada con la protección de los DD.HH: A cargo de la Corte Interamericana de los DD.HH.

Es el caso que, la Función Contenciosa y la Consultiva de la Corte, como parte de la CADDHH, o, más claramente aseverado, del Sistema de Protección de los Derechos Humanos, no actúan de manera divorciada sino que ambas funciones se complementan con un solo módulo, o dirección, con un solo desideratum, o aspiración mayor, con un solo objetivo, cuál es: «La de contribuir a la formulación de una correcta y coherente interpretación de la Convención Americana de Derechos Humanos».

En cuanto a la Función Consultiva podemos decir que, esta función constituye un sistema paralelo al del Procedimiento Contencioso; y tiene el rostro o la naturaleza de ser un Método Judicial alterno de carácter consultivo; en otros términos, tiene una naturaleza jurisdiccional. Esta Función tácitamente tiene una utilidad superlativa, ya que sirve a los Estados y Órganos de la OEA para: 

· Cumplir y Aplicar correctamente los Tratados en materia de DD.HH; 

· Realizar una interpretación correcta y coherente de la CADDHH, frente a las dudas relacionadas con su entendimiento; y,

· Cumplir y Aplicar los Tratados sobre DD.HH sin pasar por el formalismo y sistema de sanción que caracteriza al proceso contencioso y evitar una confrontación con los Estados parte. 

De tal manera que, como precedentemente lo hemos visto, la Función Consultiva, asignada a la Corte, como organismo de la Convención Americana, permite fortalecer la capacidad de organización para resolver asuntos relacionados con las dudas que surjan con respecto a la interpretación de la CADDHH; y, a mayor abundamiento, en base a ella se ejerce un control totalizado o global sobre la forma como los estados interpretan y aplican la convención. Y, en cuanto al ámbito de la Competencia de la Función Consultiva en principio se tiene que señalar que: a diferencia de la jurisdicción contenciosa, la competencia Consultiva de la Corte es Obligatoria; en razón a que su ejercicio no requiere de la aceptación expresa de ningún Estado, y que el ámbito de la competencia de la Función Consultiva tiene que ser examinada desde dos ángulos finamente predeterminados: La competencia de Orden Material, que es aquella que tiene que ver con los asuntos que pueden ser objeto de consulta; y la competencia de Orden Personal, que es la que tiene que ver estrictamente con la procedencia de las peticiones de consulta y, en especial, sobre los entes que están legitimados para formularlos.
Lo que dice la Convención:

Art. 45º: Reconocimiento de la competencia de la Comisión: Todo Estado parte puede en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que Reconoce la competencia de la Comisión, para el efecto de recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado parte alegue que otro Estado parte ha incurrido en violaciones de los Derechos Humanos establecidos en la Convención.”

Art. 62º: Reconocimiento de la competencia de la Corte: Todo Estado parte puede, en el momento del depósito del instrumento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que Reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos de interpretación o aplicación de la Convención.”

6. El Código Procesal Constitucional y La Jurisdicción Internacional del Habeas Corpus:
El Art. 205º de la Constitución de 1 993, prescribe que agotada la Jurisdicción Interna, quien se considera lesionado en los derechos que la Constitución reconoce, puede recurrir a los Tribunales u Organismos Internacionales constituidos según tratados y convenios de los que los que el Perú es parte(401).

Los organismos que se refieren al Art. 205º son el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos de ese mismo organismo regional y aquellos otros que se constituyan en el futuro y lógicamente que sean aprobados por tratados que obliguen al Perú y por cierto que tengan categoría correspondiente.

El Código Procesal Constitucional establece en su Art. 115º, que la resolución del organismo internacional a cuya jurisdicción obligatoria se halle sometido el Estado peruano, no requiere para su validez y eficacia, de reconocimiento, revisión ni examen previo alguno. El Presidente del Poder Judicial recepcionará del Despacho del Ministerio de Relaciones Exteriores las resoluciones emitidas por el organismo internacional, y dispondrá su ejecución y cumplimiento, de conformidad con las normas y procedimientos internos vigentes sobre ejecución de sentencias(402). 

Asimismo, el Art. 116º del CPC prescribe la obligación de esa misma Corte Suprema y El Tribunal Constitucional, deberán cumplir con la remisión, a los organismos internacionales anteriormente referidos, de la legislación, las resoluciones y demás documentos actuados en el proceso o los procesos que originaron la petición, así como todo elemento de juicio que al organismo internacional fuere necesario para su ilustración o para mejor resolver el asunto sometido a su competencia(403).

Es necesario advertir que tratándose del Habeas Corpus y su derecho protegido, la libertad personal, ésta, como hemos visto anteriormente tiene varios aspectos y siendo así, en la práctica será conveniente recurrir a la Jurisdicción Internacional, no en todos los casos, sino en los más trascendentes, por el bien jurídico tutelado y la personalidad del agraviado o por las circunstancias en que la vulneración es grave.
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Capítulo IX

Derecho Comparado

La comparación es un método científico de investigación. Al proceso para descubrir y examinar las semejanzas y diferencias entre dos o más sistemas jurídicos se denomina Derecho Comparado. En realidad, el Derecho comparado se define a sí mismo con su propia denominación, es decir, con la del método de investigación que, dentro de sus características, puede emplearse con diversos fines. El Derecho comparado es sustancialmente experiencia, confrontación de los Derechos diferentes: el método comparativo llevado, al terreno de las ciencias jurídicas. De aquí proviene la afirmación de que el Derecho Comparado no es una disciplina independiente o una rama del Derecho. No existen normas de Derecho Comparado — sostiene Rene David —, en igual sentido que existen las de Derecho Civil o Penal. El Derecho Comparado no es una parte del Derecho Positivo.

Pero si bien se le identifica por su método, el Derecho comparado no se reduce al momento de la comparación, su aplicación converge con otros medios de investigación y va más allá impulsado por el carácter complejo de su finalidad,' contribuyendo al progreso de las disciplinas jurídico-sociales en los planos nacionales e internacionales. Ciencia o técnica, sus cultores se dividen en dos sectores que discuten la extensión de la disciplina y tampoco faltan quienes indistintamente se pronuncien en uno u otro sentido.

Por lo expuesto, y en sentido propio de nuestro tema de investigación, habremos de exponer – a continuación – un resumen relativamente amplio del significado comparado de la legislación y concepción doctrinaria del Habeas Corpus, en América Latina – haciendo acepciones claras y profundas en el Ámbito de la Comunidad Andina de América (Bolivia, Chile, Ecuador, Venezuela y Colombia) – así como en breve resumen lo concerniente al Derecho Norte Americano (EEUU), Canadá y España.

1. El Habeas Corpus en América:
El Habeas Corpus está unido desde muy temprano al desarrollo institucional de la América Latina. Nacido en Inglaterra en fecha imprecisa (pero, en todo caso, actuando ya en el siglo XIII), trasplantado a las nacientes colonias inglesas que emigraron a la América del Norte, fue acogido en las independizadas colonias españolas, que lo desarrollaron mucho antes de que se expandiese por el resto del globo, y de que su mismo nombre se hiciera paradigmático y, en cierto sentido, mítico.

Estudios recientes han demostrado que en las Cortes de Cádiz, por iniciativa del diputado suplente por Guatemala Manuel DE LANO, fue propuesto en 1 810 un «Proyecto de Ley de Habeas Corpus al tenor de la existente en Inglaterra», para lo cual se nombró una comisión el 17 de Diciembre de 1 810. Pero por avatares del destino, la propuesta, no obstante su acogida, dio tantas vueltas que fue a parar a la comisión que estudiaba la problemática judicial, en donde quedó, pero sin aparecer en cuanto tal. Es decir, como institución no fue recogida finalmente, ni tampoco su nomen iuris figura en la Constitución de 1 812. Más o menos por la misma época, Ignacio LÓPEZ RAYÓN, importante caudillo y político mexicano, pensando en una futura Constitución, redactó lo que denominó «Elementos constitucionales circulados por el señor Rayón» de 4 de Septiembre de 1 812, que tanta influencia iba a tener en los tiempos posteriores, en especial en la denominada Constitución de Apatzingán, que lamentablemente no llegó a tener vigencia efectiva. Pues bien, los "Elementos" de Rayón contenían expresamente un artículo (el 31º) que proponía la introducción del Habeas Corpus al estilo de la ley que existía en Inglaterra, si bien este instituto no apareció ipso nomine en la Carta de Apatzingán. Con posterioridad, los Códigos de   Livingston (1 821) preparados para la Luisiana, siguiendo el magisterio del ilustre Bentham, tendrían en su seno el Proceso de Habeas Corpus, los cuales fueron propuestos a Guatemala en 1 831 y aprobados en 1837. Las garantías jurisdiccionales para la Tutela de los Derechos Humanos en Guatemala. Años antes, en 1 830, el Habeas Corpus fue introducido por vez primera a nivel de derecho positivo en el Código Penal del Imperio del Brasil. Por tanto, y con la notable excepción de México, que veremos más adelante, el Habeas Corpus, con antecedentes en 1 810 y en 1 812, se plasma en 1 830 por vez primera en un texto positivo y, desde entonces, emprende un desarrollo lento pero seguro, hacia los demás países del área. Hoy en día, el Habeas Corpus se ha extendido incluso a países europeos y a muchos denominados como del Tercer Mundo, en especial los independizados en la década del 60 del siglo pasado. Pero a América Latina pertenece el mérito de haber hecho suya esta institución, que ha tenido un desarrollo propio y perfiles definidos, como lo veremos luego.

2. La Recepción en América Latina:
El Habeas Corpus se incorporó y existe en la actualidad en casi toda la América Latina y se ha desarrollado fundamentalmente por el influjo de la experiencia inglesa, si bien es probable que la experiencia estadounidense se haya extendido más durante el precedente y presente siglo. En todos estos países el desarrollo de la institución es similar, con algunas variantes. Conviene con todo, dejar aclarado que el nomem iuris es distinto en algunos casos, lo que no ha impedido que la doctrina y la jurisprudencia los reconozcan como Habeas Corpus (así en Honduras, El Salvador y Guatemala, Recurso de Exhibición Personal; en Venezuela, Amparo a la Libertad y Seguridad Personales; en Chile, Recurso de Amparo, que protege la libertad personal, mientras que los demás derechos son protegidos por el recurso de protección, etcétera.)

Lo primero que hay que destacar es el caso singular de México, porque es en rigor el único país que teniendo un adecuado aparato protector de los derechos de la persona, carece sin embargo del Habeas Corpus. México, como se indicó, tiene desde 1 841 a nivel local; y luego desde 1 847, en concreto desde 1 857 a nivel nacional, el Amparo, que ha tenido una evolución sumamente compleja y curiosa, y además con velocidad vertiginosa por el enorme desarrollo jurisprudencial y legislativo de los últimos cincuenta años, acompañado de una literatura realmente inmanejable. Clásicamente (y así hasta Ignacio BURGOA) se ha considerado al Amparo como un instituto unitario, no obstante sus numerosas variantes en cuanto a alcances protectores y cauces procesales. Pero la teoría más moderna acepta que dentro del Amparo, como lo ha señalado FIX–ZAMUDIO, existen diversos sectores, uno de ellos dedicado especialmente a proteger la libertad individual, que el mismo FIX–ZAMUDIO denomina como "Amparo – Libertad" o "Amparo – Habeas Corpus", que cautela no sólo la libertad corporal sino la integridad, la deportación, la tortura, etcétera.

Brasil es el país que introduce por vez primera el Habeas Corpus   en     1 830, mucho antes de que fuera consagrado en   los   Códigos   de Livingston de 1 837 (aplicados en Guatemala) o el Amparo en la Constitución de Yucatán          (1 841). Ha tenido en ese país una evolución muy curiosa, pues sufrió diversas deformaciones, las que sólo se zanjaron en 1 934 cuando fue creado – para la protección de los demás derechos – el famoso mandato de seguridad (mandado de segurança). En Brasil, procede en lo sustancial para proteger a quien sufre o pueda sufrir violencia o coacción ilegal en su libertad de ir y venir.

En Argentina, el Habeas Corpus es bastante antiguo, pues se menciona por vez primera – a nivel nacional – en la Ley Nº 48 de 1 863, y luego seguirá un camino ascendente y complejo, no obstante que la institución no se encuentra en la Constitución vigente de 1 853, aun cuando sí estuvo expresamente en la Constitución Peronista de 1 949, derogada a la caída de Perón. Pero ello no ha obstado para su desarrollo legislativo, como tampoco para la creación pretoriana del amparo en 1 957. Más bien, la reforma constitucional de 1 994 ha introducido textualmente el Habeas Corpus y el Amparo. Adicionalmente, la proliferación legislativa que existe en su interior, propia de un país federal, nos obliga a centrar nuestra exposición en el plano nacional, dejando para otra oportunidad la situación que presenta su derecho público provincial.

También en Argentina, el Habeas Corpus se da de manera bastante clásica y vinculada con la libertad personal. En síntesis, procede el Habeas Corpus por arresto sin orden de autoridad, pero también se utiliza en otros supuestos cercanos a él: así en el caso de leva sin servicio militar ordenado u obligatorio; por la internación indebida en un nosocomio; por la hospitalización forzosa, por la expulsión de extranjeros, por la negativa a admitir personas en ese país, contra sentencias militares recaídas en civiles y contra lo que afecte la libertad, aun cuando no la anule. En los últimos tiempos se ha utilizado en defensa de los presos, esto es de las personas sentenciadas, pero a las cuales se les ha agravado su condición.

En Perú se sigue también la huella o matriz tradicional, y así figura en la primera Ley de Habeas Corpus que data de 1 897, luego incorporada a las Constituciones de 1 920, 1 933 y 1 979. Al reglamentarse el Habeas Corpus y el Amparo por Ley Nº 23 506 de 1 982, ésta señaló en su Art. 12º que se vulnera o amenaza la libertad individual, y en consecuencia procede la Acción de Habeas Corpus, enunciativamente, en los siguientes casos: guardar reserva sobre convicciones políticas, religiosas, filosóficas o de cualquier índole; la libertad de conciencia y de creencia, el de no ser violentado para obtener declaraciones, el de no ser obligado a prestar juramento ni compelido a declarar o reconocer su culpabilidad en causa penal contra sí mismo ni contra su cónyuge ni sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad; el de no ser exiliado o desterrado o confinado sino por sentencia firme; el de no ser expatriado ni separado del lugar de su residencia sino por mandato judicial o por aplicación de la ley de extranjería; el de no ser secuestrado; el del extranjero a quien se ha concedido asilo político, de no ser expulsado al país cuyo gobierno lo persigue, o en ningún caso, si peligrase su libertad o seguridad por el hecho de ser expulsado; el de los nacionales o extranjeros residentes, de ingresar, transitar o salir del territorio nacional, salvo mandato judicial o aplicación de la ley de extranjería o de sanidad; el de no ser detenido sino por mandato escrito y motivado del juez o por las autoridades policiales en el caso de flagrante delito o el de no ser puesto el detenido dentro de las 24 horas o en el término de la distancia a disposición del juzgado que corresponda; el de no ser detenido por deudas, salvo los casos de obligaciones alimentarias; el de no ser privado del pasaporte dentro o fuera de la república; el de no ser incomunicado, sino en caso indispensable para el esclarecimiento de un delito; el de ser asistido por un abogado defensor desde que es citado o detenido por la autoridad; el de hacer retirar las guardias puestas a su domicilio o suspender el seguimiento policial cuando ello atente contra la libertad individual; el de excarcelación en el caso de que un detenido o procesado haya sido amnistiado, indultado, sobreseído, absuelto o declarada prescrita la acción penal o la ejecución de la pena; el de que se observe el trámite prescrito para los funcionarios que señala la Constitución (antejuicio). Una ley posterior ha agregado que también procede el Habeas Corpus cuando se dilata la liberación de un detenido, existiendo mandato judicial para ponerlo en libertad.

Como puede verse de esta relación, que tiene un mero carácter enunciativo, el instituto es muy amplio y quizá uno de los más comprensivos dentro de las legislaciones latinoamericanas, ya que permitiría apelar a él en caso de torturas, desapariciones o similares. Tal amplitud se explica si se tiene presente que dicha legislación nace luego de que Perú retorna a la democracia tras doce años de gobierno militar (1 968 – 1 980). La Constitución de 1 993 en su Art. 200º, establece que el Habeas Corpus protege la libertad personal, así como los derechos constitucionales conexos, con lo cual ha ratificado constitucionalmente lo que preveía la legislación desde años atrás. Sin embargo la vigencia de la norma reglamentaria del Habeas Corpus y Amparo tras una vigencia de 22 años, así como de una ferviente complementariedad y modificatoriedad dadas en los gobiernos de turno de las décadas de los ’80 y ’90, sólo limitaron el ejercicio del derecho tutelado por medio del Habeas Corpus, ello tuvo mucho más énfasis durante el gobierno del Ing. Alberto FUJIMORI, el mismo que permitió y reforzó una ineficacia legislativa en contra del Habeas Corpus. Sin embargo el Perú, recuperada la democracia quebrantada por FUJIMORI; el 28 de Mayo del 2 004, promulga al Código Procesal Constitucional, mediante Ley Nº 28 237, la misma que se constituye en toda un bastión para la defensa de los derechos constitucionales en América Latina y el mundo, siendo la primera Norma Adjetiva, a ser plasmada en América, a nivel de Estado, y representando una consolidada inserción de lo que significa para el Derecho Procesal Constitucional, la protección de los derechos fundamentales del persona.

Señalemos finalmente el caso de Costa Rica, que es muy interesante. En efecto, si bien existía el Habeas Corpus desde tiempo   atrás, al   sancionarse en 1 989 la Ley de Jurisdicción Constitucional y crearse dentro de la Corte Suprema una Sala Constitucional verdaderamente autónoma, ha creado un órgano especial dentro del Poder Judicial, pero con características afines al denominado "Modelo Concentrado". La Sala Constitucional, interpretando extensivamente la ley de la materia, ha actuado no sólo en la libertad personal y su defensa, sino que ha llegado incluso hasta intervenir en procesos penales en curso para enmendar yerros o marcar pautas de conducta a la magistratura, considerando que el Habeas Corpus procede en cualquier procedimiento penal cuando no se respeta el Debido Proceso, entendiendo por tal al juez regular, el derecho de defensa, el principio de inocencia, el in dubio pro reo, la libre actuación de las pruebas, la doble instancia, el derecho a la sentencia justa, la eficacia de la sentencia, etcétera. Los defensores de esta irrupción de las acciones de Habeas Corpus dentro de un proceso penal en curso e incluso para alterar una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, han aducido que no se trataba de una incursión de la Sala Constitucional en las salas, cortes o juzgados penales, sino de una incursión de la Constitución en defensa de los derechos humanos, desconocidos por el ordenamiento procesal penal costarricense, del cual dan varios ejemplos. Admitiendo que ese ordenamiento procesal penal fuese represivo y no garantista (no obstante ser un país de gran tradición democrática) y que la jurisprudencia de la Sala Constitucional haya contribuido a enmendar esos extremos, es indudable que como práctica habitual es perniciosa y sólo puede explicarse como un proceder de carácter excepcional ante situaciones graves, que debería ser minuciosamente reglamentado. Por eso es que con el nuevo Código Procesal Penal de 1 996, moderno y garantista, la situación ha cambiado notablemente y tiende a normalizarse.

3. Cuba y Puerto Rico: Dos Casos Especiales:
La evolución política y constitucional de Cuba y Puerto Rico es sin lugar a dudas peculiar, en relación con el resto de los países latinoamericanos. Por un lado, el proceso independentista de las naciones hispanoamericanas empezó, prácticamente, en 1 808, con la invasión napoleónica a la península, lo que provocó la resistencia hispánica y la fuga de los reyes portugueses a su colonia del Brasil. Desde entonces, los procesos políticos son distintos, pues mientras el Brasil se convierte en Imperio, con la clase real lusitana hasta 1 889, el resto de las colonias españolas inicia un lento proceso de independización que se concreta en el periodo de 1 810 a 1 820, y que se ratifica solemnemente en 1 824, en los campos de Ayacucho, en la serranía peruana, en donde gracias a los esfuerzos del "Libertador" Bolívar, se obtuvo la rendición (en realidad capitulación) del último foco de resistencia del imperio español. Y además, del último territorio realmente importante de los dominios españoles no libres en aquel momento.

Sin embargo, Cuba y Puerto Rico siguieron sujetos al dominio español durante muchos años más, como islas   importantes   del   mar Caribe, y así hasta 1 898, en que rompieron su vinculación política con España. En ese momento, Estados Unidos de América ocupa ambas islas: en forma permanente en Puerto Rico hasta hoy, pues tiene la forma de Estado Asociado; pero en Cuba la ocupación directa duró poco, y la indirecta duró muchos años más, en realidad hasta mediados de la década de los cuarenta de este siglo, si bien tuvo gran influencia sobre los destinos de dicha isla, así como de otros países del Caribe.

Por eso no es de extrañar que en ambas islas, el Habeas Corpus fuese incorporado como producto de la ocupación estadounidense, y sobre la base de la correspondiente legislación. Esto es, a diferencia de la incorporación del Habeas Corpus en los demás países del área, en donde la influencia inglesa es preponderante, en el caso de Cuba y Puerto Rico, es inequívoca la influencia estadounidense, al extremo de que en Cuba se tomó casi al pie de la letra la ley de Habeas Corpus del estado de Nueva York.

Así, el Habeas Corpus fue incorporado en la legislación puertorriqueña como producto de una circular de 1 898, aprobada por el gobernador militar de la isla, y con esas variantes se ha mantenido. Y el caso de Cuba es similar, pues el Habeas Corpus fue incorporado por la Orden Militar núm. 4 de 1900, tomándola de la legislación estadounidense.

Mientras que el desarrollo de la institución en Puerto Rico ha seguido sin variantes y dentro de los moldes estadounidenses, el caso de Cuba es distinto, pues se desarrolló ampliamente y adquirió luego reconocimiento constitucional, operando sobre todo bajo la progresista Constitución de 1 940, que duró hasta el golpe de Batista en 1 952, y que permaneció algunos años en el poder. Finalmente, en 1 959 triunfó la revolución encabezada por Fidel CASTRO, que si bien mantuvo la legalidad preexistente, por algún periodo fue variándola poco a poco, hasta formalizar el nuevo estado de cosas con la Constitución Socialista de   1 976, que dejó de lado tales instrumentos protectores, para asumir los que eran propios de la llamada "legalidad socialista".
4. El Procesos de Habeas Corpus en la Región Andina(404):

4.1. El Desarrollo del Procesos de Habeas Corpus:

A continuación, presentamos los aspectos de mayor importancia vinculados con el desarrollo de hábeas corpus.

a. La Legitimidad para Iniciar el Proceso:

Uno de los elementos característicos del proceso de Habeas Corpus radica en que la solicitud respectiva puede ser presentada por la persona agraviada o cualquier otra en su representación. Esta legitimidad bastante amplia puede encontrase prevista a nivel constitucional, como sucede en Bolivia (Artículo 18-I), Chile (Artículo 21º), Colombia (Artículo 30º), Ecuador (Artículo 93º) y Venezuela (Artículo 27º), o a nivel legal, como ocurre en el Perú (Ley 28327: Código Procesal Constitucional, Art. 26º).

De especial importancia es remarcar la legitimidad que de modo expreso ha sido otorgada a las Defensorías del Pueblo para iniciar esta acción de garantía en los países de la región que contemplan esta institución.

b. La Forma y el Contenido de la Solicitud:

La no exigibilidad de formalismos para la presentación de las demandas de hábeas corpus es otra de las características de este proceso. Esto implica, entre otros aspectos, que la solicitud respectiva pueda ser presentada de forma escrita o verbal, que no sea obligatoria la firma o asesoría de un abogado, o el pago de una suma de dinero como contraprestación del servicio de administración de justicia (tasas judiciales). Así por ejemplo, la Legislación de Venezuela sobre el Amparo de la Libertad y Seguridad Personal (Habeas Corpus) dispone que la respectiva solicitud podrá ser presentada “por escrito, verbalmente o por vía telefónica, sin necesidad de asistencia de abogado” (Artículo 41º). Por su parte, la legislación del Perú establece que este proceso puede ser iniciado “La demanda puede presentarse por escrito o verbalmente, en forma directa o por correo, a través de medios electrónicos de comunicación u otro idóneo. […]” (Ley Nº 28 237: Código Procesal Constitucional, Art. 27º).

En cuanto al contenido de la demanda, los ordenamientos jurídicos exigen principalmente que en ésta se indiquen los hechos que motivan el inicio de un proceso de Habeas Corpus. La argumentación jurídica es opcional. Al respecto es interesante mencionar la legislación del Perú sobre el Habeas Corpus, en la cual sólo se exige “suministrar una sucinta relación de los hechos” para presentar la solicitud respectiva (Ley Nº 28 237, Artículo 14º). Por su parte, la legislación de Bolivia establece que la demanda de Habeas Corpus debe contener “los hechos motivantes del recurso, expuestos con precisión y claridad” y “el derecho o garantía que se considere afectado o violado”, correspondiendo a la autoridad judicial salvar “los defectos u omisiones de derecho que fuesen advertidos en el recurso. (Ley del Tribunal Constitucional, Art. 90º).

c. La Orden de Exhibición Personal o el Requerimiento de Información:

A nivel del Derecho Comparado existen diferentes formas en que la autoridad competente puede actuar para resolver acerca de la privación de la libertad de una persona. En todos los casos, se trata de un procedimiento sencillo, destinado a conocer las razones por las cuales se adoptó esa medida y evaluar si la misma ha sido o no arbitraria.

Para lograr tal objetivo, la opción más efectiva consiste en ordenar que la persona privada de libertad sea conducida ante la autoridad que conoce el Habeas Corpus. A este mandato se le conoce como orden de exhibición personal, la cual se dirige a las personas presuntamente responsables de la privación de la libertad o bajo cuya vigilancia se encuentre el detenido. 

Para el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, esta medida constituye el contenido esencial del Habeas Corpus. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que este proceso se caracteriza por el “mandato judicial dirigido a las autoridades correspondientes, a fin que se lleve al detenido a la presencia del juez para que pueda examinar la legalidad de la privación y, en su caso, decretar su libertad”(405).

En algunos casos, la orden de exhibición personal respectiva implica trasladar a la persona privada de libertad al lugar en donde la autoridad que conoce del Habeas Corpus realiza sus actividades. En otros casos, por ser más práctico, la misma autoridad puede dirigirse al lugar en donde se encuentra el detenido y exigir verlo. Ambas posibilidades se encuentran previstas en los ordenamientos jurídicos de la región, cuyas normas legales son lo bastante generales para permitir adecuar el trámite del Habeas Corpus a las exigencias de la realidad. 

Así por ejemplo, el Texto Constitucional de Bolivia señala en su Artículo 18-IIº que la autoridad judicial que conozca del Habeas Corpus “señalará de inmediato día y hora de audiencia pública, disponiendo que el actor sea conducido a su presencia”. De modo similar, en la Constitución del Ecuador (Art. 93º) se precisa que la autoridad que conozca del Habeas Corpus “ordenará que el recurrente sea conducido inmediatamente a su presencia”. Por su parte, el Texto Constitucional de Venezuela precisa que ante la presentación de un Habeas Corpus “el detenido o detenida será puesto bajo la custodia del (órgano judicial competente) de manera inmediata, sin dilación alguna”.

De interés particular es el caso del Perú, en donde la legislación sobre el Habeas Corpus establece como regla general que el juez dispondrá que “…Para ello podrá constituirse al lugar de los hechos, y verificada la detención arbitraria… de ser el caso citar a quien o quienes ejecutaron la violación requiriéndoles expliquen la razón que motivo la agresión […]. (Ley Nº 28 237, Art. 31°). 

En algunos países, la orden de exhibición personal no ha sido establecida como una decisión que debe ser adoptada de modo obligatorio, sino como una medida de carácter discrecional.

Este es el caso de Chile, en donde el Art. 21º de la Constitución establece que la magistratura competente para conocer esta garantía constitucional “podrá ordenar que el individuo sea traído a su presencia”. Esta potestad discrecional se reitera en el Art. 310º del Código de Procedimiento Penal, el cual establece que “El tribunal que conoce del recurso podrá ordenar que, dentro del plazo que fijará según la distancia, el detenido o preso sea traído a su presencia, siempre que lo creyere necesario y éste no se opusiere […]”. Asimismo, de conformidad con el 309º del mismo cuerpo legal “podrá […] comisionar a alguno de sus ministros para que, trasladándose al lugar en que se encuentra el detenido o preso, oiga a éste y, en vista de los antecedentes que obtengan, disponga o no su libertad o subsane los defectos reclamados. El ministro dará cuenta inmediata al tribunal de las resoluciones que adoptare, acompañando los antecedentes que las hayan motivado”.

En los casos en que no sea obligatorio expedir una orden de exhibición personal, las autoridades competentes pueden solicitar informes sobre la situación de una persona privada de libertad y las razones que motivaron su detención a quienes son considerados como responsables de dicha detención o tengan a la persona bajo su custodia. Esto puede originar que en los hechos la evaluación sobre la situación de una persona privada de su libertad se realice en base a fuentes indirectas, impidiendo un efectivo desarrollo de esta garantía constitucional. Esto es lo que ha ocurrido en el caso chileno. Sobre esta situación se ha dicho: 

 “En la tramitación del recurso de amparo (Hábeas Corpus) la averiguación de la suerte del detenido se hace por medio de oficios dirigidos al organismo aprehensor (si la medida se dirige contra un juez, se solicita a éste una información por escrito), en algunos casos se recurre a medios más expeditos, como la consulta telefónica, y luego se falla sobre la base de los antecedentes obtenidos en estas averiguaciones más los elementos aportados por el recurrente. Los procedimientos de exhibición personal por medio de la presentación del detenido ante el tribunal o la constitución de un delegado de éste en el lugar de detención no son utilizados prácticamente nunca”.

La experiencia comparada, en todo caso, abona a favor de la obligatoriedad de exigir la presencia de la persona privada de su libertad ante la autoridad competente para conocer y resolver el proceso de Habeas Corpus.
d. El Plazo para la Resolución:

Los plazos previstos a nivel del Derecho Comparado para la resolución de la solicitud del hábeas corpus son muy breves, debido principalmente a que su trámite y procedimiento son bastante sencillos.

Al respecto, algunos ordenamientos jurídicos establecen plazos máximos para el desarrollo de una o varias de las siguientes etapas del Habeas Corpus, las cuales abarcan:

d.1. Desde la presentación de la solicitud hasta la decisión que adopte la autoridad competente para conocer la situación en la que se encuentra la persona privada de libertad. Esta decisión puede consistir en ordenar la presentación del detenido ante dicha autoridad o solicitar informes sobre su situación a quienes lo tienen bajo custodia. 

d.2. Desde la decisión adoptada por la autoridad competente hasta su cumplimiento o ejecución. Esto puede consistir en presentar al detenido ante la autoridad competente o presentar los informes solicitados sobre su situación 

d.3. Desde el cumplimiento o ejecución de la decisión adoptada por la autoridad competente hasta la expedición de la resolución sobre la situación de la persona privada de su libertad.

La opción por los plazos por etapas podemos encontrarla, por ejemplo, en el Ecuador, en donde el Art. 93º del Texto Constitucional establece que la autoridad competente para conocer del Habeas Corpus “en el plazo de veinticuatro horas contadas a partir de la recepción de la solicitud, ordenará que el recurrente sea conducido inmediatamente a su presencia, y se exhiba la orden de privación de libertad […]” y “dictará su resolución dentro de las veinticuatro horas siguientes”. Como se aprecia, la norma constitucional sólo establece un plazo determinado para algunas de las etapas mencionadas (en concreto, aquellas que hemos identificado con las letras d.1. y d.3). Sin embargo, el plazo omitido a nivel constitucional para una de las etapas se encuentra previsto en las normas legales sobre la materia, por lo que para determinar el tiempo máximo de duración del Habeas Corpus se requiere hacer una interpretación que concuerde la normativa constitucional y legal sobre este proceso.

En otros casos, para la resolución del Habeas Corpus no se establecen plazos por etapas sino plazos máximos que agrupan a todas ellas. Así por ejemplo, en Colombia el Habeas Corpus “debe resolverse en el término de treinta y seis horas” (Art. 30º de la Constitución) mientras que en Venezuela, la legislación sobre la materia (Art.  42º) precisa que el juez que conozca del proceso decidirá en un término “no mayor de noventa y seis (96) horas después de recibida la solicitud”. Esta opción evita de alguna forma la prolongación del proceso en base a diferentes interpretaciones u omisiones normativas sobre la duración de cada una de las etapas por las que atraviesa el Habeas Corpus, como se ha visto que ocurre, por ejemplo, en el Ecuador.

e. El Contenido de la Resolución:

Luego de analizar los hechos que dieron origen a la presentación del Habeas Corpus, la autoridad competente debe decidir si acepta o niega la pretensión solicitada. Si se estima procedente el Habeas Corpus, la autoridad competente podrá ordenar que se deje en libertad a la persona privada de ella en forma arbitraria o que se adopten las medidas necesarias para revertir esta situación. Todo depende de los motivos por los cuales el proceso se inició. Algunos ordenamientos contemplan ambas posibilidades y otros sólo una de ellas. En el primer caso se encuentran, por ejemplo, Bolivia, Chile, Perú y Venezuela, tal como se apreciará en el Cuadro Nº 1.

Por otro lado, Colombia y Ecuador son los únicos países de la región que de modo expreso sólo contemplan la posibilidad de poner en libertad a la persona si el Habeas Corpus es declarado procedente.

En el caso de Colombia, el Art. 437º de su Código de Procedimiento Penales establece que “demostrada la violación de las garantías constitucionales o legales, el juez inmediatamente ordenará la libertad de la persona capturada”. 

Por su parte, el Texto Constitucional del Ecuador (Art. 93º) señala que la autoridad competente que conozca del proceso de Habeas Corpus “dispondrá la inmediata libertad del reclamante si el detenido no fuere presentado, si no se exhibiere la orden (de detención), si ésta no cumpliere los requisitos legales, si se hubiere incurrido en vicios de procedimiento en la detención o, si se hubiere justificado el fundamento del recurso”.

Cuadro Nº 1

	Bolivia


	Art. 18-III de la Constitución: Señala que una vez instruida de los antecedentes, la autoridad judicial dictará sentencia “ordenando la libertad, haciendo que se reparen los defectos legales o poniendo al demandante a disposición del juez competente”.

	Perú
	Art. 34º del Código Procesal Constitucional: Precisa: “La Resolución que declara fundada la demanda de Habeas Corpus dispondrá alguna de las siguientes medidas

1. La puesta en libertad de la persona privada arbitrariamente de este derecho; o

2. Que continué la situación de privación de libertad de acuerdos con las disposiciones legales aplicables al caso, pero si el Juez lo considerase necesario, ordenará cambiar las condiciones de la detención, sea en el mismo establecimiento o en otro, o bajo la custodia de personas distintas de las que hasta entonces la ejercían; o

3. Que la persona privada de su libertad sea puesta inmediatamente a disposición del Juez Competente, si la agresión se produjo por haber transcurrido el plazo legalmente establecido para su detención; o

4. Que cese el agravio producido, disponiendo las medidas necesarias para evitar que el acto vuelva a repetirse.

	Chile


	Art. 21º de la Constitución: Precisa: “Instruida de los antecedentes, decretará su libertad inmediata o hará que se reparen los defectos legales o pondrá al individuo a disposición del juez competente, procediendo en todo breve y sumariamente, y corrigiendo por sí esos defectos o dando cuenta a quien corresponda para que los corrija”.

	Venezuela
	Art. 42º de la Legislación sobre el Amparo de la Libertad Personal: Precisa que al decidir sobre la pretensión el juez puede declarar “la inmediata libertad del agraviado o el cese de las restricciones que se le hubiesen impuesto, si encontrare que para la privación o restricción de la libertad no se hubieran cumplido las formalidades legales”.


f. Las Responsabilidad por el Incumplimiento de las Decisiones Adoptadas en el Proceso:

Uno de los problemas más frecuentes por los que atraviesa el Habeas Corpus en la región consiste en la negativa o demora para cumplir con las resoluciones que se expiden durante su desarrollo. Esta situación resulta más grave todavía cuando la demora o incumplimiento se produce en relación a la resolución final que establece los pasos a seguir para que cese la privación arbitraria de la libertad.

A fin de remediar esta situación, algunos ordenamientos establecen la obligación de que toda autoridad o persona que no cumpla o que demore la ejecución de estas decisiones, sea objeto de un proceso penal en el cual se determine su responsabilidad por tales conductas. Esto está previsto para los siguientes casos: 

f.1. Cuando no se cumple con la orden de la autoridad competente para presentar a la persona privada de libertad ante las instancias que están conociendo el Habeas Corpus o para informar acerca de su situación.

f.2. Cuando no se da cumplimiento a la decisión final de Habeas Corpus En algunos casos los ordenamientos jurídicos nacionales establecen normas de alcance general, aplicables a ambos supuestos. 

Así ocurre por ejemplo en Bolivia, cuyo texto constitucional (Art. 18º-V) señala que los funcionarios públicos o personas particulares que resistan las decisiones judiciales en el marco del Habeas Corpus, serán remitidos por orden de la autoridad que conoció este proceso “ante el Juez en lo Penal para su juzgamiento como reos de atentado contra las garantías constitucionales”. 

Por su parte, el Código de Procedimiento Penal de Chile precisa (Art. 317º) que la negativa o demora injustificada de cualquier autoridad en dar cumplimiento a las órdenes dictadas (por la autoridad competente) en el conocimiento de un recurso de amparo (Habeas Corpus) someterán al culpable a las penas determinadas en el Código Penal respecto a los agravios inferidos por funcionarios públicos a los derechos garantizados por la Constitución.

En algunos ordenamientos, las normas sobre este tema sólo han sido previstas para el caso de incumplimiento de la decisión final del Habeas Corpus. Así por ejemplo, en Venezuela, el Art. 30º de las normas generales sobre el proceso de amparo aplicables en el caso de la protección de la libertad personal- señala que “quien incumpliere el mandamiento de amparo constitucional dictado por el juez, será castigado con prisión de seis (6) a quince (15) meses”. Como es obvio, la aplicación de estas sanciones requiere el previo desarrollo de un proceso penal. Sobre este tema es importante mencionar el caso del Ecuador, en donde las normas constitucionales establecen una sanción de aplicación inmediata cuando no se cumple la orden de exhibición personal o la resolución que ordena poner en libertad al agraviado. En este sentido el Art. 93º de la Constitución señala que el funcionario o empleado renuente “será inmediatamente destituido de su cargo o empleo sin más trámite”. La misma disposición establece que “el funcionario o empleado destituido, luego de haber puesto en libertad al detenido, podrá reclamar por su destitución ante los órganos competentes de la Función Judicial […]”.

Tema aparte es el de la responsabilidad de la autoridad ante la cual se presenta el Habeas Corpus y que no cumple con los plazos o procedimientos previstos para el trámite de este proceso. Por lo general, este tipo de conducta, origina la adopción de medidas disciplinarias. En este sentido, por ejemplo, el texto constitucional de Bolivia (Art. 18º-VI) señala que la autoridad judicial que no proceda conforme a las normas constitucionales sobre el Habeas Corpus quedará sujeta a sanción disciplinaria por parte del Consejo de la Judicatura, correspondiendo a la ley precisar esta materia. Asimismo, en Venezuela, el Art. 34º de la legislación aplicable al amparo de la libertad y seguridad personal establece como “falta grave al cumplimiento de sus obligaciones la inobservancia, por parte de los jueces, de los lapsos establecidos en (la) ley para conocer y decidir sobre las solicitudes de amparo”. En otros casos, como el del Ecuador, si la autoridad competente no da trámite al recurso, será civil y penalmente responsable, de conformidad con la ley (Art. 93º de la Constitución).

g. La Responsabilidad del Agresor:
La esencia del Habeas Corpus es la protección de la libertad personal. No tiene como objetivo identificar a la autoridad o particular que ordenó o ejecutó la medida restrictiva de este derecho fundamental ni determinar su responsabilidad, ya sea de índole administrativo, civil o penal. Sin embargo, si durante el desarrollo del proceso se constata que existió una afectación a la libertad personal, diversos ordenamientos establecen la necesidad de que tal situación sea puesta en conocimiento de las autoridades competentes a fin de que sean adoptadas las medidas necesarias para investigar y establecer la responsabilidad que corresponda, lo cual no perjudica la ejecución de las medidas que se dispongan en el proceso de Habeas Corpus para garantizar la libertad de la persona privada arbitrariamente de ella.

Así por ejemplo, el Art. 436º del Código de Procedimiento Penal de Colombia establece que “reconocido el hábeas corpus, el juez compulsará copias para que el funcionario competente inicie las investigaciones a que haya lugar”.

Por su parte, la legislación del Perú sobre la materia señala: “Cuando exista causa probable de la comisión de un delito, el Juez, en la sentencia que declara fundada la demanda en los procesos tratados en el presente título, dispondrían la remisión de los actuados al Fiscal Penal que corresponda para los fines pertinentes […]. Tratándose de alguna autoridad o funcionario público, además de la pena que corresponda, se le impondrá la de destitución en el cargo y no podrá ejercer función pública hasta pasados dos años de cumplida la condena principal. Se condenará asimismo al responsable al pago de las costas del juicio y a una indemnización por el daño causado”. Precisa además esta disposición que “El haber procedido por orden superior no libera al ejecutor de los hechos de la responsabilidad y de la pena a que haya lugar” (Ley 28 237: Art. 8º). En algunas oportunidades puede ocurrir que durante la tramitación del Habeas Corpus cesen los actos que restringen de forma arbitraria la libertad personal, por lo que carecería de sentido pronunciarse sobre el fondo del asunto. Pero si durante el desarrollo del proceso se pudo constatar que efectivamente se produjo una privación arbitraria de la libertad, debe ponerse este hecho en conocimiento de las autoridades competentes, a fin de que se evalúe el grado de responsabilidad y las sanciones a aplicar por dicha conducta. 

En algunos países, esta situación ha sido prevista a nivel normativo. Así por ejemplo, el Código de Procedimiento Penal de Chile (Art. 313º) señala que cuando se “comprobare que el arresto, detención o prisión arbitraria o la irregularidad que dio lugar al recurso existió al momento de su interposición, pero que con posterioridad fue puesto en libertad el detenido o preso o se subsanaron los defectos reclamados, (la autoridad competente) acogerá el amparo para los efectos de declarar la existencia de la infracción y hacer uso de sus facultades disciplinarias, o de las medidas (previstas en los Artículos 311º y 313º del Código Penal)”.

4.2. Las Instancias de Resolución del Procesos de Habeas Corpus: 
Esta sección tiene como objetivo realizar un análisis comparado sobre las opciones asumidas en los países de la región respecto a las instancias competentes para conocer y resolver el proceso de Habeas Corpus.

a. La Primera Instancia:

La mayoría de los países de la región andina señalan que corresponde a los órganos jurisdiccionales del Estado el conocimiento y resolución de los procesos de Habeas Corpus en primera instancia. La excepción al respecto ocurre en el Ecuador, en donde su texto constitucional otorga a las autoridades municipales esta competencia. Por tal razón, para el siguiente análisis se plantea la siguiente división entre instancias jurisdiccionales e instancias no jurisdiccionales.

a.1. Las Instancias Jurisdiccionales:

Por lo general, los órganos jurisdiccionales especializados en materia penal son los encargados de conocer y resolver en primera instancia los procesos de Habeas Corpus. En algunos países, esta potestad es compartida con órganos de otras  especialidades.

a.1.1. Proceso de Habeas Corpus Resuelto de Forma Exclusiva por Órganos Especializados en Materia Penal:

Colombia y Venezuela son los países de la región en los cuales el Habeas Corpus es conocido de forma exclusiva por autoridades jurisdiccionales especializadas en materia penal.

En Colombia, el Art. 30º de la Constitución señala que “quien estuviere privado de su libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial […] el Habeas Corpus” (subrayado nuestro). Por su parte, las normas de desarrollo legal de esta institución previstas en el Código de Procedimiento Penal precisan que la respectiva solicitud “se puede presentar ante cualquier funcionario judicial pero el trámite corresponde exclusivamente al juez penal. (Art. 431º Inc. 1º - subrayado nuestro).

Contra esta última norma se presentó una demanda de inconstitucionalidad. En su sentencia, la Corte Constitucional de Colombia declaró conforme a la Constitución la opción asumida por el legislador. En sus argumentos señaló que la misma satisface las exigencias del Habeas Corpus, ya que facilita el acceso a la justicia, en tanto la solicitud respectiva puede presentarse ante cualquier autoridad judicial, y establece una judicatura especializada para decidir sobre la libertad individual, la cual corresponde al Juez Penal(406). 

De otro lado, esta referencia al “Juez Penal” encargado de resolver el proceso de Habeas Corpus en primera instancia, prevista en el mencionado Art. 430º Inc. 1º del Código de Procedimiento Penal, ha sido objeto de una serie de interpretaciones, a efectos de dilucidar si ella comprende únicamente a los órganos jurisdiccionales unipersonales o si también incluye a los órganos colegiados, como los Tribunales Superiores y la Corte Suprema de Justicia (Sala Penal).

El Proceso de Habeas Corpus en Colombia tiene una presencia discreta en los despachos judiciales, situación extraña si se toma en consideración la delicada situación política por la que atraviesa este país, en donde la libertad personal es con frecuencia uno de los derechos fundamentales más afectados. Si bien un estudio de Indicadores Judiciales efectuado por la Comisión Andina de Juristas sobre un número representativo de expedientes de Habeas Corpus presentados en la ciudad de Bogotá  en 1999, permitió constatar que las autoridades competentes no exceden el plazo máximo establecido constitucionalmente para la resolución de este proceso (36 horas), es importante señalar que en todos los expedientes revisados la demanda respectiva fue declarada improcedente.

Venezuela es el otro país de la región que establece como competencia exclusiva de los órganos jurisdiccionales especializados en lo penal el conocimiento y resolución del proceso de Habeas Corpus. En este sentido, la legislación sobre esta garantía constitucional (Art. 40º) señala que los “Juzgados de Primera Instancia en lo Penal son competentes para conocer y decidir sobre el amparo de la libertad y seguridad personales”, ya sea que éste tenga jurisdicción “en el lugar donde se hubiese ejecutado el acto causante de la solicitud o donde se encontrare la persona agraviada”. (Art. 39º). En estos casos, estamos ante la presencia de un órgano jurisdiccional unipersonal.

a.1.2. Proceso de Habeas Corpus resuelto por Órganos Especializados en lo Penal y por Órganos de otras Especialidades:

A diferencia de Colombia y Venezuela, en los demás países de la región el proceso de Habeas Corpus puede ser conocido a nivel de primera instancia tanto por órganos jurisdiccionales de carácter penal como por órganos de otras especialidades. Así  ocurre en Bolivia, Chile y Perú, con las particularidades que presenta cada uno de sus sistemas judiciales. 

En Bolivia, el Art. 18-Iº de la Constitución establece que el Habeas Corpus puede ser presentado, a elección del demandante, “ante la Corte Superior del Distrito o ante cualquier Juez de Partido (...) En los lugares donde no hubiere Juez de Partido la demanda podrá interponerse ante un Juez Instructor”.

De conformidad con la estructura judicial de Bolivia, prevista en la Ley de Organización Judicial, las Cortes Superiores de Distrito “se dividen en salas denominadas: civil, penal y sala social, de minería y administrativa” (Art. 93º). Por su parte, los jueces de partido pueden serlo en las siguientes materias: civil – comercial, penal, de sustancias controladas, de familia, del menor, de trabajo y seguridad social, de minería y administrativa (Art. 128º), mientras que los jueces de instrucción pueden tener competencia en materia civil – comercial, penal y de familia (Art. 172º).

Como se aprecia, la opción asumida en Bolivia resulta interesante pues presenta al ciudadano una amplia gama de posibilidades para obtener una protección oportuna a su libertad personal, a través de órganos de diferente especialidad, tanto colegiados  como unipersonales.

En Chile, las normas de desarrollo legal del recurso de amparo (Habeas Corpus) establecen que este proceso será conocido en primera instancia por las Cortes de Apelaciones. De acuerdo a la estructura judicial de este país, estos órganos no cuentan con una especialidad determinada, pues la competencia que les ha sido asignada es amplia, pudiendo conocer casos de diferente tipo, sea civil, penal, laboral, etc.

En cuanto a la labor de estas instituciones, algunos analistas sostienen que una de las razones por las cuales el desarrollo del proceso de Habeas Corpus en Chile ha encontrado algunas dificultades, obedece a que la competencia para conocer este proceso en primera instancia corresponde a un órgano jurisdiccional colegiado. 

Sobre este tema, es interesante comparar la opción asumida en Bolivia y en Chile con los argumentos presentados en el caso de Colombia para desestimar la opción de que el Habeas Corpus sea conocido en primera instancia por órganos colegiados. En todo caso, respecto a Bolivia el asunto no es tan grave pues el demandante puede optar por acudir a un órgano unipersonal, situación negada en el caso de Chile, en donde directamente se debe acudir a una instancia integrada por más de un magistrado. En este último caso, la reforma legislativa es una opción que merece atención.

a.2. Las Instancias No Jurisdiccionales:

Este es el caso excepcional del Ecuador, país en el cual el conocimiento del Proceso de Habeas Corpus recae en una autoridad que no es jurisdiccional. Se trata del Alcalde. Al respecto, el Texto Constitucional (Art. 93º) señala: 

“Toda persona que crea estar ilegalmente privada de su libertad, podrá acogerse al Habeas Corpus. Ejercerá este derecho […] ante el alcalde bajo cuya jurisdicción se encuentre, o ante quien haga sus veces”. 

La competencia de las autoridades municipales en relación al Habeas Corpus forma parte de la tradición jurídica del Ecuador, pues ha sido establecida en normas constitucionales y legales desde la primera mitad del siglo XX, como una respuesta a la falta de acción judicial para resolver la situación de las personas afectadas por una privación arbitraria de libertad. Sobre esta opción, el Tribunal Constitucional del Ecuador ha señalado:

“Se debe tener presente que cuando constitucionalmente se encargó esta función a las Alcaldías y Presidencias de Concejos Cantonales, se hizo con un nuevo criterio de justicia y democracia, según el cual los mencionados funcionarios elegidos mediante voto popular representan en mejor y más auténtica forma a la colectividad y conocen mejor a sus integrantes, y por ello, con un criterio de sana crítica y equidad, sin mayores formalismos puedan resolver con mayor certeza y eficacia si la persona acusada tiene o no derecho a obtener libertad ambulatoria. […] 

El Alcalde o quien haga sus veces para conocer y resolver el Hábeas Corpus se convierte en juez especial, no perteneciente a la función judicial, con jurisdicción y competencia eventuales, es decir no es juez de pleno derecho, ni  para ello necesitan ser abogados”.
La Constitución del Ecuador ha establecido los aspectos centrales del trámite a seguir ante la autoridad municipal. En este sentido, en el Art. 93º precisa:

“La autoridad municipal, en el plazo de veinticuatro horas contadas a partir de la recepción de la solicitud, ordenará que el recurrente sea conducido inmediatamente a su presencia, y se exhiba la orden de privación de libertad. Su mandato será obedecido sin observación ni excusa, por los encargados del centro de rehabilitación o del lugar de detención.

El alcalde dictará su resolución dentro de las veinticuatro horas siguientes”.

En cuanto al sentido de la decisión que adopte el alcalde, el mismo dispositivo constitucional señala que éste:

“Dispondrá la inmediata libertad del reclamante si el detenido no fuere presentado, si no se exhibiere la orden, si ésta no cumpliere los requisitos legales, si se hubiere incurrido en vicios de procedimiento en la detención o, si se hubiere justificado el fundamento del recurso”.

Sobre el comportamiento de los alcaldes al momento de resolver los Habeas Corpus, el Tribunal Constitucional del Ecuador ha señalado lo siguiente:

“En la mayoría de los casos los alcaldes se limitan a constatar si el detenido está a órdenes de un juez y si éste ha dictado, aunque sea ilegal y extemporáneamente, orden de detención preventiva y en base únicamente de ello, después de la audiencia, niegan el recurso de hábeas corpus, lo que en el fondo implica desconocimiento del derecho a la libertad personal, como importante garantía constitucional. Es obligación del Alcalde y sus asesores constatar si la detención en lo sustantivo, es legal o ilegal, para lo cual debe analizar si efectivamente se han cumplido (las normas constitucionales y legales sobre la privación de la libertad)”.

Con todas las características mencionadas, el Habeas Corpus es un proceso al cual se acude con frecuencia en el Ecuador. Sobre el tipo de decisiones adoptadas por las autoridades municipales, es ilustrativo mencionar que de los procesos de Habeas Corpus iniciados por la Defensoría del Pueblo de este país durante su primer año de funcionamiento (841), el 57% obtuvo respuesta favorable.

b. La Segunda Instancia:

Los países de la región andina no cuentan con una legislación uniforme en cuanto a los órganos competentes para conocer el Proceso de Habeas Corpus en segunda instancia.

En Bolivia, una vez resuelto el Proceso de Habeas Corpus en primera instancia, el expediente sube obligatoriamente en revisión al Tribunal Constitucional, el cual aprueba o desaprueba la decisión adoptada. La revisión ante el Tribunal no suspende la ejecución del fallo.

En Chile, la segunda instancia en los Procesos de Habeas Corpus corresponde a la Corte Suprema, siempre y cuando se presente el recurso de impugnación correspondiente. La apelación respectiva sólo será en efecto devolutiva cuando la sentencia de primera instancia haya sido favorable al demandante.

En Colombia, la legislación sobre la materia señala que si se demuestra la violación de las garantías constitucionales, el juez debe ordenar la libertad inmediata de la persona capturada, mediante una resolución (a la cual se le denomina auto interlocutorio) contra la cual no procede recurso alguno. Esto significa que en el ordenamiento jurídico colombiano no existe la posibilidad de impugnar la resolución judicial que declare procedente el Habeas Corpus. Sin embargo, la legislación no precisa qué ocurre cuando la pretensión es denegada. En estos casos, la doctrina se ha orientado a señalar que deben aplicarse los principios generales previstos en el ordenamiento procesal penal sobre impugnación de resoluciones judiciales, en especial los previstos para los denominados autos interlocutorios, consagrados en los Arts. 16º y 202º del Código respectivo. De acuerdo a estas disposiciones, son apelables todas las providencias interlocutorias, salvo las excepciones taxativamente enunciadas en la Ley. Como la decisión que deniega el Habeas Corpus se produce a través de un auto interlocutorio que no se encuentra enmarcado dentro de las excepciones a la doble instancia, debe entenderse por consiguiente que aquella sí es apelable a través de los recursos pertinentes. Esta interpretación ha sido avalada por la Corte Constitucional de Colombia, en su Sentencia C-496/94, del 3 de Noviembre de 1 994.

En el Ecuador, sólo las resoluciones que deniegan la pretensión de Habeas Corpus en primera instancia son elevadas al Tribunal Constitucional. Para tal efecto se requiere presentar el recurso de revisión respectivo. En este país, tampoco existe la posibilidad de cuestionar una decisión de primera instancia que declare procedente el Habeas Corpus.

En el Perú, las Cortes Superiores de Justicia actúan como segunda instancia en materia de Habeas Corpus, siempre que se presente el respectivo recurso impugnativo contra la decisión de primera instancia. Si la resolución judicial de las Cortes Superiores resulta favorable al demandante, el Proceso de Habeas Corpus culmina y no cabe la posibilidad de interponer recurso alguno contra esta decisión. 

Finalmente, en Venezuela, el Art. 40º de la ley sobre la materia señala que los Tribunales Superiores “conocerán en consulta” las sentencias de Habeas Corpus dictadas en primera instancia. Por su parte, el Art. 43º precisa que la consulta  respectiva no impedirá la ejecución inmediata de la sentencia emitida. De conformidad con las normas sobre organización judicial en materia penal, los Tribunales Superiores a los que hace referencia el citado Art. 40º son las Cortes de Apelaciones en lo Penal.

c. La Intervención de las Cortes Supremas:

En la región andina, la intervención de las Cortes Supremas en los procesos de Habeas Corpus se encuentra establecida en Chile y Venezuela. En el caso de Colombia, como ya se mencionó, existen diferentes interpretaciones sobre la competencia del máximo Tribunal del Poder Judicial respecto a esta materia.

En Chile, la competencia de la Corte Suprema en relación al Habeas corpus está prevista el Art. 316º del Código de Procedimiento Penal, el cual establece que la resolución de primera instancia emitida por las Cortes de Apelaciones “será apelable para ante la Corte Suprema, pero sólo en el efecto devolutivo cuando sea favorable al recurrente de amparo”.

En Venezuela, las normas constitucionales establecen como una de las competencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia la revisión de las sentencias de amparo constitucional (Art. 336º Inc. 10). Al respecto, la Sala Constitucional ha señalado que esta facultad de revisión “puede ser ejercida, con relación a las decisiones de amparo dictadas por los tribunales que hayan conocido en consulta o apelación de las decisiones dictadas por sus inferiores jerárquicos”. (Subrayado nuestro). En este sentido, en tanto las sentencias de los tribunales superiores son decisiones emitidas en consulta respecto a las resoluciones de los órganos que conocieron en primera instancia las solicitudes de hábeas corpus, su revisión revestiría un carácter facultativo para la Sala Constitucional del máximo órgano de justicia de este país.

d. La Intervención de los Tribunales Constitucionales:

La intervención de los Tribunales o Cortes Constitucionales en los procesos de Habeas Corpus a nivel de la región puede ser apreciada en el Cuadro Nº 2:

Cuadro Nº 2

	Bolivia
	Revisa todas las resoluciones de Habeas Corpus adoptadas por el Poder Judicial.

	Chile
	No interviene en el proceso de Habeas Corpus.

	Colombia
	No interviene en el proceso de Habeas Corpus.

	Ecuador
	Revisa las resoluciones adoptadas por el Poder Judicial que denieguen el Habeas Corpus y contra las cuales se presente el respectivo recurso de impugnación.

	Perú


	Revisa las resoluciones adoptadas por el Poder Judicial que denieguen el Habeas Corpus y contra las cuales se presente el respectivo recurso de impugnación.

	Venezuela
	No cuenta con un Tribunal Constitucional, pero al interior del Tribunal Supremo existe una Sala Constitucional con competencia para conocer en revisión estos procesos.


Como se aprecia, no todos los países que cuentan con un Tribunal Constitucional han previsto la participación de esta institución en el desarrollo del Proceso de Habeas Corpus. Esto sucede en Chile y Colombia. En el caso de Chile, el hecho que la Corte Suprema de  Justicia tenga competencia en torno a este proceso, deja abierta la posibilidad de contar con una jurisprudencia uniforme de alcance nacional sobre sus características y su ámbito de aplicación. Situación contraria ocurre en Colombia, en  donde no existe posibilidad de contar con una  instancia que uniformice los criterios de interpretación sobre el Habeas Corpus, pues no se ha previsto la presencia de un órgano con jurisdicción a nivel nacional que tenga competencia en relación a este proceso. 

En los países de la región que han previsto la intervención del Tribunal Constitucional en el desarrollo del Proceso de Habeas Corpus, esta institución revisa todas o sólo algunas de las resoluciones emitidas por el Poder Judicial según la opción asumida.

d.1. Intervención del Tribunal Constitucional como última instancia en todos los Procesos de Habeas Corpus:

Este es el caso de Bolivia, en donde el Tribunal Constitucional recibe para su revisión todas las resoluciones sobre hábeas corpus expedidas por el Poder Judicial, hayan sido estimadas o denegadas. Así lo establece el Art. 120º Inc. 7 de la Constitución. Como desarrollo de esta disposición, la Ley del Tribunal Constitucional (Ley Nº 1 836) señala:

“Artículo 93.- Revisión de Sentencia: 

La sentencia pronunciada en el recurso (de hábeas corpus) se elevará de oficio en revisión, ante el Tribunal Constitucional en el plazo de veinticuatro horas, sin que por tal motivo se suspenda la ejecución inmediata del fallo, bajo responsabilidad. El procedimiento de revisión de la sentencia ante el Tribunal Constitucional se sujetará a lo dispuesto en el Capítulo II, Título Tercero de la presente Ley”.

Anteriormente, esta revisión correspondía a la Corte Suprema de Justicia, institución que fue muy criticada por la excesiva demora en que incurría. Esta fue una de las razones por las cuales las reformas constitucionales de 1 994 eliminaron su competencia en torno a esta materia, entregándola al Tribunal Constitucional, que en su primer año de actividades ha cumplido adecuadamente con la función que le ha sido asignada. 

En   este   sentido,   desde   el inicio de sus funciones, 1 de junio de 1 999, hasta el 30 de abril del 2 000, el Tribunal Constitucional emitió pronunciamiento sobre el 87% de los Habeas Corpus que en ese mismo lapso fueron elevados para su revisión.

Los Habeas Corpus representan un importante porcentaje de los casos que son puestos a conocimiento del Tribunal Constitucional de Bolivia. Así por ejemplo, en el período antes mencionado, los Habeas Corpus representaron el 47.42% (518 casos). 

Un examen de los primeros siete meses de funcionamiento del Tribunal Constitucional de Bolivia (junio-diciembre de 1 999) nos permite apreciar interesantes estadísticas sobre la relación entre el sentido de las resoluciones del Tribunal y el de las decisiones que revisa del Poder Judicial13. Tales cifras demuestran que: 

· El Tribunal aprobó el 73% de las decisiones judiciales (confirmó la improcedencia en un 60% de casos y la procedencia en un 40%) 

· El Tribunal revocó el 25% de las decisiones judiciales (declaró procedente el 81% e improcedente el 19%)

· El Tribunal declaró nulas el 2% de las decisiones judiciales

d.2. Intervención del Tribunal Constitucional como última instancia en algunos Procesos de Habeas Corpus:

Esta situación se presenta en el Ecuador y el Perú, países en los cuales se han establecido requisitos similares para que sus respectivos Tribunales Constitucionales puedan intervenir en los Procesos de Habeas Corpus como última instancia.

En el Ecuador, el Art. 276º Inc. 3 de la Constitución señala que corresponde al Tribunal Constitucional “conocer las resoluciones que denieguen el Habeas Corpus […]”. Pero el Tribunal Constitucional no conoce todas las resoluciones denegatorias, sino sólo aquellas, contra las cuales se ha presentado el respectivo recurso de apelación (Ley de Control Constitucional, Art. 3º).

La revisión de los Procesos de Habeas Corpus, representa un discreto porcentaje de los casos que son puestos a conocimiento del Tribunal Constitucional. Así por ejemplo, en 1999, los hábeas corpus representaron el 5.9% (56 casos).

La revisión de las resoluciones de Habeas Corpus, se realiza a través de Salas integradas por tres magistrados. En el caso de que en una de ellas se adopte una decisión con un voto salvado, la resolución deberá, obligatoriamente, consultarse al Pleno para que la confirme o revoque (Ley de Control Constitucional – Art. 62º). Esto último es algo frecuente como se aprecia en las siguientes cifras:

· Total de Habeas Corpus resueltos por el Tribunal Constitucional en 1999: 56.

· Total de Habeas Corpus resueltos por el Pleno: 9

· Total de Habeas Corpus resueltos por Salas: 47

En el Perú, el Art. 202º Inc. 2 de la Constitución señala que el Tribunal Constitucional tiene competencia para “conocer, en última y definitiva instancia, las resoluciones denegatorias de hábeas corpus […]”. Pero el Tribunal tampoco conoce todas las resoluciones denegatorias, sino sólo aquellas, contra las cuales se ha presentado el denominado “Recurso de Agravio Constitucional” (Código Procesal Constitucional, Art. 19º).

Las estadísticas del Tribunal Constitucional Peruano nos permiten apreciar el siguiente panorama en relación al número de Habeas Corpus ingresados a esta institución para su respectiva revisión, tal como lo veremos en el Cuadro Nº 3:

Cuadro Nº 3

	
	1996*
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005**
	TOTAL

	Total de Habeas Corpus ingresados al Tribunal Constitucional a partir de su instalación
	155
	157
	123
	170
	188
	225
	537
	666
	506
	970
	3697

	Total de casos ingresados al Tribunal Constitucional a partir de su instalación.
	1228
	1555
	1243
	1371
	1439
	1585
	3094
	3822
	5103
	10814
	31254

	Porcentaje de procesos de

Habeas Corpus en relación al total de casos ingresados al Tribunal Constitucional.
	12.62%
	10.09%
	9.89%
	13.39%
	13.06%
	14.19%
	17.35%
	17.42%
	9.91%
	8.96%
	11.82%


Fuente: Tribunal Constitucional del Perú. Elaboración: Comisión Andina de Juristas.

*   Desde el 24 de Junio de 1 996
** Al 31 de Diciembre del 2 005
5. Configuración Extensiva en la Comparativa de América y Europa: 
5.1. El Hábeas Corpus en el Ecuador:
El Dr. Jaime POZO CHAMORRO(407) hace una extensiva acepción en lo que respecta al Habeas Corpus en el Ecuador y expresa que: «Aunque con seguridad ya se habrá escrito mucho sobre el Habeas Corpus en el Ecuador, me parece indispensable volver a insistir sobre el tema, ya que se precisó que los ciudadanos en general tengan conocimiento de una garantía constitucional que, pese a tener una larga vigencia en el ordenamiento jurídico, hasta hoy no es bien utilizada por quienes acuden a ella, en defensa de su libertad, pues, de los recursos que por apelación llegan a conocimiento del Tribunal Constitucional, menos de un 10% son resueltos a favor de los recurrentes, lo que quiere decir, que la gran mayoría de acciones en este sentido son rechazadas por plantearse al margen de la Normativa Constitucional, no obstante la informalidad que caracteriza al mismo».

En el Ecuador, el Habeas Corpus se halla en la cima del ordenamiento jurídico, al ser consagrado como garantía en el Art. 93 de la Constitución Política de la República. Junto a la norma constitucional, existen varias normas de menor jerarquía que lo reglamentan y le dan viabilidad, así: Ley de Régimen Municipal, Ley de Control Constitucional, Reglamento de Trámites de Expedientes en el Tribunal Constitucional y Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo. A continuación abordaremos de manera ligera las características de esta garantía en la legislación ecuatoriana. 

a. Características del Hábeas Corpus:
El Art. 93 del Código Político establece que 

«Toda persona que crea estar ilegalmente privada de su libertad, podrá acogerse al Habeas Corpus. Ejercerá este derecho por sí o por interpuesta persona, sin necesidad de mandato escrito, ante el alcalde bajo cuya jurisdicción se encuentre, o ante quien haga sus veces. La autoridad municipal, en el plazo de veinticuatro horas contadas a partir de la recepción de la solicitud, ordenará que el recurrente sea conducido inmediatamente a su presencia y se exhiba la orden de privación de libertad. Su mandato será obedecido sin observación ni excusa, por los encargados del centro de rehabilitación o del lugar de detención.- El alcalde dictará su resolución dentro de las veinticuatro horas siguientes. Dispondrá la inmediata libertad del reclamante si el detenido no fuere presentado, si no se exhibiere la orden, si esta no cumpliere con los requisitos legales, si hubiere incurrido en vicios de procedimiento en la detención, o si hubiere justificado el fundamento del recurso». 

El Art. 96 de igual manera, señala que habrá un Defensor de Pueblo, con jurisdicción nacional, para promover o patrocinar el hábeas corpus de las personas que lo requieran. Las disposiciones citadas contienen en sí los caracteres del Habeas Corpus.

b. Legitimación Activa:
La Legitimación Activa para interponer el recurso de Habeas Corpus corresponde:

b.1. Toda persona que se crea privada ilegalmente de su libertad, por sí misma, sin necesidad de patrocinio de abogado; por interpuesta persona, aún sin necesidad de poder escrito;

b.2. Al defensor del pueblo, sus adjuntos y comisionados, en los casos que se los requiera. 

La inexistencia del requisito de legitimación es el resultado de aplicar el principio de informalidad del Habeas Corpus, caracterizado además por ser un recurso urgente, sumario y sencillo.

c. El Recurso se Interpone ante una Autoridad No Judicial:
En efecto, quien conoce del Habeas Corpus es el Alcalde o quien haga sus veces, en primera instancia y, el Tribunal Constitucional en segunda instancia. Respecto del tema, la Primera Sala del Tribunal Constitucional, recogiendo el espíritu que animó al legislador para conceder esta facultad a los alcaldes señala que: "Se debe tener presente que cuando constitucionalmente se encargó esta función a las Alcaldías y Presidencias de Concejos Cantonales, se hizo con un nuevo criterio de justicia y democracia, según el cual los mencionados funcionarios elegido mediante voto popular representan en mejor y más auténtica forma a la colectividad y conocen mejor a sus integrantes, y por ello, con un criterio de sana crítica y equidad, sin mayores formalismos puedan resolver con mayor certeza y eficacia si la persona acusada tiene o no derecho a obtener libertad ambulatoria. El Alcalde o quien haga sus veces para conocer y resolver el Habeas Corpus se convierte en un juez especial, no perteneciente a la función judicial, con jurisdicción y competencia eventuales, es decir no es juez de pleno derecho, ni para ello necesitan ser abogados". 

d. Trámite Sencillo y Sumario:
Como quedó dicho, el Habeas Corpus se caracteriza por su sencillez y rapidez, pues, no solo que no es exigible ningún formalismo en cuanto a la legitimación, sino que tampoco se requiere cumplir ninguna formalidad en cuanto al contenido de la petición, tanto que, ni la Constitución, ni la Ley del Control Constitucional, ni la Ley de Régimen Municipal, exigen requisitos para la presentación del recurso. Además, no es necesario el patrocinio de un abogado, a quien se acude por simple desconocimiento de las disposiciones legales.

e. De la Formalidad del Recurso:
La misma disposición constitucional contenida en el Art. 93 y concordante con ella el Art. 31 de la Ley de Control Constitucional, establece que el Habeas Corpus procede en los siguientes casos:

e.1. Cuando no ha sido presentado el detenido;

e.2. Cuando no se exhibiere la orden de privación de libertad;

e.3. Cuando ésta no cumpla con los requisitos legales;

e.4. Cuando se haya incurrido en vicios de procedimiento en la detención y,

e.5. Cuando se haya justificado el fundamento del recurso. Nótese que este último caso en el que procede el Recurso de Habeas Corpus es muy general e indeterminado, por lo que puede presentarse a una serie de interpretaciones.

De hecho, en la Legislación Ecuatoriana coexisten el Recurso de Habeas Corpus y el "amparo de libertad" para tutelar el derecho fundamental de la libertad.

Este ultimo solo es procedente ante el abuso del poder o la violación de los preceptos legales, pero la frase a la que nos hemos referido, como se dijo, resulta indeterminada e imprecisa por lo que podría pensarse que pueden ser también otras razones distintas a las meramente formales las que harían procedente el recurso constitucional, a parte de crear dudas sobre cuál de las dos garantías antes mencionadas es el procedente.

El problema es mayor si se considera en el caso "haberse justificado el fundamento del recurso", pues, podría entenderse que el alcalde está resolviendo sobre el fondo del asunto, lo cual es inaplicable, dado que no tiene competencia para ello. Bien dice el doctor Ricardo VCA ANDRADE que: "un Alcalde debe tener toda la integridad moral que el caso requiere para resistir a las tentaciones que ponen a su vista abogados inescrupulosos para conseguir que se desvirtúe la naturaleza del recurso que no es otra cosa que la de evitar procedimientos equivocados. El recurso es netamente formal, y por ello tan solo le permite al Alcalde o Presidente del Concejo analizar las formalidades de la privación de la libertad sin entrar a analizar el fondo, es decir las causas o motivos que hubiere tenido el juez para arriar a tan grave resolución. De ahí que la defectuosa redacción de la norma constitucional ("o en fin, si se hubiere justificado el fundamento del recurso") en la última de las causas, siendo tan vaga y general, han servido de pretexto para que no uno sino varios Alcaldes del país se consideren con suficiente respaldo legal para entrar a revisar actuaciones netamente judiciales; y, considerando que "se ha justificado" el recurso de Habeas Corpus, revocar órdenes de prisión legal y fundamentalmente expedidas. Al respecto, nuestro criterio es el de que se hace necesaria una revisión de esta última causa, precisando debidamente su contenido para que los Alcaldes no rebasen de sus atribuciones".
5.2. El Habeas Corpus en Colombia: 

En Colombia la primera consagración del Habeas Corpus se encuentra en la Constitución Política del Estado de la Nueva Granada de 1 832, en cuyo Título X: Disposiciones Generales, artículo 186 se dispuso que:

“..Dentro de doce horas, a lo más, de verificada la prisión o arresto de alguna persona, expedirá el juez una orden firmada en que se expresen los motivos del arresto o prisión si debe o no estar o continuar incomunicado el preso, y se le dará copia de ella. El juez que faltare a esta disposición, y el carcelero que no reclamare la orden, pasadas las doce horas, serán castigados como reos de detención arbitraria. Ni uno ni otro podrán usar de más apremios o prisiones que los necesarios para la seguridad del preso o arrestado.”

La actual Constitución colombiana es la primera en hacer del Habeas Corpus una Garantía Constitucional. La   Constitución   Política de  1 991 en el Título II: De los Derechos, las Garantías y los Deberes, Capítulo 1 De los Derechos Fundamentales, en su Art. 30º, le dio expresa categoría de derecho fundamental constitucional a la garantía del Habeas Corpus así:

.”Quien estuviere privado de la libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene derecho a invocar ante cualquier autoridad judicial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta persona, el Habeas corpus, el cual debe resolverse en el término de treinta y seis horas.”

El Art. 85º de la Carta, señala que el derecho de Habeas Corpus es de aplicación inmediata, lo que significa que no requiere de desarrollo legal ni de otro acto para efectos de su aplicación y garantía. El Art. 152º, Lit. a) de la misma, establece que la regulación de los derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección, debe hacerse mediante ley estatutaria. Así, el Habeas Corpus fue regulado por la Ley Nº 600 del 2 000, por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal en los Arts. 382º a 389º. Sin embargo, en Sentencia C-620 de 2 001, se declararon inexequibles tales disposiciones por cuanto el Habeas Corpus había sido objeto de una regulación exhaustiva, íntegra y completa por el legislador ordinario, que afectó el núcleo esencial del derecho fundamental 

De esta forma, se invocó al legislador para que expidiera una Ley Estatutaria que regulara el derecho fundamental del Habeas Corpus, los procedimientos y recursos para su protección antes del 31 de Diciembre  del 2 002, pues de no ser así, las disposiciones mencionadas desaparecerían del ordenamiento a partir de ese momento. La Sentencia C-620 de 2001 señala que uno de los miembros de la Asamblea Nacional Constituyente, expuso el doble carácter del Habeas Corpus así: 

“…Una de las garantías más importantes para tutelar la libertad, es la que disfruta toda persona que se creyere privada ilegalmente de ella para invocar ante cualquier autoridad jurisdiccional y en todo tiempo por sí o por interpuesta persona, el derecho de Habeas corpus, el cual no podrá ser suspendido ni limitado en ninguna circunstancia. La acción debe resolverse en el término de treinta y seis horas, lo cual refuerza el carácter imperativo de la norma y le otorga a los posibles perjudicados la posibilidad de recuperar de inmediato su libertad…”

Teniendo en cuenta lo anterior, se puede observar la doble naturaleza del Habeas Corpus, pues de una parte se le consagra en el Título II: De los derechos Fundamentales, otorgándole un carácter supremo e inalienable, y por otra, se le regula como un medio procesal específico encaminado a proteger la libertad física, .cuyos alcances tienen por destino el definir si la captura se realizó con fundamentos ilegales de cualquier género, que se ocupa de las detenciones practicadas sin supuestos materiales que las justifiquen, o de las que han sido dispuestas con vulneración de las garantías constitucionales preestablecidas, o por haberse excedido en el plazo  autorizado legalmente para la detención policial. (Sentencia C-010 de 1 994).

Asimismo, es de resaltar el gran valor que se le otorga a la libertad física en el ordenamiento constitucional colombiano en comparación con los demás derechos fundamentales que consagra la Carta, pues el Habeas Corpus debe resolverse en el término de treinta y seis horas, mientras que la acción de tutela tiene un plazo de diez días (Art. 86º CP). La Corte en Sentencia T-046 de 1 993, indicó que el constituyente elevó este mecanismo procesal a la naturaleza de derecho fundamental con el fin de otorgarle mayor garantía, siendo de aplicación inmediata, vinculante y de imperativa observancia por todas las autoridades públicas.

Atendiendo al carácter fundamental del Habeas Corpus, el legislador cumpliendo con el mandato constitucional expide la ley Estatutaria 1 095 del 2 006, por la cual se reglamenta el Art. 30º de la Constitución Política Colombiana.

Con la expedición de la Ley 1 095 del 2 006 se dio un paso necesario en el ordenamiento colombiano, en tanto que si bien ya estaba reglamentado el derecho fundamental de Habeas Corpus en la legislación de procedimiento penal, la Corte Constitucional derogó sus normas y ordenó al legislador expedir una ley estatutaria que fuera aprobada y sancionada conforme a los requisitos exigidos en la Carta Constitucional para tal efecto, en tanto que derecho fundamental.

De esta manera se redacta con gran fortuna un estatuto a esta acción y la denomina principalmente como una acción constitucional otorgándole el matiz de garante de los derechos fundamentales del hombre y que en su aplicación deberá perseguirse el principio pro homine, principio pilar de todo el contenido de los tratados de derecho internacional en materia de derechos humanos que ha desplazado el simple y particularista derecho de los Estados como parte de un contrato.

Se reafirma en la norma el hecho que es uno de aquellos derechos que no pueden ser suspendidos en ningún momento y bajo ninguna circunstancia por la que esté atravesando el Estado.

La norma asimismo, trae una importante claridad, que estriba sobre el punto que puede ser incoada por cualquier persona en procura de los derechos fundamentales de un tercero aún sin que medie mandato que lo autorice, esto, en consonancia con la exigencia de la aplicación del principio pro homine que lleva envuelta.

Sin embargo trae una nota que deja abiertas varias posibilidades en cuanto a los requisitos para dar trámite a la acción, como lo son el nombre de la persona por la cual se solicita la acción, el lugar de reclusión, el nombre del funcionario que ordenó la detención si se conoce, el nombre del peticionario y teléfono así como identificación y domicilio, requisitos que aunque estipula que si alguno falta pero la información suministrada es suficiente, ha de tramitarse, lleva a pensar que será cada juez el que determine cuáles son los requisitos para la presentación de la misma, situación que raya en un vacío un poco peligroso en cuanto a la protección del derecho a la igualdad y otros derechos fundamentales.

De manera seguida, consigna una institución importantísima como es la audiencia por la cual se lleva ante el juez a la persona retenida y que en caso de grave inconveniencia, seguridad u otros motivos fundados, ha de ser el Juez quien deba acercarse al lugar de reclusión, en todo caso para confirmar con la persona objeto de la acción las circunstancias en que se da la retención.

Es determinante la norma al señalar claramente como la declaratoria de amparo del Habeas Corpus constituye un mandato de excepción, pues cuando la libertad fue producto de esta acción, todas las medidas conducentes a impedir la puesta en libertad del afectado, no procederán mientras no se restituyan los derechos fundamentales.

Y como todo texto legal que ampare derechos fundamentales mediante una acción ha de tener un elemento coactivo para que los funcionarios o autoridades encargados de hacerlo cumplir, hagan posible su efectividad, la Ley Nº 1 095 en su parte final incluye la obligación del Juez que conozca de la acción y que determine la aplicación del Habeas Corpus de compulsar copias con destino a la investigación penal de la conducta de las autoridades responsables de la detención ilegal, arbitraria o que se prolongue injustificadamente para determinar su responsabilidad por haberse conculcado los derechos fundamentales de la persona amparada por la decisión.

Fue un mandato constitucional que demoró 15 años en ser cumplido, pues en 1 991, con la expedición de la Carta Constitucional que ordenó que los derechos fundamentales fueran desarrollados mediante el trámite de una ley estatutaria, estaba haciendo falta tal norma. Como se mencionó antes, las normas que quedaron en firme y que en adelante constituirán el marco de aplicación del amparo de Habeas Corpus ya hacían parte de la legislación penal, pero la Corte Constitucional las declaró en contravía de la Constitución por no haberse dado el trámite idóneo para su integración al ordenamiento interno. 

De esta forma hay quienes afirman que el ordenamiento penal fue convertido en un soldado de 2 cabezas que piensan diferente y que en definitiva van contra la armonía y la unidad de materia. 

Otra de las críticas es que la orden que le dio la Corte Constitucional al Congreso de expedir la norma estatutaria antes de culminar el año 2 002 so pena de que las normas contenidas en el Código de Procedimiento Penal desaparecerían quedando en un limbo jurídico la protección de los derechos fundamentales por este conducto, sólo se dio hasta 2 006 con la aparición de la Ley Nº 1 095 y que en definitiva no se puede negar que fue un periodo que no tuvo protección legal en el que seguramente los agravios a la libertad no brillaron por su ausencia.

5.3. El Hábeas Corpus en Bolivia:
La finalidad con la que nació el Habeas Corpus en Bolivia, se adscribe dentro de los fines que persiguió esta garantía desde sus primeras articulaciones jurídicas, hasta su configuración moderna: dotar a la persona humana de un medio de defensa breve y sumario, destinado a conservar o recuperar su libertad, cuando la misma hubiere sido indebida o arbitrariamente vulnerada, como alternativa a los procedimientos ordinarios caracterizados por la morosidad en su tramite y resolución.

Esta acción tutelar instituida en resguardo de los derechos a la libertad física y a la libertad de locomoción, no puede ser dirigida en contra de particulares, sino únicamente en contra de funcionarios y/o autoridades públicas
5.4. El Habeas Corpus en Uruguay:

La Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre en su Art. XVIII establece que: “Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos.  Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente”. 

a. Dispositivo Constitucional:

La Constitución del Uruguay de 1 967 dispone que:   

Art. 17º: En caso de prisión indebida el interesado o cualquier persona podrá interponer ante el Juez competente el recurso de habeas corpus, a fin de que la autoridad aprehensora explique y justifique de inmediato el motivo legal de la aprehensión, estándose a lo que decida el Juez indicado”. 

Art. 30º: “Todo habitante tiene derecho de petición para ante todas y cualesquier autoridades de la República”. 

b. Improcedencia en casos de Arresto por Medidas Prontas de Seguridad: 

Sobre “El sistema normativo relacionado con la protección de los derechos humanos”, se desprende que, por lo menos expresamente, las normas constitucionales arriba transcritas no han sido revocadas o suspendidas.  Sin embargo, el Gobierno sostiene la interpretación de que el recurso de Habeas Corpus no es procedente en los casos de arrestos por medidas prontas de seguridad.  

Según algunas denuncias recibidas por la Comisión, esto quita toda vigencia al recurso, porque arrestos que se efectúan sin intervención judicial son calificados a posteriori como realizados “en aplicación de las medidas prontas de seguridad”.  La Comisión encuentra fundamentos para dar crédito a esta afirmación, en el hecho de que los informes recibidos del Gobierno, sobre casos particulares de arresto, sumamente numerosos, efectivamente invocan corrientemente la aplicación de las “medidas prontas de seguridad”, en los casos en que no intervino la Justicia Militar.  

“De hecho, cuando se detiene a una persona nadie sabe si su arresto se calificará luego como de “aplicación de las medidas prontas de seguridad” y se la liberará después de un lapso imprevisible de prisión administrativa, o se dará cuenta a un Juez Militar; y lo más corriente es que la propia autoridad aprehensora tampoco sepa aún si hará en definitiva una cosa o la otra. 

La Constitución establece el recurso de Habeas Corpus; pero la interpretación admitida por las autoridades le quita toda posible efectividad. 

Cuando se trata de casos sometidos a la Justicia Militar, los Jueces Letrados de Instrucción (competentes en el recurso) consideran que la intervención de otra autoridad “jurisdiccional” asegura la garantía que la Constitución concedió, ya que la misma sólo se refiere a detenciones administrativas.  Y cuando no interviene Juez Militar – o sea en los casos atribuidos al efecto de las “medidas prontas de seguridad” – se sostiene que la vigencia de tal régimen de excepción enerva el recurso de Habeas Corpus.  Los Jueces que no comparten este punto de vista sólo han llegado a inquirir de la autoridad aprehensora, mediante oficio, la situación del detenido; pero se han conformado con las respuestas que simplemente confirman la detención y la explican con la invocación del “régimen vigente de medidas prontas de seguridad”. 

c. Alcance del Habeas Corpus: 

En lo que respecta al alcance del Habeas Corpus, parece conveniente reiterar el pensamiento de la Comisión Permanente.  En otro informe sobre la misma materia, ésta señaló lo siguiente:  

[...] ninguna forma de detención arbitraria (irregular, abusiva, contraria a derecho) está excluida del control de regularidad jurídica que supone el habeas corpus.  Y es innecesario demostrar que ese vicio de arbitrariedad tanto se puede presentar en el caso de una privación dispuesta por un modesto agente de policía, como por el Presidente de la República, o por quien haya recibido de él, en virtud de una delegación de competencia (regular o no), tan excepcional potestad. Claro es que el Juez no podrá discutir el mérito de la decisión, no podrá discutir si las exigencias del mantenimiento del orden público hacen necesario o no que el ciudadano X sea detenido preventivamente; pero podrá, en cambio, reclamar que el cuerpo del detenido sea traído a su presencia (habeas corpus), lo que le permitirá verificar si vive o no, si está físicamente íntegro o no, si presenta o no signos de malos tratos o de tortura; le permitirá saber dónde encuentra y se tiene o no quien le preste asistencia letrada; podrá decidir si la orden de detención ha provenido o no de autoridad competente y si reúne o no los requisitos formales indispensables; podrá comprobar si el detenido está en un lugar adecuado, o mezclado en una cárcel con delincuentes comunes, etc. etc.  Esa es la enorme, la trascendental significación que posee el recurso de habeas corpus en estos casos excepcionales. 

5.5. El Habeas Corpus en Cuba:

a. Aspectos Procesales:

La Constitución de la República de Cuba, aprobada mediante la celebración del referendo del 15 de febrero de 1 976; y reformada en 1 992, y recientemente en el 2 002, fija los fundamentos políticos, sociales y económicos de un Estado socialista, los principios de sus instituciones, así como reconoce un elenco de derechos, deberes y garantías de los individuos.

Sin embargo en la Constitución de Cuba se ha omitido toda referencia al Habeas Corpus como mecanismo protector de la libertad personal. Sí se consagra este derecho en su Capítulo VII, sobre “Derechos, Deberes, y Garantías Fundamentales”, al establecer en el Art. 58º que la libertad e inviolabilidad de su persona están garantizadas a todos los que residen en el territorio nacional. Nadie puede ser detenido sino en los casos, en la forma y con las garantías que prescriben las leyes. El detenido o preso es inviolable en su integridad personal. El Art. 59º hace referencia a algunos principios sobre el derecho al Debido Proceso. Por tanto la Constitución deja a las leyes correspondientes la determinación de los casos y la forma en que inevitablemente ha de privarse de libertad a una persona o limitarse, de manera provisional, esta libertad personal.

A pesar de que en la Constitución no se hace referencia expresa a esta importante garantía, se ha regulado el proceso en la Ley No. 5, de 13 de Agosto de 1 977 como uno de los procedimientos especiales regulados en libro sexto de dicha ley. Este procedimiento especial señala en su Art. 467º: 

“Toda persona que se encuentre privada de libertad fuera de los casos o sin las formalidades y garantías que prevén la Constitución y las leyes, debe ser puesta en libertad, a petición suya o de cualquier otra persona, mediante un sumarísimo proceso de Habeas Corpus ante los tribunales competentes”.

Y precisa también a continuación:

“No procede el Habeas Corpus en el caso de que la privación de libertad obedezca a sentencia o auto de prisión provisional dictado en expediente o causa por delito”.

El procedimiento de Habeas Corpus se presenta y resuelve en los respectivos tribunales provinciales cuando se trata de actos ilegales realizados por los Instructores, Fiscales, Tribunales Municipales Populares o de los agentes de la autoridad del territorio del Tribunal Provincial Popular respectivo. Pero cuando los actos ilícitos proceden de los Tribunales Provinciales el procedimiento se presenta y resuelve en las Salas correspondientes del Tribunal Supremo Popular. 

En la solicitud a que se hace referencia deben consignarse de manera precisa los siguientes particulares: 

· La persona a cuyo favor se pida el mandamiento de libertad, el lugar donde se halla privada de ella, y la autoridad o su agente, o el funcionario que la mantenga en esa situación.

· Los motivos de privación de libertad, según el leal saber y entender del peticionario.

· Que la privación de libertad no ha sido dispuesta a virtud de sentencias o de auto de prisión provisional dictado en expediente o causa por delito.

· Si el encarcelamiento o privación de libertad existe por virtud de un auto, providencia o cualquier otra disposición, se agregará a la solicitud una copia del mismo a no ser que el solicitante asegure que, por razones de la traslación de la persona encarcelada o privada de libertad con anterioridad a la solicitud, no pudo exigirse tal copia o porque ésta se exigió y fue rehusada su entrega, 

· El peticionante hará constar en qué consiste la ilegalidad que aduzca. Si el solicitante ignora alguna de las circunstancias que se señalan en este artículo, debe también consignarlo expresamente.

Una vez recibida dicha solicitud, procederá el Tribunal a darle curso, a no ser que resulte evidente que no existen fundamentos legales para sostenerla y continuar los trámites correspondientes. De acceder a dar curso a la solicitud, ordenará a la autoridad o funcionario a cuya disposición se encuentre el preso o detenido que lo presente ante el Tribunal el día y la hora que al afecto se señale, dentro del término de 72 horas. De la misma manera podrá requerir a dicha autoridad o funcionario para que informe por escrito cuándo y por qué se realizó la prisión o detención y el delito que se le impute al detenido. Si la persona a quien se le dirige tal orden informa que no lo tiene bajo custodia o sujeción, se le exhortará nuevamente para que exprese si en algún momento lo tuvo y traspasó a otra autoridad o funcionario y cuál es éste. 

Este mandamiento deberá ser cumplido inexcusablemente. La autoridad o funcionario a quien se haya dirigido presentará el preso o privado de libertad que esté bajo su custodia de conformidad con lo ordenado en el mandamiento, a menos que justifique a satisfacción del tribunal la imposibilidad de hacerlo por causa alguna insuperable. En todo caso, se deberá comprobar la certeza de la imposibilidad alegada y se adoptarán las medidas necesarias para sustanciar el proceso en el menor tiempo posible. 

Si la autoridad o funcionario a quien se haya dirigido el mandamiento se resiste a cumplirlo sin causa justa, el Tribunal lo librará a su superior jerárquico, sin perjuicio de dar cuenta al Tribunal competente para que conozca del delito en que hubiere podido incurrir. Presentado el detenido con el informe correspondiente o en el caso relacionado anteriormente, se celebrará una vista oral, en la que se practicarán las pruebas pertinentes que presenten los interesados; y una vez oídas las alegaciones de éstos, el Tribunal dictará auto fundado en el que decidirá lo que proceda.

Al respecto si el Tribunal estima que existen motivos para mantener la prisión del detenido, declarará sin lugar la solicitud. De lo contrario, se dispondrá su libertad inmediata.

Cuando el auto de Habeas Corpus es declarado con lugar no se originará recurso alguno. Mientras que contra el que lo deniegue, si proviene de un Tribunal Provincial Popular, procede recurso de apelación ante la Sala respectiva del Tribunal Supremo Popular que se tramita en la forma que establece el Art. 439º. Contra el auto dictado por una Sala del Tribunal Supremo Popular no procede recurso alguno.

La Ley de Procedimiento aclara que no puede repetirse la solicitud en relación con la misma situación que haya determinado la denegación de otra anterior, a menos que nuevos hechos hayan desvirtuado los motivos que justifican la prisión o detención de que se trate.

Cuando se ponga en libertad a la persona a virtud de Habeas Corpus, no puede privársele nuevamente de libertad por la misma causa, a menos que circunstancias posteriores así lo ameriten.

b. Deficiencias y perspectivas para el perfeccionamiento del Habeas Corpus en Cuba: 

En Cuba el Habeas Corpus presenta una realidad compleja, el mismo exhibe peculiaridades exclusivas, que lo hacen atípico si lo comparamos con otras legislaciones. La gran problemática en este sentido es que esta garantía tan importante y de tan antiquísima tradición, ha caído en el desuso. Prácticamente en nuestros tribunales no se le invoca. Ni siquiera constituye un espacio controvertible en los debates académicos, y las referencias a él son muy distantes y parcas. Incluso los especialistas en cuestiones procesales ofrecen opiniones como esta: el procedimiento de Habeas Corpus de la ley procesal penal pudiera considerarse una institución anacrónica y extemporánea, rezago olvidado de legislaciones anteriores, en las que significaba un medio de lucha contra las habituales detenciones ilegales y las desapariciones de los luchadores revolucionarios de nuestra patria. En la actualidad, cuando se han eliminado completamente por la Revolución los desmanes típicos de la sociedad burguesa que antes vivimos, cuando no existen detenciones arbitrarias, ni desapariciones de ciudadanos y se cumplen concientemente todas las formalidades para la detención de una persona, esta institución no tiene utilización práctica, carece de razón de ser, pero no obstante sobrevive como una garantía más de los derechos que proclaman nuestra Constitución, su existencia e inactividad es un monumento silencioso a la justicia en el socialismo.

En esta situación influye la primera de las problemáticas técnicas- jurídicas. La misma está referida a que el Habeas Corpus no goza de un reconocimiento constitucional.

El sistema de garantías de los derechos fundamentales en Cuba país se caracteriza por la falta de regulación expresa de los mecanismos tutelares de los derechos en la Constitución, aún y cuando el Capítulo VII se denomina Derechos, Deberes y Garantías Fundamentales, refiriéndose solamente este capítulo a las premisas o garantías de carácter material y no a los instrumentos adecuados para una pronta y eficaz tutela de los derechos ante cualquier amenaza o vulneración de los mismos. En consecuencia, la Constitución omite toda referencia expresa al Habeas Corpus. Prima el criterio que a pesar de que leyes complementarias lo hagan, es de vital importancia su consagración constitucional, primero, porque así estos principios adquieren un carácter supremo, se convierten en derechos fundamentales de la persona, y por tanto quedarían establecidos como mandatos imperativos, los cuales el legislativo o las autoridades públicas no deben desconocer. Si no se consagra un derecho de manera constitucional, se corre el riesgo que pueda ser suspendido en cualquier momento y se pueda hacer un uso arbitrario de la institución. El alcance, contenido y efectividad podría quedar en manos de quienes no deben estar facultados para ello.

Esta situación de falta de reconocimiento constitucional de la garantía a la libertad, tiene tanta trascendencia, que se puede llegar al punto de atentar o contradecir la naturaleza jurídica de este mecanismo, recordemos que más que una mera tramitación, el Habeas Corpus es un derecho, referido a la facultad que tiene la persona de reclamar ante la autoridad correspondiente por la violación inminente y actual de su libertad. Si se excluye su consagración en la Constitución se desvaloriza su función como derecho, reduciéndolo a un circuito técnico – procesal o a un simple formalismo.

Analizando en esta línea podemos percatarnos de que la ausencia de referencia al Habeas Corpus en la Carta Magna, influye en la exigua cultura jurídica de la que hablábamos. Si la Constitución de la República, por su carácter de norma suprema y su contenido social es el cuerpo jurídico que más debe conocer la población, de estar consagrada en la Ley Suprema la garantía, una buena parte de la población podría por lo menos conocer de su existencia. La Ley de Procedimiento Penal, donde se regula el Habeas Corpus, es prácticamente usada solamente por los operadores del derecho, por tanto es difícil que una persona ajena al sector jurídico pueda tener acceso a ella.

5.6. El Habeas Corpus en Panamá:

En el Ordenamiento Jurídico Panameño, tanto el Art. 23º de la Constitución Nacional como el Art. 2574º del Código Judicial señalan, en forma clara, el objeto de esta institución. Así, el Art. 23º de la Constitución Nacional expresa lo siguiente:

"Artículo 23. Todo individuo detenido fuera de los casos y la forma que prescriben esta Constitución y la Ley, será puesto en libertad a petición suya o de otra persona, mediante el recurso de Habeas Corpus."

Según este artículo, se colige que el objeto del Habeas Corpus es la reposición del Derecho de Libertad Corporal del individuo injustamente detenido.

Por otro lado, el Capítulo I, del Título II, Libro Cuarto del Código Judicial, en su Art. 2574º se manifiesta al respecto de la naturaleza y el objeto de la acción del Habeas Corpus de la siguiente forma:

"Artículo 2574. Todo individuo detenido fuera de los casos y la forma que prescriben la Constitución y la Ley, por cualquier acto que emane de las autoridades, funcionarios o corporaciones públicas del órgano o rama que fuere, tiene derecho a un mandamiento de Habeas Corpus, a fin de comparecer inmediata y públicamente ante la justicia para que lo oiga y resuelva si es fundada tal detención o prisión y para que, en caso negativo, lo ponga en libertad y restituya así las cosas al estado anterior."

Este precepto, al desarrollar el artículo constitucional del Habeas Corpus, no sólo reafirma lo establecido por éste, sino que especifica de forma más clara el objeto de la acción al momento de distinguir un detalle importante consistente en que el funcionario conocedor del Habeas Corpus está obligado a resolver sobre si es fundada la detención o la prisión y, en caso de ser negativa la orden de detención, debe poner en libertad al detenido.

Lo que se pretende con la Acción de Habeas Corpus es que la persona afectada por una detención efectuada de forma contraria a la Ley o a la misma Constitución recupere su libertad lo más pronto posible. En pocas palabras, el objeto de la acción de Habeas Corpus es la protección de la libertas corporal, lo que nos lleva a indagar sobre qué es la libertad corporal, así como también saber cuáles son los presupuestos de la Acción de Habeas Corpus.

a. Presupuestos de la Acción de Habeas Corpus: 

a.1. Privación de la Libertad: 

El Habeas Corpus requiere, en primer lugar, que se restrinja la libertad corporal de una persona, es decir, que exista un acto consumado en perjuicio de la libertad de una persona.

Cuando la Constitución, en su Art. 23º, señala: "todo individuo detenido", se refiere a la persona que verdaderamente haya sido víctima de un acto que le impida movilizarse libremente. Siendo así, el Habeas Corpus conlleva una finalidad reparadora, puesto que busca que la persona afectada recupere su derecho a la libertad y vuelva a ser libre.

El Código Judicial, en la parte final de su Art. 2574º, establece claramente que éste es el efecto principal del Habeas Corpus. Taxativamente, el mencionado artículo dispone el carácter reparador del Habeas Corpus, en pro de la libertad corporal, cuando enuncia: "...y restituya así las cosas al estado anterior".

a.2. Ilegalidad de la Detención: 

El Art. 21º de la Constitución Nacional vigente señala los casos en que una persona puede ser privada de su libertad. El tenor del referido precepto constitucional dice:

"Artículo 21. Nadie puede ser privado de su libertad, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente, expedido de acuerdo con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la Ley. Los ejecutores de dicho mandamiento están obligados a dar copia de él, al interesado si la pidiere.

El delincuente sorprendido in fraganti puede ser aprendido por cualquier persona y debe ser entregado inmediatamente a la autoridad.

Nadie puede ser detenido más de veinticuatro horas sin ser puesto a órdenes de la autoridad competente. Los servidores públicos que violen este precepto tienen como sanción la pérdida del empleo, sin el juicio de las penas que para el efecto establezca la Ley.

No hay prisión, detención o arresto por deudas u obligaciones puramente civiles."

El Código Judicial consagra otros actos atentatorios de la libertad que son considerados ilegales, en los que también procede el Habeas Corpus. Así lo dispone el Art. 2575º del Código Judicial cuando establece al respecto:

"Artículo 2575. Para los efectos del artículo anterior se consideran, además, como acto sin fundamento legal:

1. La detención de un individuo como merma de las garantías procesales previstas en el artículo 22 de la Constitución. 

2. La privación de la libertad de una persona a quien intenten juzgar más de una vez por la misma falta o delito. 

3. La detención de una persona por orden de una autoridad o funcionario carente de facultad para ello. 

4. La detención de una persona amparada por una ley de amnistía o por un decreto de indulto; y 

5. El confinamiento, la deportación y la expatriación sin causa legal." 

Estas garantías están consagradas en el Art. 22 de la Carta Magna Panameña que es del tenor siguiente:

"Artículo 22. Toda persona detenida debe ser informada inmediatamente y en forma que le sea comprensible, de las razones de su detención y de sus derechos constitucionales y legales correspondientes.

Las personas acusadas de haber cometido un delito tienen derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad en juicio público que le haya asegurado todos las garantías establecidas para su defensa. Quien sea detenido tendrá derecho desde ese momento, a la asistencia de un abogado en las diligencias policiales y judiciales.

La Ley reglamentará esta materia."

El principio de la Cosa  Juzgada posee rango constitucional debido a que el mismo está contemplado en el Art. 32º de la Constitución Política, el que se expresa de la siguiente manera:

"Artículo 32. Nadie será juzgado sino por autoridad competente y conforme a los trámites legales, ni más de una vez por la misma causa penal, policiva o disciplinaria."

b. Competencia del Habeas Corpus:

La competencia, o facultad que tiene un Tribunal para conocer de un asunto determinado, en materia de Habeas Corpus se determina utilizando dos criterios. El primero de ellos está relacionado con la autoridad responsable del acto de detención; el segundo, se relaciona con la competencia de oficio.

b.1. Competencia por la Autoridad Responsable del Acto: 

El legislador panameño se ha apegado a la calidad o el ámbito de poder del funcionario que ejecutó el acto demandado como arbitrario para así distribuir la Competencia del Habeas Corpus. La Competencia del Habeas Corpus, en este sentido, está ligada a la competencia y jurisdicción territorial de la autoridad que ejerce el funcionario que emite la orden de detención.

El Art. 2611º del Código Judicial determina el Tribunal competente para cada caso de Habeas Corpus de la siguiente forma:

"Artículo 2611. Son competentes para conocer de la demanda de Habeas Corpus:

1. El Pleno de la Corte Suprema de Justicia por actos que procedan de autoridades o funcionarios con mando y jurisdicción en toda la República o en dos o más provincias; 

2. Los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, por actos que procedan de autoridades o funcionarios con mando o jurisdicción en una provincia; 

3. Los Jueces de Circuito en el ramo de lo penal por actos que precedan de autoridad o funcionario con mando o jurisdicción en un distrito de su circunscripción; y 

4. Los Jueces Municipales para actos que procedan de autoridad o funcionario con mando o jurisdicción parcial en un distrito judicial." 
b.2. Competencia de Oficio: 

Normalmente, un Tribunal de Habeas Corpus adquiere el conocimiento de un Proceso de Habeas Corpus a petición de la parte afectada. La Acción de Habeas Corpus se dirige al Tribunal competente según la ley, y casi siempre la petición la efectúa la parte afectada o su apoderado judicial.

A pesar de ello, en nuestro ordenamiento jurídico consagra un tipo muy especial de Habeas Corpus que es el que se conoce como Habeas Corpus de Oficio. Esta medida excepcional que autoriza al Tribunal a conocer de oficio un Habeas Corpus está fundamentada legalmente por el Art. 2605º del Código Judicial. El señalado artículo expresa lo siguiente:

"Artículo 2605. Procedimiento igual podrá seguirse, cuando el juez competente para la expedición de un mandamiento de Habeas Corpus, compruebe, al visitar una cárcel o establecimiento penal, que allí se encuentran individuos detenidos o presos sin causa conocida o sin estar a órdenes de ninguna autoridad o funcionario competente."

Primeramente, cabe destacar que el único requisito que el citado artículo exige para tramitar estos Habeas Corpus de Oficio es que el Juez que inicia el proceso sea competente por razón del funcionario que mantiene la detención. El conocimiento de esta materia se mantiene en los mismos Tribunales encargados de conocer de los Habeas Corpus promovidos por los particulares.

También es necesario recordar que los Juzgadores Penales tienen el deber de efectuar visitas periódicas a los centros penitenciarios, ya que así lo establece el Art. 2538º del Código Judicial al enunciar lo siguiente:

"Artículo 2538. Todos los establecimientos penales serán visitados por los funcionarios competentes del Órgano Judicial y del Ministerio Público, cada mes. Durante el acto, el Director de la cárcel o quien haga sus veces, deberá permanecer en aquella y acudir al llamamiento del Juez, Tribunal o Agente del Ministerio Público, para informar sobre cualquier asunto de interés."

Respecto a la aplicabilidad de este tipo de Habeas Corpus, se puede apreciar que su uso práctico es poco frecuente y casi no figura en los repertorios jurisprudenciales. A pesar de ello, la norma está vigente en el ordenamiento jurídico panameño y se puede aplicar en cualquier momento.

c. Apelación del Fallo de Habeas Corpus: 

Conforme a las reglas del Derecho Procesal Ordinario de Panamá, las resoluciones judiciales son susceptibles de impugnación, la que puede ser solicitada por alguna de las partes o por ambas dentro del proceso.

En todo Estado de Derecho, el funcionario que dicte una resolución estará sujeto a que la misma sea susceptible de una posible invalidación decretada por el superior jerárquico. Debido al principio de igualdad ante la ley que rige en el ordenamiento jurídico, las partes involucradas en todo proceso poseen la facultad de impugnar la resolución dictada. Siendo así, el Habeas Corpus no escapa a estas reglas.

El Art. 2608º del Código Judicial establece que contra el fallo que dicte el Tribunal de Habeas Corpus cabe el Recurso de Apelación. El mencionado precepto legal expresa lo siguiente:

"Artículo 2608. Contra la sentencia que dicte el Tribunal de Habeas Corpus sólo cabe el recurso de apelación, en el efecto suspensivo, en el caso de que se declare procedente la detención."

La precitada norma ofrece un beneficio adicional para el perjudicado por la restricción de la libertad. En el supuesto de que se declare procedente la detención, que es la única forma en la que se puede apelar al fallo del Tribunal de Habeas Corpus, la apelación a este fallo se concede en el efecto suspensivo, es decir, que el detenido debe recuperar su libertad hasta tanto el Tribunal jerárquicamente superior resuelva el recurso interpuesto.

5.7. El Habeas Corpus en la Argentina:
a. La Constitución Nacional:

La Constitución Nacional Argentina omitió toda la referencia expresa del Habeas Corpus.

El Art. 18º establece que: “Ningún habitante de la Nación puede ser arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente”. El Art. 33º expresa que: “Las declaraciones, derechos y garantías, que enumera la Constitución, no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías, no enumerados”.

El Habeas Corpus ha sido institucionalizado por las constituciones provinciales y reglado por leyes nacionales y provinciales.

La Reforma Constitucional de 1 949 constitucionalizó el Habeas Corpus en el Art. 29º: "Todo habitante podrá interponer por sí o por intermedio de sus parientes o amigos, recurso de hábeas corpus ante la autoridad judicial competente, restricción o amenaza a la libertad de su persona. El tribunal, comprobada la violación, hará cesar la restricción o la amenaza”.

b. La Legislación Argentina:

La Ley Nº 23 098 del año 1 984, por el Art. 3º corresponde Habeas Corpus, cuando se denuncie un acto u omisión de autoridad pública, que implique la limitación o la amenaza de la libertad ambulatoria, sin orden escrita de autoridad competente; siendo igualmente, el caso de accionar por Habeas Corpus, cuando se diera la circunstancia de que se agravara ilegítimamente, la forma y condiciones en que se cumple la privación de la libertad (Art. 4º).

El Habeas Corpus en los casos de limitación de la libertad dispuesta con motivo del Estado de Sitio (Art. 23º de la Constitución Nacional) la acción podrá comprobar: la legitimidad del Estado de Sitio; la correlación entre la orden de privación de la libertad y la situación que dio origen a la declaración del estado de sitio; agravación ilegítima de las condiciones de privación de la libertad; ejercicio del derecho de opción, Art. 23 de la Constitución.

La acción de Habeas Corpus podrá ser interpuesta por el interesado, o persona que lo haga en su favor (Art. 5º). En los casos de Habeas Corpus los jueces podrán declarar la inconstitucionalidad de un precepto legal (Art. 6º). Se considerarán definitivas, las sentencias de los tribunales superiores, a efectos del Recurso Extraordinario ante la Corte Suprema de la Nación (Art. 7º).

La ley nacional de Habeas Corpus tiene vigencia en todo el territorio de la Nación, cualquiera sea el tribunal que la aplique. No obstante, la vigencia de la ley no impedirá la aplicación de las disposiciones constitucionales o legales de las provincias, cuando se considere más eficiente la protección del Habeas Corpus (Art. 1º).

La aplicación del Habeas Corpus corresponderá a los tribunales nacionales o provinciales (Art. 2º).

La denuncia de Habeas Corpus podrá ser formulada oralmente o por escrito (Art. 9º). El auto de Habeas Corpus, determinará en el plazo que el juez fije, la presentación del autor del acto lesivo, con un informe circunstanciado del motivo (Arts. 11º y 12º). La audiencia se realizará con la presencia de las partes citadas, siendo obligatoria la presencia del detenido (Arts. 13º y 14º).

El juez admitirá o rechazará las pruebas ofrecidas en la audiencia. El juez oirá a los intervinientes (Art. 15). Terminada la audiencia, el juez dictará inmediatamente la decisión (Art. 17). Contra la decisión del juez, podrá apelarse por escrito u oralmente ante la Cámara (Art. 19). Cuando se haga lugar a la denuncia, las costas del proceso serán a cargo del funcionario culpable (Art. 23).

5.8. El Habeas Corpus en los Estados Unidos de América:

El Habeas Corpus mantiene su fundamento constitucional en el Art. 1º, Sección 9, Cláusula Segunda de la Constitución de los Estados Unidos de América, en este precepto se indica que: “…el privilegio de habeas corpus solo será suspendido en caso de rebelión o invasión que afecte de tal manera la seguridad publica que obligue a realizar esta suspensión”. 

Se ha criticado al régimen estadounidense por mencionar de manera tan parca al Habeas Corpus, de hecho en todo el texto constitucional no se vuelve a mencionar algo relacionado. Algunos doctrinarios arguyen que de hecho la constitución en ningún momento otorga el Habeas Corpus sino que solo menciona su suspensión en caso de que este se utilizara; la mayoría pro el contrario considera que le hecho de mencionarlo en sentido contrario le brinda cierto grado de jerarquía puesto que se supone siempre vigente.

Conforme a su sistema legal la figura del Habeas Corpus se ha ido desarrollando conforme al tiempo y continúa una evolución. En la actualidad las cortes estadounidenses han publicado un sin numero de criterios que conforman la reglas del Habeas Corpus.

La estructura nacional de este país obliga a mantener un respeto mayor a los estados producto del federalismo, aun así se ha hecho común la intervención de las corte federales a procesos estatales. Para limitar esta alternativa a casos estrictamente necesarios la suprema corte ha impuesto dos requisitos para la intervención de la habeas federal:

· Solo se usara ante la ausencia de recursos correctivo del proceso dentro del estado o 

· Bajo circunstancias que sugieran que se protegerán ineficazmente los derechos del recurrente. 

Otra limitación es las relacionadas con violaciones a la cuarta enmienda por parte de las cortes federales, esto ocurre cuando un reo alega que se ha excluido evidencia contundente en su caso. La suprema corte a determinado que no será valida la interposición del Habeas Corpus puesto que la introducción de evidencia de manera inconstitucional no puede ser protegida por las leyes federales.

Dentro de los Estados Unidos es valida la solicitud de apelación de Habeas Corpus, esta se realizara con las reglas de una apelación civil a nivel federal, puesto que todo prisionero puede apelar una orden, decisión o juicio. El término para apelación es de 30 días.

Dentro de esta nación el Habeas Corpus se centra en materia penal pero existen ciertos casos donde se ha utilizado ante la violación de la libertad de los sujetos esto en materias civil y mercantil. 

5.9. El Habeas Corpus en Canadá:

El estado Canadiense al igual que la mayoría de los estados occidentales hace un reconocimiento a los derechos individuales de sus ciudadanos, exaltando estos y protegiéndolos a cualquier arbitrariedad. La Constitución de 1 982 presenta las garantías básicas que se manejan junto al Habeas Corpus. El Art. 6º presenta la libertad que tienen los ciudadanos de mantenerse o dejar Canadá. Complementando esta libertad de transito el Art. 10º de la Ley Suprema Canadiense muestra reglas básicas para cualquier detención realizada en ese país. Los requisitos para un arresto es informar la causa de este, informar a un abogado y utilizar el privilegio de Habeas Corpus en caso de que la detención sea ilegal. Lo anterior constituye le fundamento constitucional del Habeas Corpus, como complemento a esto el Bill of Rights canadiense muestra una prohibición de eliminar el derecho de libertad y el mencionado sobre la posibilidad de utilizar el Habeas Corpus. Esto parte de los principios de respeto a las garantías básicas promulgados en 1 960. Dentro de la legislación canadiense existe una limitación que se instituye por la ley de la suprema corte, esta en el Numeral 38 indica que este máximo tribunal no resolverá controversias sobre Habeas Corpus desechando los cargos penales o sobre la extradición de un reo aceptada mediante un convenio. Para complementar lo anterior la ley sobre las corte federales en el Capitulo b delega a estas cortes la jurisdicción original y exclusiva para oír de resolver cualquier caso de Habeas Corpus. El marco jurídico canadiense contempla el Habeas Corpus para dos casos exclusivamente la materia penal y de extradición. El código criminal federal indica que el Habeas Corpus se realizara solo a instancia de parte mediante un representante con la ratificación del afectado. En cuanto a la Ley de Extradición se limita a mencionar que le Habeas Corpus puede constituir un recurso para impedir esta, según el numeral 69 de la misma. 

5.10. El Habeas Corpus en España:
En España, como hemos señalado, se incorporó el Habeas Corpus en la Constitución de 1 978, y aquí nos extendemos en ella únicamente porque representa la introducción literal de dicha institución, así como por la vinculación que tiene este país con América Latina, sobre todo la de habla hispana.

El Habeas Corpus en España protege a la persona contra toda detención ilegal, con lo cual sigue la matriz clásica. Por su parte, se considera ilegal la detención cuando ella es realizada sin los requisitos legales mínimos o cuando el internamiento es ilegal. Se considera vulnerada la libertad individual cuando lo fuere por una autoridad o agente de la misma, funcionario público o particular, sin que concurran los supuestos legales o sin haberse cumplido las formalidades previstas y los requisitos exigidos por las leyes; las personas que estén ilícitamente internadas en cualquier establecimiento o lugar; las que lo estuvieran por plazo superior al señalado en las leyes, si transcurrido el mismo no fueran puestos en libertad o entregados al juez más próximo al lugar de detención; las privadas de libertad, a quienes no les sean respetados los derechos que la Constitución y las leyes procesales garantizan a toda persona detenida.

La introducción del Habeas Corpus es nueva en España, y ha merecido críticas diversas, pero ello en nuestra opinión no es óbice para que el instituto, como ha sucedido en casi todos los países de América Latina, adquiera contornos más claros y acordes con los tiempos, y proteja derechos colaterales a los que tutela actualmente.

En la historia jurídica española figura en el denominado Recurso de las Personas del Reino de Aragón y en las Constituciones de 1 869 y 1 876. En 1 526 el Fuero Nuevo del Señorío de Vizcaya establece el Habeas Corpus en su territorio.

El Art. 17.4 de la Constitución Española de 1 978 dice:

La ley regulará un procedimiento de "habeas corpus" para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración de la prisión provisional. 

En la actualidad el procedimiento de Habeas Corpus se encuentra regulado en el ordenamiento jurídico español por la Ley de Habeas Corpus de 24 de Mayo de 1 984, en la que se desarrolla la garantía constitucional que permite a todo aquel que se encuentre detenido o privado de libertad solicite ser puesto de inmediato a disposición judicial. Los requisitos recogidos en el Art. 1 de la mencionada ley establecen que la persona privada de libertad puede, bien por sí mismo, bien por mediación de tercero, alegar su derecho de Habeas Corpus. En sus solicitud tiene que indicar los motivos que alega para considerar que su detención es contraria a derecho. Tales motivos pueden ser:

· No cumplirse por la autoridad actuante con las garantías constitucionales a la hora de producirse la detención. 

· Haber transcurrido el plazo máximo fijado por la ley en el que el reo puede estar privado de libertad. 

· Aquel que sufra violaciones o maltratos 

· Encontrarse retenido por persona sin autoridad para ello. 

La solicitud ha de cursarse ante el Juzgado de Instrucción de guardia del lugar donde se hallare privado de libertad o bien del lugar donde se hubiera tenido última noticia de su paradero. El Juez Competente adoptará las resoluciones oportunas para conocer de inmediato del estado del privado de libertad, recabando para ello de la autoridad custodia del detenido toda la información necesaria. En el plazo de 24 horas desde que se cursó la solicitud, el privado de libertad será puesto a disposición judicial sin que quepa excusa de ningún tipo por parte de quien se encuentra a su cargo, adoptándose al efecto las medidas de traslado necesarias. Una vez examinado el solicitante de Habeas Corpus por el juez competente, dictará este resolución en el acto resolviendo sobre la legalidad o ilegalidad de la privación de libertad y ordenado en cada caso la continuación de la detención o la inmediata puesta en libertad del detenido.
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(286) N. del A.: GARCÍA BELAÚNDE, Domingo; es el autor que mayor producción le ha dedicado a la Institución del Habeas Corpus como al Amparo y nomina conceptos doctirnarios y jurídicos en algunas de sus obras como: “El Constitucionalismo Peruano y sus Problemas”. Lima 1 970. Tomo I; “El Habeas Corpus Interpretado”. Instituto de Investigaciones Jurídicas. PUCP. Lima 1 971; “La Acción de Habeas Corpus”, en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional – Ley de Habeas Corpus. Ministerio de Justicia. Edición Oficial. Lima. 1 984. De los cuales hemos podido resaltar el prodcuto jurídico de esta parte de la investigación. 


(287) En este sentido se ha pronunciado el Defensor del Pueblo, en su “Informe Defensorial Nº 009: Análisis de los Decretos Legislativos sobre Seguridad Nacional al amparo de la Ley Nº 26 950”. Lo propio el trabajo de Samuel ABAD YUPANQUI: “Garantías Constitucionales: Delimitando las Fronteras de la Justicia Militar”. Ambos en Revista de la Defensoría del Pueblo. Debate Defensorial Nº 01, setiembre 1 988.


(288) N. del A.: Las Normas citadas en el presente Capítulo – en su mayoría –, a  la fecha se encuentran derogadas por Ley Nº 28 237, que pone en vigencia el Código Procesal Constitucional. El fin de la Investigación es demostrar el significado de una legislación de este tipo (Disgregante) con su contraposición (Legislación Global) y la tutela sustanciada en la Protección del Derecho a la Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.


(289) N. del A.: Lo que normalmente se entiende cuando analizamos el contenido de las normas, es lo referente a la Estructura Piramidal y Jerárquica  de las normas, teniendo como cúspide de todas ellas a la Constitución Ahora cuando nos referimos a “Secuencia Normativa Temporal”  habremos de sustentar nuestro análisis en mérito al factor “tiempo”, y las significancias que tuvieron las mismas en el desarrollo conceptual de nuestro Derecho Tutelado: La Libertad Individual y Derechos Constitucionales Conexos.


(290) Catedrático de Derecho Constitucional de la Universidad Pontificia Católica del Perú, Nacional mayor de San Marcos, de Lima, Inca Garcilazo de la  Vega, Profesor Principal y Ex Director General de la Academia de la Magistratura (Escuela Jurídica Peruana).


(291) ZELADA BARTRA, Jaime V. Op. Cit.  pp. 79 – 80.


(292) EGUIGUREN PRAELI, Francisco José. “El nuevo Código Procesal Constitucional y la protección de los derechos fundamentales. Derecho Procesal Constitucional”.  Suplemento “Jurídica” del   Diario Oficial “El Peruano”. Año 1, Nº 5, Lunes 28 de Junio del 2 004. Lima. pp. 1 y 2.


(293) Art. II: Fines de los Procesos Constitucionales: Son fines esenciales de los Procesos Constitucionales garantizar la Primacía de la Constitución y la vigencia efectiva de los Derechos Constitucionales 


(294) Art. III: Principios Procesales: Los Principios Procesales se desarrollan con arreglo a los principios de dirección judicial del proceso, gratuidad en la actuación del demandante, economía, inmediación y socialización procesales.


El Juez y el Tribunal Constitucional tienen el deber de impulsar de oficio los procesos, salvo en los casos expresamente señalados en el presente Código.


Asimismo, el Juez y el Tribunal Constitucional deben adecuar la exigencia de las formalidades previstas en este Código al logro de los fines de los procesos constitucionales.


Cuando en un proceso constitucional se presente una duda razonable respecto de si el proceso debe declararse concluido, el Juez y el Tribunal Constitucional declararán su continuación.


La gratuidad prevista en este artículo no obsta el cumplimiento de la resolución judicial firme que disponga la condena de costas y costos conforme a lo previsto por el presente Código.


(295) LANDA ARROYO, César. “Código Procesal Constitucional”.  Suplemento “Jurídica” del Diario Oficial “El Peruano”. Año 2, Nº 75. Martes 06 de Diciembre de 2005. Lima. pp. 6 – 9.


(296) PALOMINO MANCHEGO, José F.  “García Belaúnde y el Código Procesal Constitucional” Suplemento “Jurídica” del Diario Oficial “El Peruano”. Año 1, Nº 2, Martes 06 de Diciembre del 2 005 / Número 75. pp. 10 y 11


(297) Respecto del valor jurídico del Título Preliminar del CPC EL Dr. César LANDA ARROYO señala “Tal como lo refiere el profesor Pedro DE VEGA, el TC, bajo pena de traicionar los fines de la justicia constitucional, no puede ni debe operar con los principios y mecanismos del procedimiento ordinario de la justicia rogada – da mihi facto dabo tibi jus–. Siendo que no se comprendería que el juez constitucional –en virtud del principio inquisitivo no indagara más allá de las pruebas aportadas por las partes para contemplar el problema desde todos los ángulos y puntos de vista posibles. De ello deriva la importancia de los principios constitutivos o informadores de los procesos constitucionales consagrados en el Título Preliminar, en la medida en que constituyen un mandato interpretativo común a los diferentes procesos que permiten adecuar las decisiones de los jueces constitucionales a los valores perseguidos por el derecho constitucional; sirviendo incluso como instrumento de aplicación inmediata, de creación jurisprudencial o de control procesal. 


Así, podemos destacar que en el artículo II, se define con claridad que la finalidad esencial de los procesos constitucionales es garantizar la primacía de la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales. 


Por otro lado, el artículo III recoge los principios procesales constitucionales propios de estos procesos, diferenciados de los otros procesos en sus finalidades trascendentes. Estos principios son: dirección judicial del proceso, gratuidad en la actuación del demandante, economía procesal, inmediación procesal, socialización procesal, impulso del proceso de oficio, de adecuación de las formalidades al logro de los fines de los procesos constitucionales, in dubio pro actione y conducta procesal.


Merece referencia propia el principio de adecuación a la exigencia de las formalidades previstas en el Código al logro de los fines de los procesos constitucionales, que supone que el juez constitucional debe garantizar la confrontación de la violación constitucional demandada con los argumentos de derecho, a fin de llegar a la verdad constitucional. Esto es, promoviendo la superación de los conflictos entre los diversos intereses que coexisten dentro del estado constitucional de derecho, a fin de otorgar una razonable aplicación de las normas constitucionales.


Cabe indicar que la interpretación de estos principios –y en general de todas las normas contenidas en el CPC – debe realizarse en correlación con el principio pro homine (artículo 1º de la Constitución). Lo que favorezca más al supuesto agraviado en su derecho fundamental debe ser asumido por el juez constitucional como la norma que deba ser aplicada al caso concreto. Sólo de esta forma se satisface la mayor optimización en la protección de derechos, con la entrada en vigencia del código. Sin embargo, ello no puede llevar a desconocer que el límite de la interpretación pro hominees la alteración del sistema constitucional, porque la afectación sustancial del derecho objetivo y de las instituciones procesales termina por socavar la propia garantía jurisdiccional de la Constitución. Se debe garantizar una conciliación de la protección de la dignidad del hombre con la seguridad jurídica del orden constitucional.


Entre otros aspectos, el Título Preliminar hace evidente una preocupación por una adecuada interpretación de los derechos constitucionales, la misma que debe realizarse de conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los tratados de derechos humanos, así como las decisiones adoptadas por los tribunales internacionales sobre derechos humanos, constituidos según tratados de los que el Perú es parte (Art. V). LANDA ARROYO, César. “Código Procesal Constitucional”. (Ibíd. Nota 293)


(298) Art. V: Interpretación de los Derechos Constitucionales: El contenido y alcances de los derechos constitucionales protegidos por los procesos regulados en el presente Código deben interpretarse de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos, los Tratados sobre Derechos Humanos, así como las decisiones adoptadas por los tribunales internacionales sobre derechos humanos según tratados de los que el Perú es parte.





Concordancia:





Cuarta Disposición Final y Transitoria de la CPE: “Las Normas relativas a los derechos y libertades que la Constitución reconoce se interpretan de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los Tratados y Acuerdos Internacionales sobre las mismas materias ratificados por el Perú 


(299) Ibíd. (Nota 290)


(300) Art. VI: Control Difuso e Interpretación Constitucional: ·” Cuando exista incompatibilidad entre una norma constitucional y otra de de inferior jerarquía, el Juez debe preferir la primera, siempre que ello sea relevante para resolver la controversia y no sea posible obtener una interpretación conforme a la Constitución.


Los jueces no pueden dejar de aplicar una norma cuya constitucionalidad haya sido confirmada en un proceso de inconstitucionalidad o en un proceso de Acción Popular.


Los jueces interpretan y aplican las leyes o toda norma con rango de ley y los reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional”.


(301) Ibíd. (Nota 290)


(302) Art. VII: Precedente Vinculante: las sentencias del Tribunal Constitucional que adquieran la autoridad de cosa juzgada constituyen precedente vinculante cuando así lo exprese la sentencia precisando el extremo de su efecto normativo. Cuando el Tribunal Constitucional resuelva apartándose del precedente, debe expresar los fundamentos de hecho y de derecho que sustentan la sentencia y las razones por las cuales se aparta del precedente”   





Concordancia:





Ley Nº 28 301: Ley Orgánica del Tribunal Constitucional:


Primera Disposición Final: “Los Jueces y Tribunales interpretan y aplican las leyes y toda norma con rango de ley y los reglamentos respectivos según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos, bajo responsabilidad”.


Ley Orgánica del Poder Judicial: D.S. Nº 017-JUS:


Art. 22º: Carácter Vinculante de la Doctrina Jurisprudencial: “Las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia de la República ordenan la publicación trimestral en el Diario Oficial “El Peruano”  de las ejecutorias que fijan los principios jurisprudenciales que han de ser de cumplimiento obligatorio, en todas las instancias judiciales.


Estos principios deben ser invocados por los Magistrados en todas las instancias judiciales, cualquiera que sea su especialidad, como precedente de cumplimiento obligatorio. En caso que por excepción decidan apartarse de dicho criterio, están obligados a motivar adecuadamente la resolución dejando constancia del precedente obligatorio que desestiman y los fundamentos que invocan.


Los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la República, pueden excepcionalmente apartarse en sus resoluciones jurisdiccionales, de su propio criterio jurisprudencial, motivando debidamente su resolución, lo que debe hacer conocer mediante nuevas publicaciones, también en el Diario Oficial “El Peruano”, en cuyo caso debe hacer mención expresa del precedente que deja de ser obligatorio por el nuevo y de los fundamentos que invocan”.


(303) El Dr.  César LANDA ARROYO, respecto del Precedente Vinculante señala: “Un cambio importante es la inclusión de precedente en los procesos constitucionales. El artículo VII del Título Preliminar establece: “Las sentencias del Tribunal Constitucional constituyen precedente vinculante cuando así lo exprese la sentencia precisando el extremo de su carácter normativo.” Lo que implica que será el propio TC el que determinará mediante reglas de derecho y reglas del caso que parte de su sentencia constituye precedente vinculante; tanto para los jueces y tribunales como los poderes públicos y ciudadanos. 


La introducción de la institución procesal del Precedente Vinculante supone, por un lado, el reconocimiento del TC como un tribunal de precedente competente para establecer a través de sus fallos la política jurisdiccional en la aplicación del derecho por parte de los jueces del Poder Judicial y del propio TC en casos futuros; y, por otro, permite optimizar la defensa de los derechos fundamentales, expandiendo los efectos de una sentencia a otros procesos de tutela de derechos fundamentales, una vez constate que los efectos dañosos afecten de modo general a un amplio grupo de personas.


De allí que no estamos ante la mera incorporación de una técnica sustancialmente extraña a nuestra tradición jurídica, sino que se condice con nuestro derecho y las funciones que le corresponden al Tribunal Constitucional.


Ello no supone desconocer que el precedente vinculante, como toda institución procesal, debe ser sometido a límites, de forma que pu   eda servir mejor a los fines y principios de la justicia constitucional. Podemos distinguir entre éstos:


La ligazón sustancial entre caso y precedente. La regla que el tribunal decide externalizar como un precedente vinculante deberá referirse sobre la materia constitucional de la controversia planteada.


El precedente debe constituir una regla de derecho y no puede referirse a los hechos del caso. 


No puede tratarse de la interpretación de una regla o disposición de la Constitución que ofrece múltiples construcciones. Lo que implica una práctica de prudencia, que permita al tribunal lograr el mayor consenso posible en el uso del precedente.


Por otra parte, es importante delimitar esta institución procesal, de forma que se distinga de la jurisprudencia emitida por el TC. Esta última constituye la doctrina que desarrolla este colegiado en los distintos ámbitos del Derecho, como consecuencia de su labor frente a cada caso que resuelve; así, si bien tiene en común con el precedente la característica del efecto vinculante, la jurisprudencia se dirige a los jueces y tribunales, mientras que el precedente a toda autoridad, funcionario o particular sin poder resistirse a su cumplimiento obligatorio. Cabe resaltar que el tribunal ejerce, sólo a través del precedente vinculante, un poder normativo general, extrayendo una norma a partir de un caso concreto. LANDA ARROYO, César. “Código Procesal Constitucional”. (Ibid Nota 293)


(304) Art. 200º CPE: “Son garantías constitucionales:


La Acción de Habeas Corpus, que procede ante el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza la libertad individual o los derechos constitucionales conexos.


La Acción de Amparo que procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnera o amenaza los demás derechos reconocidos por la Constitución, con excepción de los señalados en el inciso siguiente. No procede contra normas legales, no contra resoluciones judiciales emanadas en procedimiento regular”.


La Acción de Habeas Data, que procede contra hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o amenaza los derechos a que se refiere el artículo 2º, incisos 5 y 6 de la Constitución. […]


La Acción de Cumplimiento, que procede contra cualquier autoridad o funcionario renuente a acatar una norma legal o un acto administrativo, sin perjuicio de las responsabilidades de Ley.


[…]” 


(305) Art. 1º: Finalidad de los Procesos: “Los procesos a los que se refiere el presente título tiene por finalidad proteger los derechos constitucionales, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional, o disponiendo el cumplimiento de un mandato legal o de un acto administrativo.


Si luego de presentada la demanda cesa la agresión o amenaza por decisión voluntaria del agresor, o si ella deviene en irreparable, el Juez, atendiendo al agravio producido, declarará fundada la demanda precisando los alcances de su decisión, disponiendo que el emplazado no vuelva o incurrir en las acciones u omisiones que motivaron la interposición de la demanda, y que si procediere de modo contrario se le aplicarán las medidas coercitivas previstas en el Art. 22º del presente Código, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda”.


(306) LANDA ARROYO, César. “Código Procesal Constitucional”. (Ibíd. Nota 293)


(307) Art. 3º: Procedencia Frente a Actos Basados en Normas: “Cuando se invoque la amenaza o violación de actos que tiene como sustento la aplicación de una norma incompatible con la Constitución, la sentencia que declare fundada la demanda dispondrá, además, la inaplicabilidad de la citada norma”


(308) Art. 4º: Procedencia Respecto de Resoluciones Judiciales: “El Amparo procede respecto de resoluciones judiciales firmes dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que comprende el acceso a la justicia y el debido proceso. Es improcedente cuando el agraviado dejó consentir la resolución que dice afectarlo.


El Habeas Corpus procede cuando una resolución firme vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva.


Se entiende por Tutela Procesal Efectiva, aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial del proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada, ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal”.





Concordancia:





Constitución Política del Perú – 1 993


Art. 139º CPE: “Son garantías y derechos de la función jurisdiccional:


[…]


La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan”


Ley Orgánica del Poder Judicial: D.S. Nº 017-JUS:


Art. 11º: Susceptibilidad de Revisión de las Resoluciones Judiciales: “Las Resoluciones Judiciales son susceptibles de revisión, con arreglo a ley, en una instancia superior.


La interposición de un medio de impugnación constituye un acto voluntario de justiciable.


Lo resulto en segunda instancia constituye cosa juzgada. Su impugnación sólo procede en los casos previstos en al Ley”


Art. 12: Motivación de las Resoluciones Judiciales: “La resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son motivadas bajo responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustentan, pudiendo estos reproducirse en todo o en parte sólo en segunda instancia, al absolver el caso”.


(309) Ibíd. (Nota 294) 


(310) LANDA ARROYO, César. “Derecho Procesal Constitucional”. Palestra Editores. Lima. 2 004. pp. 226.


(311) ABAD YUPANQUI, Samuel. “Un Habeas Corpus Polémico ¿Libertad Individual o Justicia Selectiva”. En “Materiales de Trabajo del Pleno Jurisdiccional Regional 2 002: Acciones de Habeas Corpus en contra de Resoluciones Judiciales”


(312) Art. 5º: Causales de Improcedencia: “No proceden los procesos constitucionales cuando:


Los hechos y el petitorio de la demanda no están referidos en forma directa al contenido constitucionalmente protegido del derecho invocado.


Existan vías procedimentales específicas, igualmente satisfactorias, para la protección del derecho constitucionalmente amenazado o vulnerado, salvo cuando se trate del proceso de Habeas Corpus.


El agraviado haya recurrido previamente a otro proceso judicial para pedir  tutela respecto de su derecho constitucional.


No se hayan agotado la vías previas, salvo en los casos previstos por este Código y en el Proceso de Habeas Corpus.


A la presentación de la demanda ha cesado la amenaza o violación de un derecho constitucional o se ha convertido en irreparable.


Se cuestione una resolución firme recaída en otro proceso constitucional o haya litispendencia.


Se cuestione las resoluciones definitivas del Consejo Nacional de la Magistratura en materia de destitución o ratificación de jueces y fiscales, siempre que dichas resoluciones hayan sido motivadas y dictadas con previa audiencia del interesado.


Se cuestione las resoluciones del Jurado Nacional de Elecciones en materia electoral, salvo cuando no sean de naturaleza jurisdiccional o cuando siendo jurisdiccionales violen la tutela procesal efectiva.


Tampoco proceden contra las resoluciones de la Oficina Nacional de Procesos Electorales y del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, si pueden ser revisadas por el Jurado Nacional de Elecciones.


Se trate de conflictos entre entidades de derecho público interno. Los conflictos constitucionales surgidos entre dichas entidades, sean poderes del Estado, órganos de nivel o relevancia constitucional, gobiernos locales o regionales, serán resueltos por las vías procedimentales correspondientes.


Ha vencido el plazo para interponer la demanda con excepción del proceso de Habeas Corpus.


(313) ESPINOZA-SALDAÑA BARRERA, Eloy. “Visión General del Nuevo Código Procesal Constitucional Peruano”. Catedrático de Derecho Constitucional de las Universidades Pontificia Católica del Perú, Nacional Mayor de San Marcos, de Lima e Inca Garcilazo de la Vega. Profesor Principal y Ex Director General de la Academia de la Magistratura (Escuela Jurídica Peruana).


(314) Art. 9º: Ausencia de Etapa Probatoria: “En los procesos constitucionales no existe etapa probatoria. Sólo son procedentes los medios probatorios que no requieran actuación, lo que no impide la realización de las actuaciones probatorias que el Juez considere indispensables, sin afectar la duración del proceso. En este último caso no se requerirá notificación previa”


(315) Art. 10º: Excepciones y Defensa Previas: “Las excepciones y defensas previas se resuelven, previo traslado, en la sentencia. No proceden en el Proceso de Habeas Corpus”.


(316) Art. 12º: Turno: “El inicio de los procesos constitucionales se sujetará a lo establecido para el turno en cada distrito judicial, salvo en los Procesos de Habeas Corpus, en donde  es competente cualquier Juez Penal de la localidad”.


(317) Art. 18º: Recurso de Agravio Constitucional: “Contra la resolución de segundo grado que declara infundada o improcedente la demanda, procede Recurso de Agravio Constitucional ante le Tribunal Constitucional, dentro del plazo de diez días contados desde el día siguiente de notificada la resolución. Concedido el recurso, el Presidente de la Sala remite al Tribunal Constitucional el expediente dentro del plazo máximo de tres días, más el término de la distancia”.





Concordancia:





Constitución Política del Perú – 1 993:


Art. 139º CPE: “Son garantías y derechos de la función jurisdiccional:


[…]


La Pluralidad de Instancia”


Art. 202º CPE: “Corresponde al Tribunal Constitucional:


[…]


Conocer, el última y definitiva instancia, las resoluciones denegatorias de Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data, y Acción de Cumplimiento” 


Ley Orgánica del Poder Judicial: D.S. Nº 017-JUS:


Art. 11º: Susceptibilidad de Revisión de las Resoluciones Judiciales: “Las Resoluciones Judiciales son susceptibles de revisión, con arreglo a ley, en una instancia superior.


La interposición de un medio de impugnación constituye un acto voluntario de justiciable.


Lo resulto en segunda instancia constituye cosa juzgada. Su impugnación sólo procede en los casos previstos en al Ley”


Art. 12: Motivación de las Resoluciones Judiciales: “La resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son motivadas bajo responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustentan, pudiendo estos reproducirse en todo o en parte sólo en segunda instancia, al absolver el caso”.


Ley Nº 28 301: Ley Orgánica del Tribunal Constitucional:


Art. 2º: Competencia: “El Tribunal Constitucional es competente para conocer de los procesos que contempla el Art. 202º de la Constitución.


[…]


Art. 5º: Quórum: “[…] Para conocer, en última y definitiva instancia, las resoluciones denegatorias de los procesos de Amparo, Habeas Corpus, Habeas Data y de Cumplimiento, iniciadas ante los jueces respectivos, el Tribunal está constituido por dos Salas, con tres miembros cada una. Las Resoluciones requieren tres votos conformes”.


[…]


Resolución Administrativa Nº 095-2004-P/TC: Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional:


Art. 5º: “Corresponde al Tribunal Constitucional:


[…]


Conocer, en última y definitiva instancia, las resoluciones denegatorias de Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data y Cumplimiento.


Art. 11º: “El Tribunal conoce, en última y definitiva instancia, las resoluciones denegatorias de acciones de Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data y Cumplimiento, iniciadas ante los jueces respectivos mediante dos Salas integradas por tres Magistrados. La Sentencia requiere de tres votos conformes. […]”.


(318) Art. 19º: Recurso de Queja: “Contra la resolución que deniega el Recurso de Agravio Constitucional, procede el Recurso de Queja. Este se interpone ante el Tribunal Constitucional, dentro del plazo de cinco días  siguientes a la notificación de la denegatoria. Al escrito que contiene el recurso y su fundamentación, se anexa copias de la resolución recurrida y de la denegatoria, certificadas por abogado, salvo el caso del Proceso de Habeas Corpus. El recurso será resuelto dentro de los diez de recibido, sin dar lugar a tramite. Si el Tribunal Constitucional declara fundada la queja, conoce también  el Recurso de Agravio Constitucional, ordenando al Juez Superior el envío del expediente dentro del tercer día de oficiado, bajo responsabilidad.





Concordancia:





Resolución Administrativa Nº 095-2004-P/TC: Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional:


Art. 54º: Interposición: “Contra la resolución que deniega el Recurso de Agravio Constitucional, procede Recurso de Queja. Se interpone ante el Tribunal Constitucional, dentro del plazo de cinco días siguientes a la notificación de la denegatoria. Al escrito que contiene el Recurso de Queja y su fundamentación se anexa copia de la resolución recurrida, del Recurso de Agravio Constitucional, del Acto Denegatorio del mismo y de las respectivas cédulas de notificación, certificadas por el abogado, salvo el caso del Proceso de Habeas Corpus”.


Art. 55º: Tramitación: “El Recurso de Queja será resuelto por cualquiera de las Salas dentro de los diez días de recibido sin trámite previo. Si la Sala declara fundado el Recurso de Queja, conoce también del recurso de Agravio Constitucional, ordenando al Juez respectivo el envío del expediente, dentro del tercer día, bajo responsabilidad”. 


Art. 55º: Cuaderno de Queja: “El Cuaderno de Queja se mantendrá en el Archivo del Tribunal, agregándose el original de la resolución que resuelve la queja, la constancia de la fecha de comunicación a la respectiva Sala y de la notificación a las partes”.


(319) Art. 20º: Pronunciamiento del Tribunal Constitucional: “Dentro de un plazo máximo de veinte días tratándose de las resoluciones denegatorias de los procesos de Habeas Corpus, y treinta  cuando se trata de los procesos de Amparo, Habeas Data y de Cumplimiento, el Tribunal Constitucional se pronunciará sobre el recurso interpuesto.


Si el Tribunal considera que la resolución impugnada ha sido expedida incurriéndose en un vicio del proceso que ha afectado el sentido de la decisión, la anulará y ordenará se reponga el trámite al estado inmediato anterior a la ocurrencia del vicio. Sin embargo, si el vicio incurrido sólo alcanza a la resolución impugnada, el Tribunal la revoca y procede a pronunciarse sobre el fondo”.


(320) Art. 22º: Actuación de Sentencias: “La sentencia que cause ejecutoria en los procesos constitucionales se actúa conforme a sus propios términos por el Juez de la demanda. Las sentencias dictadas por los jueces constitucionales tienen prevalencia sobre las de los restantes órganos jurisdiccionales y deben cumplirse bajo responsabilidad.


La sentencia que ordena la realización de una prestación de dar, hacer o no hacer es de actuación inmediata del mandato y de la magnitud del agravio constitucional, el Juez podrá hacer uso de multas fijas o acumulativas e incluso disponer la destitución del responsable. Cualquiera de estas medidas coercitivas debe ser incorporada como apercibimiento en la sentencia, sin perjuicio de que, de oficio o a pedido de parte, las mismas puedan ser modificadas durante la fase de ejecución.


El monto de las multas lo determina discrecionalmente el Juez, fijándolo en Unidades de Referencia Procesal y atendiendo también a la capacidad económica del requerido. Su cobro se hará efectivo con el auxilio de la fuerza pública, el recurso a una institución financiera o la ayuda de quien el Juez estime pertinente.


El Juez puede decidir que las multas acumulativas asciendan hasta el cien por ciento por cada calendario, hasta el acatamiento del mandato judicial.


El monto recaudado por las multas constituye ingreso propio del Poder Judicial, salvo que la parte acate el mandato judicial dentro de los tres días posteriores a la imposición de la multa. En este último caso, el monto recaudado será devuelto en su integridad a su titular”. 





Concordancia:





Constitución Política del Perú – 1 003:


Art. 139º CPE: “Son garantías y derechos de la función jurisdiccional:


[…]


La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan”


Ley Orgánica del Poder Judicial: D.S. Nº 017-JUS:


Art. 12º: Motivación de las Resoluciones Judiciales: “La resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son motivadas bajo responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustentan, pudiendo estos reproducirse en todo o en parte sólo en segunda instancia, al absolver el caso”.


Resolución Administrativa Nº 095-2004-P/TC: Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional:


Art. 47º: Forma de las Resoluciones: “[…] Las Sentencias ponen fin a los procesos constitucionales previstos en al Ley Orgánica del Tribunal Constitucional Nº 28 301 y, según el caso, contienen las formalidad es señaladas en los Arts. 17º, 34º, 55º y 72º del Código Procesal Constitucional”.


Art. 48º: Validez, Publicación y Vigencia de las Sentencias: “ La sentencia expedida por el Pleno se convierte en tal al ser firmada por el número mínimo de Magistrado exigido por la Ley. En el caso de la expedida por las Salas, debe contar con tres votos conformes. Sus efectos empiezan a regir desde el día siguiente a su notificación y, en su caso, publicación en el Diario oficial “El Peruano”. […]”


Art. 50º: Casos Especiales: “En los casos en que las instancias judiciales incumplan las sentencias del Tribunal Constitucional, éste, según sea el caso, pondrá el hecho en conocimiento del Congreso de la República, de la Corte Suprema, de la Fiscalía de la nación, del Consejo nacional de la Magistratura y del Colegio de Abogados respectivo, sin perjuicio de los dispuesto por el Art. 22 del Código Procesal Constitucional.


En los procesos en que sea de aplicación el Art. 8º del Código Procesal Constitucional, el Tribunal oficiará a la Fiscalía de la Nación para la denuncia respectiva”. 


Art. 51º Procurador Público: “ El Procurador Público a cargo de los asuntos judiciales del Tribunal Constitucional informará mensualmente respecto de los casos mencionados en el artículo anterior que sean derivado al Poder Judicial y a la Fiscalía de la nación”.


(321) Art. 23º: Procedencia durante los Regímenes de Excepción: “Razonabilidad y Proporcionalidad: Los procesos constitucionales no se suspenden durante la vigencia de los Regímenes de Excepción. Cuando se interponen en relación con derechos suspendidos, el Órgano Jurisdiccional examinará la razonabilidad o proporcionalidad del acto restrictivo, atendiendo a los siguientes criterios:


Si la demanda se refiere a derechos constitucionales que no han sido suspendidos;


Si tratándose de derechos suspendidos, las razones que sustentan el acto restrictivo del derecho no tienen relación directa con las causas o motivos que justificaron la declaración del Régimen de Excepción; o,


Si tratándose de derecho suspendidos, el acto restrictivo del derecho resulta manifiestamente innecesario o injustificado atendiendo a la conducta del agraviado o a la situación de hecho evaluada sumariamente por el Juez.


La Suspensión de los derechos constitucionales tendrá vigencia y alcance únicamente en los ámbitos geográficos especificados en el decreto que declara el Régimen de Excepción.


(322) N. del A.: De acuerdo al criterio de Temporalidad , tanto la declaratoria de un Estado de Excepción como las medidas tomadas a su amparo deben darse con una vigencia más bien limitada, aquella que permita resolver los problemas que motivaron la declaración de este régimen excepcional. El criterio de necesidad apela más bien a que debe tenerse presente que, ya sea la declaratoria del régimen de excepción o la toma de medidas a su amparo, solamente son legítimas cuando se ha constatado que no hay otro camino para enfrentar la emergencia ya existente.


(323) AGUIRRE CHUMBIMUNI, Javier.  “El Hábeas Corpus en la Ley 28237: Alcance sobre su Regulación en el Código Procesal Constitucional”.  Suplemento “Jurídica” del   Diario Oficial “El Peruano”. Año 1, Nº 5, Lunes 28 de Junio del 2 004. Lima. p. 8.


(324) Art. 25º: Derechos Protegidos: “Procede el habeas Corpus ante la acción u omisión que amenace o vulnere los siguientes derechos que, enunciativamente, conforman la libertad individual:


La Integridad Personal, y el derecho de no ser sometido a tortura o tratos inhumanos o humillantes, ni violentado para obtener declaraciones.


El derecho a no ser obligado a prestar juramento ni compelido a declarar o reconocer culpabilidad contra si mismo, contra su cónyuge, o sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad.


El derecho a no ser exiliado o desterrado o confinado sino por sentencia firme.


El derecho a no ser expatriado, ni separado del lugar de residencia sino por mandato judicial o por aplicación de la Ley de Extranjería.


El derecho del extranjero, a quien se ha concedido asilo político, de no ser expulsado al país cuyo gobierno lo persigue, o en ningún caso si peligrase su libertad o seguridad por el hecho de ser expulsado.


El derecho de los nacionales o de los extranjeros residentes a ingresar. Transitar o salir del territorio nacional, salvo mandato judicial o aplicación de la Ley de Extranjería o de Sanidad.


El derecho a no ser detenido sino por mandato escrito y motivado del Juez, o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito; o si ha sido detenido, a ser puesto dentro de las 24 horas o en el término de la distancia, a disposición del juzgado que corresponda, de acuerdo con el acápite “f” del inciso 24) del artículo 2º de la Constitución sin perjuicio de las excepciones que en él se consignan.


El derecho a decidir voluntariamente prestar el Servicio Militar, conforme a la Ley de la materia.


El derecho a no ser detenido por deudas.


El derecho ano ser privado del documento nacional de identidad, así como de obtener el pasaporte o su renovación dentro o fuera de la República.


El derecho a no ser incomunicado sino en los casos establecidos por el literal “g” del incido 24) del artículo 2º de la Constitución.


El derecho a ser asistido por un abogado defensor libremente elegido desde que se es citado o detenido por la autoridad policial u otra, sin excepción.


El derecho a retirar la vigilancia del domicilio y a suspender el seguimiento policial, cuando resulten arbitrarios o injustificados.


El derecho a la excarcelación de un procesado o condenado, cuya libertad haya sido declarada por el Juez.


El derecho a que se observe el trámite correspondiente cuando se trate del procedimiento o detención de personas, a que se refiere el artículo 99º de la Constitución.


El derecho a no ser objeto de una desaparición forzada.


El derecho del detenido o recluso a no ser objeto de un tratamiento carente de razonabilidad y proporcionalidad, respecto de la forma y condiciones en que cumple el mandato detención o la pena.


También procede el Habeas Corpus en defensa de los derechos constitucionales conexos con la libertad individual, especialmente cuando se trata del debido proceso y la inviolabilidad de domicilio.


(325) MELENDEZ SAENZ, Jorge M.: Asesor Jurisdiccional del Tribunal Constitucional, Miembro del Instituto de Ciencia Procesal Penal (INCIPP). En: “Análisis del Modelo de Habeas Corpus Desarrollado en el Código procesal Constitucional”. Website: Hechos de Justicia. p. 2.


(326) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 3º: “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”.


Art. 5º: “Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”. 


Constitución Política del Perú – 1 993:


Art. 1º; “La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado”.


Art. 2º:“Toda persona tiene derecho: […]


A la libertad y la seguridad personales. En consecuencia: […]


Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a tortura o a tratos inhumanos o humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen médico de la persona agraviada o de aquella imposibilitada de recurrir por sí misma a la autoridad. Carecen de valor las declaraciones obtenidas por la violencia. Quien emplea incurre en responsabilidad. […].


(327) Este criterio ha sido postura del Tribunal Constitucional expuesta en la Sentencia recaída en el Expediente Nº 0726-02-HB/TC, Casos Alejandro RODRÍGUEZ MEDRANO.


(328) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 9º: “Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado”. 


Art. 11º:


Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 


Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 


Constitución Política – 1 993:


Art. 2º:“Toda persona tiene derecho: […]


A elegir su lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir de él, salvo limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial o por aplicación de la Ley de Extranjería. […].


A la libertad y la seguridad personales. En consecuencia: […]


Nadie será procesado, ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la Ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible, ni sancionado con pena no prevista en la Ley. […]


Código Penal:


Art. 334º: Expatriación: “Los delitos previstos en los artículos 325º, 326º, 329º, 330º, 331º y 332º serán sancionados, además, con expatriación. Se excluyen de esta penas las modalidades culposas”.


(329) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 13º: “Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado”. 


Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado. 


Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país.  


Constitución Política – 1 993:


Art. 2º:“Toda persona tiene derecho: […]


A elegir su lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir de él, salvo limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial o por aplicación de la Ley de Extranjería. […].


A la libertad y la seguridad personales. En consecuencia: […]


Nadie será procesado, ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la Ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible, ni sancionado con pena no prevista en la Ley. […]


(330) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 14º:


En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país. 


Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 


Constitución Política – 1 993:


Art. 36º:“El Estado reconoce el Asilo Político. Acepta la calificación del asilado que otorga el gobierno aislante. En caso de expulsión, no se entregará al asilado al país cuyo gobierno lo persigue”.


(331) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 13º:


Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado. 


Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país. 


Constitución Política – 1 993:


Art. 2º:“Toda persona tiene derecho: […]


A elegir su lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir de él, salvo limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial o por aplicación de la Ley de Extranjería. […].


(332) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 9º: “Nadie puede ser detenido arbitrariamente, preso ni desterrado”.


Constitución Política – 1 993:


Art. 2º:“Toda persona tiene derecho: […]


A la libertad y la seguridad personales. En consecuencia: […]


Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del Juez o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito.


El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado correspondiente, dentro de las veinticuatro horas o en el término de la distancia.


Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las autoridades policiales pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos implicados, por un término no mayor de quince días naturales. Deben dar cuenta al Ministerio Público y al Juez, quien puede asumir jurisdicción antes de vencido dicho término”.


Art. 138º: “La potestad de administrar justicia emana del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos, con arreglo a la Constitución y las leyes.


En todo proceso, de existir incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma legal, los jueces prefieren la primera. Igualmente, prefieren la norma legal sobre otra norma de rango inferior”.


Art. 139º: “Son principios de la función jurisdiccional: […]


El Principio de que toda persona debe ser informada inmediatamente y por escrito, de las causas o razones de su detención”. […]


Código Penal:


Art. 376º: Abuso de Autoridad: “El funcionario público que , abusando de sus atribuciones, comete u ordena, en perjuicio de alguien, un acto arbitrario cualquiera, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de dos años.


Cuando lo hechos deriven de un procedimiento de cobranza coactiva, la pena será no menor de os ni mayor de cuatro”. 


Art. 377º: Omisión, Rehusamiento o Demora de Actos Oficiales: “El funcionario público que, ilegalmente, omite, rehúsa o retarda algún acto de su cargo, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de dos años y con treinta a sesenta días – multa”.


Código de Procedimientos Penales:


Art. 82º: Aviso de la Detención: “Llevada a cabo la detención, el jefe del establecimiento donde ha sido trasladado el detenido, dará aviso inmediato por escrito al Juez Instructor, o, en su defecto, al Ministerio Público. En caso de no hacerlo dentro de las veinticuatro horas, será responsable por detención arbitraria”. 


Art. 84º: Detención Definitiva: “Si durante la detención resultaren pruebas de que el inculpado es reincidente (*), cometió el delito en concierto o banda o el delito se encuentra comprendido en los alcances del mandato de detención a que se refiere el Art. 79º del C. de P.P. (**), modificado por el Art. 1º de la presente Ley, el Juez de Oficio, a petición del Fiscal Provincial op del agraviado ordenará detención (***)”.


(*) Se suprimió lo concerniente a la reincidencia con la entrada en vigencia del Código Penal, Dec. Leg. Nº 635, basándose en el Principio non bis in idem (nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito).


(**) Art. 79º del Código de Procedimientos Penales derogado tácitamente por el Art. 2º del Código Procesal Penal, Dec. Leg. Nº 368, publicado el 27 Abr. 1 991, al disponerse la entrada en vigencia de los Arts. 135º, 136º, 138º, 143º y 144º.


(***) Artículo modificado por el Art. 1º de la Ley Nº 24388, publicada el 06 Dic. 1 985.


Art. 87º: Queja por Detención Arbitraria: “El inculpado contra quien se ha dictado orden de detención deberá ser notificado dentro del las veinticuatro horas de expedida la orden. En caso contrario podrá quejarse ante el Tribunal por Detención Arbitraria. Si considera la queja fundada, el Tribunal podrá ordenar la libertad del inculpado o confiar la instrucción a otro Juez.


El Tribunal, previo informe del Juez, sin otro trámite que la vista fiscal, resolverá lo conveniente”. 


Código Procesal Penal:


Art. 135º: Mandato de Detención: “El Juez puede dictar mandato de detención si atendiendo a los primeros recaudos acompañados por el Fiscal Provincial sea posible determinar:


Que existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito que vincule al imputado como autor o participe del mismo. […]


Que la sanción a imponerse sea superior a los cuatro años de pena privativa de libertad.


Que existan suficientes elementos probatorios para concluir que el imputado intenta eludir la acción de la justicia y a perturbar la acción probatoria. No constituye criterio suficiente para establecer la intención de eludir a la justicia, la pena prevista en la Ley para el delito que se le imputa


En todo caso el Juez penal podrá revocar de oficio el mandato de detención previamente ordenado, cuando nuevos actos de investigación pongan en cuestión la suficiencia de las pruebas que dieron lugar a la medida”.


Art. 136º: Fundamentos del Mandato: “El mandato de detención será motivado, con expresión de los fundamentos de hecho y de derecho que lo sustenten. El oficio mediante el cual se dispone la ejecución de la detención deberá contener los datos de identidad personal del requerido. […]”. 


(333) Esta posición ha sido expresada por el Tribunal Constitucional en sus Sentencias Nº 0030-01HC/TC de Christian VELASQUEZ BALBOA (Publicada el 13 Abr. 2 001) y 0212-2001-HC/TC de Jorge OLIVERA ARCALLA (Publicada el 08 Set. 2 001).


(334) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 3º:“Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona. 


Constitución Política – 1 993:


Art. 2º:“Toda persona tiene derecho: […]


A la libertad y la seguridad personales. En consecuencia: […]


No se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la Ley. […]


Ley Nº 27 178: Ley de Servicio Militar:


Art. 6º: De la Prohibición del Reclutamiento Forzoso: “Queda prohibido el reclutamiento forzoso como procedimiento de captación de personal para ser incorporado al servicio en el activo.


(335) Legislación Concordante:





Convención Americana de Derechos Humanos – Pacto de San José de Costa Rica – 1 969:


Art. 7º: Derecho a la Libertad Personal: […]


Nadie será detenido por deudas.  Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios. […] 


Constitución Política – 1 993:


Art. 2º:“Toda persona tiene derecho: […]


A la libertad y la seguridad personales. En consecuencia: […]


No hay prisión por deudas. Este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios”. […]


Código Penal:


Art. 149º: Omisión de Prestación de Alimentos: “El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una resolución judicial será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres años o con prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, sin perjuicio de cumplir el mandato judicial […]”.


(336) Legislación Concordante:





Constitución Política – 1 993:


Art. 2º:“Toda persona tiene derecho: […]


  A su nacionalidad: Nadie puede ser despojado de ella. Tampoco puede ser privado del derecho de obtener o de renovar su pasaporte dentro o fuera del territorio de la República”.


(337) Legislación Concordante:





Convención Americana de Derechos Humanos – Pacto de San José de Costa Rica – 1 969:


Art. 8º Garantías Judiciales: “[…]


 Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: […]


comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada.; 


concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa. 


derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor. […]


Constitución Política – 1 993:


Art. 2º:“Toda persona tiene derecho: […]


  A la libertad y la seguridad personales. En consecuencia: […]


Nadie puede ser incomunicado, sino en caso indispensable para el esclarecimiento de un delito, y en la forma y por el tiempo previstos por ley. La autoridad está obligada, bajo responsabilidad, a señalar, sin dilación y por escrito, el lugar donde se halla la persona detenida […]”.


Art. 139º: “Son principios y derechos de la función jurisdiccional: […]


  El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estrado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier autoridad […]”.


Código de Procedimientos Penales:


Art. 133º: Incomunicación del Inculpado: “Juez Instructor, cuando fuere indispensable para los fines investigatorios, mantendrá en incomunicación al inculpado, aún después de prestada la Instructiva, sin que pueda prolongarse esa medida, por más de diez días.


La incomunicación no impide las conferencias entre el inculpado y su defensor, en presencia del Juez Instructor, quien podrá denegarlas si las juzga convenientes.


El Juez Instructor dará aviso de la incomunicación al Tribunal Correccional y expresará las razones que haya tenido para ordenarla.


Código Procesal Penal:


Art. 133º: Medidas Coercitivas: “Las medidas coercitivas requieren resolución judicial debidamente motivada, dictada en el modo y forma regulados por este Código”.


Art. 140º: La Incomunicación del Imputado: “La incomunicación del imputado con mandato de detención procede si es indispensable para el esclarecimiento de un delito grave. No podrá exceder de diez días. La incomunicación no impide las conferencias en privado entre el Abogado Defensor y el detenido, las que no requieren autorización previa ni podrán ser prohibidas. La resolución que la ordena será motivada y puesta en conocimiento de la Sala, la que si la considera injustificada puede revocarla de oficio o a petición del imputado”.


Art. 141º: Derechos del Incomunicado: “El incomunicado podrá leer libros, diarios, revistas y escuchare noticias de libre circulación y difusión. Recibirá sin obstáculos la ración alimenticia que se le es enviada”.


Art. 142º: Plazo de la Incomunicación: “Vencido el plazo de la incomunicación señalada en la resolución, cesará automáticamente”.


(338) Legislación Concordante:





Convención Americana de Derechos Humanos – Pacto de San José de Costa Rica – 1 969:


Art. 8º Garantías Judiciales: “[…]


Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: […]


comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada.; 


concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa. 


derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor. […]


Constitución Política – 1 993:


Art. 139º: “Son principios y derechos de la función jurisdiccional: […]


El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estrado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier autoridad […]”.


(339) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 12º: Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 


Convención Americana de Derechos Humanos – Pacto de San José de Costa Rica – 1 969:


Art.11º: Protección de la Honra y de la Dignidad: […]


Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.


Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques. 


Constitución Política – 1 993:


Art. 139º: “Son principios y derechos de la función jurisdiccional: […]


El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estrado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier autoridad […]”.


(340) Legislación Concordante:





Constitución Política del Perú – 1 993:


Art. 99º: “Corresponde a la Comisión Permanente acusar ante el Congreso: Al Presidente de la República; a los representantes del Congreso; a los Ministros de Estado; a los miembros del Tribunal Constitucional; a los miembros del Consejo Nacional de la Magistratura ; a los Vocales de la Corte Suprema, a los fiscales Supremos; al Defensor del Pueblo y al Contralor General por infracción de la Constitución por todo delito que cometan en el ejercicio de sus funciones y hasta cinco años después de que hayan cesado en éstas”.


(341) Legislación Concordante:





La Convención Interamericana Sobre Desaparición Forzada de Personas: Adoptada en Belem de Pará, el 09 Jun. 1 994, y a partir de la que el Perú es país asignatario, con fecha de ratificación 13 Feb. 2 002, define a la desaparición Forzada de personas en los siguientes términos:


Art. II: “Para los efectos de la presente Convención, se considera Desaparición Forzada la privación de la libertad de una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con autorización o aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa de reconocer dicha privación de libertad o informar sobre el paradero de la persona, con lo cual impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes”.


Constitución Política del Perú – 1 993:


Art. 2º: “Toda persona tiene derecho: […]


A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia:


No se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la Ley. […]


Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del Juez o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito.


El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado correspondiente, dentro de las veinticuatro horas o al término de la distancia. […]


(342) Exp. Nº 0318-96-HC/TC: En este caso, el Habeas Corpus tenía por objetivo proteger el derecho a la vida y a la salud de una persona recluida en un establecimiento penitenciario. La solicitud fue rechazada de plano por las instancias judiciales que conocieron el caso, por considerar que el supuesto de hecho reclamado no se encontraba previsto en el artículo 12º de la Ley 23506. Para el Tribunal, con esta decisión se incurrió en un grave quebrantamiento de forma, por lo que ordenó que se reponga la causa al estado de ser admitida a trámite conforme a la ley.


(343) En este caso, el Habeas Corpus tenía por objeto que se disponga el “cese del estado de incomunicación, aislamiento absoluto y perpetuo y sometimiento a condiciones de reclusión inhumanas, humillantes y degradantes, incompatibles con la persona humana”, a las que se encontraban sometidos el ex líder de Sendero Luminoso y otra persona más. En el Poder Judicial la demanda fue rechazada de plano (rechazo in limine), lo cual el Tribunal consideró equivocado porque no se cuestionaba, como lo entendieron las autoridades judiciales, la sentencia condenatoria de las personas privadas de libertad sino las condiciones de reclusión bajo las cuales se encontraban. Por este motivo, el Tribunal declaró nulo todo lo actuado y ordenó que la solicitud de hábeas corpus sea admitida y tramitada conforme a ley.


(344) El Tribunal ha señalado que los Habeas Corpus dirigidos a cuestionar las condiciones de reclusión que afectan los derechos fundamentales se denominan Habeas Corpus Correctivos.


(345) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 5º: Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


Convención Americana de Derechos Humanos – Pacto de San José de Costa Rica – 1 969:


Art.11º: Derecho a la Integridad Personal: 


  Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 


  Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.  Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 


Constitución Política – 1 993:


Art. 2º: “Toda persona tiene derecho: […]


A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia:


Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a tortura o tratos inhumanos o humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen médico de la persona agraviada o de aquella imposibilitada […]”


Art. 139º: “Son principios y derechos de la función jurisdiccional:[…]


El Derecho de los reclusos y sentenciados de ocupar establecimientos adecuados.


El Principio de que el Régimen Penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad. 


(346) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 8º: “Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 


Art. 10º: “Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal. 


Art. 11º:


Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 


Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 


Convención Americana de Derechos Humanos – Pacto de San José de Costa Rica – 1 969:


Art. 8º:  Garantías Judiciales: 


Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. 


Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 


Derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 


Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 


Concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa; 


Derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; 


Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; 


Derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 


Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y 


Derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 


La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 


El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos. 


El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia. 


Constitución Política – 1 993:


Art.1392º: “Son principios y derechos de la función jurisdiccional:


[…]


La Observancia del Debido Proceso y la tutela Jurisdiccional.


Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la Ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su denominación.


La publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de la Ley.


Los procesos judiciales por responsabilidad de funcionarios públicos, y por los delitos cometidos por medio de la prensa y los que se refieren a derechos fundamentales garantizados por la Constitución, son siempre públicos.


La Motivación Escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan.


La Pluralidad de Instancias.


La Indemnización, en la forma que determine la Ley, por los errores judiciales en los procesos penales y por las detenciones arbitrarias, sin perjuicio de la responsabilidad que hubiere lugar.


El Principio de no dejar de administrar justicia por vació o deficiencia de la Ley.


En tal caso, deben aplicarse los principios generales del derecho y el derecho consuetudinario. 


El Principio de la inaplicabilidad por analogía de la ley penal y de las normas que restrinjan derechos.


El Principio de no ser penado sin procesos judicial.


La aplicación de la ley más favorable al procesado en caso de duda o de conflicto entre leyes penales.


El Principio de no ser condenado en ausencia.


La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución ejecutoriada. La amnistía, el indulto, el sobreseimiento definitivo y la prescripción producen efectos de cosa juzgada,


El Principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estrado del proceso: Toda persona será informada inmediatamente y por escrito de la causa o razones de su detención. Tiene derecho a comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier autoridad.


El Principio de que toda persona debe ser informada, inmediatamente y por escrito de las causas o razones de su detención.


El Principio de la gratuidad de la administración de justicia y de la defensa gratuita para las personas de escasos recurso; y, para todos, en casos que la ley señala.


[…]


El Derecho de los reclusos y sentenciados de ocupar establecimientos adecuados.


El Principio de que el Régimen Penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad. 


(347) Legislación Concordante:





Declaración Universal de los Derechos Humanos:


Art. 5º: “Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 


Constitución Política – 1 993:


Art. 2º: “Toda persona tiene derecho: […]


A la Inviolabilidad de Domicilio. Nadie puede ingresar en él, ni efectuar investigaciones o registros sin autorización de la persona que lo habita o sin mandato judicial, salvo flagrante delito o muy grave peligro de su perpetración. Las excepciones por motivos de sanidad o de grave riesgo son reguladas por la Ley”.


(348) MELENDEZ SAENZ, Jorge M. (Ibíd. Nota 323) p. 2


(349) Ley Nº 23 506: Ley de Habeas Corpus  y Amparo:





Art. 12º: Derecho Protegidos por el Procesos de Habeas Corpus: “ Se vulnera o amenaza la libertad individual y en consecuencia procede la Acción de Habeas Corpus, enunciativamente en los siguientes casos: […]


El derecho a no ser detenido sino por mandato escrito y motivado del Juez, o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito; o el de no ser puesto el detenido, dentro de las 24 horas o en el término de la distancia, a disposición del juzgado que corresponda, de acuerdo con el acápite “g” del inciso 20) del artículo 2º de la Constitución (1 979) así como de las excepciones que en él se consignan. […]”


(350) Exp. Nº 1324-2000-HC/TC. Caso CHÁVEZ ABARCA.


(351) Exp. Nº 1091-2002-HC/TC. Caso SILVA CHECA.


(352) Código Procesal Constitucional:





Art. 25º: Derechos Protegidos: “Procede el Habeas Corpus ante la acción u omisión que amenace o vulnere los siguientes derechos que, enunciativamente, conforman la libertad individual: […]


El derecho a no ser detenido sino por mandato escrito y motivado del Juez, o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito; o si ha sido detenido, a ser puesto dentro de las 24 horas o en el término de la distancia, a disposición del juzgado que corresponda, de acuerdo con el acápite “f” del inciso 24) del artículo 2º de la Constitución sin perjuicio de las excepciones que en él se consignan. […]”


Art. 34º: Contenido de la Sentencia Fundada: “La resolución que declara fundada la demanda de Habeas Corpus dispondrá alguna de las siguientes medidas: […]


La puesta en libertad de la persona privada arbitrariamente de este derecho […]”


(353) Ley Nº 23 506: Ley de Habeas Corpus  y Amparo:





Art. 2º: Procedencia ante Amenaza o Violación de derechos Constitucionales: “Las acciones de garantía proceden en los casos en que se violen o amenacen los derechos constitucionales, por acción u omisión, de actos de cumplimiento obligatorio.





Ley Nº 25 398: Ley Complementaria de Habeas Corpus  y Amparo:


Art. 4º: Procedencia ante Amenaza o Violación de derechos Constitucionales: “Las acciones de garantía en el caso de amenaza de violación de un derecho constitucional, proceden cuando ésta es cierta y de inminente realización”.


(354) LANDA ARROYO, César. “Derecho Procesal Constitucional”. Palestra Editores. Lima 2 004. pp. 185 - 188


(355) MELENDEZ SAENZ, Jorge M. (Ibíd. Nota 323) p. 3


(356) Exp. Nº 3171-2002-HC/TC. Caso ARNAIZ FIGUEROA.


(357) Código Procesal Constitucional:





Art. 2º: Procedencia: “Los procesos constitucionales de Habeas Corpus, Amparo y Habeas Data, proceden cuando se amenace o viole los derechos constitucionales por acción u omisión de actos de cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona. Cuando se invoque la amenaza de violación, está debe ser cierta y de inminente realización. […]


Art. 34º: Contenido de la Sentencia Fundada: “La resolución que declara fundada la demanda de Habeas Corpus dispondrá alguna de las siguientes medidas: […]


Que cese el agravio producido, disponiendo las medidas necesarias para evitar que el acto vuelva a repetirse. […]”


(358) Ley Nº 23 506: Ley de Habeas Corpus  y Amparo:





Art. 12º: Derechos Protegidos por el Procesos de Habeas Corpus: “Se vulnera o amenaza la libertad individual y en consecuencia procede la Acción de Habeas Corpus, enunciativamente, en los siguientes casos: […]


El de os nacionales o de los extranjeros residentes, de ingresar, transitar o salir del territorio nacional, salvo mandato judicial o aplicación de la Ley de Extranjería de Sanidad. […]


El de hacer retirar las guardias puestas a un domicilio o suspender el seguimiento policial cuando ello atente contra la libertad individual. […]


(359) Constitución Política del Perú:





Art. 2º: “Toda persona tiene derecho: […]


Al honor y a la buena reputación, a la intimidad personal y familiar, así como a la voz y a la imagen propias.


Toda persona afectada, por afirmaciones inexactas, o agraviada en cualquier medio de comunicación social, tiene derecho a que éste medio se rectifique en forma gratuita, inmediata y proporcional, sin perjuicio de las responsabilidades de ley. […]


A la Inviolabilidad de Domicilio. Nadie puede ingresar en él, ni efectuar investigaciones o registros sin autorización de la persona que lo habita o sin mandato judicial, salvo flagrante delito o muy grave peligro de su perpetración. Las excepciones por motivos de sanidad o de grave riesgo son reguladas por la Ley. […]


A la paz y tranquilidad, al disfrute  del tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida”. […]


Art. 166º “La Policía Nacional tiene por finalidad fundamental, garantizar, mantener y restablecer el orden interno. Presta protección y ayuda a las personas y a la comunidad. Garantizar el cumplimiento de las leyes y la seguridad del patrimonio público y del privado. Previene, investiga y combate la delincuencia. Vigila y controla las fronteras”.





Código Procesal Constitucional:





Art. 25º: Derechos Protegidos: “Procede el Habeas Corpus ante la acción u omisión que amenace o vulnere los siguientes derechos que, enunciativamente, conforman la libertad individual: […]


El derecho de los nacionales y  de los extranjeros residentes a ingresar, transitar y salir del territorio nacional, salvo mandato judicial o aplicación de la Ley de Extranjería o de Sanidad.


El derecho de retirar la vigilancia del domicilio y a suspender el seguimiento policial, cuando resulten arbitrarios  o injustificados.


Art. 34º: Contenido de la Sentencia Fundada: “La resolución que declara fundada la demanda de Habeas Corpus dispondrá alguna de las siguientes medidas: […]


Que cese el agravio producido, disponiendo las medidas necesarias para evitar que el acto vuelva a repetirse. […]”


(360) Ley Nº 23 506: Ley de Habeas Corpus  y Amparo:





Art. 12º: Derechos Protegidos por el Procesos de Habeas Corpus: “Se vulnera o amenaza la libertad individual y en consecuencia procede la Acción de Habeas Corpus, enunciativamente, en los siguientes casos: […]


El de la excarcelación, en el caso de un detenido o procesado que haya sido amnistiado, indultado, sobreseído, absuelto o declarada prescrita la acción penal o la ejecución de la pena. […]”


(361) Exp. Nº 2137-2004-HC/TC, Caso MAMANÍ CRUZ.


(362) Exp. Nº 2915-2004-HC/TC, Caso BERROCAL PRUDENCIO.


(363) Código Procesal Constitucional:





Art. 25º: Derechos Protegidos: “Procede el Habeas Corpus ante la acción u omisión que amenace o vulnere los siguientes derechos que, enunciativamente, conforman la libertad individual: […]


El derecho a la excarcelación de un procesado o condenado, cuya libertad haya sido declarada por el Juez. […]”


Art. 34º: Contenido de la Sentencia Fundada: “La resolución que declara fundada la demanda de Habeas Corpus dispondrá alguna de las siguientes medidas: […]


Que la persona privada de su libertad sea puesta inmediatamente a disposición del Juez Competente, si la agresión se produjo por haber transcurrido el plazo legalmente establecido para su detención. […]”


(364) Constitución Política del Perú:





Art. 137º: “E Presidente de la República, con acuerdo del Concejo de Ministros, puede decretar por plazo determinado, en todo el territorio nacional, o en parte de él y dando cuenta al Congreso o a la Comisión Permanente, los Estado de Excepción que es este artículo se contemplan:


Estado de Emergencia, en caso de perturbación de la paz y el orden interno,  de catástrofe o de graves circunstancias que afecten la vida de la Nación. En esta eventualidad, puede restringirse o suspenderse el ejercicio de los derechos constitucionales relativos a la libertad y la seguridad personales , la inviolabilidad de domicilio, y la libertad de reunión y de tránsito en el territorio, comprendidos en los incisos 9, 11 y 12  del artículo 2º y en el inciso 24, apartado “f” del mismo artículo. En ninguna circunstancia se puede desterrar a nadie.


El plazo del Estado de Emergencia no excede de sesenta días. Su prórroga requiere nuevo decreto. En Estado de Emergencia, las Fuerzas Armadas asumen el control desorden interno, si así lo dispone el Presidente de la República.


Estado de Sitio, en caso de invasión, guerra exterior, guerra civil, o peligro inminente de que se produzcan, con mención de los derechos fundamentales cuyo ejercicio no se restringen o suspenden. El plazo correspondiente no excede de cuarenta y cónico días. Al decretarse el Estado de Sitio, el Congreso se reúne de pleno derecho. La prórroga requiere aprobación del Congreso”. 


Art. 200º “[…]


El ejercicio de las acciones de Habeas Corpus y de Amparo no se suspenden durante la vigencia de los Regimenes de Excepción a que se refiere el Art. 137º de la Constitución.


Cuando se interponen acciones de esta naturaleza en relación con derechos restringidos o suspendidos, el órgano jurisdiccional competente examina la razonabilidad y la proporcionalidad del acto restrictivo. No corresponde al Juez cuestionar la declaración del Estado de Emergencia o de Sitio”.





Código Procesal Constitucional:





Art. 23º: Procedencia durante los Regímenes de Excepción: “


Razonabilidad y Proporcionalidad: Los Procesos Constitucionales no se suspenden durante la vigencia de los regímenes de excepción. Cuando se interponen en relación con derechos suspendidos, el órgano jurisdiccional examinará la razonabilidad y proporcionalidad del actos restrictivo, atendiendo a los siguientes criterios 


Si la demanda se refiere a derechos constitucionales que no han sido suspendidos;


Si tratándose de derechos suspendidos, las razones que sustentan el acto restrictivo del derecho no tienen relación con las causas o motivos que justificaron la declaración del régimen de excepción; o


Si tratándose de derechos suspendidos, al acto restrictivo del derecho resulta manifiestamente innecesario o injustificado atendiendo a la conducta del agraviado o a la situación de hecho evaluada sumariamente por el Juez”.


(365) Código Procesal Constitucional:





Art. 1º: Finalidad de los Procesos: “[...]


Si luego de presentada la demanda cesa la agresión o amenaza por decisión voluntaria del agresor, o si ella deviene en irreparable, el Juez, atendiendo al agravio producido, declarará fundad la demanda precisando los alcances de su decisión, disponiendo que el emplazado no vuelva a incurrir en las acciones u omisiones que motivaron la interposición de la demanda, y que si procediere de modo contrario se le aplicarán las medidas coercitivas prevista en el artículo 22º del presente código, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda”.


(366) Exp. Nº 0726-2002-HC/TC, Caso RODRÍGUEZ MEDRANO.


(367) Exp. Nº 0590-2002-HC/TC, Caso GUZMÁN REYNOSO.


(368) Exp. Nº 1429-2002-HC/TC, Caso Emiliano ÁLVAREZ LAZO.


(369) Constitución Política del Perú:





Art. 2º: “Toda persona tiene derecho:


A la vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar. […]


Art. 139: “Son principios y derechos de la función jurisdiccional: […]


El derecho de los reclusos y sentenciados de ocupar establecimientos adecuados.


El principio de que el régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad.





Código Procesal Constitucional:





Art. 25º: Derechos Protegidos: “[…]


El derecho del detenido o recluso a no ser objeto de un tratamiento carente de razonabilidad y proporcionalidad, respecto de la forma y condiciones en que cumple el mandato de detención o la pena. […]”.


Art. 34º: Contenido de la Sentencia Fundada: “La resolución que declara fundada la demanda de Habeas Corpus dispondrá alguna de las siguientes medidas:[…]


Que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las disposiciones legales aplicables al caso, pero si el Juez considerase necesario, ordenará cambiar las condiciones de la detención, sea en el mismo establecimiento o en otro, o bajo la custodia de personas distintas de las que hasta entonces la ejercían. […]”.


(370) La Convención Interamericana Sobre Desaparición Forzada de Persona (Adoptada en Belem do Pará, el 08 Jun. 1 984), y de la que el Perú es país signatario, con fecha de ratificación 13 Feb. 2 002, define a la Desaparición Forzada de Personas, en los siguientes términos:





Art. II: “Para los efectos de la presente Convención, se considera Desaparición Forzada, la privación de la libertad de una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización o aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes” 


(371) Esta ha sido la posición del Tribunal Constitucional Peruano en su sentencia recaída en el Exp. Nº 2488-02-HC/TC de Genaro VILLEGAS NAMUCHE (Publicada el 18 May. 2 004), al sostener que las personas, directa o indirectamente afectadas por un crimen de esa magnitud, tiene derecho a saber siempre, aunque haya transcurrido mucho tiempo desde la fecha en la cual se cometió el ilícito, quien fue el autor, en que fecha y lugar se perpetró, como se produjo, porque se le ejecutó, donde se hallan sus restos entre otras cosas.  


(372) Constitución Política del Perú:





Art. 2º: “Toda persona tiene derecho:


A la vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar. […]


A la libertad y seguridad personales: […]


Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a tortura o tratos inhumanos o humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen médico de la persona agraviada o de aquella imposibilitada de recurrir  por sí misma a la autoridad. Carecen de valor las declaraciones obtenidas por la violencia. Quien la emplea incurre en responsabilidad”.





Código Procesal Constitucional:





Art. 25º: Derechos Protegidos: “[…]


El derecho a no ser objeto de una desaparición forzada […]”.


Art. 32º: Trámite en caso de Desaparición Forzada: “Sin perjuicio del trámite previsto en los artículos anteriores, cuando se trate de desaparición forzada de una persona, si la autoridad, funcionario o persona demandada no proporcionan elementos de juicio satisfactorios sobre su paradero o destino, el Juez deberá adoptar todas las medidas necesarias que conduzcan a su hallazgo, pudiendo incluso comisionar a jueces del Distrito Judicial donde se presuma que la persona pueda estar detenida para que las practiquen. Asimismo, el Juez dará aviso de la demanda de Habeas Corpus  al Ministerio Público para que realice las investigaciones correspondientes.


Si la agresión se imputa a algún miembro de la Policía Nacional o de las Fuerzas Armadas, el Juez solicitará, además, a la autoridad superior del presunto agresor de la zona en la cual la desaparición ha ocurrido, que informe dentro del plazo de veinticuatro horas si es cierta o no la vulneración de la libertad y proporcione el nombre de la autoridad que la hubiere ordenado o ejecutado”.


(373) Art. 26º: Legitimación CPC: “La demanda puede ser interpuesta por la persona perjudicada o por cualquier otra en su favor, sin necesidad de tener su representación. Tampoco requerirá firma del letrado, tasa o alguna otra formalidad. También puede interponerla la Defensoría del Pueblo”


(374) Ley Nº 26 520: Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo:


Art. 9º: Atribuciones del Defensor del Pueblo: El Defensor del Pueblo está facultado, en el ejercicio de sus funciones, para: […]


Ejercitar ante el Tribunal Constitucional la Acción de Inconstitucionalidad contra las normas con rango de Ley a que se refiere el Inc. 4) del Art. 200º de la Constitución Política, asimismo, para interponer la Acción de Habeas Corpus, Acción de Amparo, Acción de Habeas Data, la Acción Popular y la Acción de Cumplimiento, en tutela de los derechos constitucionales y fundamentales de la persona y de la comunidad.


Asimismo, está capacitado o facultado para intervenir en los Procesos de Habeas Corpus, para coadyuvar a la defensa del perjudicado. […]”


(375) Ley Nº 27 337: Código de los Niños y Adolescentes:


Art. 186º: Impugnación: “El Adolescente puede impugnar la orden que lo ha privado de su libertad y ejercer la Acción de Habeas Corpus ante el Juez Especializado”. 


(376) Art. 27º: Demanda CPC: “La Demanda puede presentarse por escrito o verbalmente, en forma directa o por correo, a través de medios electrónicos de comunicación u otro idóneo. Cuando se trata de una demanda verbal, se levanta acta ante el Juez o Secretario, sin otra exigencia que la de suministrar una sucinta relación de los hechos”.





Legislación Concordante:


Ley Orgánica del Poder Judicial: D.S. Nº 017-93-JUS: TUO de la LOPJ


Art. 50º: “Los Juzgados Penales conocen: […]


De las Acciones de Habeas Corpus. […]


(377) Art. 28º: Competencia CPC: “La Demanda de Habeas Corpus se interpone ante cualquier Juez Penal, sin observar turnos”.


(378) Art. 29º: Competencia del Juez de Paz CPC: “Cuando la afectación de la libertad individual se realice en lugar distinto y lejano o de difícil acceso de aquel en que tiene su sede el Juzgado donde se interpuso la demanda este dictará orden perentoria e inmediata para que el Juez de Paz del distrito en el que se encuentra el detenido cumpla en el día, bajo responsabilidad, con hacer las verificaciones y ordenar las medidas inmediatas para hacer cesar la afectación”.


(379) Art. 30º: Trámite en caso de Detención Arbitraria CPC: “Tratándose de cualquiera de las formas de Detención Arbitraria y de afectación de la integridad personal, el Juez resolverá de inmediato. Para ello, podrá constituirse en el lugar de los hechos, y verificada la detención indebida ordenará en el mismo lugar la libertad del agraviado, dejando constancia en el acta correspondiente y sin que sea necesario notificar previamente al responsable de la agresión para que cumpla con la resolución judicial”.


(380) Art. 31º: Trámite en Casos Distintos CPC: “Cuando no se trate de una detención arbitraria ni de una vulneración de la integridad personal, el Juez podrá constituirse en el lugar de los hechos, o, de ser el caso, citar a quien o quienes ejecutaron la violación, requiriéndoles expliquen la razón que motivó la agresión, y resolverá de plano en el término de un día natural, bajo responsabilidad. 


La resolución podrá notificarse al agraviado, así se encontrare privado de su libertad. También puede notificarse indistintamente a la persona que interpuso la demanda así como a su abogado, si lo hubiere”.


(381) Art. 32º: Trámite en Caso de Desaparición Forzada CPC: “Sin perjuicio del trámite previsto en los artículos anteriores, cuando se trate de la desaparición forzada de una persona, si la autoridad, funcionario o persona demandada no proporcionan elementos de juicio satisfactorios sobre su paradero o destino, el Juez deberá adoptar todas las medidas necesarias que conduzcan a su hallazgo, pudiendo incluso comisionar a jueces del Distrito Judicial donde se presuma que la persona pueda estar detenida para que las practiquen. Asimismo, el Juez dará aviso de la demanda de hábeas corpus al Ministerio Público para que realice las investigaciones correspondientes.


Si la agresión se imputa a algún miembro de la Policía Nacional o de las Fuerzas Armadas, el juez solicitará, además, a la autoridad superior del presunto agresor de la zona en la cual la desaparición ha ocurrido, que informe dentro del plazo de veinticuatro horas si es cierta o no la vulneración de la libertad y proporcione el nombre de la autoridad que la hubiere ordenado o ejecutado”.


(382) Art. 33º: Normas Especiales de Procedimiento CPC: “Este procesos se somete además a las siguientes reglas:


No cabe recusación, salvo por el afectado o quien actúen en su nombre.


No caben excusas de los jueces ni de los secretarios.


Los jueces deberán habilitar día y hora para la realización de las actuaciones procesales.


No interviene el Ministerio Público.


Se pueden presentar documentos cuyo mérito apreciará el Juez en cualquier estado del proceso


El Juez o la Sala designará un defensor de oficio al demandante, si lo pidiera.


Las actuaciones procesales son improrrogables”. 


(383) Art. 34º: Contenido de la Sentencia Fundada CPC: “La resolución que declara fundad la demanda de Habeas Corpus dispondrá alguna de las siguientes medidas:


La puesta en libertad de la persona privada arbitrariamente de este derecho; o


Que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las disposiciones legales aplicables al caso, pero si el Juez lo considera necesario, ordenará cambiar las condiciones de la detención, sea en el mismo establecimiento o en otro, o bajo la custodia de personas distintas de las que hasta entonces la ejercían; o


Que la persona privada de libertad sea puesta inmediatamente a disposición del Juez Competente, si la agresión se produjo por haber transcurrido el plazo legalmente establecido para su detención; o


Que cese el agravio producido, para su detención; o medidas necesarias para evitar que el acto vuelva a repetirse. 


(384) Art. 4º: Procedencia respecto de Resoluciones Judiciales CPC: “El Amparo procede respecto de resoluciones judiciales firmes dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que comprende el accesos a la justicia y el debido proceso. Es improcedente cuando el agraviado dejó consentir la resolución que dice afectarlo.


El Habeas Corpus procede cuando una resolución judicial firme vulnera en forma manifiesta la libertad individual y la tutela procesal efectiva.


Se entiende por tutela procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a procedimientos distintos de los previstos por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho, a acceder a los medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos, a la actuación adecuada y temporalmente oportuna de la resoluciones judiciales y a la observancia del principio de legalidad procesal penal.


(385) Exp. Nº 1453-2003-HC/TC, Caso BELTRÁN ORTEGA


(386) El Derecho al Debido Proceso aparece configurado en la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional, en un doble ámbito de significación: una dimensión formal y otra de índole material. La primera postula reglas y principios esencialmente formales (Juez Natural, procedimiento preestablecido, derecho de defensa, motivación resolutoria, cosa juzgada, etc.), en la segunda, se entiende el contenido de justicia o razonabilidad que toda decisión supone.  


(387) Es de señalar que el Máximo Intérprete de la Constitución ha dado una orientación decidida en apoyo de la delimitación del Derecho a la tutela Jurisdiccional Efectiva y el Derecho al Debido Proceso. Así el Tribunal Constitucional en el Exp. Nº 1546-02-AA/TC, ha señalado que las principales facultades que se pueden considerar amparadas por el Derecho a la tutela Judicial Efectiva, podrían ser: a) La posibilidad de acceder a los órganos jurisdiccionales e iniciar el proceso, b) El de obtener una resolución fundada en derecho, c) el obtener la ejecución de la sentencia.


(388) Art. 8º: Responsabilidad del Agresor CPC: “Cuando exista causa probable de la comisión de un delito, el Juez en la sentencia que declara fundada la demanda en los procesos tratados en el presente título, dispondrá la remisión de los actuados al Fiscal Penal que corresponda  para los fines pertinentes. Esto ocurrirá, inclusive cuando se declare la sustracción de la pretensión y sus efectos, o cuando la violación del derecho constitucional haya devenido en irreparable, si el Juez así lo considera.


Tratándose de autoridad o funcionario público, el Juez Penal podrá imponer como pena accesoria la destitución del cargo.


El haber procedido por orden superior no libera al ejecutor de la responsabilidad por el agravio incurrido ni de la pena a que haya lugar. Si el responsable inmediato de la violación fuera una de las personas comprometidas en el Art. 99º de la Constitución, se dará cuenta inmediata a la Comisión Permanente del Congreso”.


(389) Esta ha sido la línea de interpretación del Tribunal Constitucional, que en el Exp. Nº 1917-02-HC/TC: Walter MARZULLO CASTILLO ha sostenido que el concepto castrense de “obediencia debida” para ejecutar hechos delictuosos contrarios a la Constitución, no tiene justificación constitucional ni moral.


(390) Art. 35º: Apelación CPC: “Sólo es apelable la resolución que pone fin a la instancia. El plazo para apelar es de dos días”


(391) Art. 36º: Tramite de Apelación CPC: “Interpuesta la apelación, el Juez elevará en el día los autos al Superior, quien resolverá el procesos en el plazo de cinco días, bajo responsabilidad. A la Vista de la Causa los abogados podrán informar”.


(392) Art. 18º: Recurso de Agravio Constitucional CPC: “Contra la resolución de segundo grado que declara infundada o improcedente la demanda, procede Recurso de  Agravio Constitucional ante el Tribunal Constitucional, dentro del plazo de diez días contados desde el día siguiente de notificada la resolución. Concedido el recurso, el Presidente de la Sala remite al Tribunal Constitucional el expediente dentro del plazo máximo de tres días, más el término de la distancia, bajo responsabilidad”


(393) Art. 19º: Recurso de Queja CPC: “Contra la resolución que deniega el Recurso de Agravio Constitucional procede Recurso de Queja. Este se interpone ante el Tribunal Constitucional, dentro del plazo de cinco días siguientes a la notificación de la denegatoria. Al escrito que contiene el recurso y su fundamentación, se anexa copias de la resolución recurrida, y de la denegatoria, certificadas por abogado, salvo el caso del Proceso de Habeas Corpus. El recurso será resuelto dentro de los diez días de recibido, sin dar lugar a trámite. Si el Tribunal Constitucional declara fundada la Queja, conoce también el Recurso de Agravio Constitucional, ordenando el Juez Superior el envió del expediente dentro del tercer día de oficiado, bajo responsabilidad”.


(394) Art. 21º: Incorporación de Medios Probatorios sobre Hechos Nuevos al Procesos CPC: “Los medios que acrediten hechos transcendentes para el procesos, pero que ocurrieron con posterioridad a la interposición de la demanda, pueden ser admitidos por el Juez a la controversia principal o a la cautelar, siempre que no requieran actuación. El Juez pondrá el medio probatorio en ceniciento de la contraparte antes de expedir la resolución que ponga fin al grado”.


(395) ABANTO VERÁSTEGUI, Humberto.: “Regresiones en el Código Procesal Constitucional Peruano”. Abogado graduado en la Universidad Nacional Federico Villarreal, Ex Asesor de la Municipalidad de Lima Metropolitana (1 992 – 1 994) y del Congreso de la República en las Comisiones de Fiscalización, Economía, Integración y Relaciones Interparlamentarias (2 000 – 2 002). Ha publicado artículos en los Diarios La República, Expreso, La Razón. Artículo extraído de la Website del autor.  


(396) VALLE–RIESTRA GONZÁLES–OLAECHEA, Javier: “Soy abogado por el Habeas Corpus” Suplemento “Jurídica” del   Diario Oficial “El Peruano”. Año 2, Nº 68, Martes 18 de Octubre del 2 005. Lima. pp. 3 – 5.


(397) Art. 24º: Agotamiento de la Jurisdicción Nacional CPC: “La resolución del Tribunal Constitucional que se pronuncie sobre el fondo agota la Jurisdicción Nacional”.


Art. 114º: organismos internacionales Competentes CPC: “Para los efectos de lo establecido en el Art. 205º de la Constitución, los organismos internacionales a los que puede recurrir cualquier persona que se considere lesionada en los derechos reconocidos por la Constitución, o los tratados sobre Derechos Humanos ratificados por el Estado Peruano, son: el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos y aquellos otros que se constituyan en el futuro y que sean aprobados por tratados que obliguen al Perú.”.


(398) BELLIDO CÁRDENAS, Carol. Adjunta del Curso de Derechos Humanos de la Facultad de Derecho de la PUCP. Investigadora del Instituto de Estudios para la Integración y Desarrollo del Sur. “Una Mirada al Sistema Interamericana de Derechos Humanos de Protección de los Derechos Humanos”. Suplemento “Jurídica” del   Diario Oficial “El Peruano”. Año 2, Nº 54, Martes 12 de Julio del   2 005. Lima. pp. 8 – 9.


(399) BELLIDO CÁRDENAS, Carol. Ibid (Nota 396) p. 9.


(400) ARROBAS CORONEL, César Augusto. Abogado – Periodista Maestría en Derecho Constitucional UNFV Doctorando en derecho UNFV Profesional SUNAT. “Análisis de una Función Consultiva Convención Americana y Derechos Humanos” Suplemento “Jurídica” del   Diario Oficial “El Peruano”. Año 2, Nº 46, Martes 17 de Mayo del 2 005. Lima. p. 3.


(401)  Constitución Política de 1 993:





Art. 205º: Agotamiento de la Jurisdicción Nacional: “Agotada la Jurisdicción Interna, quien se considere lesionado en los derechos que la Constitución reconoce, puede recurrir a los tribunales u organismos internacionales constituidos según tratados o convenios de los que el Perú es Parte”.





Código Procesal Constitucional:





Art. 24º: Agotamiento de la Jurisdicción Nacional: “La resolución del Tribunal Constitucional que se pronuncie sobre el fondo agota la Jurisdicción Nacional”.


Art. 114º: organismos internacionales Competentes CPC: “Para los efectos de lo establecido en el Art. 205º de la Constitución, los organismos internacionales a los que puede recurrir cualquier persona que se considere lesionada en los derechos reconocidos por la Constitución, o los tratados sobre Derechos Humanos ratificados por el Estado Peruano, son: el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos y aquellos otros que se constituyan en el futuro y que sean aprobados por tratados que obliguen al Perú.”.


(402) Código Procesal Constitucional:





Art. 115º: Ejecución de Resoluciones: “Las resoluciones de los organismos jurisdiccionales a cuya competencia se haya sometido expresamente el Estado Peruano no requieren, para su validez y eficacia, de reconocimiento, revisión, ni examen previo alguno. Dichas resoluciones son comunicadas por el Ministerio de Relaciones Exteriores al Presidente del Poder Judicial , quien a su vez, las remite al tribunal donde se agotó la jurisdicción interna y dispone su ejecución por el Juez Competente, de conformidad con lo previsto por la Ley Nº 27 775, que regula el procedimiento de ejecución de sentencias emitidas por tribunales supranacionales”.


(403) Código Procesal Constitucional:





Art. 116º: Obligación de Proporcionar Documentos y Antecedentes: “La Corte Suprema de Justicia de la República y el Tribunal de Garantías Constitucionales deberán remitir a los organismos a que se refiere el artículo 114º, la legislación, las resoluciones y demás documentos actuados en el procesos o los procesos que originaron la petición, así como todo otro elemento que a juicio del organismo internacional fuere necesario para su ilustración o para mejor resolver el asunto sometido a su competencia”


(404) Extraído del libro “Los Procesos de Amparo y Hábeas Corpus: Un Análisis Comparado”. Lima: Comisión Andina de Juristas, setiembre del 2000, páginas 139-167. Este trabajo fue realizado por Luis Alberto Huerta Guerrero, investigador de la institución y profesor universitario.


(405) Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-8/87, del 30 de enero de 1987, párrafo 33.


(406) Sentencia de la Corte Constitucional de Colombia C-010/94, del 20 de enero de 1994.


(407) Secretario Abogado de la Primera Sala del Tribunal Constitucional Ecuatoriano
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